
Presidencia de la Junta

Subvenciones. Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma
de Extremadura .................................................................................................. 7336

Sanidad. Ley 7/2011, de 23 de marzo, de Salud Pública de Extremadura .................. 7392

Igualdad de género. Ley 8/2011, de 23 de marzo, de Igualdad entre Mujeres y Hombres y
contra la Violencia de Género en Extremadura ........................................................ 7426

Servicio Extremeño de Salud

Personal estatutario. Orden de 15 de marzo de 2011 por la que se suprime la categoría
estatutaria de Pediatra de Área de Atención Primaria en el ámbito de las Instituciones Sanita-
rias del Servicio Extremeño de Salud ..................................................................... 7492

1.— NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS

Consejería de Administración Pública y Hacienda

Nombramientos. Orden de 21 de marzo de 2011 por la que se nombran Notarios para
servir plaza en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura ..................... 7495

VIERNES, 25
de marzo de 2011

NÚMERO 59DIARIO OFICIAL DE

EXTREMADURA

S U M A R I O

I DISPOSICIONES GENERALES

II AUTORIDADES Y PERSONAL



Nombramientos. Orden de 21 de marzo de 2011 por la que se nombra Registrador de la
Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles para servir plaza en el territorio de la Comunidad
Autónoma de Extremadura ................................................................................... 7497

2.— OPOSICIONES Y CONCURSOS

Servicio Extremeño de Salud

Pruebas selectivas. Resolución de 22 de marzo de 2011, de la Dirección Gerencia, por la
que se convoca proceso selectivo para la cobertura temporal de dos plazas de Enfermero
Perfusionista en la Instituciones Sanitarias del Servicio Extremeño de Salud ............... 7498

Consejería de Industria, Energía y Medio Ambiente

Impacto ambiental. Resolución de 14 de marzo de 2011, de la Dirección General de
Evaluación y Calidad Ambiental, por la que se formula declaración de impacto ambiental en
relación al proyecto de aprovechamiento del recurso de la Sección A) “Las Moruchas II”, n.º
00942-00, en el término municipal de Campanario .................................................. 7508

Universidad de Extremadura

Cuerpos Docentes Universitarios. Resolución de 10 de marzo de 2011, del Rector, por la
que se hace público el Acuerdo normativo del Consejo de Gobierno de la Universidad de
Extremadura de 25 de febrero de 2011, por el que se adapta la normativa de concursos para
el acceso a plazas de los Cuerpos docentes universitarios entre acreditados ................ 7519

Consejería de Fomento

Información pública. Anuncio de 8 de octubre de 2009 sobre legalización de nave para
cebadero avícola ecológico. Situación: paraje “Jaralillos”, parcela 43 del polígono 57. Promo-
tor: D. Francisco González Rodríguez, en Azuaga .................................................... 7521

Notificaciones. Citación. Anuncio de 16 de marzo de 2011 sobre notificación de citación
para vista oral ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura, en los procedimientos
arbitrales n.os M-070/2010 y M-086/2010 ............................................................... 7521

Notificaciones. Citación. Anuncio de 22 de marzo de 2011 sobre notificación de citación
para vista oral ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura, en el procedimiento
arbitral n.º M-104/2010 ....................................................................................... 7522

Viernes, 25 de marzo de 2011
7334NÚMERO 59

III OTRAS RESOLUCIONES

V ANUNCIOS



Consejería de Agricultura y Desarrollo Rural

Deslinde. Anuncio de 3 de marzo de 2011 sobre exposición pública del comienzo de opera-
ciones de deslinde de la vía pecuaria denominada “Colada de Casas de Don Gómez al camino
de Plasencia”, en el término municipal de Coria ....................................................... 7522

Universidad de Extremadura

Contratación. Corrección de errores del Anuncio de 18 de febrero de 2011 por el que se hace
pública la convocatoria, por procedimiento abierto, para la contratación del suministro de “Equi-
pamiento para Unidad Genómica, 2 lotes. Lote n.º 1, Sistema PCR en tiempo real con termoci-
clador, detector de fluorescencia y software de aplicación específico. Lote n.º 2, Lector de
Microplacas con absorbancia, fluorescencia y luminiscencia”. Expte.: S.070/10 .............. 7526

Ayuntamiento de Valverde de Mérida

Urbanismo. Anuncio de 14 de febrero de 2011 sobre Estudio de Detalle ................... 7526

Particulares

Extravíos. Anuncio de 21 de febrero de 2011 sobre extravío del título de Graduado Escolar
de D.ª Cristina Galet Andrés ................................................................................. 7527

Extravíos. Anuncio de 25 de febrero de 2011 sobre extravío del título de Graduado Escolar
de D. Eusebio Pérez Prieto ................................................................................... 7527

Viernes, 25 de marzo de 2011
7335NÚMERO 59



PRESIDENCIA DE LA JUNTA

LEY 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma
de Extremadura. (2011010006)

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, en
nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 49.1 del Estatuto de Auto-
nomía, vengo a promulgar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Dentro de la actividad financiera del sector público autonómico, destaca la gestión de
subvenciones, como instrumento de fomento de determinadas actividades o comportamien-
tos considerados de interés público y como modalidad del gasto público.

Como instrumento de fomento, sirve a la consecución de los objetivos fijados en materia de
política económica y social, de ahí la necesidad recogida en la ley, para que previamente al
establecimiento de líneas de subvenciones se aprueben los correspondientes planes estratégi-
cos, que a su vez pueden estar basados en otros planes o programas sectoriales más amplios,
en los que se definan los objetivos y efectos que se pretenden conseguir, mediante los corres-
pondientes indicadores, que habrán de ser objeto de adecuada actualización, seguimiento y
evaluación. Asimismo, con la finalidad de unificar y coordinar esta actividad de fomento en el
ámbito de la Junta de Extremadura y sus organismos o entidades dependientes, la ley radica
la competencia para establecer bases reguladoras de subvenciones en el Consejo de Gobierno.

Como modalidad de gasto público, las subvenciones habrán de ajustarse a la legislación presu-
puestaria y sujetarse al principio de estabilidad presupuestaria, de manera que antes de iniciar
cualquier procedimiento de concesión, sea necesario tener la cobertura presupuestaria adecua-
da, y que en ningún caso puedan otorgarse subvenciones si no existe dotación de crédito.

Dada la importancia, que por ello tiene la gestión de subvenciones, era precisa la adopción
de una norma específica, como sería la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones, desarrollada más tarde por el Real Decreto 887/2006. Pero esta nueva legisla-
ción, al ser básica en parte, en congruencia con las competencias exclusivas que en la mate-
ria tienen las Comunidades Autónomas, lleva a la necesidad de esta ley, a fin de articular un
régimen jurídico propio de acuerdo a nuestras peculiaridades organizativas y mecanismos de
financiación, con respeto a la regulación básica, la cual para una mejor aplicación se integra
dentro del contenido propio o diferenciado de esta ley.

Consta la ley de cinco títulos. El Título I, de Disposiciones Generales se divide en dos capítu-
los, en los que priman los contenidos básicos concernientes al ámbito de aplicación y las
disposiciones comunes sobre principios generales, requisitos y condiciones sobre beneficia-
rios y entidades colaboradoras, y el contenido de las bases reguladoras, con adaptación de
las denominaciones, competencias y singularidades procedimentales derivadas de nuestra
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organización, en lo que se refiere al ámbito de aplicación, a la regulación de los Planes Estra-
tégicos, a la determinación de los órganos competentes para otorgar subvenciones o para el
establecimiento de bases reguladoras, y al régimen de garantías, añadiendo de manera
específica la creación de un Portal de Subvenciones de la Comunidad Autónoma, para una
mayor transparencia en la gestión de las mismas, en el cual sean objeto de publicidad no
sólo las Bases reguladoras y de convocatoria, sino también todas las concesiones anotadas
en la propia Base de Subvenciones de la Comunidad Autónoma.

El Título II dedicado a los procedimientos de concesión, partiendo del artículo 22, en el que
se contienen los diferentes procedimientos de concesión y convocatoria, recoge en su Capítu-
lo II el procedimiento de concesión en régimen de concurrencia competitiva, que podrá
tramitarse mediante convocatoria periódica o abierta, en similitud esta última a la regulación
estatal desarrollada vía reglamento.

El sentido del silencio administrativo se considera negativo conforme al artículo 22.5, incluso
para los supuestos de concesión directa a solicitud del interesado, al considerar, que existen
razones imperiosas de interés general derivadas de la aplicación de los principios y requisitos
para conceder las subvenciones, en virtud de los cuales no procedería entender estimada por
silencio la solicitud de subvenciones, pues es precisa la acreditación y aprobación previa del
gasto que da lugar al derecho económico y la verificación del cumplimiento de los requisitos
del beneficiario, para el reconocimiento de la concesión.

Y en cuanto a las subvenciones de concesión directa, reguladas en el Capítulo III, se admite una
tramitación específica mediante convocatoria abierta, cuando no sea posible el régimen de
concurrencia competitiva, a la vez que se incluyen los demás supuestos permitidos por la legisla-
ción básica sin convocatoria previa: subvenciones nominativas o establecidas por la ley, u otros
de carácter excepcional, en los que se acrediten razones de interés público, social económico o
humanitario, u otros debidamente justificados que dificulten su convocatoria, entre los que se
incluyen los hasta ahora recogidos expresamente en las leyes de Presupuestos de la Comunidad
Autónoma, y aquellos otros que de forma singular puedan autorizarse por decreto del Consejo de
Gobierno, previo informe favorable de la Consejería competente en materia de hacienda.

Su Capítulo IV mantiene los aspectos básicos sobre subcontratación y justificación de
subvenciones y en el Capítulo V de Gestión Presupuestaria, se exige la retención de los crédi-
tos correspondientes antes de iniciar la tramitación de cualquier convocatoria o expediente
de concesión directa, se determina el momento de la aprobación y del compromiso del gasto,
y la posibilidad de aumentar los créditos inicialmente previstos que habrán de publicitarse y
acordarse antes de resolver, aún cuando no sea necesaria una nueva convocatoria. Y como
regla general para el pago al beneficiario habrá de justificarse previamente la realización del
objeto de la subvención, sin perjuicio de admitir los pagos fraccionados o anticipados, que
habrán de estar previstos en las bases reguladoras; así como prevé la retención de pagos
como medida cautelar una vez iniciado el procedimiento de reintegro.

El Título III regula los supuestos de invalidez de la concesión, los procedimientos que tienen
por objeto determinar los incumplimientos del beneficiario y de las entidades colaboradoras y
sus consecuencias, entre ellas el reintegro, y la prescripción en el plazo de cuatro años a
reconocer o liquidar el reintegro.

El Título IV relativo al control financiero de subvenciones, establece de forma detallada el
objeto o ámbito del control, la competencia de la Intervención General de la Junta de
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Extremadura para su ejercicio, las facultades del personal controlador y las obligaciones de
quienes han de prestar su colaboración, con indicación del procedimiento de control,
plazos para su ejercicio, tipos de informe, sus efectos y sistema de resolución de discre-
pancias internas entre los órganos gestores y de control, de manera que mediante un
procedimiento ágil y transparente se vele por la recuperación o resarcimiento de los inte-
reses públicos y el mantenimiento de las garantías de los derechos de los beneficiarios,
remitiendo en último término al procedimiento de reintegro, cuando resulten del control
cuantías a reintegrar.

Y por fin, en el Título V, correspondiente a las infracciones y sanciones se ha mantenido el
sistema de infracciones y sanciones recogido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, bajo la consideración de que esta materia, aún cuando no toda se regu-
la como básica, siga una igualdad de trato, con expresión de las reglas de competencia
propias para su ejercicio.

Por todo lo expuesto, en el ejercicio de las competencias propias de autogobierno y de las
competencias de desarrollo legislativo y ejecución de la legislación básica estatal contenida
en los artículos 9.1.1 y 10 del Estatuto de Autonomía de Extremadura y de acuerdo con el
Consejo Consultivo de Extremadura.

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I

DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. El objeto de la presente ley es la regulación, en el marco de la legislación básica estatal,
del régimen jurídico de las subvenciones otorgadas por los entes del sector público auto-
nómico siguientes:

a) La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

b) Los organismos autónomos dependientes de la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura.

c) Los demás organismos o entidades de derecho público con personalidad jurídica propia,
vinculadas o dependientes de la Administración de la Comunidad Autónoma, en la medida
en que las subvenciones que otorguen sean consecuencia de potestades administrativas.

2. Serán de aplicación los principios de gestión contenidos en esta ley y los de información a
que hace referencia el artículo 19, a las entregas dinerarias sin contraprestación que reali-
cen las fundaciones o sociedades del sector público autonómico, así como a las que hagan
los organismos o entidades de derecho público a que se refiere el párrafo c) del apartado
1 de este artículo, cuando en este caso se rijan por el derecho privado y no actúen en el
ejercicio de potestades administrativas. En todo caso, las aportaciones gratuitas habrán
de tener relación directa con el objeto de la actividad contenido en la norma de creación o
en sus estatutos.
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Artículo 2. Concepto de subvención.

Se entiende por subvención, a los efectos de esta ley, toda disposición dineraria realizada por
cualesquiera de los sujetos contemplados en el apartado 1 del artículo 1 de esta ley, a favor
de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos:

a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios. 

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de
un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular,
ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario
cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido. 

c) Que el proyecto, la acción, conducta o situación financiada tenga por objeto el fomento de
una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.

Artículo 3. Exclusiones del ámbito de aplicación.

No estarán comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley y se regirán por la normativa
específica que les sea de aplicación, los supuestos siguientes:

a) Las aportaciones dinerarias recogidas en los Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma para financiar globalmente la actividad de otras Administraciones, la Universi-
dad de Extremadura y las transferencias que se realicen entre los distintos entes del
sector público autonómico cuyos presupuestos se integren en los Presupuestos Generales
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, tanto si se destinan a financiar globalmente
su actividad como a la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el marco de
las funciones que tenga atribuidas, siempre que no resulten de una convocatoria pública.

b) Los conciertos educativos.

c) Los premios que se otorguen sin la previa solicitud del beneficiario.

d) Las subvenciones contempladas en la legislación de régimen electoral y en la legislación
de financiación de partidos políticos y las subvenciones a los grupos parlamentarios de la
Asamblea de Extremadura.

e) Los beneficios fiscales.

f) El crédito oficial, salvo en los supuestos en que la Administración Pública subvencione al
prestatario la totalidad o parte de los intereses u otras contraprestaciones de la operación
de crédito.

g) Los convenios celebrados entre Administraciones Públicas que tengan por objeto la reali-
zación de planes y programas conjuntos, así como los convenios en que las Administracio-
nes Públicas que los suscriban ostenten competencias compartidas de ejecución, salvo que
resulten de la aplicación de algunos de los procedimientos de concesión establecidos en
esta ley.

h) Otras prestaciones contributivas o no contributivas o de carácter asistencial en que así se
establezca de acuerdo a su ley específica.
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Artículo 4. Régimen jurídico.

1. Las subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de
Extremadura se regirán, por la normativa básica del Estado, por las disposiciones contenidas
en la presente ley, las demás leyes aprobadas por la Asamblea de Extremadura, las disposi-
ciones administrativas que desarrollen esta ley, sus propias bases reguladoras y las restan-
tes normas de derecho administrativo y en su defecto de derecho privado.

2. Las subvenciones que se otorguen por consorcios, u otras personificaciones públicas crea-
das por varias Administraciones Públicas u organismos o entes dependientes de ellas y las
subvenciones que deriven de convenios formalizados entre éstas se regularán de acuerdo
con lo establecido en el instrumento jurídico de creación o en el propio convenio que, en
todo caso, deberán ajustarse a las disposiciones contenidas en esta ley, cuando el órgano
o entidad concedente se integre en el sector público autonómico.

No obstante, si las personificaciones creadas se hubieren de regir por el Derecho privado y
no actuarán en el ejercicio de potestades administrativas, se les aplicará las reglas y prin-
cipios establecidos para las entregas dinerarias sin contraprestación.

3. Las subvenciones que estén total o parcialmente cofinanciadas con fondos de la Unión
Europea se regirán por las normas comunitarias aplicables en cada caso y por las normas
nacionales de desarrollo o transposición de aquellas.

Los procedimientos de concesión y control y los regímenes de reintegro, infracciones y
sanciones regulados por esta ley tendrán carácter supletorio, respecto de las normas de
aplicación directa a las subvenciones financiadas con fondos europeos.

4. Las subvenciones establecidas por el Estado u otro ente público no integrado en el sector
público autonómico, cuya gestión corresponda total o parcialmente a la Administración de
la Comunidad Autónoma, sus organismos o entidades dependientes, así como la financia-
ción complementaria que pueda otorgar esta Administración, se les aplicará el régimen
jurídico del ente que las establezca, sin perjuicio del desarrollo que pudiera efectuarse
para adaptarlo a las peculiaridades propias y las normas de organización y procedimiento
de la Administración de la Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO II

DISPOSICIONES COMUNES A LAS SUBVENCIONES DEL SECTOR PÚBLICO AUTONÓMICO

Artículo 5. Planes Estratégicos de subvenciones.

1. Previamente al establecimiento de las bases reguladoras deberá elaborarse un Plan Estra-
tégico de subvenciones, supeditado en todo caso al cumplimiento de los objetivos de esta-
bilidad presupuestaria, en el que se concretarán para cada línea de subvención: los objeti-
vos y efectos que se pretenden con su aplicación, el plazo necesario para su consecución,
los costes previsibles, su fuente de financiación, su cobertura presupuestaria y unos indi-
cadores relacionados con los objetivos del Plan que permitan su evaluación y seguimiento.

Cuando existan planes o programas sectoriales más amplios en cuyos objetivos o finali-
dades se incardinen las subvenciones, los Planes Estratégicos habrán de hacer una refe-
rencia a los mismos y tener en cuenta los criterios o contenidos derivados de dichos
Planes sectoriales.

Viernes, 25 de marzo de 2011
7340NÚMERO 59



2. Los planes estratégicos de subvenciones serán aprobados por el Presidente, Vicepresiden-
te, en su caso, y los titulares de las Consejerías, respecto de las subvenciones tanto de
sus órganos, como de los organismos y entidades dependientes o vinculadas a las mismas
y se actualizarán con motivo de la modificación de las bases reguladoras, y en todo caso
anualmente, remitiéndose como documentación necesaria para la elaboración de los
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta a estos efectos
los resultados obtenidos de su evaluación y seguimiento.

3. No obstante, el Plan Estratégico podrá reducirse a una Memoria Explicativa de los objeti-
vos, los costes de realización y su fuente de financiación, aprobada por el órgano compe-
tente para conceder las subvenciones, respecto de las subvenciones directas a que se
refieren los artículos 30 a 32 de esta ley o cuando las bases reguladoras prevean una
única convocatoria mediante concurrencia competitiva.

4. Por Orden de la Consejería competente en materia de hacienda se desarrollará la estruc-
tura, contenido, procedimiento de elaboración, actualización, evaluación y seguimiento de
los Planes Estratégicos de subvenciones, por los órganos gestores de las subvenciones, sin
perjuicio de la evaluación y seguimiento que se pueda efectuar por la Intervención Gene-
ral de la Junta de Extremadura dentro de sus funciones de control financiero.

5. Los Planes Estratégicos que se aprueben determinarán los ámbitos en que, por razón de la
existencia de una situación de desigualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, las
bases reguladoras de las correspondientes subvenciones puedan incluir la valoración de
actuaciones de efectiva consecución de la igualdad por parte de las entidades solicitantes.

A estos efectos podrán valorarse, entre otras, las medidas de conciliación de la vida perso-
nal, laboral y familiar, de responsabilidad social de la empresa, o la obtención del distintivo
empresarial en materia de igualdad.

Artículo 6. Principios generales.

La gestión de las subvenciones a que se refiere esta ley se realizará de acuerdo con los
siguientes principios:

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación. 

b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración otorgante. 

c) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

Artículo 7. Comunicación a la Unión Europea de proyectos de establecimiento,
concesión o modificación de subvenciones.

1. No podrán aprobarse bases reguladoras ni iniciarse procedimiento de concesión de
subvenciones, sin que previamente haya recaído resolución sobre la comunicación de los
proyectos para su establecimiento, concesión o modificación a la Comisión de la Unión
Europea, en los casos en que así sea exigible, de acuerdo a lo establecido en los artículos
107 a 109 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Dicha comunicación se
producirá conforme a lo establecido en el artículo 10 de la 30/1992, de 26 de noviembre,
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de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común y en los términos que se desarrolle reglamentariamente.

2. Sólo por motivos justificados de interés público y de forma excepcional se podrán aprobar
las bases reguladoras o iniciar el procedimiento sin que haya recaído resolución de la
Comisión de la Unión Europea.

En estos casos, el pago de la subvención estará condicionado a que los órganos competentes de
la Unión Europea hayan adoptado una decisión de no formular objeciones a la misma o hayan
declarado la subvención compatible con el mercado común y en los términos en los que dicha
declaración se realice, extremo éste que deberá constar en el acto administrativo de concesión.

Igualmente, cuando los órganos de la Unión Europea hubieran condicionado la decisión de
compatibilidad estableciendo exigencias o requisitos cuyo cumplimiento pudiera verse afecta-
do por la actuación del beneficiario, las condiciones establecidas deberán trasladarse al bene-
ficiario, entendiendo que son asumidas por éste si en el plazo de quince días desde su notifi-
cación, no se hubiera producido la renuncia a la subvención concedida.

Artículo 8. Requisitos para el otorgamiento de subvenciones.

1. Con carácter previo al otorgamiento de subvenciones, deberán aprobarse las normas que
contengan las bases reguladoras de la concesión en los términos establecidos en esta ley.
Tras su aprobación, deberán publicarse en el Diario Oficial de Extremadura y en el Portal
de subvenciones de la Junta de Extremadura.

2. Adicionalmente el otorgamiento de una subvención debe reunir los siguientes requisitos:

a) La competencia del órgano administrativo concedente.

b) La existencia de crédito adecuado y suficiente para atender las obligaciones de conteni-
do económico que se deriven de la concesión de la subvención.

c) La tramitación del procedimiento de concesión de la subvención de acuerdo con las
normas que resulten de aplicación.

d) La fiscalización previa de los actos administrativos de contenido económico, en los
casos en que legalmente proceda.

e) La aprobación del gasto por el órgano competente para ello.

Artículo 9. Órganos competentes para la concesión de subvenciones.

1. Dentro de su ámbito de competencia y previa consignación presupuestaria al efecto, serán
órganos competentes para conceder las subvenciones el Presidente, Vicepresidente, en su
caso, y los titulares de las Consejerías de la Junta de Extremadura; y los Presidentes o
Directores de los organismos o entidades de derecho público, de acuerdo a lo que se esta-
blezca en sus normas de creación.

2. Las facultades atribuidas en esta ley a los órganos competentes para la concesión de subven-
ciones podrán ser desconcentradas mediante decreto acordado en Consejo de Gobierno.
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Artículo 10. Beneficiarios.

1. Tendrá la consideración de beneficiario de subvenciones la persona que haya de realizar la
actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que legiti-
ma su concesión.

2. Cuando el beneficiario sea una persona jurídica, y siempre que así se prevea en las bases
reguladoras, los miembros asociados del beneficiario que se comprometan a efectuar la
totalidad o parte de las actividades que fundamentan la concesión de la subvención en
nombre y por cuenta del primero tendrán igualmente la consideración de beneficiarios.

3. Cuando se prevea expresamente en las bases reguladoras, podrán acceder a la condi-
ción de beneficiario las agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas,
las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o patrimonio
separado que, aun careciendo de personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los proyec-
tos, actividades o comportamientos o se encuentren en la situación que motiva la conce-
sión de la subvención.

Cuando se trate de agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas sin
personalidad, deberán hacerse constar expresamente, tanto en la solicitud como en la reso-
lución de concesión, los compromisos de ejecución asumidos por cada miembro de la agru-
pación, así como el importe de subvención a aplicar por cada uno de ellos, que tendrán igual-
mente la consideración de beneficiarios. En cualquier caso, deberá nombrarse un
representante o apoderado único de la agrupación, con poderes bastantes para cumplir las
obligaciones que, como beneficiario, corresponden a la agrupación. No podrá disolverse la
agrupación hasta que haya transcurrido el plazo de prescripción previsto en los artículos 45 y
70 de esta ley.

Artículo 11. Entidades colaboradoras.

1. Será entidad colaboradora aquella que, actuando en nombre y por cuenta del órgano
concedente a todos los efectos relacionados con la subvención, entregue y distribuya los
fondos públicos a los beneficiarios cuando así se establezca en las bases reguladoras, o
colabore en la gestión de la subvención sin que se produzca la previa entrega y distribu-
ción de los fondos recibidos. Estos fondos, en ningún caso, se considerarán integrantes de
su patrimonio.

Igualmente tendrán esta condición los que habiendo sido denominados beneficiarios
conforme a la normativa comunitaria tengan encomendadas, exclusivamente, las funcio-
nes enumeradas en el párrafo anterior.

2. Podrán ser consideradas entidades colaboradoras los organismos y demás entes públicos,
las sociedades mercantiles participadas íntegra o mayoritariamente por las Administracio-
nes Públicas, organismos o entes de derecho público, las fundaciones públicas y las
asociaciones a que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, así como las demás personas jurídicas
públicas o privadas que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.

3. La Administración General del Estado, otras Comunidades Autónomas y las Corporaciones
Locales podrán actuar como entidades colaboradoras de las subvenciones concedidas por
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la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, sus organismos públicos y
demás entes que tengan que ajustar su actividad al derecho público. De igual forma, y en
los mismos términos, la Administración de la Comunidad Autónoma y sus organismos
públicos podrán actuar como entidades colaboradoras respecto de las subvenciones conce-
didas por la Administración General del Estado, otras Comunidades Autónomas y Corpora-
ciones Locales.

Artículo 12. Requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora.

1. Podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las personas o entidades
que se encuentren en la situación que fundamenta la concesión de la subvención o en las
que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la convocatoria.

2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las subvenciones
reguladas en esta ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de las circuns-
tancias siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por su
normativa reguladora:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la posibilidad
de obtener subvenciones o ayudas públicas.

b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarados insolven-
tes en cualquier procedimiento, hallarse declarados en concurso, salvo que éste haya
adquirido la eficacia de un convenio, estar sujetos a intervención judicial o haber sido
inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya conclui-
do el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la resolu-
ción firme de cualquier contrato celebrado con la Administración.

d) Estar incursa la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o
aquellos que ostenten la representación legal de otras personas jurídicas, en alguno de
los supuestos de incompatibilidades que establezca la normativa vigente.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes o tener cualquier deuda con la
Hacienda de la Comunidad Autónoma, en la forma que se determine reglamentariamente.

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como
paraíso fiscal.

g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones en los
términos que reglamentariamente se determinen.

h) Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de
obtener subvenciones en virtud de norma con rango de ley.

i) No podrán acceder a la condición de beneficiarios las agrupaciones previstas en el
segundo párrafo del apartado 3 del artículo 10 de esta ley cuando concurra alguna de
las prohibiciones anteriores en cualquiera de sus miembros.
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j) Las prohibiciones de obtener subvenciones afectarán también a aquellas empresas de
las que, por razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presu-
mirse que son continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de
otras empresas en las que hubiesen concurrido aquéllas.

3. En ningún caso podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las
subvenciones reguladas en esta ley las asociaciones incursas en las causas de prohibición
previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo,
Reguladora del Derecho de Asociación.

Tampoco podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las asociacio-
nes respecto de las que se hubiera suspendido el procedimiento administrativo de inscrip-
ción por encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto en
el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en tanto no recaiga resolución judicial firme en
cuya virtud pueda practicarse la inscripción en el correspondiente registro.

4. Las prohibiciones contenidas en los párrafos b), d), e), f), g), h), i) y j) del apartado 2 y
en el apartado 3 de este artículo se apreciarán de forma automática y subsistirán mientras
concurran las circunstancias que, en cada caso, las determinen.

5. Las prohibiciones contenidas en los párrafos a) y h) del apartado 2 de este artículo se
apreciarán de forma automática. El alcance de la prohibición será el que determine la
sentencia o resolución firme. En su defecto, el alcance se fijará de acuerdo con el procedi-
miento determinado reglamentariamente, sin que pueda exceder de cinco años en caso de
que la prohibición no derive de sentencia firme.

6. La apreciación y alcance de la prohibición contenida en el párrafo c) del apartado 2 de este
artículo se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 50, en relación con el
artículo 49.2.a) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

7. La justificación por parte de las personas o entidades de no estar incursos en las prohibi-
ciones para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora, señaladas en los
apartados 2 y 3 de este artículo, podrá realizarse mediante testimonio judicial, certificados
telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo con lo establecido en la normativa
correspondiente o mediante certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho
documento no pueda ser expedido por la autoridad competente, podrá ser sustituido por
una declaración responsable otorgada ante una autoridad administrativa o notario público
o dirigida junto con la solicitud al órgano concedente de las subvenciones.

8. La justificación de estar al corriente en las obligaciones tributarias y con la seguridad
social podrá sustituirse por una declaración responsable en los siguientes supuestos:

a) Las subvenciones a otras administraciones o entidades públicas, o a entes u organis-
mos que formen parten del sector público de la Comunidad Autónoma.

b) Las subvenciones que se concedan a personas o entidades privadas sin ánimo de
lucro relativas a becas o ayudas al estudio, o a la investigación, premios literarios,
culturales, artísticos o científicos, prestaciones asistenciales o de acción social y las
subvenciones nominativas.

c) Todas aquéllas que no superen la cuantía de 3.000 euros.
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d) Aquellas que, por concurrir circunstancias debidamente justificadas, derivadas de la
naturaleza, régimen o cuantía de la subvención, así se establezca mediante Orden el
Consejero competente en materia de hacienda.

La acreditación de que no se tienen deudas con la Hacienda de la Comunidad Autónoma,
será siempre comprobada de oficio.

Artículo 13. Obligaciones de los beneficiarios.

1. Son obligaciones del beneficiario:

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el comporta-
miento que fundamenta la concesión de las subvenciones.

b) Justificar ante el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, el cumpli-
miento de los requisitos y condiciones, así como la realización de la actividad y el
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano concedente o la
entidad colaboradora, en su caso, así como a cualesquiera otras de comprobación y
control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto nacio-
nales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio
de las actuaciones anteriores.

d) Comunicar al órgano concedente o la entidad colaboradora la obtención de otras
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las actividades subvenciona-
das, así como la modificación de las circunstancias que hubieren fundamentado la
concesión de la subvención.

Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con
anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos.

e) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión y con
carácter previo al pago que se halla al corriente en las obligaciones tributarias y frente
a la Seguridad Social, en la forma que se establezca reglamentariamente, y sin perjui-
cio de la normativa que sea aplicable a efectos de la presentación telemática de solici-
tudes y comunicaciones dirigidas a la Administración y sus organismos o entidades de
derecho público.

La acreditación de que no se tienen deudas con la Hacienda de la Comunidad Autóno-
ma será comprobada de oficio, en los términos que reglamentariamente se determinen.

f) Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos debida-
mente auditados en los términos exigidos por la legislación mercantil y sectorial aplica-
ble al beneficiario en cada caso, así como cuantos estados contables y registros especí-
ficos sean exigidos por las bases reguladoras de las subvenciones, con la finalidad de
garantizar el adecuado ejercicio de las facultades de comprobación y control.

g) Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, inclui-
dos los documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de
comprobación y control.
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h) Adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 3 del artículo 17 de esta ley.

i) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el
artículo 43 de esta ley.

2. La rendición de cuentas al Tribunal de Cuentas u órgano de control externo de la Comuni-
dad Autónoma de Extremadura de los perceptores de subvenciones, a que se refiere el
artículo 34.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas,
se instrumentará a través del cumplimiento de la obligación de justificación al órgano
concedente o entidad colaboradora, en su caso, de la subvención, regulada en el párrafo
b) del apartado 1 de este artículo.

Artículo 14. Obligaciones de las entidades colaboradoras.

1. Son obligaciones de la entidad colaboradora:

a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos de acuerdo con los criterios estableci-
dos en las bases reguladoras de la subvención y en el convenio suscrito con la entidad
concedente.

b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos
determinantes para su otorgamiento, así como la realización de la actividad y el
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante el órgano concedente de la subven-
ción y, en su caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios.

d) Someterse a las actuaciones de comprobación que respecto de la gestión de dichos
fondos pueda efectuar el órgano concedente, así como cualesquiera otras de compro-
bación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes,
tanto nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en
el ejercicio de las actuaciones anteriores.

2. Cuando las Administraciones Públicas, sus organismos o entidades de derecho público
actúen como entidades colaboradoras, las actuaciones de comprobación y control a que
hace referencia el párrafo d) del apartado anterior se llevarán a cabo por las correspon-
dientes órganos dependientes de las mismas, sin perjuicio de las competencias de los
órganos de control comunitarios y del Tribunal de Cuentas o del órgano de control externo
de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 15. Convenio de colaboración con entidades colaboradoras.

1. Se formalizará un convenio de colaboración entre el órgano administrativo concedente y la
entidad colaboradora en el que se regularán las condiciones y obligaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración no podrá tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si
bien podrá preverse en el mismo su modificación y su prórroga por mutuo acuerdo de las
partes antes de la finalización de aquél, sin que la duración total de las prórrogas pueda
ser superior a la vigencia del período inicial y sin que en conjunto la duración total del
convenio de colaboración pueda exceder de seis años.
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No obstante, cuando la subvención tenga por objeto la subsidiación de préstamos, la
vigencia del convenio podrá prolongarse hasta la total cancelación de los préstamos.

3. El convenio de colaboración deberá contener, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la colaboración y de la entidad colaboradora.

b) Identificación de la normativa reguladora especial de las subvenciones que van a ser
gestionadas por la entidad colaboradora.

c) Plazo de duración del convenio de colaboración.

d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a favor del órgano administrativo conce-
dente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.

e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes
fases del procedimiento de gestión de las subvenciones.

f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del
período de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de
depósito de los fondos recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios, así como
de las condiciones de entrega a los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el
órgano administrativo concedente.

g) Forma de justificación por parte de los beneficiarios del cumplimiento de las condiciones
para el otorgamiento de las subvenciones y requisitos para la verificación de la misma.

h) Plazo y forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por
los beneficiarios y, en caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, de
acreditación por parte de la entidad colaboradora de la entrega de los fondos a los
beneficiarios.

i) Determinación de los libros y registros contables específicos que debe llevar la entidad
colaboradora para facilitar la adecuada justificación de la subvención y la comprobación
del cumplimiento de las condiciones establecidas.

j) Obligación de reintegro de los fondos en el supuesto de incumplimiento de los requisitos
y obligaciones establecidas para la concesión de la subvención y, en todo caso, en los
supuestos regulados en el artículo 43 de esta ley.

k) Obligación de la entidad colaboradora de someterse a las actuaciones de comprobación
y control previstas en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 14 de esta ley.

l) Compensación económica que en su caso se fije a favor de la entidad colaboradora.

4. Cuando las entidades colaboradoras sean Administraciones Públicas u otros organismos o
entidades públicas vinculados o dependientes de las mismas, o se trate de sociedades
públicas o fundaciones públicas, suscribirán con el órgano administrativo concedente los
correspondientes convenios en los que se determinen los requisitos para la distribución y
entrega de los fondos, los criterios de justificación y de rendición de cuentas.
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5. Cuando las entidades colaboradoras sean personas sujetas a derecho privado, y no se
trate de sociedades públicas o fundaciones públicas, se seleccionarán previamente
mediante un procedimiento sometido a los principios de publicidad, concurrencia, igualdad
y no discriminación y la colaboración se formalizará mediante convenio, salvo que por
objeto de la colaboración resulte de aplicación plena la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de
Contratos del Sector Público.

El contrato, que incluirá necesariamente el contenido mínimo previsto en el apartado 3 de
este artículo, así como el que resulte preceptivo de acuerdo con la normativa reguladora de
los contratos del sector público, deberá hacer mención expresa al sometimiento del contratis-
ta al resto de las obligaciones impuestas a las entidades colaboradoras por esta ley.

Artículo 16. Bases reguladoras de la concesión de subvenciones.

Las bases reguladoras de subvenciones se establecerán por decreto del Consejo de Gobierno,
previo informe de la Dirección General de los Servicios Jurídicos y de la Intervención General
y contendrán, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la subvención.

b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención, y, en
su caso, los miembros de las entidades contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo
del apartado 3 del artículo 10 de esta ley.

c) Plazo mínimo y forma en que deben presentarse las solicitudes, así como documentos e
informaciones que han de acompañarse a la petición, sin perjuicio de la adaptación de la
documentación que se pueda efectuar en la convocatoria.

d) Condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurídicas a las que se
refiere el apartado 2 del artículo 11 de esta ley.

e) Procedimiento de concesión y de convocatoria de la subvención.

f) Criterios objetivos de otorgamiento de la subvención, su ponderación, desarrollo y concre-
ción. Este extremo no será exigible a las subvenciones sometidas al régimen de concesión
directa mediante convocatoria abierta que se concedan exclusivamente en atención a la
concurrencia de determinados requisitos.

g) Cuantía individualizada de la subvención o criterios para su determinación.

h) Órganos competentes para la ordenación, instrucción y resolución del procedimiento de
concesión de la subvención y el plazo en que será notificada la resolución, sin perjuicio de las
adaptaciones que se hagan en la convocatoria derivadas de reorganizaciones administrativas.

i) Determinación, en su caso, y sin perjuicio de la contabilidad nacional de los libros y regis-
tros contables separados o códigos contables específicos para garantizar la adecuada
justificación de la subvención.

j) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario o de la entidad colaboradora, en su
caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la apli-
cación de los fondos percibidos.
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k) Medidas de garantía que, en su caso, se considere preciso constituir a favor del órgano
concedente, medios de constitución y procedimiento de cancelación.

l) Posibilidad de efectuar pagos anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de
garantías que, en su caso, deberán aportar los beneficiarios.

m) Circunstancias que, como consecuencia de la alteración de las condiciones tenidas en cuen-
ta para la concesión de la subvención, podrán dar lugar a la modificación de la resolución.

n) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos
para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

o) Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con
motivo de la concesión de las subvenciones. Estos criterios resultarán de aplicación para
determinar la cantidad que finalmente haya de percibir el beneficiario o, en su caso, el
importe a reintegrar, y deberán responder al principio de proporcionalidad.

p) Menciones de identificación y publicidad derivadas de la normativa correspondiente, cuan-
do se trate de gastos cofinanciados con fondos europeos o de otras Administraciones
Públicas.

Artículo 17. Publicidad de las subvenciones concedidas.

1. Los órganos administrativos concedentes publicarán en el Diario Oficial de Extremadura y
en el Portal de subvenciones de la Comunidad Autónoma, las subvenciones concedidas con
expresión de la convocatoria, programa y crédito presupuestario al que se imputen, bene-
ficiario, cantidad concedida, finalidad o finalidades de la subvención, y de existir financia-
ción con cargo a Fondos de la Unión Europea, las menciones de identificación y publicidad
que se deriven de la normativa comunitaria que les sea de aplicación.

2. No será necesaria la publicación en el Diario Oficial de Extremadura en los siguientes
supuestos:

a) Cuando las subvenciones públicas tengan asignación nominativa en los presupuestos.

b) Cuando su otorgamiento y cuantía, a favor de beneficiario concreto, resulten impuestos
en virtud de norma de rango legal.

c) Cuando los importes de las subvenciones concedidas, individualmente consideradas,
sean de cuantía inferior a 3.000 euros.

d) Cuando la publicación de los datos del beneficiario en razón del objeto de la subvención
pueda ser contraria al respeto y salvaguarda del honor, la intimidad personal y familiar
de las personas físicas en virtud de lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de
mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la
Propia Imagen, y haya sido previsto en su normativa reguladora.

e) Cuando la resolución de concesión se haya publicado en el Diario Oficial de Extremadu-
ra y en ella se contengan los datos previstos en el apartado 1 de este artículo.

Viernes, 25 de marzo de 2011
7350NÚMERO 59



3. Los beneficiarios deberán dar la adecuada publicidad al carácter público de la financiación
de programas, actividades, inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean objeto de
subvención, en los términos reglamentariamente establecidos.

Artículo 18. Financiación de las actividades subvencionadas.

1. La normativa reguladora de la subvención podrá exigir un importe de financiación propia
para cubrir la actividad subvencionada. La aportación de fondos propios al proyecto o
acción subvencionada habrá de ser acreditada en los términos previstos en el artículo 35
de esta ley.

2. La normativa reguladora de la subvención determinará el régimen de compatibilidad o
incompatibilidad para la percepción de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos
para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales, sin perjuicio
de lo dispuesto en el apartado siguiente.

3. El importe de las subvenciones en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente
o en concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de
la actividad subvencionada.

4. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, y
en todo caso la obtención concurrente de otras aportaciones fuera de los casos permitidos
en las normas reguladoras, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de conce-
sión, en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención.

5. Los rendimientos financieros que se generen por los fondos anticipados librados a los
beneficiarios incrementarán el importe de la subvención concedida y se aplicarán igual-
mente a la actividad subvencionada, salvo que, por razones debidamente motivadas, se
disponga lo contrario en las bases reguladoras de la subvención.

Este apartado no será de aplicación en los supuestos en que el beneficiario sea una Admi-
nistración Pública.

Artículo 19. Base de Datos de Subvenciones de la Comunidad Autónoma.

1. En la Base de Datos de Subvenciones de la Comunidad Autónoma, adscrita a la Interven-
ción General, se anotará la información sobre las subvenciones y entregas dinerarias sin
contraprestación otorgadas por los sujetos contemplados en el artículo 1 de esta ley, de
acuerdo al contenido y forma que reglamentariamente se determine.

2. La Base de Datos de Subvenciones habrá de servir, al menos, a los siguientes fines:

a) La ordenación y conocimiento de la actividad subvencional de la Comunidad Autónoma.

b) La coordinación con las bases de datos establecidas por la Unión Europea, la Adminis-
tración General del Estado y otras entidades públicas.

c) El suministro de información a la Base de Datos Nacional de Subvenciones.
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d) La elaboración de estudios y análisis sobre la actividad subvencional de la Comunidad
Autónoma y para la elaboración y seguimiento de los planes estratégicos de subvenciones.

e) La colaboración con los órganos e instituciones de control de este tipo de actividad.

3. La cesión de datos de carácter personal que debe efectuarse a la Intervención General de
la Administración del Estado para la Base de Datos Nacional de Subvenciones no requerirá
el consentimiento del afectado.

4. La información incluida en la Base de Datos de Subvenciones de la Comunidad Autónoma
tendrá carácter reservado, sin que pueda ser cedida o comunicada a terceros, salvo que la
cesión tenga por objeto:

a) La colaboración con cualquier Administración Pública para la lucha contra el fraude en la
obtención o percepción de ayudas o subvenciones a cargo de fondos públicos o de la
Unión Europea.

b) La investigación o persecución de delitos públicos por los órganos jurisdiccionales o el
Ministerio Público.

c) La colaboración con las Administraciones Tributaria y de la Seguridad Social en el ámbi-
to de sus competencias.

d) La colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación en el marco legal-
mente establecido.

e) La colaboración con el Tribunal de Cuentas u órgano de fiscalización externa de la
Comunidad Autónoma de Extremadura en el ejercicio de sus funciones.

f) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terro-
rismo en el ejercicio de sus funciones de acuerdo con lo previsto en el artículo 8 de la
Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.

5. Las autoridades y el personal al servicio de la Administración Pública Autonómica que
tenga conocimiento de estos datos estarán obligados al más estricto y completo secreto
profesional respecto de los mismos, salvo en los casos citados en el apartado anterior. Con
independencia de las responsabilidades penales o civiles que pudieren corresponder, la
infracción de este particular deber de secreto se considerará siempre falta disciplinaria
muy grave.

Artículo 20. Portal de subvenciones de la Comunidad Autónoma.

Con el fin de asegurar una mayor transparencia y acceso público a la información relativa a
la actividad subvencional, y sin perjuicio de otros medios de publicidad exigidos por esta ley,
deberán publicarse, en la sede electrónica corporativa de la Junta de Extremadura, dentro
del Portal de subvenciones de la Comunidad Autónoma todas las bases reguladoras y convo-
catorias de subvenciones cuyo otorgamiento corresponda a alguno de los órganos a que se
refiere el artículo 1.1 de esta ley.

Asimismo, se publicarán en el Portal las subvenciones concedidas a que se refiere el artículo
17.1 y 2, salvo las del apartado d) de éste último, obteniéndose estos datos respecto de las
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concedidas y anotadas trimestralmente en la Base de Datos de Subvenciones de la Comuni-
dad Autónoma.

Artículo 21. Régimen de garantías y pagos a cuenta o anticipados.

1. Podrán realizarse pagos a cuenta o anticipados, si se prevé tal posibilidad, y en su caso, el
régimen o exención de garantías, en las bases reguladoras, o en los convenios o actos de
concesión de las que se realicen por concesión directa sin convocatoria.

No obstante, para la realización de pagos a cuenta o anticipados y para la inclusión de la
exención de garantías en las bases reguladoras, o en su defecto, en los actos o convenios
de concesión de las subvenciones de concesión directa sin convocatoria, se requerirá
informe previo favorable de la Consejería competente en materia de hacienda, salvo en
los siguientes supuestos:

a) Que se trate de subvenciones a entidades del sector público o que figuren nominativa-
mente en los presupuestos, si el importe no supera el 50% de la subvención concedida.

b) Las subvenciones otorgadas a personas o entidades privadas sin ánimo de lucro, cuan-
do el importe no supere el 50% de la subvención concedida ni la cuantía de 18.000
euros, siempre y cuando se trate de becas o ayudas destinadas al estudio o a la inves-
tigación, a prestaciones o acciones sociales o se concedan al amparo de lo establecido
en el artículo 32 de esta ley.

c) Los beneficiarios de subvenciones concedidas por importe inferior a 3.000 euros.

d) Las subvenciones a entidades no lucrativas, así como las federaciones, confederaciones
o agrupaciones de las mismas que desarrollen proyectos o programas sociosanitarios,
si el importe no supera el 50% de la subvención concedida.

e) Las subvenciones a entidades no lucrativas que desarrollen acciones de cooperación
internacional para el desarrollo y que puedan acceder a subvenciones y ayudas de la
Comunidad Autónoma de Extremadura para dicho fin, que podrán anticiparse hasta el
100%, sin la necesidad de constitución de garantías.

Cuando estas subvenciones tuvieren varias anualidades dichas cuantías se entenderán
siempre referidas al importe de la anualidad corriente, de manera que las cantidades anti-
cipadas o a cuenta subsiguientes a la primera anualidad estará supeditada a la justifica-
ción previa de las de la anualidad anterior.

En ningún caso podrán realizarse pagos anticipados a beneficiarios cuando se haya solici-
tado la declaración de concurso voluntario, hayan sido declarados insolventes en cualquier
procedimiento o se hallen declarados en concurso, salvo que en éste haya adquirido la
eficacia un convenio, estén sujetos a intervención judicial o hayan sido inhabilitados
conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de
inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

2. El régimen de las garantías, medios de constitución, depósito y cancelación que tengan que
constituir los beneficiarios o las entidades colaboradoras se establecerá reglamentariamente.
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TÍTULO II

PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN Y GESTIÓN DE SUBVENCIONES

CAPÍTULO I

DEL PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN

Artículo 22. Procedimientos de concesión.

1. El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de
concurrencia competitiva, mediante convocatoria periódica o abierta. A efectos de esta
ley, tendrá la consideración de concurrencia competitiva el procedimiento mediante el cual
la concesión de subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes
presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo a los criterios
de valoración previamente fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria, y adjudi-
car, con el límite fijado en la convocatoria dentro del crédito disponible, aquellas que
hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios.

Con carácter excepcional, siempre que así se prevea en las bases reguladoras, el órgano
competente procederá al prorrateo, entre los beneficiarios de la subvención, del importe
global máximo destinado a las subvenciones.

Las bases reguladoras de la subvención podrán exceptuar del requisito de fijar un orden
de prelación entre las solicitudes presentadas que reúnan los requisitos establecidos para
el caso de que el crédito consignado en la convocatoria fuera suficiente, atendiendo al
número de solicitudes una vez finalizado el plazo de presentación.

2. Excepcionalmente, cuando por la naturaleza o características de la subvención no sea
posible su tramitación por el procedimiento de concurrencia competitiva, podrá utilizarse
el régimen de concesión directa mediante convocatoria abierta, en virtud del cual las
subvenciones podrán irse concediendo conforme se vayan solicitando por los interesados
en base a los requisitos o criterios establecidos en las bases reguladoras, siempre que
exista crédito presupuestario.

3. En los supuestos anteriores, la propuesta debidamente motivada de la concesión se
formulará al órgano concedente por el órgano instructor, previo informe de la Comisión de
Valoración. La propuesta del órgano instructor no podrá separarse del informe de la Comi-
sión de Valoración. No se exigirá Comisión de Valoración en las convocatorias abiertas por
concesión directa que se concedan exclusivamente en atención a la concurrencia de deter-
minados requisitos.

4. Podrán concederse de forma directa, sin convocatoria previa, las siguientes subvenciones:

a) Las previstas nominativamente en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura, en los términos recogidos en los convenios o actos de concesión
y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

b) Aquellas cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la Administración por una
norma de rango legal, que seguirán el procedimiento de concesión que les resulte de
aplicación de acuerdo con su propia normativa.
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c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones de
interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que
dificulten su convocatoria pública.

5. El plazo máximo para resolver será de seis meses, salvo disposición contraria de ley o
normativa de la Unión Europea y se computará a partir de la publicación de la correspon-
diente convocatoria, salvo que la misma posponga sus efectos a otra fecha posterior, o
desde la presentación de la solicitud en los casos de concesión directa. La falta de notifica-
ción de resolución expresa de la concesión dentro del plazo máximo para resolver, legitima
a los interesados para entender desestimada su solicitud por silencio administrativo.

6. Todas las convocatorias deberán ser informadas previamente a su aprobación por el Servi-
cio Jurídico correspondiente y la Intervención General.

CAPÍTULO II

PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN EN RÉGIMEN DE CONCURRENCIA COMPETITIVA

Sección 1.ª. Convocatoria periódica.

Artículo 23. Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competi-
tiva se inicia siempre de oficio mediante convocatoria aprobada por decreto del Presidente
u orden del titular de la Consejería correspondiente o a la que estén adscritos los organis-
mos o entidades públicas vinculadas o dependiente de la misma.

No obstante, en el decreto que establezca las bases reguladoras podrá recogerse la prime-
ra o única convocatoria.

Cuando la cuantía de la convocatoria supere los 600.000 euros o la establecida en la
correspondiente ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, deberá ser
autorizada previamente por el Consejo de Gobierno.

2. El procedimiento para la concesión de las subvenciones convocadas se desarrollará según
lo establecido en este capítulo y de acuerdo con los principios de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común y la convocatoria incorporará el siguiente contenido mínimo de
acuerdo a lo establecido en las bases reguladoras:

a) Disposición por la que se establezcan las subvenciones y diario oficial en que estén
publicadas.

b) Objeto y beneficiarios.

c) Expresión del procedimiento de concesión y de convocatoria.

d) Plazo de presentación de solicitudes, así como la forma de presentación y la documen-
tación e informaciones que deban acompañarse a la petición, a las que serán de aplica-
ción las previsiones contenidas en el apartado 3 de este artículo y modelo o formulario
de solicitud.
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e) Plazo de resolución y notificación, y órganos competentes para la ordenación, instruc-
ción y resolución del procedimiento.

f) Composición de la Comisión de Valoración.

g) Criterios de valoración y ponderación.

Además la convocatoria deberá contener:

h) Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención y cuantía total máxima de
las subvenciones convocadas, la cual podrá aumentarse hasta un 20 por ciento de la
cuantía inicial, o hasta la cuantía que corresponda cuando tal incremento sea conse-
cuencia de una generación, incorporación de crédito, o se trate de créditos declarados
ampliables, siempre antes de resolver la concesión de las mismas sin necesidad de
abrir una nueva convocatoria. Cuando exista cofinanciación europea o de otras Admi-
nistraciones Públicas, deberán incluirse las menciones de identificación derivadas de la
normativa correspondiente.

i) Medio de notificación o publicación, de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

j) Identificación de los trámites que podrán ser cumplimentados por los interesados por
medios electrónicos o telemáticos y los sistemas de comunicación utilizables.

k) Indicación de los recursos que procedan contra la convocatoria y órganos ante los que
puede interponerse.

3. Las solicitudes de los interesados acompañarán los documentos e informaciones determi-
nados en la norma o convocatoria, salvo que los documentos exigidos ya estuvieran en
poder de cualquier órgano de la Administración actuante, en cuyo caso el solicitante podrá
acogerse a lo establecido en el párrafo f) del artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, siempre que se haga constar la fecha y el órgano o dependencia
en que fueron presentados o, en su caso, emitidos, y cuando no hayan transcurrido más
de cinco años desde la finalización del procedimiento al que correspondan.

Cuando se trate de ayudas cofinanciadas por Fondos Europeos o de otras Administraciones
Públicas, dichas solicitudes deberán cumplir las normas de información y publicidad deri-
vadas de la normativa correspondiente.

En los supuestos de imposibilidad material de obtener el documento, el órgano competen-
te podrá requerir al solicitante su presentación, o, en su defecto, la acreditación por otros
medios de los requisitos a que se refiere el documento, con anterioridad a la formulación
de la propuesta de resolución.

La presentación de la solicitud por parte del interesado conllevará la autorización al órga-
no gestor para recabar los certificados o información a emitir por la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la Tesorería General de la Seguridad Social y la Consejería
competente en materia de hacienda de la Junta de Extremadura, cuando así se prevea en
las bases reguladoras.
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No obstante, el solicitante podrá denegar expresamente el consentimiento, debiendo
presentar entonces la certificación correspondiente.

4. A efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores, la normativa reguladora de la
subvención podrá admitir la sustitución de la presentación de determinados documentos
por una declaración responsable del solicitante. En este caso, con anterioridad a la
propuesta de resolución de concesión de la subvención se deberá requerir la presentación
de la documentación que acredite la realidad de los datos contenidos en la citada declara-
ción, en un plazo no superior a 15 días.

5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos, el órgano competente requerirá al inte-
resado para que la subsane en el plazo máximo e improrrogable de 10 días, indicándole
que si no lo hiciese se le tendrá por desistido de su solicitud, previa resolución que deberá
ser dictada en los términos previstos en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Artículo 24. Instrucción.

1. La instrucción del procedimiento de concesión de subvenciones corresponde al órgano que
se designe en la convocatoria.

2. El órgano competente para la instrucción realizará de oficio cuantas actuaciones estime
necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de
los cuales debe formularse la propuesta de resolución.

3. Las actividades de instrucción comprenderán:

a) Petición de cuantos informes estime necesarios para resolver o que sean exigidos por
las normas que regulan la subvención. En la petición se hará constar, en su caso, el
carácter determinante de aquellos informes que sean preceptivos. El plazo para su
emisión será de 10 días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las características
del informe solicitado o del propio procedimiento, solicite su emisión en un plazo menor
o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de dos meses. Cuando en el plazo
señalado no se haya emitido el informe calificado por disposición legal expresa como
preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante, podrá interrumpirse el plazo de
los trámites sucesivos.

b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efectuada conforme con los criterios, formas
y prioridades de valoración establecidos en la norma reguladora de la subvención o, en
su caso, en la convocatoria.

La norma reguladora de la subvención podrá contemplar la posibilidad de establecer
una fase de preevaluación en la que se verificará el cumplimiento de las condiciones
impuestas para adquirir la condición de beneficiario de la subvención.

4. Una vez evaluadas las solicitudes, la Comisión de Valoración a que se refiere el artículo
22.3 de esta ley deberá emitir informe en el que se concrete el resultado de la evaluación
efectuada.
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Cuando las bases reguladoras así lo establezcan, el órgano instructor, a la vista del
expediente y del informe de la Comisión de Valoración, formulará la propuesta de reso-
lución provisional, debidamente motivada, que deberá notificarse a los interesados en la
forma que establezca la convocatoria, y se concederá un plazo de 10 días para presen-
tar alegaciones.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en procedimiento ni
sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas
por los interesados. En este caso, la propuesta de resolución formulada tendrá el carác-
ter de definitiva.

Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por los interesados, se formulará la
propuesta de resolución definitiva, que deberá expresar el solicitante o la relación de soli-
citantes para los que se propone la concesión de la subvención, y su cuantía, especifican-
do su evaluación y los criterios de valoración seguidos para efectuarla.

El expediente de concesión de subvenciones contendrá el informe del órgano instructor en
el que conste que de la información que obra en su poder se desprende que los beneficia-
rios cumplen todos los requisitos necesarios para acceder a las mismas.

5. La propuesta de resolución definitiva, se notificará a los interesados que hayan sido
propuestos como beneficiarios en la fase de instrucción, únicamente cuando dicha notifi-
cación sea obligada según lo dispuesto en las bases reguladoras.

Notificada la propuesta de resolución definitiva, los interesados propuestos como benefi-
ciarios dispondrán de un plazo de 10 días para su aceptación, transcurrido el cual sin que
se haya producido manifestación expresa se entenderá tácitamente aceptada.

6. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho alguno a favor del
beneficiario propuesto, frente a la Administración, mientras no se le haya notificado la
resolución de concesión.

Artículo 25. Resolución.

1. Una vez aprobada la propuesta de resolución definitiva, y de acuerdo con lo previsto en el
artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y, en su caso, en la corres-
pondiente norma o convocatoria, el órgano competente resolverá el procedimiento.

2. La resolución se motivará de conformidad con lo que dispongan las bases reguladoras de
la subvención debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los funda-
mentos de la resolución que se adopte.

3. La resolución, además de contener el solicitante o relación de solicitantes a los que se
concede la subvención, el objeto o actividad subvencionada, las obligaciones o condiciones
impuestas al beneficiario y las menciones de identificación y publicidad, hará constar, en
su caso, de manera expresa, la desestimación del resto de las solicitudes.

4. El plazo máximo, a que se refiere el artículo 22.5 de esta ley, para resolver y notificar la
resolución se computará a partir de la publicación de la correspondiente convocatoria,
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salvo que se haya pospuesto sus efectos a una fecha posterior, conforme a lo establecido
en las bases reguladoras.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras Administraciones Públicas en las que
corresponda la resolución a la Administración de la Comunidad Autónoma o a las entidades
de derecho público vinculadas o dependientes de ésta, este plazo se computará a partir del
momento en que el órgano otorgante disponga de la propuesta o de la documentación que la
norma reguladora de la subvención determine.

Artículo 26. Notificación de la resolución.

La resolución del procedimiento se notificará a los interesados de acuerdo con lo previsto en
el artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La práctica de dicha notificación o
publicación se ajustará a las disposiciones contenidas en el artículo 59 de la citada ley.

Artículo 27. Reformulación de solicitudes.

1. Cuando la subvención tenga por objeto la financiación de actividades a desarrollar por el
solicitante y el importe de la subvención de la propuesta de resolución provisional sea
inferior al que figura en la solicitud presentada, se podrá instar del beneficiario, si así se
ha previsto en las bases reguladoras, la reformulación de su solicitud para ajustar los
compromisos y condiciones a la subvención otorgable.

2. Una vez que la solicitud merezca la conformidad de la Comisión de Valoración, se remitirá por
el órgano instructor con todo lo actuado al órgano competente para que dicte la resolución.

3. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes deberá respetar el objeto, condiciones y
finalidad de la subvención, así como los criterios de valoración establecidos respecto de las
solicitudes o peticiones.

Sección 2.ª. Convocatoria abierta.

Artículo 28. Especialidades de la convocatoria abierta en régimen de concurrencia
competitiva.

1. En este tipo de convocatoria podrán realizarse varios procedimientos de selección sucesi-
vos a lo largo de un ejercicio presupuestario, para una misma línea de subvención.

2. En la convocatoria deberá concretarse el número de procedimientos, y para cada una de
ellos el importe máximo a otorgar, el plazo en que podrán presentarse solicitudes y el
plazo máximo de resolución.

3. En cada uno de los procedimientos deberá compararse las solicitudes presentadas en el
correspondiente periodo de tiempo y acordar el otorgamiento sin superar la cuantía que
para cada procedimiento se haya establecido en la convocatoria abierta.

Podrá trasladarse la cantidad no aplicada en el anterior procedimiento al siguiente, siempre
que así se haya recogido en las bases reguladoras y no suponga menoscabo de los solicitantes
del periodo de origen, y aumentarse las cuantías globales de cada procedimiento en función
de los créditos disponibles con las limitaciones previstas en el artículo 23.2.h de esta ley.
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CAPÍTULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE CONCESIÓN DIRECTA

Artículo 29. Procedimiento de concesión directa mediante convocatoria abierta.

1. En virtud de este régimen excepcional de concesión directa por convocatoria abierta, a
que se refiere el apartado 2 del artículo 22, podrán irse concediendo subvenciones confor-
me se vayan solicitando por los interesados, en la cuantía individualizada que resulte de la
aplicación de los requisitos o criterios establecidos, siempre que exista crédito presupues-
tario en las aplicaciones y proyectos presupuestarios fijados en la convocatoria.

2. Los decretos de bases reguladoras que regulen estas subvenciones deberán justificar los
motivos de interés público, económico o social que no hacen posible la aplicación del régi-
men de concurrencia competitiva y podrán abrir la convocatoria, con determinación del
periodo o plazo máximo de vigencia.

Cuando las bases reguladoras no abran la convocatoria, ésta adoptará la forma y se efec-
tuará por los órganos que correspondan conforme a lo establecido en el párrafo primero
del artículo 23.1 de esta ley, con fijación del periodo o plazo de vigencia de la misma y
precisará previamente autorización del Consejo de Gobierno.

El plazo máximo de vigencia de la convocatoria a los efectos de presentación de solicitu-
des no podrá exceder de un año.

3. En la convocatoria se determinarán las aplicaciones, proyectos presupuestarios y las cuan-
tías estimadas previstas inicialmente para el periodo de vigencia de la convocatoria, las
cuales podrán aumentarse en función de las disponibilidades presupuestarias.

Asimismo, de producirse el agotamiento del crédito presupuestario, y no procederse a
efectuar las modificaciones correspondientes, se deberá proceder a declarar terminado el
plazo de vigencia de la convocatoria mediante anuncio del órgano competente para la
aprobación de la convocatoria a que se refiere el párrafo primero del artículo 23.1, el cual
será objeto de publicación en el Diario Oficial de Extremadura y en el Portal de subvencio-
nes, con la consiguiente inadmisión de las solicitudes posteriormente presentadas.

4. Sin perjuicio de lo señalado anteriormente y a excepción de aquellos aspectos que tengan
que ver con la concurrencia competitiva, serán aplicables a estas subvenciones las normas
establecidas en el Capítulo II, del Título II de esta ley.

Artículo 30. Subvenciones previstas nominativamente en los Presupuestos.

En las subvenciones previstas nominativamente en el estado de gastos de los Presupuestos
Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura el procedimiento de concesión de
estas subvenciones se iniciará de oficio por el órgano gestor del crédito al que se imputa esta
subvención, o a instancia del interesado, y terminará mediante resolución que habrá de ser
aceptada por el beneficiario o formalización del correspondiente convenio con el beneficiario,
en el que se establecerán las condiciones y compromisos aplicables conforme a lo previsto en
esta ley.
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Artículo 31. Subvenciones establecidas por ley.

1. Las subvenciones de concesión directa cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto por
una norma de rango legal se regirán por dicha norma y las demás de específica aplicación,
y supletoriamente por lo dispuesto en esta ley.

2. Cuando la ley que determine su otorgamiento se remita para su instrumentación a la
formalización de un convenio de colaboración entre la entidad concedente y los beneficia-
rios se establecerán en el mismo las condiciones y compromisos aplicables.

Artículo 32. Subvenciones de concesión directa por razones que dificulten su convo-
catoria pública.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 22.4.c) de esta ley se considerarán supuestos
excepcionales de concesión directa los siguientes:

a) Cuando, por razón de la especial naturaleza de la actividad a subvencionar, o las espe-
ciales características del perceptor, no sea posible promover la concurrencia pública y
siempre que se trate de Entidades Públicas o Entidades Privadas sin fines de lucro y su
cuantía sea inferior a 60.000 euros.

b) Cuando el perceptor sea una entidad pública territorial de Extremadura y los fondos
presupuestarios señalen genéricamente una finalidad cuya competencia esté atribuida
a las Corporaciones Locales y a la Comunidad Autónoma.

c) Las subvenciones que con tal carácter se recojan en los Planes Anuales conforme a lo
dispuesto en la Ley 1/2003, de 27 de febrero, de Cooperación para el Desarrollo.

d) Aquellos otros supuestos excepcionales que reuniendo los requisitos del artículo 22.4.c
de esta ley sean acordados de forma singular mediante decreto del Consejo de Gobier-
no, a propuesta de la Consejería correspondiente y previo informe favorable de la
Consejería competente en materia de hacienda.

2. La concesión de estas subvenciones se efectuará a solicitud del interesado y se instrumen-
tará mediante resolución o convenio, previa acreditación en el expediente del cumplimien-
to de los requisitos que justifican su concesión directa.

El decreto, convenio o la resolución deberá recoger como mínimo los siguientes extremos:
definición del objeto de las subvenciones, con indicación del carácter singular de las mismas,
del procedimiento de concesión directa y las razones que acrediten el interés público, social,
económico o humanitario y aquellas que justifican la dificultad de su convocatoria pública,
además del régimen jurídico aplicable a las mismas, la determinación de los beneficiarios,
modalidades de ayuda, procedimiento de concesión y régimen de justificación y pago.

CAPÍTULO IV

DEL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN Y JUSTIFICACIÓN DE LAS SUBVENCIONES

Sección 1.ª Subcontratación.

Artículo 33. Subcontratación de las actividades subvencionables.

1. A los efectos de esta ley, se entiende que un beneficiario subcontrata cuando concierta
con terceros la ejecución total o parcial de la actividad que constituye el objeto de la
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subvención. Queda fuera de este concepto la contratación de aquellos gastos en que tenga
que incurrir el beneficiario para la realización por sí mismo de la actividad subvencionada.

Los beneficiarios de las subvenciones habrán de respetar en sus relaciones con los
subcontratistas, las previsiones de la normativa en materia de contratos del sector público
para los contratos subvencionados.

2. El beneficiario únicamente podrá subcontratar, total o parcialmente, la actividad cuando la
normativa reguladora de la subvención así lo prevea. La actividad subvencionada que el
beneficiario subcontrate con terceros no excederá del porcentaje que se fije en las bases
reguladoras de la subvención. En el supuesto de que tal previsión no figure o no se esta-
blezcan limites cuantitativos, el beneficiario podrá subcontratar hasta un porcentaje que
no exceda del 50 por 100 del importe de la actividad subvencionada.

En ningún caso podrán subcontratarse actividades que, aumentando el coste de la activi-
dad subvencionada, no aporten valor añadido al contenido de la misma y no se realicen en
condiciones normales de mercado.

3. Cuando la actividad concertada con terceros exceda del 20 por 100 del importe de la
subvención y dicho importe sea superior a 60.000 euros, la subcontratación estará some-
tida al cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que el contrato se celebre por escrito. 

b) Que la celebración del mismo se autorice previamente por la entidad concedente de la
subvención en la forma que se determine en las bases reguladoras.

4. No podrá fraccionarse un contrato con el objeto de disminuir la cuantía del mismo y eludir
el cumplimiento de los requisitos exigidos en el apartado anterior. 

5. Los contratistas quedarán obligados sólo ante el beneficiario, que asumirá la total respon-
sabilidad de la ejecución de la actividad subvencionada frente a la Administración.

6. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, los beneficiarios serán responsables de
que en la ejecución de la actividad subvencionada concertada con terceros se respeten los
límites que se establezcan en la normativa reguladora de la subvención en cuanto a la
naturaleza y cuantía de gastos subvencionables, y los contratistas estarán sujetos al deber
de colaboración previsto en el artículo 52 de esta ley para permitir la adecuada verifica-
ción del cumplimiento de dichos límites.

7. En ningún caso podrá concertarse por el beneficiario la ejecución total o parcial de las
actividades subvencionadas con:

a) Personas o entidades incursas en alguna de las prohibiciones del artículo 12 de esta ley.

b) Personas o entidades que hayan percibido otras subvenciones para la realización de la
actividad objeto de contratación.

c) Intermediarios o asesores en los que los pagos se definan como un porcentaje de coste
total de la operación, a menos que dicho pago esté justificado con referencia al valor de
mercado del trabajo realizado o los servicios prestados.
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d) Personas o entidades vinculadas con el beneficiario, salvo que concurran las siguientes
circunstancias:

1.ª. Que la contratación se realice de acuerdo con las condiciones normales de mercado.

2.ª. Que se obtenga la previa autorización del órgano concedente en los términos que
se fijen en las bases reguladoras. 

e) Personas o entidades solicitantes de ayuda o subvención en la misma convocatoria y
programa, que no hayan obtenido subvención por no reunir los requisitos o no alcanzar
la valoración suficiente.

8. La Administración podrá comprobar, dentro del período de prescripción, el coste así como
el valor de mercado de las actividades subcontratadas al amparo de las facultades que le
atribuyen los artículos 37 y 38 de esta ley.

Artículo 34. Personas o entidades vinculadas con el beneficiario.

A efectos de lo dispuesto en el apartado d) del artículo 33.7 de esta ley, se considerará que
existe vinculación con aquellas personas físicas o jurídicas o agrupaciones sin personalidad
en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Personas físicas unidas por relación conyugal o personas ligadas con análoga relación
de afectividad, parentesco de consanguinidad hasta el cuarto grado o de afinidad hasta
el segundo.

b) Las personas físicas y jurídicas que tengan una relación laboral retribuida mediante pagos
periódicos.

c) Ser miembros asociados del beneficiario a que se refiere el apartado 2 y miembros o partí-
cipes de las entidades sin personalidad jurídica a que se refiere el apartado 3 del artículo
10 de esta ley.

d) Una sociedad y sus socios mayoritarios o sus consejeros o administradores, así como los
cónyuges o personas ligadas con análoga relación de afectividad y familiares hasta el
cuarto grado de consanguinidad o de afinidad hasta el segundo.

e) Las sociedades que, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, Regu-
ladora del Mercado de Valores, reúnan las circunstancias requeridas para formar parte del
mismo grupo.

f) Las personas jurídicas o agrupaciones sin personalidad y sus representantes legales,
patronos o quienes ejerzan su administración, así como los cónyuges o personas ligadas
con análoga relación de afectividad y familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad o
de afinidad hasta el segundo.

g) Las personas jurídicas o agrupaciones sin personalidad y las personas físicas, jurídicas o
agrupaciones sin personalidad que conforme a normas legales, estatutarias o acuerdos
contractuales tengan derecho a participar en más de un 50 por 100 en el beneficio de
las primeras.
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Sección 2.ª. Justificación de subvenciones

Artículo 35. Justificación de las subvenciones públicas.

1. La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los
objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera
que se determine reglamentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa
del gasto realizado o acreditarse dicho gasto, cuando la naturaleza de la subvención lo
permita, por módulos o mediante la presentación de estados contables, según se disponga
en la normativa reguladora.

2. La rendición de la cuenta justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario o de la
entidad colaboradora, en la que se deben incluir, bajo responsabilidad del declarante, los
justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que permitan acre-
ditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. La forma de la cuenta justificati-
va y el plazo de rendición de la misma vendrán determinados por las correspondientes
bases reguladoras de las subvenciones públicas.

A falta de previsión de las bases reguladoras, la cuenta deberá incluir declaración de las
actividades realizadas que han sido financiadas con la subvención y su coste, con el desglo-
se de cada uno de los gastos incurridos, y su presentación se realizará, como máximo, en
el plazo de tres meses desde la finalización del plazo para la realización de la actividad.

3. Los gastos se acreditarán mediante facturas y demás documentos de valor probatorio
equivalente con validez en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa en los
términos establecidos reglamentariamente.

La acreditación de los gastos también podrá efectuarse mediante facturas electrónicas,
siempre que cumplan los requisitos exigidos para su aceptación en el ámbito tributario.

Reglamentariamente, se establecerá un sistema de validación y estampillado de justifican-
tes de gasto que permita el control de la concurrencia de subvenciones.

4. Cuando las actividades hayan sido financiadas, además de con la subvención, con fondos
propios u otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en la justificación el importe,
procedencia y aplicación de tales fondos a las actividades subvencionadas.

5. En el supuesto de adquisición de bienes inmuebles, además de los justificantes estableci-
dos en el apartado 3 de este artículo, debe aportarse certificado de tasador independiente
debidamente acreditado e inscrito en el correspondiente registro oficial.

6. Los miembros de las entidades previstas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado
3 del artículo 10 de esta ley vendrán obligados a cumplir los requisitos de justificación
respecto de las actividades realizadas en nombre y por cuenta del beneficiario, del modo
en que se determina en los apartados anteriores. Esta documentación formará parte de la
justificación que viene obligado a rendir el beneficiario que solicitó la subvención.

7. Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una determinada
situación en el perceptor no requerirán otra justificación que la acreditación por cualquier
medio admisible en derecho de dicha situación previamente a la concesión, sin perjuicio
de los controles que pudieran establecerse para verificar su existencia.
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8. El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los términos esta-
blecidos en este capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el
reintegro en las condiciones previstas en el artículo 43 de esta ley.

9. En las subvenciones concedidas a otras Administraciones Públicas o entidades públicas
vinculadas o dependientes de aquella y a la Universidad de Extremadura, cuando así se
prevea en las bases reguladoras o en los convenios o actos de concesión directa sin
convocatoria, la justificación podrá consistir en la certificación de su intervención o, en su
defecto, del órgano que tenga atribuidas las facultades de la toma de razón en contabili-
dad, respecto de los gastos y pagos realizados y del cumplimiento de la finalidad para la
que fue concedida, acompañados, en su caso, de las listas de comprobación e informes de
control efectuados sobre los gastos que se certifican.

Artículo 36. Gastos subvencionables.

1. Se consideran gastos subvencionables, a los efectos previstos en esta ley, aquellos que de
manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten
estrictamente necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases
reguladoras de las subvenciones. En ningún caso el coste de adquisición de los gastos
subvencionables podrá ser superior al valor de mercado.

2. Salvo disposición expresa en contrario en las bases reguladoras de las subvenciones, se consi-
derará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado con anterioridad a la finalización
del período de justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención.

3. Cuando el importe del gasto subvencionable supere la cuantía de 30.000 euros en el
supuesto de coste por ejecución de obra, o de 12.000 euros en el supuesto de suministro
de bienes de equipo o prestación de servicios por empresas de consultoría o asistencia
técnica, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes proveedo-
res, con carácter previo a la contracción del compromiso para la prestación del servicio o
la entrega del bien, salvo que por las especiales características de los gastos subvenciona-
bles no exista en el mercado suficiente número de entidades que lo suministren o presten,
o salvo que el gasto se hubiera realizado con anterioridad a la solicitud de la subvención.
La elección entre las ofertas presentadas, que deberán aportarse en la justificación, o, en
su caso, en la solicitud de la subvención, se realizará conforme a criterios de eficiencia y
economía, debiendo justificarse expresamente en una memoria la elección cuando no
recaiga en la propuesta económica más ventajosa.

Sin la adecuada justificación en una oferta que no fuera la más favorable económicamen-
te, el órgano concedente podrá recabar una tasación pericial contradictoria del bien o
servicio, siendo de cuenta del beneficiario los gastos ocasionados. En tal caso, la subven-
ción se calculará tomando como referencia el menor de los dos valores: el declarado por el
beneficiario o el resultante de la tasación.

4. En el supuesto de adquisición, construcción, rehabilitación y mejora de bienes inventaria-
bles, se seguirán las siguientes reglas:

a) Las bases reguladoras fijarán el período durante el cual el beneficiario deberá destinar los
bienes al fin concreto para el que se concedió la subvención, que no podrá ser inferior a
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cinco años en caso de bienes inscribibles en un registro público, ni a dos años para el
resto de bienes.

En el caso de bienes inscribibles en un registro público, deberá hacerse constar en la
escritura esta circunstancia, así como el importe de la subvención concedida, debiendo
ser objeto estos extremos de inscripción en el registro público correspondiente.

b) El incumplimiento de la obligación de destino referida en el párrafo anterior, que se
producirá en todo caso con la enajenación o el gravamen del bien, será causa de rein-
tegro, en los términos establecidos en el Capítulo II del Título III de esta ley, quedando
el bien afecto al pago del reintegro cualquiera que sea su poseedor, salvo que resulte
ser un tercero protegido por la fe pública registral o se justifique la adquisición de los
bienes con buena fe y justo título o en establecimiento mercantil o industrial, en caso
de bienes muebles no inscribibles.

5. No se considerará incumplida la obligación de destino referida en el anterior apartado 4
cuando:

a) Tratándose de bienes no inscribibles en un registro público, fueran sustituidos por otros
que sirvan en condiciones análogas al fin para el que se concedió la subvención y este
uso se mantenga hasta completar el período establecido, siempre que la sustitución
haya sido autorizada por la Administración concedente.

b) Tratándose de bienes inscribibles en un registro público, el cambio de destino, enajena-
ción o gravamen sea autorizado por la Administración concedente. En este supuesto, el
adquirente asumirá la obligación de destino de los bienes por el período restante y, en
caso de incumplimiento de la misma, del reintegro de la subvención.

6. Las bases reguladoras de las subvenciones establecerán, en su caso, las reglas especiales
que se consideren oportunas en materia de amortización de los bienes inventariables. No
obstante, el carácter subvencionable del gasto de amortización estará sujeto a las siguien-
tes condiciones:

a) Que las subvenciones no hayan contribuido a la compra de los bienes.

b) Que la amortización se calcule de conformidad con las normas de contabilidad general-
mente aceptadas.

c) Que el coste se refiera exclusivamente al período subvencionable.

7. Los gastos financieros, los gastos de asesoría jurídica o financiera, los gastos notariales y
registrales y los gastos periciales para la realización del proyecto subvencionado y los de
administración específicos son subvencionables si están directamente relacionados con la
actividad subvencionada y son indispensables para la adecuada preparación o ejecución
de la misma, y siempre que así se prevea en las bases reguladoras. Con carácter excep-
cional, los gastos de garantía bancaria podrán ser subvencionados cuando así lo prevea la
normativa reguladora de la subvención.

En ningún caso serán gastos subvencionables:

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias.
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b) Intereses, recargos y sanciones administrativas y penales.

c) Los gastos de procedimientos judiciales.

8. Los tributos son gasto subvencionable cuando el beneficiario de la subvención los abona
efectivamente. En ningún caso se consideran gastos subvencionables los impuestos indi-
rectos cuando sean susceptibles de recuperación o compensación ni los impuestos perso-
nales sobre la renta.

9. Los costes indirectos habrán de imputarse por el beneficiario a la actividad subvencionada
en la parte que razonablemente corresponda de acuerdo con principios y normas de
contabilidad generalmente admitidas y, en todo caso, en la medida en que tales costes
correspondan al período en que efectivamente se realiza la actividad.

Artículo 37. Comprobación de subvenciones.

1. El órgano concedente comprobará la adecuada justificación de la subvención, así como la
realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o
disfrute de la subvención.

2. En las subvenciones de capital a particulares o empresas iguales o superiores a 50.000
euros, en su cómputo individual, destinadas a inversiones en activos tangibles, será requi-
sito imprescindible la comprobación material de la inversión por el órgano gestor de las
subvenciones o, en su caso, la entidad colaboradora, cuya constancia deberá figurar en el
expediente. De existir pagos fraccionados o anticipados de la subvención, la comprobación
se efectuará antes del pago final o liquidación de la misma.

Excepcionalmente, las bases reguladoras, podrán establecer la sustitución de la compro-
bación material por una justificación documental que constate de forma razonable y sufi-
ciente la realización de la actividad subvencionada.

3. La entidad colaboradora, en su caso, realizará en nombre y por cuenta del órgano conceden-
te las comprobaciones previstas en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 14 de esta ley.

Artículo 38. Comprobación de valores.

1. La Administración podrá comprobar el valor de mercado de los gastos subvencionados
empleando uno o varios de los siguientes medios:

a) Precios medios de mercado.

b) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.

c) Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de carácter
fiscal.

d) Dictamen de peritos de la Administración.

e) Tasación pericial contradictoria.

f) Cualesquiera otros medios de prueba admitidos en derecho.
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2. El valor comprobado por la Administración servirá de base para el cálculo de la subvención
y se notificará, debidamente motivado y con expresión de los medios y criterios emplea-
dos, junto con la resolución del acto que contiene la liquidación de la subvención.

3. El beneficiario podrá, en todo caso, promover la tasación pericial contradictoria, en
corrección de los demás procedimientos de comprobación de valores señalados en el
apartado 1 de este artículo, dentro del plazo de un mes desde la notificación prevista en
el apartado 2 anterior. La presentación de la solicitud de tasación pericial contradictoria
determinará la suspensión de la ejecución del procedimiento resuelto y del plazo para
interponer recurso contra éste.

4. Si la diferencia entre el valor comprobado por la Administración y la tasación practicada
por el perito del beneficiario es inferior a 120.000 euros y al 10 por 100 del valor compro-
bado por la Administración, la tasación del perito del beneficiario servirá de base para el
cálculo de la subvención. En caso contrario, deberá designarse un perito tercero en los
términos que se determinen reglamentariamente.

Los honorarios del perito del beneficiario serán satisfechos por éste. Cuando la tasación
practicada por el perito tercero fuese inferior al valor justificado por el beneficiario, todos
los gastos de la pericia serán abonados por éste, y, por el contrario, caso de ser superior,
serán de cuenta de la Administración. La valoración del perito tercero servirá de base para
la determinación del importe de la subvención.

CAPÍTULO V

DEL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 39. Aprobación y compromiso de gasto.

1. Para iniciar la tramitación de cualquier convocatoria de subvenciones o expediente de
concesión directa sin convocatoria, deberán retenerse previamente los créditos
correspondientes.

2. Asimismo, con carácter previo a la publicación de la convocatoria y antes de la resolución
en los procedimientos de concesión directa sin convocatoria deberá efectuarse la aproba-
ción del gasto por el órgano competente, sin perjuicio de que a efectos contables pueda
acumularse la fase de autorización cuando se tramite el compromiso de gasto.

3. El aumento de los créditos en las convocatorias por el procedimiento de concurrencia
competitiva, conforme a lo establecido en el artículo 23.2.h de esta ley o una distribución
distinta entre los proyectos y aplicaciones presupuestarias recogidos en la convocatoria,
exigirá la modificación previa del expediente de gasto, previo informe, de la Intervención
General, y la publicación en el Diario Oficial de Extremadura y en el Portal de subvencio-
nes de la Comunidad Autónoma de un anuncio del órgano al que corresponda la aproba-
ción de la convocatoria conforme al párrafo primero del artículo 23.1, en el que se recojan
de acuerdo con la modificación producida como quedarían los créditos totales de la convo-
catoria distribuidos por proyectos y aplicaciones presupuestarias.

Dicho anuncio, deberá publicarse antes de la resolución de las concesiones, sin que tal
publicación implique el inicio de un nuevo plazo para presentar solicitudes ni el inicio de
un nuevo cómputo para resolver.
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4. Con los mismos trámites y requisitos señalados en el apartado 3 anterior, pero sin las limi-
taciones derivadas del artículo 23.2.h de esta ley, se actuará para las variaciones que
puedan producirse respecto a las aplicaciones o proyectos presupuestarios, o cuantías
previstas inicialmente en las convocatorias abiertas por concesión directa.

5. Con la resolución de concesión de la subvención se efectuará el compromiso de gasto, por
el órgano competente.

Artículo 40. Pago de la subvención.

1. El pago de la subvención se realizará previa justificación, por el beneficiario, de la realiza-
ción de la actividad, proyecto, objetivo o adopción del comportamiento para el que se
concedió en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención. Se
producirá la pérdida del derecho al cobro total o parcial de la subvención en el supuesto
de falta de justificación o de concurrencia de alguna de las causas previstas en el artículo
43 de esta ley.

2. Conforme a lo establecido en el artículo 21 de esta ley, cuando la naturaleza de la subven-
ción así lo justifique, podrán realizarse pagos a cuenta o pagos anticipados.

Los abonos a cuenta podrán suponer la realización de pagos fraccionados que responderán al
ritmo de ejecución de las acciones subvencionadas, abonándose por cuantía equivalente a la
justificación presentada.

Los pagos anticipados supondrán entregas de fondos con carácter previo a la justificación, como
financiación necesaria para poder llevar a cabo las actuaciones inherentes a la subvención.

Artículo 41. Retención de pagos.

1. Una vez acordado el inicio del procedimiento de reintegro, como medida cautelar, el órga-
no concedente puede acordar, a iniciativa propia o de una decisión de la Comisión Europea
o a propuesta de la Intervención General de la Junta de Extremadura o de la autoridad
pagadora, la suspensión de los libramientos de pago de las cantidades pendientes de
abonar al beneficiario o entidad colaboradora, sin superar, en ningún caso, el importe que
fijen la propuesta o resolución de inicio del expediente de reintegro, con los intereses de
demora devengados hasta aquel momento.

2. La imposición de esta medida cautelar debe acordarse por resolución motivada, que debe
notificarse al interesado, con indicación de los recursos pertinentes, y conforme al proce-
dimiento establecido reglamentariamente.

3. En todo caso, procederá la suspensión si existen indicios racionales que permitan prever la
imposibilidad de obtener el resarcimiento, o si éste puede verse frustrado o gravemente
dificultado, y, en especial, si el perceptor hace actos de ocultación, gravamen o disposición
de sus bienes.

4. La retención de pagos estará sujeta, en cualquiera de los supuestos anteriores, al siguien-
te régimen jurídico:

a) Debe ser proporcional a la finalidad que se pretende conseguir, y, en ningún caso, debe
adoptarse si puede producir efectos de difícil o imposible reparación.
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b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución que pone fin al expediente de rein-
tegro, y no puede superar el período máximo que se fije para su tramitación, inclui-
das prórrogas.

c) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, debe levantarse cuando desaparezcan
las circunstancias que la originaron o cuando el interesado proponga la sustitución de
esta medida cautelar por la constitución de una garantía que se considere suficiente.

TÍTULO III

DEL REINTEGRO DE SUBVENCIONES

CAPÍTULO I

DEL REINTEGRO

Artículo 42. Invalidez de la resolución de concesión.

1. Son causas de nulidad de la resolución de concesión:

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en la Ley
5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura.

2. Son causas de anulabilidad de la resolución de concesión las demás infracciones del orde-
namiento jurídico, y, en especial, de las reglas contenidas en esta ley, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Cuando el acto de concesión incurriera en alguno de los supuestos mencionados en los
apartados anteriores, el órgano concedente procederá a su revisión de oficio o, en su
caso, a la declaración de lesividad y ulterior impugnación, de conformidad con lo estable-
cido en los artículos 102 y 103 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La declaración judicial o administrativa de nulidad o anulación llevará consigo la obligación
de devolver las cantidades percibidas.

5. No procederá la revisión de oficio del acto de concesión cuando concurra alguna de las
causas de revocación y reintegro contempladas en el artículo siguiente.

Artículo 43. Causas revocación y reintegro.

1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora
correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se
acuerde la procedencia del reintegro, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando
aquéllas que lo hubieran impedido.
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b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no adop-
ción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los
términos establecidos en el artículo 35 de esta ley, y en su caso, en las normas regula-
doras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el
apartado 3 del artículo 17 de esta ley.

e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de comprobación y
control financiero previstas en los artículos 13 y 14 de esta ley, así como el incumpli-
miento de las obligaciones contables, registrales o de conservación de documentos
cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos perci-
bidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subven-
cionadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la
misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades
colaboradoras y beneficiarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con
motivo de la concesión de la subvención, siempre que afecten o se refieran al modo en
que se han de conseguir los objetivos, realizar la actividad, ejecutar el proyecto o
adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades
colaboradoras y beneficiarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con
motivo de la concesión de la subvención, distintos de los anteriores, cuando de ello se
derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el cumpli-
miento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la
concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad,
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales,
de la Unión Europea o de organismos internacionales.

h) La adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 107, 108 y 109 del Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea, de una decisión de la cual se derive una necesi-
dad de reintegro.

i) En los demás supuestos previstos en la normativa reguladora de la subvención.

2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en su caso, entidad colaboradora se aproxime
de modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación inequívo-
camente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar vendrá
determinada por la aplicación de los criterios enunciados en el párrafo o) del artículo 16 de
esta ley.

3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el apartado 3 del artículo 18 de esta ley
procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad subvencionada,
así como la exigencia del interés de demora correspondiente.
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En el caso de concurrencia de procedimientos de reintegros de subvenciones regulados por
esta ley por sobrefinanciación se reintegrarán las subvenciones otorgadas a prorrata.

Artículo 44. Naturaleza de los créditos a reintegrar y de los procedimientos para su
exigencia.

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público,
resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en la Ley General de Hacienda Públi-
ca de Extremadura.

2. El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el establecido en el artícu-
lo 24.3 de la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura.

3. El destino de los reintegros de los fondos de la Unión Europea tendrá el tratamiento que
en su caso determine la normativa comunitaria.

4. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de las subvenciones, tendrán siempre
carácter administrativo.

5. Cuando se produzca la devolución voluntaria sin requerimiento previo de la Administración, el
órgano concedente de la subvención calculará y exigirá posteriormente el interés de demora
establecido en el artículo 24.3 de la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública
de Extremadura sin el incremento del 25%, de acuerdo con lo previsto en este artículo y
hasta el momento en que se produjo la devolución efectiva por parte del beneficiario.

Artículo 45. Prescripción.

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el reintegro.

2. Este plazo se computará, en cada caso:

a) Desde el momento en que venció el plazo para presentar la justificación por parte del
beneficiario o entidad colaboradora.

b) Desde el momento de la concesión, en el supuesto previsto en el apartado 7 del artícu-
lo 35.

c) En el supuesto de que se hubieran establecido condiciones u obligaciones que debieran
ser cumplidas o mantenidas por parte del beneficiario o entidad colaboradora durante
un período determinado de tiempo, desde el momento en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se interrumpirá:

a) Por cualquier acción de la Administración, realizada con conocimiento formal del benefi-
ciario o de la entidad colaboradora, conducente a determinar la existencia de alguna de
las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier clase, por la remisión del tanto de culpa a
la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así
como por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del beneficiario o de la
entidad colaboradora en el curso de dichos recursos.
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c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficiario o de la entidad colaboradora condu-
cente a la liquidación de la subvención o del reintegro.

Artículo 46. Obligados al reintegro.

1. Los beneficiarios y entidades colaboradoras, en los casos contemplados en el artículo 43
de esta ley, deberán reintegrar la totalidad o parte de las cantidades percibidas más los
correspondientes intereses de demora, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo b) del
apartado 5 del artículo 36 de esta ley. Esta obligación será independiente de las sanciones
que, en su caso, resulten exigibles.

2. Los miembros de las personas y entidades contempladas en el apartado 2 y en el segundo
párrafo del apartado 3 del artículo 10 de esta ley responderán solidariamente de la obliga-
ción de reintegro del beneficiario en relación a las actividades subvencionadas que se
hubieran comprometido a efectuar.

Responderán solidariamente de la obligación de reintegro los representantes legales del
beneficiario cuando éste careciera de capacidad de obrar.

Responderán solidariamente los miembros, partícipes o cotitulares de las entidades a que
se refiere el apartado 3 del artículo 10 en proporción a sus respectivas participaciones,
cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o
patrimonio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación de reintegro los administradores de las
sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación legal de otras personas
jurídicas, que no realizasen los actos necesarios que fueran de su incumbencia para el
cumplimiento de las obligaciones infringidas, adoptasen acuerdos que hicieran posibles los
incumplimientos o consintieran el de quienes de ellos dependan.

Asimismo, los que ostenten la representación legal de las personas jurídicas, de acuerdo
con las disposiciones legales o estatutarias que les resulten de aplicación, que hayan cesa-
do en sus actividades responderán subsidiariamente en todo caso de las obligaciones de
reintegro de éstas.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas, sus obligaciones de reintegro
pendientes se transmitirán a los socios o partícipes en el capital que responderán de ellas soli-
dariamente y hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado.

5. En caso de fallecimiento del obligado al reintegro, la obligación de satisfacer las cantidades
pendientes de restitución se transmitirá a sus causahabientes, sin perjuicio de lo que esta-
blezca el derecho civil común, foral o especial aplicable a la sucesión para determinados
supuestos, en particular para el caso de aceptación de la herencia a beneficio de inventario.

CAPÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO DE REINTEGRO

Artículo 47. Competencia para la resolución del procedimiento de revocación y reintegro.

1. El órgano concedente será el competente para revocar la subvención y exigir del benefi-
ciario o entidad colaboradora el reintegro de subvenciones mediante la resolución del
procedimiento regulado en este capítulo, cuando aprecie la existencia de alguno de los
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supuestos de reintegro de cantidades percibidas establecidos en el artículo 43 de esta ley.
En caso de impago en periodo voluntario corresponderá efectuar la recaudación ejecutiva
a la Consejería competente en materia de hacienda.

2. Si el reintegro es acordado por los órganos de la Unión Europea, el órgano a quien corres-
ponda la gestión del recurso ejecutará dichos acuerdos.

3. Cuando la subvención haya sido concedida por la Comisión Europea u otra institución
comunitaria y la obligación de restituir surgiera como consecuencia de la actuación fiscali-
zadora, distinta del control financiero de subvenciones regulado en el Título IV de esta ley,
correspondiente a las instituciones españolas habilitadas legalmente para la realización de
estas actuaciones, el acuerdo de reintegro será dictado por el órgano gestor nacional de la
subvención. El mencionado acuerdo se dictará de oficio o a propuesta de otras institucio-
nes y órganos de la Administración habilitados legalmente para fiscalizar fondos públicos.

Artículo 48. Procedimiento de reintegro.

1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se regirá por las disposiciones generales
sobre procedimientos administrativos contenidas en el Título VI de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, sin perjuicio de las especialidades que se establecen en esta ley y
en sus disposiciones de desarrollo.

2. El procedimiento de reintegro de subvenciones se iniciará de oficio por acuerdo del órgano
competente, bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de orden superior, a petición
razonada de otros órganos o por denuncia. También se iniciará a consecuencia del informe
de control financiero emitido por la Intervención General de la Junta de Extremadura.

3. En la tramitación del procedimiento se garantizará, en todo caso, el derecho del interesa-
do a la audiencia.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será
de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y
ampliarse de acuerdo con lo previsto en los apartados 5 y 6 del artículo 42 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común. Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya
notificado resolución expresa, se producirá la caducidad del procedimiento, sin perjuicio
de continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la
prescripción por las actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo.

5. La resolución del procedimiento de reintegro pondrá fin a la vía administrativa.

6. La liquidación de los intereses se realizará en la misma resolución en la que se acuerde la
procedencia del reintegro, con indicación expresa de la fecha de inicio y finalización del
cómputo de intereses y del porcentaje del interés de demora aplicable.

Artículo 49. Coordinación de actuaciones.

El pronunciamiento del órgano gestor respecto a la aplicación de los fondos por los percepto-
res de subvenciones se entenderá sin perjuicio de las actuaciones de control financiero que
competen a la Intervención General de la Junta de Extremadura.
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TÍTULO IV

DEL CONTROL FINANCIERO DE SUBVENCIONES

Artículo 50. Objeto y competencia para el ejercicio del control financiero de
subvenciones.

1. El control financiero de subvenciones se ejercerá respecto de beneficiarios y, en su caso,
entidades colaboradoras por razón de las subvenciones de la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Extremadura y organismos y entidades vinculados o dependientes de
aquélla, otorgadas con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma o
a los fondos de la Unión Europea.

2. El control financiero de subvenciones tendrá como objeto verificar:

a) La adecuada y correcta obtención de la subvención por parte del beneficiario.

b) El cumplimiento por parte de beneficiarios y entidades colaboradoras de sus obligacio-
nes en la gestión y aplicación de la subvención.

c) La adecuada y correcta justificación de la subvención por parte de beneficiarios y enti-
dades colaboradoras.

d) La realidad y la regularidad de las operaciones que, de acuerdo con la justificación
presentada por beneficiarios y entidades colaboradoras, han sido financiadas con la
subvención.

e) La adecuada y correcta financiación de las actividades subvencionadas, en los términos
establecidos en el apartado 3 del artículo 18 de esta ley.

f) La existencia de hechos, circunstancias o situaciones no declaradas a la Administración
por beneficiarios y entidades colaboradoras y que pudieran afectar a la financiación de
las actividades subvencionadas, a la adecuada y correcta obtención, utilización, disfrute
o justificación de la subvención, así como a la realidad y regularidad de las operaciones
con ella financiadas.

3. La competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones corresponderá a la
Intervención General de la Junta de Extremadura, pudiendo recabar cuando sea necesario
la prestación de servicios contratados a empresas de auditoría, y sin perjuicio de las
funciones que la Constitución y las Leyes atribuyan al Tribunal de Cuentas u órgano simi-
lar de la Comunidad Autónoma y de lo dispuesto en el artículo 4.3 de esta ley.

4. El control financiero de subvenciones podrá consistir en:

a) El examen de registros contables, cuentas o estados financieros y la documentación
que los soporte, de beneficiarios y entidades colaboradoras.

b) El examen de operaciones individualizadas y concretas relacionadas o que pudieran
afectar a las subvenciones concedidas.

c) La comprobación de aspectos parciales y concretos de una serie de actos relacionados o
que pudieran afectar a las subvenciones concedidas.
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d) La comprobación material de las inversiones financiadas.

e) Las actuaciones concretas de control que deban realizarse conforme con lo que en cada
caso establezca la normativa reguladora de la subvención y, en su caso, la resolución
de concesión.

f) Cualesquiera otras comprobaciones que resulten necesarias en atención a las caracte-
rísticas especiales de las actividades subvencionadas.

5. El control financiero podrá extenderse a las personas físicas o jurídicas a las que se
encuentren asociados los beneficiarios, así como a cualquier otra persona susceptible de
presentar un interés en la consecución de los objetivos, en la realización de las activida-
des, en la ejecución de los proyectos o en la adopción de los comportamientos.

Artículo 51. Control financiero de ayudas y subvenciones financiadas total o parcial-
mente con cargo a fondos comunitarios.

1. El control financiero de las ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con
cargo a fondos europeos se realizará, en su respectivo ámbito de competencias, por la
Intervención General de la Junta de Extremadura, sin perjuicio de las competencias que la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, reconoce a la Intervención
General del Estado.

2. La Intervención General de la Junta de Extremadura, en aplicación de la normativa comu-
nitaria, podrá llevar a cabo además, los controles y verificaciones de los procedimientos
de gestión de los distintos órganos gestores que intervengan en la concesión y pago de las
ayudas cofinanciadas con fondos comunitarios, que permitan garantizar la correcta
gestión financiera de los mismos.

Asimismo deberá acreditar ante el órgano competente los gastos en que hubiera incurrido
como consecuencia de la realización de controles financieros de fondos comunitarios, a
efectos de su financiación de acuerdo con lo establecido en la normativa comunitaria regu-
ladora de gastos subvencionables con cargo a dichos fondos.

3. Cuando el control afecte a ayudas o subvenciones total o parcialmente financiadas con fondos
comunitarios, los informes de control financiero podrán ser remitidos además de a los órga-
nos gestores o beneficiarios, a las autoridades designadas por las normas comunitarias como
responsables de la gestión, certificación, pago o control de los fondos comunitarios.

Artículo 52. Obligación de colaboración.

1. Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros relacionados con el objeto de
la subvención o su justificación estarán obligados a prestar colaboración y facilitar cuanta
documentación sea requerida en el ejercicio de las funciones de control a la Intervención
General de la Junta de Extremadura, así como a los órganos que, de acuerdo con la
normativa comunitaria, tengan atribuidas funciones de control financiero, a cuyo fin
tendrán las siguientes facultades:

a) El libre acceso a la documentación objeto de comprobación, incluidos los programas y
archivos en soportes informáticos.
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b) El libre acceso a los locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se
desarrolle la actividad subvencionada o se permita verificar la realidad y regularidad de
las operaciones financiadas con cargo a la subvención.

c) La obtención de copia o la retención de las facturas, documentos equivalentes o sustitu-
tivos y de cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que se deduzcan
indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención.

d) El libre acceso a información de las cuentas bancarias en las entidades financieras
donde se pueda haber efectuado el cobro de las subvenciones o con cargo a las cuales
se puedan haber realizado las disposiciones de los fondos.

2. La negativa al cumplimiento de esta obligación se considerará resistencia, excusa,
obstrucción o negativa a los efectos previstos en el artículo 43 de esta ley, sin perjuicio de
las sanciones que, en su caso, pudieran corresponder.

Artículo 53. Del personal controlador.

1. Los funcionarios de la Intervención General de la Junta de Extremadura, en el ejercicio de las
funciones de control financiero de subvenciones, serán considerados agentes de la autoridad.

2. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, así como los jefes o directores de ofici-
nas públicas, organismos autónomos y otros entes de derecho público y quienes, en gene-
ral, ejerzan funciones públicas o desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán pres-
tar la debida colaboración y apoyo a los funcionarios encargados de la realización del
control financiero de subvenciones.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la Administración, de oficio o a requerimiento
de ésta, cuantos datos con trascendencia en la aplicación de subvenciones se desprendan
de las actuaciones judiciales de las que conozcan, respetando, en su caso, el secreto de
las diligencias sumariales.

4. La Dirección General de los Servicios Jurídicos deberá prestar la asistencia jurídica que, en
su caso, corresponda a los funcionarios que, como consecuencia de su participación en
actuaciones de control financiero de subvenciones, sean objeto de citaciones por órgano
jurisdiccional.

5. El personal controlador que realice el control financiero de subvenciones deberá guardar la
confidencialidad y el secreto respecto de los asuntos que conozcan por razón de su trabajo.

Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el ejercicio de dicho control sólo podrán
utilizarse para los fines asignados al mismo, servir de fundamento para la exigencia de
reintegro y, en su caso, para poner en conocimiento de los órganos competentes los hechos
que puedan ser constitutivos de infracción administrativa, responsabilidad contable o penal.

6. Cuando en la práctica de un control financiero el funcionario actuante aprecie que los
hechos acreditados en el expediente pudieran ser susceptibles de constituir una infracción
administrativa o de responsabilidades contables o penales, lo deberá poner en conocimien-
to de la Intervención General de la Junta de Extremadura a efectos de que, si procede,
remita lo actuado al órgano competente para la iniciación de los oportunos procedimientos.
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Artículo 54. Del procedimiento de control financiero.

1. El ejercicio del control financiero de subvenciones se adecuará al plan anual de auditorías y sus
modificaciones que apruebe anualmente la Consejería competente en materia de hacienda.

Reglamentariamente se determinarán los supuestos en que, como consecuencia de la
realización de un control, se pueda extender el ámbito más allá de lo previsto inicialmente
en el plan.

No obstante, no será necesario incluir en el plan de auditorías y actuaciones de control
financiero de la Intervención General de la Junta de Extremadura, las comprobaciones
precisas que soliciten otros Estados miembros en aplicación de reglamentos comunitarios
sobre beneficiarios perceptores de fondos comunitarios.

2. La iniciación de las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso,
entidades colaboradoras se efectuará mediante su notificación a éstos, en la que se indi-
cará la naturaleza y alcance de las actuaciones a desarrollar, la fecha de personación del
equipo de control que va a realizarlas, la documentación que en un principio debe ponerse
a disposición del mismo y demás elementos que se consideren necesarios. Los beneficia-
rios y, en su caso, entidades colaboradoras deberán ser informados, al inicio de las actua-
ciones, de sus derechos y obligaciones en el curso de las mismas. Estas actuaciones serán
comunicadas, igualmente, a los órganos gestores de las subvenciones.

3. Cuando en el desarrollo del control financiero se determine la existencia de circunstancias
que pudieran dar origen a la devolución de las cantidades percibidas por causas distintas a
las previstas en el artículo 43, se pondrán los hechos en conocimiento del órgano conce-
dente de la subvención, que deberá informar sobre las medidas adoptadas, pudiendo
acordarse la suspensión del procedimiento de control financiero.

La suspensión del procedimiento deberá notificarse al beneficiario o entidad colaboradora.

4. La finalización de la suspensión, que en todo caso deberá notificarse al beneficiario o enti-
dad colaboradora, se producirá cuando:

a) Una vez adoptadas por el órgano concedente las medidas que, a su juicio, resulten
oportunas, las mismas serán comunicadas al órgano de control.

b) Si, transcurridos tres meses desde el acuerdo de suspensión, no se hubiera comunicado
la adopción de medidas por parte del órgano gestor.

5. Cuando en el ejercicio de las funciones de control financiero se deduzcan indicios de la
incorrecta obtención, destino o justificación de la subvención percibida, la Intervención
General de la Junta de Extremadura podrá acordar la adopción de las medidas cautelares
que se estimen precisas al objeto de impedir la desaparición, destrucción o alteración de
las facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro documento relati-
vo a las operaciones en que tales indicios se manifiesten.

Las medidas habrán de ser proporcionadas al fin que se persiga. En ningún caso se adop-
tarán aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

6. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades colabora-
doras finalizarán con la emisión de los correspondientes informes comprensivos de los
hechos puestos de manifiesto y de las conclusiones que de ellos se deriven.
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Cuando el órgano concedente, en aplicación de lo dispuesto en el apartado 4 anterior,
comunicara el inicio de actuaciones que pudieran afectar a la validez del acto de conce-
sión, la finalización del procedimiento de control financiero de subvenciones se producirá
mediante resolución de la Intervención General de la Junta de Extremadura en la que se
declarará la improcedencia de continuar las actuaciones de control, sin perjuicio de que,
una vez recaída en resolución declarando la validez total o parcial del acto de concesión,
pudieran volver a iniciarse las actuaciones.

7. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades colabora-
doras, deberán concluir en el plazo máximo de 12 meses a contar desde la fecha de notifi-
cación a aquellos del inicio de las mismas. Dicho plazo podrá ampliarse, con el alcance y
requisitos que se determinen reglamentariamente, cuando en las actuaciones concurra
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial complejidad.

b) Cuando en el transcurso de las actuaciones se descubra que el beneficiario o entidad
colaboradora han ocultado información o documentación esencial para un adecuado
desarrollo del control.

8. A los efectos del plazo previsto en el apartado anterior, no se computarán las dilaciones
imputables al beneficiario o entidad colaboradora, en su caso, ni los períodos de interrup-
ción justificada que se especifiquen reglamentariamente.

Artículo 55. Documentación de las actuaciones de control financiero.

1. Las actuaciones de control financiero se documentarán en diligencias, para reflejar hechos
relevantes que se pongan de manifiesto en el ejercicio del mismo, y en informes, que tendrán
el contenido y estructura y cumplirán los requisitos que se determinen reglamentariamente.

2. Los informes se notificarán a los beneficiarios o entidades colaboradoras que hayan sido obje-
to de control. Una copia del informe se remitirá al órgano gestor que concedió la subvención
señalando en su caso la necesidad de iniciar expedientes de reintegro y sancionador.

3. Tanto las diligencias como los informes tendrán naturaleza de documentos públicos y harán
prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

Artículo 56. Efectos de los informes de control financiero.

1. Cuando en base al informe de control financiero se recoja la procedencia de reintegrar la
totalidad o parte de la subvención, el órgano gestor deberá acordar, con base en el referi-
do informe y en el plazo de un mes, el inicio del expediente de reintegro, notificándolo así
al beneficiario o entidad colaboradora, que dispondrá de 15 días para alegar cuanto consi-
dere conveniente en su defensa.

2. El órgano gestor deberá comunicar a la Intervención General de la Junta de Extremadura en
el plazo de un mes a partir de la recepción del informe de control financiero la incoación del
expediente de reintegro o la discrepancia con su incoación, que deberá ser motivada.
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En caso de discrepancia o ante la falta de inicio del expediente de reintegro, la Intervención
General podrá emitir informe de actuación dirigido al titular de la Consejería del que dependa
o esté adscrito el órgano gestor de la subvención, con traslado asimismo al órgano gestor.

El titular de la Consejería, una vez recibido dicho informe, manifestará a la Intervención
General, en el plazo máximo de dos meses, su conformidad o disconformidad con el
contenido del mismo.

La conformidad con el informe de actuación vinculará al órgano gestor para la incoación
del expediente de reintegro.

En caso de disconformidad, la Intervención General de la Junta de Extremadura podrá
elevar, a través del Consejero competente en materia de hacienda, el referido informe a la
consideración del Consejo de Gobierno. La decisión adoptada por el Consejo de Gobierno
resolverá la discrepancia.

3. Una vez iniciado el expediente de reintegro y a la vista de las alegaciones presentadas o,
en cualquier caso, transcurrido el plazo otorgado para ello, el órgano gestor deberá trasla-
darlas, junto con su parecer, a la Intervención General de la Junta de Extremadura, quien
emitirá informe en el plazo de un mes.

La resolución del procedimiento de reintegro no podrá separarse del criterio recogido en el
informe de la Intervención General de la Junta de Extremadura. Cuando el órgano gestor
no acepte este criterio, con carácter previo a la propuesta de resolución, planteará discre-
pancia que será resuelta de acuerdo con el procedimiento previsto en el quinto párrafo del
apartado anterior.

4. Una vez recaída resolución, y simultáneamente a su notificación, el órgano gestor dará
traslado de la misma a la Intervención General de la Junta de Extremadura.

5. La formulación de la resolución del procedimiento de reintegro con omisión del trámite
previsto en el apartado 3 dará lugar a la anulabilidad de dicha resolución, que podrá ser
convalidada mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, que será también competente
para su revisión de oficio.

A los referidos efectos, la Intervención General de la Junta de Extremadura elevará al
Consejo de Gobierno, a través del Consejero competente en materia de hacienda, informe
relativo a las resoluciones de reintegro incursas en la citada causa de anulabilidad de que
tuviera conocimiento.

TÍTULO V

INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA DE SUBVENCIONES

CAPÍTULO I

DE LAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 57. Concepto de infracción.

1. Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones las acciones y omisio-
nes tipificadas en esta ley y serán sancionables incluso a título de simple negligencia.
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2. Las infracciones administrativas tipificadas en esta ley se clasifican en muy graves, graves
y leves.

Artículo 58. Responsables.

Serán responsables de las infracciones administrativas en materia de subvenciones las
personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como los entes sin personalidad a los
que se refiere el apartado 3 del artículo 10 de esta ley, que por acción u omisión incurran en
los supuestos tipificados como infracciones en esta ley y, en particular, las siguientes:

a) Los beneficiarios de subvenciones, así como los miembros de las personas o entidades
contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artículo 10 de
esta ley, en relación con las actividades subvencionadas que se hubieran comprometido
a realizar.

b) Las entidades colaboradoras.

c) El representante legal de los beneficiarios de subvenciones que carezcan de capacidad
de obrar.

d) Las personas o entidades relacionadas con el objeto de la subvención o su justificación,
obligadas a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación sea requerida en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley.

Artículo 59. Supuestos de exención de responsabilidad.

Las acciones u omisiones tipificadas en esta ley no darán lugar a responsabilidad por infrac-
ción administrativa en materia de subvenciones en los siguientes supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar.

b) Cuando concurra fuerza mayor.

c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no
hubieran asistido a la reunión en que se tomó aquélla.

Artículo 60. Concurrencia de actuaciones con el orden jurisdiccional penal.

1. En los supuestos en que la conducta pudiera ser constitutiva de delito, la Administración
pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir el procedi-
miento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el
sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del expediente
por el Ministerio Fiscal.

2. La pena impuesta por la autoridad judicial excluirá la imposición de sanción administrativa.

3. De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración iniciará o continuará
el expediente sancionador con base en los hechos que los tribunales hayan considera-
do probados.
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Artículo 61. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves los incumplimientos de las obligaciones recogidas en esta ley
y en las bases reguladoras de subvenciones cuando no constituyan infracciones graves o muy
graves y no operen como elemento de graduación de la sanción.

En particular, constituyen infracciones leves las siguientes conductas:

a) La presentación fuera de plazo de las cuentas justificativas de la aplicación dada a los
fondos percibidos.

b) La presentación de cuentas justificativas inexactas o incompletas.

c) El incumplimiento de las obligaciones formales que, no estando previstas de forma expre-
sa en el resto de párrafos de este artículo, sean asumidas como consecuencia de la conce-
sión de la subvención, en los términos establecidos reglamentariamente.

d) El incumplimiento de obligaciones de índole contable o registral, en particular:

1.º. La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros
legalmente exigidos.

2.º. El incumplimiento de la obligación de llevar o conservar la contabilidad, los registros
legalmente establecidos, los programas y archivos informáticos que les sirvan de
soporte y los sistemas de codificación utilizados.

3.º. La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad y ejerci-
cio económico, no permitan conocer la verdadera situación de la entidad.

4.º. La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su natu-
raleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.

e) El incumplimiento de las obligaciones de conservación de justificantes o documentos
equivalentes.

f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones estableci-
das en el artículo 14 de esta ley que no se prevean de forma expresa en el resto de apar-
tados de este artículo.

g) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de control financiero. Se
entiende que existen estas circunstancias cuando el responsable de las infracciones admi-
nistrativas en materia de subvenciones, debidamente notificado al efecto, haya realizado
actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de los funcionarios
de la Intervención General de la Junta de Extremadura en el ejercicio de las funciones de
control financiero. Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa las
siguientes conductas:

1.ª. No aportar o no facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros,
registros, ficheros, justificantes, asientos de contabilidad, programas y archivos infor-
máticos, sistemas operativos y de control y cualquier otro dato objeto de comprobación.

2.ª. No atender algún requerimiento.
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3.ª. La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo señalado.

4.ª. Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en locales de negocio y
demás establecimientos o lugares en que existan indicios probatorios para la correcta
justificación de los fondos recibidos por el beneficiario o la entidad colaboradora o de
la realidad y regularidad de la actividad subvencionada.

5.ª. Las coacciones al personal controlador que realice el control financiero.

h) El incumplimiento de la obligación de colaboración por parte de las personas o entidades a
que se refiere el artículo 52 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad de
contrastar la información facilitada por el beneficiario o la entidad colaboradora.

i) Las demás conductas tipificadas como infracciones leves en la normativa de la Unión Euro-
pea en materia de subvenciones.

Artículo 62. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves las siguientes conductas:

a) El incumplimiento de la obligación de comunicar al órgano concedente o a la entidad cola-
boradora la obtención de subvenciones, ayudas públicas, ingresos o recursos para la
misma finalidad, a que se refiere el párrafo d) del apartado 1 del artículo 13 de esta ley.

b) El incumplimiento de las condiciones establecidas alterando sustancialmente los fines para
los que la subvención fue concedida.

c) La falta de justificación del empleo dado a los fondos recibidos una vez transcurrido el
plazo establecido para su presentación.

d) La obtención de la condición de entidad colaboradora falseando los requisitos requeridos
en las bases reguladoras de la subvención u ocultando los que la hubiesen impedido.

e) El incumplimiento por parte de la entidad colaboradora de la obligación de verificar, en su
caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos determinantes para el
otorgamiento de las subvenciones, cuando de ello se derive la obligación de reintegro.

f) Las demás conductas tipificadas como infracciones graves en la normativa de la Unión
Europea en materia de subvenciones.

Artículo 63. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas:

a) La obtención de una subvención falseando las condiciones requeridas para su concesión u
ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.

b) La no aplicación, en todo o en parte, de las cantidades recibidas a los fines para los que la
subvención fue concedida.

c) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de control previstas, respec-
tivamente, en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 13 y en el párrafo d) del apartado 1
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del artículo 14 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el empleo
dado a los fondos percibidos, o el cumplimiento de la finalidad y de la realidad y regularidad
de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o
recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

d) La falta de entrega, por parte de las entidades colaboradoras, cuando así se establezca, a
los beneficiarios de los fondos recibidos de acuerdo con los criterios previstos en las bases
reguladoras de la subvención.

e) Las demás conductas tipificadas como infracciones muy graves en la normativa de la
Unión Europea en materia de subvenciones.

CAPÍTULO II

DE LAS SANCIONES

Artículo 64. Clases de sanciones.

1. Las infracciones en materia de subvenciones se sancionarán mediante la imposición de
sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias.

2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fija o proporcional. La sanción
pecuniaria proporcional se aplicará sobre la cantidad indebidamente obtenida, aplicada
o no justificada.

La multa fija estará comprendida entre 75 y 6.000 euros y la multa proporcional puede ir
del tanto al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el
caso de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

La multa pecuniaria será independiente de la obligación de reintegro contemplada en el
artículo 46 de esta ley y para su cobro resultará igualmente de aplicación el régimen jurí-
dico previsto para los ingresos de derecho público en la Ley General de Hacienda Pública.

3. Las sanciones no pecuniarias, que se podrán imponer en caso de infracciones graves o
muy graves, podrán consistir en:

a) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años de la posibilidad de obtener subvencio-
nes, ayudas públicas y avales de las Administraciones Públicas u otros entes públicos.

b) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años de la posibilidad de actuar como entidad
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

c) Prohibición durante un plazo de hasta cinco años para contratar con las Administracio-
nes Públicas.

Artículo 65. Graduación de las sanciones.

1. Las sanciones por las infracciones a que se refiere este capítulo se graduarán atendiendo
en cada caso concreto a:

a) La comisión repetida de infracciones en materia de subvenciones.
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Se entenderá producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor haya sido sancio-
nado por una infracción de la misma naturaleza, ya sea grave o muy grave, en virtud
de resolución firme en vía administrativa dentro de los cuatro años anteriores a la
comisión de la infracción.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy
grave, el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a las actuaciones de control recogidas en el párra-
fo c del apartado 1 del artículo 13 y en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 14 de
esta ley. Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o
muy grave, el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de infracciones en materia de
subvenciones. A estos efectos, se considerarán principalmente medios fraudulentos
los siguientes:

1.º. Las anomalías sustanciales en la contabilidad y en los registros legalmente establecidos.

2.º. El empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados.

3.º. La utilización de personas o entidades interpuestas que dificulten la comprobación
de la realidad de la actividad subvencionada. Cuando concurra esta circunstancia
en la comisión de una infracción grave o muy grave, el porcentaje de la sanción
mínima se incrementará entre 20 y 100 puntos.

d) La ocultación a la Administración, mediante la falta de presentación de la documenta-
ción justificativa o la presentación de documentación incompleta o inexacta, de los
datos necesarios para la verificación de la aplicación dada a la subvención recibida.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy
grave, el porcentaje de la sanción se incrementará entre 10 y 50 puntos.

e) El retraso en el cumplimiento de las obligaciones formales.

2. Los criterios de graduación son aplicables simultáneamente. El criterio establecido en el aparta-
do e) se empleará exclusivamente para la graduación de las sanciones por infracciones leves.

3. Los criterios de graduación recogidos en los apartados anteriores no podrán utilizarse para
agravar la infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta infractora o
formen parte del propio ilícito administrativo.

4. El importe de las sanciones leves impuestas a un mismo infractor por cada subvención no
excederá en su conjunto del importe de la subvención inicialmente concedida.

5. El importe de las sanciones graves y muy graves impuestas a un mismo infractor por cada
subvención no excederá en su conjunto del triple del importe de la cantidad indebidamen-
te obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso de entidades colaboradoras, de los
fondos indebidamente aplicados o justificados.

6. Se reducirá el importe de la sanción en un 20 por ciento si se realiza su ingreso en periodo
voluntario de pago sin haber interpuesto recurso contra la misma.
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Artículo 66. Sanciones por infracciones leves.

1. Cada infracción leve será sancionada con multa de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto en
el apartado siguiente.

2. Serán sancionadas en cada caso con multa de 150 a 6.000 euros las siguientes infracciones:

a) La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros
legalmente exigidos.

b) El incumplimiento de la obligación de la llevanza de contabilidad o de los registros
legalmente establecidos.

c) La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad, no permita
conocer la verdadera situación de la entidad.

d) La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su natu-
raleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.

e) La falta de aportación de pruebas y documentos requeridos por los órganos de control
o la negativa a su exhibición.

f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones estable-
cidas en el artículo 14 de esta ley.

g) El incumplimiento por parte de las personas o entidades sujetas a la obligación de cola-
boración y de facilitar la documentación a que se refiere el artículo 52 de esta ley,
cuando de ello se derive la imposibilidad de contrastar la información facilitada por el
beneficiario o la entidad colaboradora.

Artículo 67. Sanciones por infracciones graves.

1. Las infracciones graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del tanto al
doble de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso de
entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción grave represen-
te más del 50 por 100 de la subvención concedida o de las cantidades recibidas por las
entidades colaboradoras, y excediera de 30.000 euros, concurriendo alguna de las
circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 65 de esta ley,
los infractores podrán ser sancionados, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de obtener subvencio-
nes, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta tres años, para celebrar contratos con la Admi-
nistración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de actuar como entidad
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.
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Artículo 68. Sanciones por infracciones muy graves.

1. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del
doble al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el
caso de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados. No
obstante, no se sancionarán las infracciones recogidas en los párrafos b) y d) del artículo
63 cuando los infractores hubieran reintegrado las cantidades y los correspondientes inte-
reses de demora sin previo requerimiento.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción muy grave
exceda de 30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstancias previstas en los párra-
fos b) y c) del apartado 1 del artículo 65 de esta ley, los infractores podrán ser sanciona-
dos, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener subvencio-
nes, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años, para celebrar contratos con la Admi-
nistración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de actuar como entidad
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

Artículo 69. Desarrollo reglamentario del régimen de infracciones y sanciones.

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o gradua-
ciones al cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin constituir
nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que la ley contem-
pla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determi-
nación de las sanciones correspondientes.

Artículo 70. Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones prescribirán en el plazo de cuatro años a contar desde el día en que la
infracción se hubiera cometido.

2. Las sanciones prescribirán en el plazo de cuatro años a contar desde el día siguiente a
aquel en que hubiera adquirido firmeza la resolución por la que se impuso la sanción.

3. El plazo de prescripción se interrumpirá conforme a lo establecido en el artículo 132 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin perjuicio de que pueda ser solicitada su declara-
ción por el interesado.

Artículo 71. Competencia para la imposición de sanciones.

1. Las sanciones en materia de subvenciones serán acordadas e impuestas por los órganos
concedentes de la Administración de la Comunidad Autónoma. En el caso de subvenciones
concedidas por las demás entidades concedentes, las sanciones serán acordadas e
impuestas por los titulares de las Consejerías a las que estuvieran adscritas.
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No obstante, cuando la sanción consista en la pérdida de la posibilidad de obtener subven-
ciones, ayudas públicas y avales de la Comunidad Autónoma, en la prohibición para cele-
brar contratos con la Comunidad Autónoma o en la pérdida de la posibilidad de actuar
como entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley, la
competencia corresponderá al Consejero competente en materia de hacienda.

2. El órgano competente para acordar la sanción, designará al instructor del procedimiento sancio-
nador cuando dicha función no esté previamente atribuida a ningún órgano administrativo.

Artículo 72. Procedimiento sancionador.

1. La imposición de las sanciones en materia de subvenciones se efectuará mediante expe-
diente administrativo en el que, en todo caso, se dará audiencia al interesado antes de
dictarse el acuerdo correspondiente y que será tramitado conforme a lo dispuesto en el
Capítulo II del Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. El procedimiento se iniciará de oficio, como consecuencia, de la actuación de comproba-
ción desarrollada por el órgano concedente o por la entidad colaboradora, así como de las
actuaciones de control financiero previstas en esta ley.

3. Los acuerdos de imposición de sanciones pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 73. Extinción de la responsabilidad derivada de la comisión de infracciones.

La responsabilidad derivada de las infracciones se extingue por el pago o cumplimiento de la
sanción o por prescripción o por fallecimiento.

Artículo 74. Responsabilidades.

1. Responderán solidariamente de la sanción pecuniaria los miembros, partícipes o cotitula-
res de las entidades a que se refiere el apartado 3 del artículo 10 en proporción a sus
respectivas participaciones, cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier otro
tipo de unidad económica o patrimonio separado.

2. Responderán subsidiariamente de la sanción pecuniaria los administradores de las socie-
dades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación legal de otras personas jurí-
dicas, de acuerdo con las disposiciones legales o estatutarias que les resulten de aplica-
ción, que no realicen los actos necesarios que sean de su incumbencia para el
cumplimiento de las obligaciones infringidas, adopten acuerdos que hagan posibles los
incumplimientos o consientan el de quienes de ellos dependan.

3. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas en las que la ley limita la respon-
sabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las sanciones pendientes se
transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor de la
cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado o se les hubiera debido adjudicar.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas en las que la ley no limita la
responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las sanciones pendien-
tes se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su cumplimiento.
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Disposición adicional primera. Régimen aplicable a la Asamblea de Extremadura,
órganos estatutarios y la Universidad de Extremadura.

Esta ley será de aplicación a la Asamblea de Extremadura, a los órganos estatutarios y a la
Universidad de Extremadura, sin perjuicio de las peculiaridades derivadas de su propia orga-
nización o normas que regulen su funcionamiento.

Disposición adicional segunda. Ayudas en Especie.

Las entregas a título gratuito de bienes y derechos se regirán por la legislación patrimonial.

No obstante lo anterior, se aplicará esta ley, en los términos que se desarrollen reglamenta-
riamente, cuando la ayuda consista en la entrega de bienes, derechos o servicios cuya adqui-
sición se realice con la finalidad exclusiva de entregarlos a un tercero.

En todo caso, la adquisición se someterá a la normativa sobre contratas del sector público.

Disposición adicional tercera. Entregas dinerarias sin contraprestación.

1. La concesión de las entregas dinerarias sin contraprestación que efectúen las fundaciones,
empresas, organismos o entidades a que se refiere el artículo 1.2 de esta ley se ajustarán
a las reglas y procedimiento que elabore la entidad, de acuerdo con las normas y princi-
pios establecidos en esta ley y como mínimo deberán contemplar lo siguiente:

a) Órgano competente para dictar el acuerdo.

b) El contenido del acuerdo que, en todo caso, deberá contener los siguientes extremos:

1.º. Objeto, finalidad y condiciones de la entrega dineraria.

2.º. Requisitos que deben reunir los perceptores.

3.º. Criterios de selección.

4.º. Cuantía máxima de la entrega.

c) Publicidad del contenido de la convocatoria en el Portal de subvenciones de la Comuni-
dad Autónoma, sin perjuicio de otros medios de publicidad a utilizar para promover la
concurrencia e información a facilitar sobre el contenido de la misma. Cuando la convo-
catoria supere la cantidad de 60.000 euros, además de los medios de publicidad ante-
riores, será necesaria autorización del Consejo de Gobierno y el acuerdo a que se refie-
re la letra anterior se publicará en el Diario Oficial de Extremadura.

d) Tramitación de las solicitudes.

e) Justificación por parte del perceptor del empleo de la ayuda.

2. Las entidades a las que se refiere el apartado 1 de esta disposición no podrán realizar
entregas dinerarias sin contraprestación de forma directa.

Disposición adicional cuarta. Premios educativos, culturales, científicos o de cual-
quier otra naturaleza.

Los premios educativos, culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza, deberán ajus-
tarse al contenido de esta ley, salvo en aquellos aspectos que de acuerdo a su normativa
reguladora no resulte compatible con la especial naturaleza de estas subvenciones.
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Disposición adicional quinta. Impugnaciones en materia de contratación.

1. En cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 311 de la Ley 30/2007, de
30 de octubre, de Contratos del Sector Público, en el ámbito de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Extremadura, de sus organismos y restos de entidades depen-
dientes de la misma, el conocimiento y resolución de la cuestión de nulidad prevista en los
artículos 37 a 39 de esa misma ley, o en los artículos 109 a 111 de la Ley 31/2007, de 30
de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los
transportes y los servicios postales; así como el conocimiento y resolución del recurso
especial contra los actos indicados en el artículo 310.1 y 2 de la citada Ley 30/2007 o en
el artículo 101.1 de la citada Ley 31/2007, se atribuye al Tribunal Administrativo Central
de Recursos Contractuales creado en el apartado 1 del artículo 311 de la referida ley
30/2007. Esta atribución de competencias tendrá efectos desde la publicación del corres-
pondiente convenio a celebrar con la Administración General del Estado, en el que se esti-
pulen las condiciones en que la Comunidad Autónoma de Extremadura sufragará los
gastos derivados de esta atribución de competencias, debiendo ser autorizado por el
Consejo de Gobierno.

2. Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para crear mediante
decreto, cuando lo aconsejen razones de eficiencia o eficacia, un órgano con competen-
cias para la resolución, en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Extremadura, de sus organismos y restos de entidades dependientes de la misma, y de
las Corporaciones Locales, en su caso, de las impugnaciones reguladas en la Ley
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público y de Ley 31/2007, de 30 de
octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los
transportes y los servicios postales, con los requisitos y condiciones establecidos en los
apartados 2 y 3 del artículo 311 de la citada Ley 30/2007. En tal caso, quedará sin efec-
tos la atribución de competencias contenida en el apartado anterior a partir de la consti-
tución efectiva del órgano.

Disposición adicional sexta. Subvenciones en materia de cooperación internacional
para el desarrollo.

1. El Consejo de Gobierno aprobará por decreto, a propuesta del titular de la Consejería o
Departamento competente en materia de cooperación internacional para el desarrollo,
las normas especiales reguladoras de las subvenciones de cooperación internacional
para el desarrollo.

2. Dicha regulación se adecuará con carácter general a lo establecido en esta ley salvo que
deban exceptuarse los principios de publicidad o concurrencia u otros aspectos del régi-
men de control, reintegros o sanciones, en la medida en que sean incompatibles con la
naturaleza o los destinatarios de estas subvenciones.

Disposición transitoria. Régimen transitorio.

1. Los procedimientos iniciados por convocatorias publicadas y las subvenciones directas
concedidas con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley, continuarán rigiéndose por
la normativa vigente al momento de la publicación o concesión.
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2. Las bases reguladoras de concesión de subvenciones establecidas antes de la entrada en
vigor de esta ley habrán de adaptarse a sus previsiones para que se puedan realizar
nuevas convocatorias.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, los procedimientos de control
financiero, reintegro y revisión de actos previstos en esta ley resultarán de aplicación
desde su entrada en vigor.

4. El régimen sancionador previsto en esta ley será de aplicación a los beneficiarios y a las
entidades colaboradoras, en los supuestos previstos en esta disposición, siempre que el
régimen jurídico sea más favorable al previsto en la legislación anterior.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se opongan a lo
dispuesto en esta ley.

2. Los Decretos del Consejo de Gobierno 77/1990, de 16 de octubre, que regula el régimen
general de concesión de subvenciones; 3/1997, de 9 de enero, de devolución de subven-
ciones; 50/2001, de 3 de abril, sobre medidas adicionales de gestión de inversiones finan-
ciadas con ayudas de la Junta de Extremadura y se modifica el Decreto 77/1990, de 16 de
octubre, por el que se establece el Régimen General de Concesión de Subvenciones;
125/2005, de 24 de mayo, por el que se aprueban medidas para la mejora de la tramita-
ción administrativa y simplificación documental asociada a los procedimientos de la Junta
de Extremadura y 17/2008, de 22 de febrero, por el que se regula la Base de Datos de
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura; en cuanto se refieren a la
materia de subvenciones regulada en esta ley y no se opongan a la misma, continuarán
vigentes hasta la entrada en vigor de las normas que puedan dictarse en su desarrollo.

Disposición final primera. Habilitación al Consejo de Gobierno.

Se habilita al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para dictar las disposiciones
reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Diario Oficial de
Extremadura.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos, que sea de aplicación esta ley, que cooperen a su
cumplimiento y a los Tribunales y Autoridades que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 23 de marzo de 2011.

El Presidente de la Junta de Extremadura,
GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

• • •
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LEY 7/2011, de 23 de marzo, de Salud Pública de Extremadura. (2011010007)

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, en
nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 49.1 del Estatuto de Auto-
nomía, vengo a promulgar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El concepto actual de salud pública definido en esta ley es resultado de la evolución histórica
de la sanidad en nuestro país, que se ha ido desarrollando y modificando para dotar a la
comunidad del máximo nivel de salud.

En España la salud pública tiene sus orígenes en 1855, con la promulgación de la primera
Ley sobre el Servicio General de Sanidad, que asienta las competencias que en materia de
salud pública debían desarrollar las profesiones sanitarias reconocidas mediante el Regla-
mento para las subdelegaciones de Sanidad Interior del Reino, de 24 de julio de 1984: medi-
cina, veterinaria y farmacia. Posteriormente mediante la Instrucción General de Sanidad,
aprobada por el Real Decreto de 12 de enero de 1904, se concreta dentro del ámbito jurídico
la figura de los inspectores de sanidad, de las diferentes profesiones, en sus tres niveles
territoriales: general, provincial y municipal.

Posteriormente, para la ordenación de los diferentes ámbitos territoriales de la sanidad, se
promulgaron el Real Decreto-Ley, de 9 de febrero de 1925, Reglamento de Sanidad Munici-
pal, y el Real Decreto-Ley, de 20 de octubre de 1925, Reglamento de Sanidad Provincial.
Mediante el primero se creó el Cuerpo de Inspectores Municipales de Sanidad y mediante el
segundo los Institutos Provinciales de Higiene.

El 14 de diciembre de 1942 se promulgó la ley sobre el Seguro Obligatorio de Enfermedad que
junto con la Ley de Bases de Sanidad Nacional del 25 de noviembre de 1944 contribuyeron a la
progresiva creación del sistema asistencial en España, desplazándose el protagonismo sanitario
hacia un modelo curativo e individual basado en la atención médica al ciudadano enfermo.

La Constitución Española de 1978 traza las grandes líneas de la atención sanitaria española.
En su artículo 43 reconoce a todos los ciudadanos el derecho a la protección de la salud, y
responsabiliza a los poderes públicos de organizar y tutelar la salud pública a través de medi-
das preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios.

La respuesta normativa básica al mandato constitucional sobre protección de la salud está
contenida en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, la cual establece entre sus
principios generales que los medios y las actuaciones del sistema sanitario estarán orienta-
dos prioritariamente a la promoción de la salud y a la prevención de las enfermedades.
También establece las bases para la creación del Sistema Nacional de Salud, configurado por
el conjunto de los Servicios de Salud de las Comunidades Autónomas y, además, reconoce el
protagonismo y la suficiencia de las Comunidades Autónomas para diseñar y ejecutar una
política propia en materia sanitaria. 

En la misma época se promulga la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especia-
les en Materia de Salud Pública, mediante la que se faculta a las distintas Administraciones
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Públicas, dentro de sus competencias, a adoptar medidas de intervención sanitaria excepcio-
nales cuando así lo exijan razones de urgencia o necesidad.

Esta evolución normativa se completa con la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y
calidad del Sistema Nacional de Salud que en su artículo 11 establece las prestaciones de
salud pública, y el Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la
cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud y el procedimiento para su
actualización, que desarrolla normativamente la ley anterior y específicamente establece en
su Anexo I la cartera de servicios comunes de salud pública.

Por último, dentro de este marco legal global, deben considerarse también la Ley 31/1995, de
8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en cuanto a aquellos aspectos de salud
laboral que competen al Sistema Sanitario Público, la Ley 2/1985, de 21 de enero, sobre
protección civil y la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura, el Estatuto de Autonomía de
Extremadura le confiere competencias de desarrollo legislativo y ejecutivo en materia de
sanidad e higiene, de coordinación hospitalaria en general, así como en asistencia sanitaria
de la Seguridad Social, en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los
términos que la misma establezca.

En ejercicio de estas competencias y en el marco definido por la legislación básica estatal, la
Ley 10/2001, de 28 de junio, de Salud de Extremadura establece el ámbito normativo de la
política de la Comunidad Autónoma en materia de sanidad, cuya finalidad es la atención sani-
taria al ciudadano. Para ello, establece un nuevo marco de ordenación específico para la sani-
dad pública extremeña, flexible, generador de innovaciones, motivador para todos los trabaja-
dores de la salud y adaptable a los constantes cambios que demanda la sociedad extremeña.

Finalmente, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura, también deben tener-
se en cuenta la Orden de 17 de marzo de 2004 de la Consejería de Sanidad y Consumo, por
la que se establece el procedimiento de elaboración y actualización de la cartera de servicios
del Servicio Extremeño de Salud, el Decreto 189/2004, de 14 de diciembre, por el que se
regula la estructura orgánica del Servicio Extremeño de Salud en las áreas de salud de la
Comunidad Autónoma, el Decreto 66/2010, de 12 de marzo, por el que se establece la
estructura orgánica de la Consejería de Sanidad y Dependencia, el Decreto 221/2008, de 24
de octubre, por el que se aprueban los Estatutos del Organismo Autónomo Servicio Extreme-
ño de Salud y el Decreto 252/2008, de 12 de diciembre, por el que se atribuyen competen-
cias sancionadoras en materia de salud pública en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

II

La presente ley de Salud Pública de Extremadura establece el ámbito normativo de la política
de la Comunidad Autónoma en materia de salud pública, partiendo de un concepto de salud
pública que, aunque componente del sistema sanitario, impregna de forma transversal todas
las políticas de las administraciones públicas implicadas. Por tanto, la ley establece un marco
que propicia la coordinación y cooperación de los distintos organismos y administraciones
públicas con competencias en esta materia en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

El articulado de la ley se ha estructurado en siete Títulos, concluyendo con las disposiciones
adicionales, transitorias, derogatoria y finales que contribuyen a completar el marco general
establecido en la misma.
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El Título Preliminar establece el objeto de la ley, su ámbito de aplicación y los principios
rectores que la inspiran, destacando la intersectorialidad, la integralidad, la equidad, la
disminución de las desigualdades en salud, la participación comunitaria y la descentralización
de la gestión. 

Asimismo se definen una serie de conceptos necesarios para hacer comprensible la ley, como
son el nuevo concepto de salud pública, el de profesionales de salud pública, el de autoridad
sanitaria y agentes de la autoridad en salud pública, y se enumeran las actividades básicas
en materia de salud pública.

III

El Título I de la ley establece las competencias que, en materia de salud pública, correspon-
den a las distintas Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
Dentro del ámbito de la Administración Autonómica se exponen las competencias del Consejo
de Gobierno de la Junta de Extremadura, de la Consejería competente en materia de sanidad
y del Servicio Extremeño de Salud. 

Dentro del ámbito de la Administración Local se establecen las competencias de los
Ayuntamientos. 

También se ocupa este Título, de la información en materia de salud pública, estableciendo
como obligaciones de los distintos centros, establecimientos del sector público y privado, de
los profesionales sanitarios así como de las personas físicas o jurídicas la de facilitar a la
autoridad sanitaria la información que ésta considere conveniente para el cumplimiento de
sus funciones.

IV

El Título II desarrolla en tres capítulos las actividades de Vigilancia en Salud Pública.

En el Capítulo I se hace referencia a los Sistemas de Información en Salud Pública, estable-
ciendo su definición, sus objetivos y la competencia para su gestión. En este Sistema adquie-
ren gran importancia las obligaciones de los centros, establecimientos, servicios y profesio-
nales sanitarios, así como las responsabilidades de las distintas Administraciones Públicas
con respecto a este sistema de información.

El Capítulo II desarrolla la Red de Vigilancia Epidemiológica, estableciendo sus funciones y
recursos, haciendo especial mención a la declaración obligatoria de situaciones de potencial
impacto en salud pública.

El Capítulo III establece el Sistema de Respuesta a las Alertas y Emergencias en Salud Públi-
ca, describiendo las situaciones que son consideradas como alerta o emergencia en salud
pública y el procedimiento general para su gestión.

V

El Título III aborda la promoción de la salud y la prevención de las enfermedades, de los
problemas de salud y de las deficiencias, dedicando su Capítulo I a la promoción de la salud,
definiéndola y estableciendo las herramientas básicas para su desarrollo, haciendo especial
referencia a la necesidad de formación de los profesionales que intervengan en la misma.
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El Capítulo II hace referencia a la Educación para la Salud como herramienta fundamental de
la Promoción de la Salud, estableciendo la necesidad y la obligatoriedad de que estas activi-
dades se realicen en la Comunidad Autónoma bajo las directrices de un plan estratégico en
Educación para la Salud.

El Capítulo III bajo la rúbrica de la Prevención de las enfermedades, de las deficiencias y de
los problemas de salud define su concepto y determina cómo se afrontarán las actividades
preventivas de abordaje individual y poblacional.

VI

El Título IV expone en cuatro capítulos la Protección de la Salud, incluyendo como partes
de la misma a la Salud Alimentaria, la Salud Ambiental, la Salud Laboral y la Seguridad
del Paciente.

El Capítulo I hace referencia a la Salud Alimentaria, exponiendo un concepto actualizado de
la misma en el que cobran especial importancia la responsabilidad y las obligaciones de los
operadores económicos. Además establece el marco necesario para la coordinación de todas
las actuaciones que se desarrollen en esta materia en la Comunidad Autónoma, mediante el
Plan Marco de Salud Alimentaria y la Oficina Extremeña de Seguridad Alimentaria.

En el Capítulo II se establece el concepto de Salud Ambiental en relación con las agresiones
físicas, químicas o biológicas a las que están expuestas las personas. En este Capítulo
también se articula la manera de llevar a cabo coordinadamente las actuaciones y estrategias
necesarias para la protección de la salud humana respecto a estos riesgos mediante el Plan
Marco de Salud Ambiental y la Comisión de Salud Ambiental.

El Capítulo III establece la obligación de elaborar un plan estratégico en Salud Laboral con el
objetivo de coordinar todas las actuaciones en esta materia en la Comunidad Autónoma.

En el Capítulo IV se incluye un aspecto novedoso dentro de la Protección de la Salud que es la
Seguridad del Paciente, cuyo fin es minimizar los riesgos que la propia atención sanitaria de la
población tiene para los pacientes. Este concepto va íntimamente ligado al concepto de cali-
dad, entendiéndose a día de hoy la seguridad de los pacientes como un elemento fundamental
dentro de la calidad de la atención sanitaria. Pero además, la tendencia es que impregne
como cultura todos los aspectos de la atención a la salud de la población. Es por ello que, en
un abordaje moderno de la salud pública, deban incorporarse estrategias de seguridad de
pacientes a este ámbito de atención a la salud, pero además que esta voluntad política quede
reflejada en un texto normativo de máximo rango como lo es una Ley de Salud Pública.

VII

El Título V hace referencia a la participación comunitaria en salud, como elemento esencial
en la modernización y calidad del sistema sanitario en su conjunto, estableciendo su concep-
to, finalidad y funciones en el Capítulo I.

En el Capítulo II, la ley promueve la creación o establecimiento de órganos de participación
ciudadana promotores de la salud con la finalidad de fomentar las actividades colectivas de
salud en la comunidad y facilitar un abordaje integrado de los problemas, necesidades y
respuestas relacionadas con la salud que afecten al núcleo urbano.
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VIII

En el Título VI se exponen los recursos y procedimientos en salud pública entendidos como
las herramientas de las que se dispone en materia de salud pública para salvaguardar y
preservar la misma. Así el Capítulo I expone la Cartera de Servicios de Salud Pública de la
Comunidad Autónoma de Extremadura dentro del marco legislativo vigente. La Cartera de
Servicios de Salud Pública es el instrumento mediante el cual se hacen efectivas las presta-
ciones de salud pública de la población extremeña, siendo la forma de hacer realidad el
compromiso de los poderes públicos con la sociedad. 

También la ley justifica, en el Capítulo II de este título, los laboratorios de salud pública,
estableciendo sus competencias, su funcionamiento y las prestaciones mínimas que tienen
que proporcionar.

El Capítulo III regula la intervención administrativa que sobre las actividades públicas y
privadas pueden realizar las autoridades, así como las medidas especiales y provisionales en
salud pública que podrá adoptar la autoridad sanitaria para proteger la salud pública y preve-
nir su pérdida o deterioro, cuando así lo exijan razones sanitarias de urgencia o necesidad. 

El Capítulo IV hace referencia a las actividades de supervisión, vigilancia y control que la
autoridad sanitaria puede llevar a cabo sobre los centros, establecimientos, productos y
servicios para prevenir, eliminar o reducir los riesgos para la salud de las personas. 

IX

El Título VII de la ley regula el régimen sancionador, dedicando los Capítulos I y II, respecti-
vamente, a la tipificación de las infracciones en materia de salud pública y al establecimien-
to de las sanciones correspondientes, así como la prescripción de las mismas y caducidad
de la acción. 

El Capítulo III regula las competencias sancionadoras de las distintas Administraciones Públi-
cas implicadas en materia de salud pública. 

X

Dentro de las disposiciones adicionales se contempla la posibilidad de que la Junta de Extre-
madura pueda delegar o transferir a las Corporaciones Locales el ejercicio de las funciones
propias en materia de salud pública de conformidad con la normativa vigente.

Finalmente, se aborda mediante una disposición final, la modificación de la Ley 10/2001, de
28 de junio, de Salud de Extremadura con el objetivo de contemplar la creación del Consejo
Regional de Pacientes de Extremadura, órgano específico y singular de participación de las
asociaciones de pacientes extremeñas, de carácter consultivo, de participación comunitaria y
de coordinación en relación con las actividades que desarrollan las asociaciones de pacientes
en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Este órgano de participación, lejos de competir con los ya establecidos, vendrá a llenar un espa-
cio que enriquece el funcionamiento democrático del Sistema Sanitario Público de Extremadura.
En definitiva, constituye un marco de encuentro para el diálogo, la intercomunicación, la coordi-
nación, el consenso y el asesoramiento de las instituciones o asociaciones de pacientes y familia-
res de pacientes con ámbito de actuación en la Comunidad en el Sistema Sanitario Público.
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TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto de la ley.

La presente ley tiene por objeto regular las actuaciones, prestaciones y servicios en materia
de salud pública que se desarrollen en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de
Extremadura, propiciando la coordinación y cooperación de los distintos organismos y Admi-
nistraciones Públicas en sus respectivos ámbitos competenciales.

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

Las disposiciones de esta ley son de aplicación a:

a) Los extremeños y residentes en cualquiera de los municipios de Extremadura. A los no
residentes les será de aplicación en los términos y condiciones previstas en la legislación
estatal y en los Convenios Nacionales e Internacionales que resulten aplicables.

b) Las Administraciones Públicas con competencias en materia de salud pública en el ámbito
de la Comunidad Autónoma de Extremadura y a los profesionales que desarrollen su labor
en las mismas, con independencia del régimen jurídico que les resulte de aplicación.

c) Las entidades, organismos o empresas, tanto públicas como privadas, que realicen cual-
quier actuación que incida directa o indirectamente en la salud pública. 

Artículo 3. Definiciones.

A los efectos de esta ley se entiende por:

a) Salud pública: conjunto organizado de las actuaciones de los poderes públicos y de la socie-
dad en general, que tiene como finalidad fomentar, proteger y promover la salud de las
personas, en la esfera individual y colectiva, prevenir la enfermedad y asegurar la vigilancia
de la salud mediante la movilización de los recursos humanos y materiales necesarios. 

b) Autoridad Sanitaria en Salud Pública: órgano de la Administración Pública que en el ejerci-
cio de su responsabilidad y de acuerdo con las competencias que en cada caso tenga atri-
buidas, dicta disposiciones y adopta medidas, incluso de carácter coercitivo, con la finali-
dad de proteger la salud de la población. 

A los efectos de la presente ley tienen el carácter de autoridad sanitaria en salud pública el
Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura y el titular de la Consejería competente en
materia de sanidad, el titular de la Dirección Gerencia del Servicio Extremeño de Salud, el
titular de la Dirección General con competencias en materia de salud pública, los titulares de
las Gerencias de Área y de las Direcciones de Salud y los órganos que reglamentariamente
se determinen. Asimismo, tienen consideración de autoridad sanitaria los Alcaldes en sus
respectivos municipios, de acuerdo con lo previsto en la legislación de Régimen local.

c) Agentes de la autoridad: personal sanitario de las Administraciones Públicas con compe-
tencias en materia de salud pública en el estricto ejercicio de las funciones inspectoras y
de control que tengan atribuidas por la normativa vigente.
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d) Agentes de salud comunitaria: particulares integrantes de la comunidad, que en conside-
ración a sus intereses, inquietudes o la actividad desarrollada en el ámbito social, realizan
tareas de promoción de la salud en la comunidad, de manera voluntaria, no remunerada y
sin ningún tipo de vinculación laboral. 

e) Promoción de la salud: conjunto de actuaciones, prestaciones y servicios destinados a
fomentar la salud individual y colectiva y a impulsar la adopción de estilos de vida saluda-
bles mediante las intervenciones adecuadas en materia de información, comunicación y
educación sanitarias.

f) Protección de la salud: conjunto de actuaciones, prestaciones y servicios destinados a
preservar la salud de la población ante los agentes físicos, químicos y biológicos presentes
en el medio y en sus vectores.

g) Prevención de la enfermedad, de los problemas de salud y de las deficiencias: conjunto de
actuaciones, prestaciones y servicios destinados a reducir y eliminar la aparición de deter-
minadas enfermedades, problemas de salud y deficiencias en la población y, en su caso,
atenuar sus consecuencias mediante acciones individuales y colectivas. 

h) Riesgo: probabilidad de un efecto nocivo para la salud y de la gravedad de este efecto
como consecuencia de un factor de peligro.

i) Alerta en salud pública: toda situación derivada de un riesgo inminente para la salud de
la población y/o de trascendencia social frente a la cual es necesario el desarrollo de
actuaciones de salud pública urgentes y eficaces mediante la adopción de medidas de
control y prevención. 

j) Emergencia en salud pública: toda situación derivada de un riesgo inmediato para la salud
de la población y/o de trascendencia social frente a la cual es necesario el desarrollo de
actuaciones inmediatas y eficaces de salud pública para evitar o minimizar su graves
daños en la salud de la población.

k) Respuesta en salud pública: la capacidad de estudio, intervención, seguimiento y coordi-
nación frente a un evento de potencial riesgo para la salud de la población.

l) Operador empresa alimentaria: persona física o jurídica que explota una empresa alimen-
taria y es responsable de asegurar el cumplimiento de los requisitos de la legislación
alimentaria en la empresa bajo su control. 

Artículo 4. Principios rectores.

La presente ley se inspira en los siguientes principios:

a) La garantía por los poderes públicos de las prestaciones de salud pública como un derecho
individual y colectivo.

b) La concepción integral, integrada e intersectorial de la salud pública.

c) La racionalización, eficiencia y efectividad en la organización, el fomento y la mejora de la
calidad de las actuaciones, prestaciones y servicios de salud pública.
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d) La equidad, la atención a la diversidad y superación de las desigualdades territoriales,
sociales, culturales y de género en salud.

e) La participación comunitaria en el ámbito de la salud pública.

f) La descentralización de la gestión de la salud pública de acuerdo con el modelo del Siste-
ma Sanitario Público de Extremadura.

g) La coordinación y cooperación interdepartamentales e interadministrativas en la ejecución
de las actuaciones, las prestaciones y los servicios de salud pública.

h) El fomento de la formación de los profesionales sanitarios y de la investigación en el ámbi-
to de la salud pública.

Artículo 5. Actividades básicas de la salud pública.

Las actividades básicas en salud pública son:

a) La vigilancia y seguimiento del estado de salud de la población.

b) El diagnóstico y la investigación de los problemas y riesgos en salud.

c) La información y educación para la salud de la población.

d) El fomento de la participación comunitaria en salud.

e) El desarrollo de planes y políticas de apoyo a esfuerzos individuales y colectivos.

f) La garantía de la competencia profesional.

g) La evaluación de la efectividad, accesibilidad y calidad de los servicios.

h) La investigación de nuevos aspectos y soluciones a los problemas.

i) El control del cumplimiento de la normativa vigente en materia de salud pública.

Artículo 6. Derechos.

Se garantizan a los ciudadanos a los que resulta de aplicación la presente ley los siguientes
derechos:

a) Derecho a disfrutar de un adecuado nivel de salud pública.

b) Derecho a conocer los factores de riesgo para la salud individual y colectiva.

c) Derecho a la promoción de la salud.

d) Derecho a las acciones preventivas de salud pública.

e) Derecho a la participación en asuntos de salud pública.

f) Derecho de las personas en situación de especial vulnerabilidad a actuaciones o programas
de salud pública específicos o adaptados a sus necesidades especiales.
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Artículo 7. Obligaciones. 

Los ciudadanos, incluidos en el ámbito de aplicación de la presente ley, están sujetos al
cumplimiento de las siguientes obligaciones en materia de salud pública:

a) Respetar y cumplir las medidas adoptadas por las Administraciones Públicas competentes
en materia de salud pública dirigidas a la prevención de riesgos y a la protección de la
salud pública.

b) Responsabilizarse del uso adecuado de la información suministrada por las Administracio-
nes Públicas competentes en materia de salud pública.

c) Poner en conocimiento de las Administraciones Públicas competentes en materia de salud
pública cualquier hecho o situación que pueda dar lugar a una emergencia o alerta en
salud pública.

d) Cooperar con las Administraciones Públicas competentes en materia de salud pública en la
prevención de riesgos y en la protección y promoción de la salud pública.

TÍTULO I

DE LAS COMPETENCIAS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
EN MATERIA DE SALUD PÚBLICA

Artículo 8. Atribuciones de las Administraciones Públicas. 

Corresponden a las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Extremadura
en el ámbito de sus competencias:

a) Garantizar el derecho a la salud pública de los ciudadanos en los términos previstos en la
presente ley.

b) Realizar las actividades de salud pública contempladas en la presente ley.

c) Adoptar cuantas medidas sean necesarias para evitar los riesgos sobre la salud y preser-
var la misma.

Artículo 9. De las competencias del Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura.

1. La Junta de Extremadura ejercerá las competencias que tiene atribuidas la Comunidad
Autónoma de Extremadura en materia de salud pública de acuerdo con lo previsto en el
Estatuto de Autonomía.

2. Las competencias del Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura en materia de
salud pública son: 

a) Establecer las directrices generales de las políticas de salud pública de la Comunidad
Autónoma.

b) Aprobar los Planes que en materia de salud pública se elaboren en la Comunidad Autónoma.

c) Aplicar las medidas especiales de intervención administrativa en salud pública en su
ámbito competencial. 

d) Todas aquellas que le sean atribuidas por las disposiciones vigentes.
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Artículo 10. De las competencias de la Consejería competente en materia de sanidad.

Corresponden a la Consejería competente en materia de sanidad en el marco de las directri-
ces y políticas establecidas por el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura las
siguientes competencias:

a) Establecer los principios y criterios generales que han de informar la política y la planifica-
ción en materia de salud pública.

b) Coordinar las actuaciones que en materia de salud pública se realicen en el ámbito de la
Comunidad Autónoma por las distintas Administraciones Públicas u organismos con
competencias en esta materia, sin perjuicio de la facultad de coordinación general en
materia de salud pública de la Administración General del Estado.

c) Impulsar y coordinar la colaboración con el Estado, las Comunidades Autónomas y con los
países de la Unión Europea, especialmente con Portugal a través de la cooperación trans-
fronteriza en el marco de las competencias propias en materia de salud pública, sin perjui-
cio de la facultad de coordinación general en materia de salud pública de la Administración
General del Estado.

d) Evaluar las actividades de salud pública del Sistema Sanitario Público de Extremadura.

e) Aprobar, coordinar y fomentar programas de formación en el ámbito de la salud pública,
como una parte del desarrollo profesional en salud pública y como una inversión estratégi-
ca. Los profesionales que actúen en el ámbito de la salud pública habrán de mantenerse
actualizados a través de la Formación Continuada.

f) Aprobar, coordinar y fomentar programas de investigación en el ámbito de la salud pública,
siendo prioritarios los relacionados con los determinantes en salud de forma especial con
las desigualdades en salud. Se promoverá especialmente programas de investigación de
resultados de impacto en la salud de la población de las intervenciones en salud pública,
además de las prioridades contempladas en el Plan de Salud de Extremadura.

g) Elevar al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura la propuesta de aprobación de
los Planes en materia de salud pública de la Comunidad Autónoma.

h) Todas aquellas que le sean atribuidas por las disposiciones vigentes.

Artículo 11. De las competencias del Servicio Extremeño de Salud.

1. Corresponden al Servicio Extremeño de Salud las siguientes competencias:

a) Promover la realización de actuaciones en materia de salud pública en la Comunidad
Autónoma de Extremadura.

b) Elaborar, coordinar y ejecutar los planes, programas, cartera de servicios y procesos rela-
tivos a la salud pública, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otros organismos.

c) Proponer la ordenación y regulación en materia de salud pública así como garantizar su
cumplimiento.
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d) Inspeccionar y controlar sanitariamente los establecimientos y servicios públicos.

e) Todas aquellas que le sean atribuidas por las disposiciones vigentes.

2. Asimismo, corresponden al Servicio Extremeño de Salud todas aquellas competencias en
materia de salud pública no atribuidas expresamente a otros órganos.

Artículo 12. Competencias de las Corporaciones Locales. 

1. En materia de salud pública corresponde a los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma,
sin perjuicio de las competencias de las demás Administraciones Públicas, la prestación de
los servicios mínimos obligatorios establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora
de las Bases del Régimen Local, así como los previstos en la Ley 14/1986, de 25 de abril,
General de Sanidad y en la Ley 10/2001, de 28 de junio, de Salud de Extremadura. 

2. Los Ayuntamientos, en el ejercicio de sus competencias en materia de salud pública,
podrán adoptar cualquiera de las medidas de intervención administrativa contempladas en
el Título VII de la presente ley.

Artículo 13. De las obligaciones de información en materia de salud pública.

1. La Consejería competente en materia de sanidad, en el ejercicio de sus competencias de
coordinación en materia de salud pública, podrá solicitar cuanta información y colabora-
ción sea precisa para el cumplimiento de lo establecido en la presente ley.

2. A tales efectos, los centros, servicios y establecimientos del sector público y privado, las
administraciones y autoridades públicas, los profesionales sanitarios y las personas físicas
o jurídicas están obligados a facilitar a la autoridad sanitaria la información que estime
necesaria en el ejercicio de sus funciones. 

3. La autoridad sanitaria y sus agentes podrán solicitar el apoyo, el auxilio y la colaboración
de cualquier otro funcionario, inspector o autoridad, así como de las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad, de conformidad con lo establecido en la normativa vigente.

TÍTULO II

DE LA VIGILANCIA EN SALUD PÚBLICA

CAPÍTULO I

SISTEMA DE INFORMACIÓN EN SALUD PÚBLICA

Artículo 14. Sistema de Información en Salud Pública.

El Sistema de Información en Salud Pública, integrado en el Servicio Extremeño de Salud, es
la estructura organizada de elementos que interactúan entre sí para la recogida, el proceso,
el análisis y la trasmisión de la información necesaria para organizar y hacer funcionar los
servicios sanitarios en materia de salud pública.

Artículo 15. Objetivos del Sistema de Información en Salud Pública. 

A través del Sistema de Información en Salud Pública se obtendrán los datos necesarios
para:

Viernes, 25 de marzo de 2011
7402NÚMERO 59



a) Identificar los problemas de salud que afectan a la población, así como sus riesgos y el
análisis de los determinantes de la salud o sus efectos para valorar las necesidades de
salud en la Comunidad Autónoma.

b) Realizar el análisis epidemiológico continuo del estado de salud, morbilidad y mortalidad
de la población, detectando los cambios que puedan producirse en su tendencia, distribu-
ción y causas.

c) Realizar el análisis y la evaluación de las condiciones sanitarias de higiene y seguridad
relativas a los alimentos, medioambiente y ámbito laboral.

d) Establecer un mecanismo eficaz de detección, alerta precoz y respuesta rápida frente a los
riesgos potenciales para la salud.

e) Establecer y mantener los sistemas de información en salud laboral, sin perjuicio de las
competencias que en materia de salud laboral corresponden a los órganos de la Adminis-
tración competentes en materia de trabajo, seguridad y salud laboral y prevención de
riesgos laborales.

f) Promover, establecer y mantener registros de problemas de salud de especial interés en
salud pública.

g) Establecer registros de actividades, de centros, de establecimientos y de servicios que
potencialmente puedan generar riesgos para la salud, de acuerdo con la normativa que se
establezca. 

h) Aportar la información necesaria para facilitar la planificación, gestión, evaluación e inves-
tigación sanitaria y servir de base para la elaboración de las estadísticas de interés de la
Junta de Extremadura.

i) Establecer mecanismos para informar y consultar a las organizaciones de los pacientes, los
profesionales sanitarios y otros agentes interesados en las cuestiones relacionadas con la
salud a nivel comunitario.

j) Promover, establecer y mantener registros de actividades de protección y promoción de la
salud y prevención de la enfermedad, de los problemas de salud y de las deficiencias en la
Comunidad Autónoma.

Artículo 16. Comunicación y tratamiento de la información.

1. Las Administraciones Públicas y los organismos competentes en materia de salud pública
así como todos los centros, servicios y establecimientos sanitarios y los profesionales sani-
tarios, estarán obligados a participar, en el ámbito de sus competencias, en el Sistema de
información en salud pública mediante la comunicación de los datos elaborados o recogi-
dos en el desempeño de sus funciones. 

2. Los datos de carácter personal recogidos y elaborados en el ejercicio de las competencias
en materia de salud pública serán comunicados al Sistema de Información de Salud Públi-
ca de conformidad con lo dispuesto en la normativa vigente en materia de protección de
datos de carácter personal. 
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Artículo 17. Seguridad y confidencialidad de la información.

1. En todos los niveles del Sistema de Información de Salud Pública se adoptarán las medi-
das necesarias para garantizar la seguridad de los datos de carácter personal, de acuerdo
con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de
Datos de Carácter Personal y normativa de desarrollo. 

2. Todas las personas que en el ejercicio de sus competencias, funciones o actividades,
tengan acceso a datos de carácter personal están obligados a guardar secreto profesional.

3. Los titulares de datos de carácter personal tratados en virtud de lo dispuesto en la presen-
te ley ejercerán sus derechos de acuerdo con lo dispuesto en la normativa indicada en
materia de protección de datos de carácter personal.

CAPÍTULO II

DE LA RED DE VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA 

Artículo 18. Red de Vigilancia Epidemiológica en Extremadura.

1. La Red de Vigilancia Epidemiológica de Extremadura tiene como objetivo la detección,
identificación y control de los acontecimientos que supongan una pérdida, o un riesgo
potencial de pérdida, del estado de salud de la población, tanto por su impacto como por
su capacidad de difusión, con independencia de su etiología.

2. Todos los recursos de la Red Sanitaria de la Comunidad Autónoma tanto pública como
privada deberán colaborar con la Red de Vigilancia Epidemiológica de Extremadura bajo la
coordinación del Servicio Extremeño de Salud.

Artículo 19. Funciones. 

A los efectos de la presente ley, son funciones de la Red de Vigilancia Epidemiológica de
Extremadura las siguientes:

a) Vigilar las enfermedades transmisibles y no transmisibles, y sus determinantes.

b) Analizar los principales problemas de salud y sus determinantes, así como los relacionados
con los estilos de vida.

c) Vigilar sistemáticamente los efectos sobre la salud de los riesgos ambientales y derivados
del trabajo sin perjuicio de las competencias que en materia de salud laboral correspon-
den a los órganos de la Administración competentes en materia de trabajo, seguridad y
salud laboral y prevención de riesgos laborales.

d) Detectar e investigar los acontecimientos que supongan o puedan suponer una pérdida
de la salud de la población, en función de su magnitud, riesgo para la población y niveles
de intervención.

e) Proponer las medidas de control necesarias para evitar o minimizar el impacto en la salud
de la población de los problemas, enfermedades, riesgos y acontecimientos indicados.

f) Evaluar el impacto de los programas de salud y proponer medidas para su mejora. 
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g) Aportar información necesaria para la adecuada planificación en materia de salud pública.

h) Difundir la información necesaria a los órganos competentes en materia de salud para el
adecuado ejercicio de sus funciones.

i) Servir de base para la elaboración de estadísticas.

Artículo 20. Declaración obligatoria de situaciones de potencial impacto en salud
pública.

Los profesionales sanitarios en el ejercicio de su profesión tienen la obligación de declarar
aquellas situaciones de potencial impacto para la salud pública, de conformidad con la
normativa estatal y autonómica vigente en esta materia.

CAPÍTULO III

DEL SISTEMA DE RESPUESTA A LAS ALERTAS Y EMERGENCIAS EN SALUD PÚBLICA

Artículo 21. Sistema de Respuesta a las Alertas y Emergencias.

1. El Sistema de Respuesta a las Alertas y Emergencias en Salud Pública estará integrado por
el conjunto organizado de recursos, medios y de actuaciones necesarias para atender las
situaciones de alerta y emergencia que puedan plantearse en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Extremadura o ante alertas o emergencias de índole nacional o internacional.

2. El Sistema de Respuesta a las Alertas y Emergencias en Salud Pública garantizará la
actuación inmediata y eficaz para prevenir, controlar, evitar, remediar o minimizar los
daños a la salud del conjunto de la población como consecuencia de evento de potencial
riesgo para la salud pública.

3. La declaración de alertas y emergencias en salud pública y sus incidencias diarias se reali-
zará de forma obligatoria y urgente, en un plazo máximo de 24 horas, de conformidad con
las directrices adoptadas por la autoridad sanitaria competente. 

4. La coordinación, gestión e intervención del Sistema de Repuesta a las Alertas y Emergen-
cias en Salud Pública será objeto de desarrollo reglamentario.

Artículo 22. Situaciones de Alerta y Emergencia en Salud Pública.

A los efectos de esa ley se consideran como alertas y emergencias en salud pública los
siguientes hechos:

a) Brote o situación epidémica.

b) Sucesos, naturales o intencionados, que representen de forma inmediata o diferida en el
tiempo un riesgo para la salud pública, como consecuencia de la aparición de casos rela-
cionados con los mismos.

c) Aquellas que se determinen expresamente en la normativa estatal y en el Reglamento
Sanitario Internacional.

d) Cualquier otra que se determine expresamente.
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Artículo 23. Alertas y Emergencias en Salud Pública de ámbito nacional o internacional.

El Sistema de Respuesta a las Alertas y Emergencias en Salud Pública realizará las actuacio-
nes necesarias que se deriven de las alertas y emergencias de salud pública de interés nacio-
nal y de las previstas en el Reglamento Sanitario Internacional en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma.

TÍTULO III

DE LA PROMOCIÓN DE LA SALUD, PREVENCIÓN DE LAS ENFERMEDADES
Y DE LAS DEFICIENCIAS DE LOS PROBLEMAS DE SALUD 

CAPÍTULO I

PROMOCIÓN DE LA SALUD

Artículo 24. Promoción de la salud.

1. Las Administraciones Públicas prestarán especial atención a la promoción de la salud en la
Comunidad Autónoma de Extremadura mediante la realización de las acciones destinadas
a fomentar el desarrollo físico, psíquico y social del conjunto de la población.

2. Asimismo, las Administraciones Públicas propiciarán y potenciarán la participación de la
población para la promoción de la salud individual y colectiva mediante el impulso y
promoción de políticas de salud intersectoriales y la formación de grado, postgrado y
continuada de los profesionales que desarrollan acciones de promoción de la salud.

Artículo 25. Herramientas para la promoción de la salud.

Son herramientas básicas para la promoción de la salud:

a) La educación para la salud.

b) La información y comunicación.

c) La coordinación.

d) La acción social.

e) La reorientación de los servicios.

Artículo 26. Registros. 

Las Administraciones Públicas podrán crear registros específicos para la inscripción de las
instituciones privadas y de voluntariado que realicen actividades de promoción de la salud en
la Comunidad Autónoma de Extremadura.

CAPÍTULO II

DE LA EDUCACIÓN PARA LA SALUD 

Artículo 27. Educación para la salud.

1. La educación para la salud es una herramienta básica para la promoción de la salud dirigi-
da a mantener o incrementar los conocimientos y habilidades del conjunto de la población
con la finalidad de conseguir unos niveles óptimos de salud.

Viernes, 25 de marzo de 2011
7406NÚMERO 59



2. La Consejería competente en materia de sanidad elaborará un Plan Estratégico de Educa-
ción para la Salud como instrumento de planificación y coordinación de las acciones de
educación para la salud pública en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

3. El Plan Estratégico de Educación para la Salud deberá contener como mínimo las acciones
a desarrollar en los siguientes ámbitos de actuación:

a) Ámbito comunitario.

b) Ámbito sanitario.

c) Ámbito educativo.

d) Ámbito laboral.

e) Ámbito de la formación.

f) Ámbito de la investigación. 

CAPÍTULO III

DE LA PREVENCIÓN DE LAS ENFERMEDADES, DE LAS DEFICIENCIAS
Y DE LOS PROBLEMAS DE SALUD

Artículo 28. De la prevención de enfermedades, de las deficiencias y de los proble-
mas de salud.

1. Se entiende por prevención de las enfermedades, de los problemas de salud y de las defi-
ciencias, al conjunto de actuaciones y servicios destinados a reducir y, en su caso, elimi-
nar la aparición de determinadas enfermedades en la población y de atenuar sus conse-
cuencias, mediante acciones individuales y colectivas de vacunación, inmunización pasiva,
consejo, cribado y tratamiento precoz.

2. Las actividades preventivas con tratamiento individual y grupal en Atención Primaria se
llevarán a cabo en función de lo establecido en la Cartera de Servicios de Atención Prima-
ria de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

3. Las actividades preventivas con tratamiento poblacional, aunque reconocidas por la Carte-
ra de Servicios del Sistema Sanitario Público de Extremadura podrán tener la regulación
normativa propia que se establezca en cada momento.

TÍTULO IV 

DE LA PROTECCIÓN DE LA SALUD 

CAPÍTULO I

DE LA SALUD ALIMENTARIA

Sección 1.ª. Estrategias de salud alimentaria.

Artículo 29. De la salud alimentaria.

La salud alimentaria está constituida por el conjunto de las habilidades y técnicas que la Adminis-
tración Pública y los Operadores de las empresas alimentarias ponen al servicio del ciudadano para
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garantizar la seguridad e inocuidad de los alimentos, incluidas las aguas de consumo, en relación
con los peligros bióticos o abióticos que pudieran contener, y promover su consumo saludable, en
función del riesgo que puedan suponer por su composición y utilización previsible, así como para
asegurar el control de todas las fases de la cadena alimentaria de acuerdo con la normativa apli-
cable o, subsidiariamente, con las evidencias científicas o técnicas correspondientes.

Artículo 30. Obligaciones de los operadores de las empresas alimentarias.

1. Los operadores de las empresas alimentarias son responsables, en las etapas de producción,
transformación, almacenamiento, distribución y venta, del cumplimiento de las normas
higiénicas y sanitarias vigentes.

2. Los operadores de las empresas alimentarias están obligados a colaborar con las autorida-
des sanitarias en el ejercicio de sus competencias, cuando sean requeridas para ello.
Asimismo, deberán notificar a los órganos competentes cualquier modificación relativa a
sus actividades e instalaciones, así como cualquier incidencia que pudiera afectar a la
seguridad de los alimentos que estén bajo su responsabilidad.

Artículo 31. Plan Marco de Salud Alimentaria.

1. Para el desarrollo de las acciones en materia de salud alimentaria en el ámbito de la
Comunidad Autónoma de Extremadura se elaborará el Plan Marco de Salud Alimentaria
como instrumento de planificación y coordinación.

2. El Plan Marco de Salud Alimentaria deberá incluir como mínimo:

a) La valoración de la situación inicial en la Comunidad Autónoma.

b) Análisis y diagnóstico de los problemas en el ámbito de la salud alimentaria.

c) Objetivos que se pretenden alcanzar.

d) Las actuaciones y programas a desarrollar.

e) Las previsiones económicas y de financiación de las actuaciones.

f) Mecanismos de evaluación y seguimiento de la aplicación del Plan. 

Sección 2.ª. Oficina Extremeña de Seguridad Alimentaria.

Artículo 32. Oficina Extremeña de Seguridad Alimentaria.

1. Se creará la Oficina Extremeña de Seguridad Alimentaria como órgano administrativo
colegiado para la cooperación y asesoramiento en materia de seguridad alimentaria,
adscrita al Servicio Extremeño de Salud.

2. La Oficina Extremeña de Seguridad Alimentaria tendrá como objetivos generales:

a) Promover la interrelación y cooperación entre las distintas Consejerías, Órganos y
Organismos de la Junta de Extremadura con competencias en materia de seguri-
dad alimentaria.
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b) Evaluar la situación de la Comunidad Autónoma en materia de Seguridad Alimentaria.

c) Colaborar y, en su caso, proponer acciones y medidas encaminadas a garantizar la
eficacia del control de los riesgos alimentarios. 

3. Su composición, funciones, organización y régimen de funcionamiento será objeto de
desarrollo reglamentario. 

CAPÍTULO II

DE LA SALUD AMBIENTAL 

Sección 1.ª. Estrategias de salud ambiental.

Artículo 33. De la salud ambiental.

La salud ambiental está constituida por el conjunto de habilidades y técnicas que las Adminis-
traciones Públicas, entidades, organismos y empresas ponen al servicio del ciudadano para
garantizar la disminución o eliminación de los efectos perjudiciales que para la salud puedan
causar las agresiones físicas, químicas o biológicas a las que la población está expuesta.

Artículo 34. Plan Marco de Salud Ambiental.

1. Para el desarrollo de las acciones en materia de salud ambiental en el ámbito de la Comu-
nidad Autónoma de Extremadura se elaborará el Plan Marco de Salud Ambiental como
instrumento de planificación y coordinación.

2. El Plan Marco de Salud Ambiental deberá incluir como mínimo:

a) La valoración de la situación inicial en la Comunidad Autónoma.

b) Análisis y diagnóstico de los problemas en el ámbito de la salud ambiental.

c) Objetivos que se pretenden alcanzar.

d) Las actuaciones y programas a desarrollar.

e) Las previsiones económicas y de financiación de las actuaciones.

f) Mecanismos de evaluación y seguimiento de la aplicación del Plan. 

Sección 2.ª. Comisión de Salud Ambiental de Extremadura.

Artículo 35. Comisión de Salud Ambiental de Extremadura.

1. Se creará la Comisión de Salud Ambiental de Extremadura como órgano administrativo
colegiado de coordinación y asesoramiento en materia de salud ambiental, adscrita a la
Consejería con competencias en materia de sanidad.

2. La Comisión de Salud Ambiental de Extremadura tendrá como objetivo general garantizar
la interrelación y coordinación entre las distintas Consejerías, Órganos y Organismos de la
Junta de Extremadura con competencias en materia de salud ambiental.

3. Su composición, funciones, organización y régimen de funcionamiento serán objeto de
desarrollo reglamentario. 
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CAPÍTULO III

DE LA SALUD LABORAL

Artículo 36. Plan Estratégico de Salud Laboral.

1. Para el desarrollo de las acciones en materia de salud laboral en el ámbito de la Comuni-
dad Autónoma de Extremadura se elaborará el Plan Estratégico de Salud Laboral como
instrumento de planificación y coordinación.

2. El Plan Marco de Salud Laboral deberá incluir como mínimo:

a) La valoración de la situación inicial.

b) Análisis y diagnóstico de los problemas en el ámbito de la salud laboral.

c) Objetivos que se pretenden alcanzar.

d) Las actuaciones y programas a desarrollar.

e) Las previsiones económicas y de financiación de las actuaciones.

f) Mecanismos de evaluación y seguimiento de la aplicación del Plan. 

CAPÍTULO IV

SEGURIDAD DEL PACIENTE

Artículo 37. De la seguridad del paciente.

La seguridad de los pacientes es el proceso que en aplicación de una metodología definida tiene
por objeto minimizar los riesgos que la atención sanitaria pueda ocasionar a los mismos.

Artículo 38. Planes y actuaciones de seguridad del paciente.

1. Los centros, establecimientos y servicios sanitarios de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura elaborarán planes donde se contengan actuaciones encaminadas a promover la
cultura de la seguridad de pacientes.

2. Estos planes serán comunicados a la Consejería competente en materia de sanidad y
formarán parte de la garantía de calidad dentro del Modelo de Calidad de Centros, Servi-
cios y Establecimientos Sanitarios de Extremadura.

TÍTULO V

DE LA PARTICIPACIÓN COMUNITARIA EN SALUD

CAPÍTULO I

DE LA PARTICIPACIÓN COMUNITARIA EN SALUD 

Artículo 39. Participación comunitaria en salud.

1. La participación comunitaria en salud es el proceso social mediante el cual la comunidad
se organiza a fin de conocer sus necesidades y problemas de salud, estudiar los recursos
necesarios para atenderlos y participar en la toma de decisiones.
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2. La participación comunitaria en salud tiene como finalidad dar respuesta a las necesidades
de la población, fomentando y posibilitando la participación de la ciudadanía para conse-
guir una mayor asunción de responsabilidades para el desarrollo de su salud, y fortale-
ciendo la capacidad de los ciudadanos sobre su propia salud.

Artículo 40. Funciones de la participación comunitaria en salud.

Son funciones de la participación comunitaria en salud:

a) Promover la intervención democrática de la comunidad en la atención a las necesidades o
problemas de salud de la misma y su priorización y desarrollo, contribuyendo a la mejora
de la actuación sanitaria.

b) Colaborar en el desarrollo de la planificación en salud, contribuyendo a mejorar la utiliza-
ción de los servicios sanitarios.

c) Desarrollar escenarios promotores de salud en los que se garantice la participación de las
Administraciones Públicas y organizaciones implicadas. 

d) Desarrollar alianzas estratégicas intersectoriales entre las Administraciones Públicas y las
asociaciones y organizaciones sociales promoviendo políticas para el ejercicio de derechos
y deberes en salud.

e) Dotar a la comunidad de las habilidades para identificar y formular sus propias necesida-
des, logrando una comunidad activa, responsable, solidaria y con capacidad para realizar
acciones comunes y eficientes.

CAPÍTULO II

DE LOS ÓRGANOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PROMOTORES DE SALUD

Artículo 41. De los agentes de salud comunitarios.

1. El Sistema Sanitario Público de Extremadura promoverá la participación de los agentes de
salud comunitarios en la promoción de la salud.

2. A tales efectos, se impulsará la realización de actividades formativas con la finalidad de
lograr que las personas integrantes de la comunidad que en consideración a sus intereses,
inquietudes o la actividad desarrollada en el ámbito social, lleven a cabo tareas de promo-
ción de la salud en la comunidad, de manera voluntaria, no remunerada y sin ningún tipo
de vinculación laboral.

Artículo 42. De las organizaciones ciudadanas de voluntarios.

1. El Sistema Sanitario Público de Extremadura promoverá las actividades de organizaciones
ciudadanas de voluntarios dirigidas a la promoción de la salud de la comunidad.

2. Asimismo, el Sistema Sanitario Público de Extremadura fomentará las actividades de
carácter colectivo en materia de salud.

Viernes, 25 de marzo de 2011
7411NÚMERO 59



Artículo 43. De los Consejos Municipales de Salud.

Sin menoscabo del funcionamiento de los Consejos de Salud de Zona y de las atribuciones
conferidas a los Ayuntamientos, en las ciudades de más de 50.000 habitantes, se promoverá
la creación y funcionamiento de los Consejos Municipales de Salud, con el objetivo de facilitar
un tratamiento integrado de los problemas, necesidades y respuestas relacionadas con la
salud que afectan al conjunto del núcleo urbano.

TÍTULO VI

RECURSOS Y PROCEDIMIENTOS EN SALUD PÚBLICA

CAPÍTULO I

DE LA CARTERA DE SERVICIOS

Artículo 44. Cartera de Servicios de Salud Pública.

La Cartera de Servicios de Salud Pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura es el
conjunto de técnicas, tecnologías o procedimientos, entendiendo por tales cada uno de los
métodos, actividades y recursos basados en el conocimiento y experimentación científica,
mediante los que se hace efectiva la prestación de salud pública a la población.

La cartera de servicios será dinámica, adaptándose de forma continuada a los nuevos proble-
mas y necesidades de salud. Así mismo, deberá estar integrada dentro de la cartera de servi-
cios del Sistema Sanitario Público de Extremadura. 

Artículo 45. Prestaciones de la cartera de servicios de salud pública. 

Las prestaciones de la Cartera de Servicios de Salud Pública en la Comunidad Autónoma de
Extremadura serán las siguientes: 

a) Sistemas de información y vigilancia en salud pública.

b) Promoción y educación para la salud.

c) Prevención de las enfermedades, de las deficiencias y de los problemas de salud.

d) Protección de la salud, que englobará la salud laboral, la salud alimentaria y la salud
ambiental, con especial atención al control de la zoonosis.

e) Salud comunitaria, que comprenderá las actividades de sanidad mortuoria y de control
sanitario de centros, establecimientos y servicios.

f) Servicio de laboratorio de salud pública.

g) Planificación sanitaria.

h) Todas aquellas que se determinen expresamente por la Comunidad Autónoma o que se
incluyan en la Cartera de Servicios Comunes del Sistema Nacional de Salud.
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CAPÍTULO II

DE LOS LABORATORIOS DE SALUD PÚBLICA

Artículo 46. Laboratorios de salud pública.

Los laboratorios de salud pública, de titularidad pública o privada, acreditados de conformi-
dad con la normativa vigente, realizarán actividades analíticas de interés sanitario de los
productos o sustancias de consumo público, de los agentes o elementos presentes en el
medio ambiente y de otros tipos de muestras que tengan incidencia directa o indirecta en la
salud pública.

Artículo 47. Funciones y programas de actuación.

1. Los laboratorios de salud pública realizarán las funciones contempladas en el siguiente
apartado para satisfacer las necesidades analíticas que se originen en los siguientes
programas de actuación:

a) Programas de salud alimentaria.

b) Programas de protección y promoción de la salud ambiental.

c) Programas de investigación de los brotes de origen alimentario y ambiental.

d) Programas que expresamente se determinen por la autoridad sanitaria competente.

2. Los laboratorios de salud pública de Extremadura realizarán las siguientes funciones:

a) Realización de analíticas para el control de alimentos, aguas y elementos ambientales.

b) Soporte analítico a la investigación de brotes epidémicos o alertas sanitarias.

c) Soporte analítico a estudios de evaluación de programas sanitarios.

d) Todas aquellas que normativamente se determinan.

CAPÍTULO III

INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE SALUD PÚBLICA 

Artículo 48. Intervención administrativa. 

Se entiende por intervención administrativa en salud pública las acciones que las autoridades
sanitarias puedan desarrollar en relación con las actividades públicas y privadas que, directa
o indirectamente, puedan tener consecuencias negativas para la salud con el fin de evitar
riesgos y garantizar la misma respetando los principios de igualdad y proporcionalidad.

Artículo 49. Mecanismos de intervención. 

1. Las actividades públicas y privadas que, directa o indirectamente, puedan tener conse-
cuencias negativas para la salud, serán sometidas por los órganos competentes de la
Administración Autonómica a limitaciones preventivas de carácter administrativo, de
acuerdo con la normativa básica del Estado.
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2. La exigencia de autorizaciones sanitarias así como la obligación de someter a registro
establecimientos, servicios, instalaciones o industrias, actividades y productos serán esta-
blecidas reglamentariamente.

3. Las autorizaciones sanitarias y los registros obligatorios que se establezcan, en virtud de la
habilitación contenida en el apartado anterior, deberán cumplir las condiciones siguientes:

a) No resultarán discriminatorios ni directa ni indirectamente en función de la nacionalidad
o, por lo que se refiere a sociedades, por razón de la ubicación del domicilio social.

b) Deberán estar justificados en la protección de la salud pública.

c) Se cuidará que el régimen que se establezca sea el instrumento adecuado para garanti-
zar la consecución del objetivo de protección de la salud pública, y no vaya más allá de
lo necesario para conseguirlo, así como que no pueda sustituirse por otras medidas
menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado.

d) Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones o registros a
los que se refiere esta ley deberán ser claros e inequívocos, objetivos, transparentes,
proporcionados al objetivo de protección de la salud pública y darse a conocer con
antelación.

4. Deberán establecerse, asimismo, prohibiciones y requisitos mínimos para el uso y tráfico
de los bienes, cuando supongan un riesgo o daño para la salud.

5. Cuando la actividad desarrollada tenga una repercusión excepcional y negativa en la salud
de los ciudadanos, las Administración Autonómica, a través de sus órganos competentes
podrá decretar la intervención administrativa pertinente, con el objeto de eliminar aquélla.
La intervención sanitaria no tendrá más objetivo que la eliminación de los riesgos para la
salud colectiva y cesará tan pronto como aquellos queden excluidos.

Artículo 50. Obligaciones.

1. Las Administraciones Públicas, las entidades o instituciones privadas así como los
particulares tienen el deber de colaborar con las autoridades sanitarias cuando sea
necesario para la efectividad de las acciones de intervención adoptadas en el ejercicio
de sus competencias.

2. La comparecencia de los ciudadanos ante las oficinas públicas, cuando sea necesaria para
la protección de la salud pública, será obligatoria. En todo caso, el requerimiento de
comparecencia deberá ser motivado.

Artículo 51. Medidas especiales.

1. La autoridad sanitaria competente, en el ejercicio de sus competencias, podrá adoptar
cuantas medidas especiales resulten necesarias para proteger y garantizar la salud de la
población, o prevenir su pérdida o deterioro, cuando así lo exijan razones sanitarias de
urgencia o necesidad, sin perjuicio de la competencia de la Administración del Estado o de
otros órganos de la Administración Autonómica para adoptar medidas en situaciones de
grave riesgo, catástrofe o calamidad pública o en materia de protección civil. 
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2. Cuando existan indicios fundados de la existencia de un riesgo inminente y extraordinario
para la salud de la población debido a la situación sanitaria concreta de una persona o
grupos de personas podrá, la autoridad sanitaria competente, acordar medidas de recono-
cimiento, tratamiento, profilaxis, hospitalización o control individual así como el aislamien-
to sanitario mediante resolución motivada.

3. La adopción de las medidas que en el ejercicio de su competencia adopte la autoridad
sanitaria que impliquen privación o restricción de la libertad personal o de otro derecho
fundamental será objeto de fiscalización por la jurisdicción contencioso-administrativa
mediante el procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la perso-
na regulado en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

4. En todo caso, las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en los apartados
anteriores, que no tienen el carácter de sanción, se mantendrán estrictamente hasta la
desaparición de la situación de riesgo que motivó su adopción.

Artículo 52. Medidas provisionales.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las medidas provisionales que podrán
adoptar las autoridades sanitarias en el ejercicio de sus competencias cuando existan indi-
cios fundados de riesgo inminente y extraordinario para la salud de la población son:

a) El cierre de centros, establecimientos, servicios, industrias o instalaciones. 

b) La suspensión temporal de actividades.

c) Prohibición de realizar actividades.

d) Inmovilización de productos.

e) Intervención de medios materiales.

f) Intervención de medios personales. 

g) Prohibición de comercialización o retirada del mercado de productos.

h) Aquellas que se determinen expresamente por la autoridad sanitaria competente en
función de la naturaleza del riesgo. 

2. El cierre de centros, establecimientos, servicios, industrias o instalaciones así como la
suspensión temporal de actividades podrá ser acordada por incumplimiento de los requisitos
exigidos por la normativa vigente o por la falta de la preceptiva autorización administrativa. 

3. Cuando los indicios fundados de riesgo para la salud de la población se deriven de la inter-
vención de una o varias personas determinadas en el proceso de producción, transforma-
ción, almacenamiento, distribución o venta de bienes o de prestación de servicios podrá
acordar la prohibición de su participación en el mismo por el tiempo necesario hasta la
desaparición del riesgo.

4. Cuando se haya adoptado como medida la prohibición de comercialización o retirada del
mercado de productos, se podrá acodar asimismo por la autoridad sanitaria competente la
destrucción del producto o lote de productos.
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5. La adopción de las medidas contempladas en las letras d) y e) del apartado primero
comportará la prohibición de manipulación, traslado o disposición en cualquier forma de
los productos inmovilizados o intervenidos por la autoridad sanitaria.

6. En todo caso, deberán adoptarse las medidas que menos perjudiquen al principio de
libre de circulación de personas y bienes, la libertad de empresas y cualesquiera otros
derechos afectados.

7. Cuando se trate de medicamentos y productos sanitarios, la autoridad sanitaria competen-
te deberá comunicar de inmediato las medidas cautelares adoptadas a la Agencia Españo-
la de Medicamentos y Productos Sanitarios.

8. En el supuesto de establecimientos, instalaciones e industrias dedicadas al aprovecha-
miento, investigación y explotación de yacimientos minerales y demás recursos geológi-
cos, se estará a lo dispuesto en la normativa vigente en esta materia.

9. Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en los apartados anteriores, que
no tienen el carácter de sanción, se mantendrán, estrictamente, hasta la desaparición de
la situación de riesgo que motivó su adopción.

Artículo 53. Tramitación. 

1. Las medidas provisionales previstas en el artículo anterior serán acordadas por la autori-
dad sanitaria competente mediante resolución motivada cuando existan indicios fundados
de riesgo inminente y extraordinario para la salud de la población.

2. Las medidas provisionales acordadas deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas
en el acuerdo de iniciación del procedimiento administrativo correspondiente que deberá
efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción.

CAPÍTULO IV

DE LA SUPERVISIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE ACTIVIDADES

Artículo 54. Actuaciones de vigilancia y control sanitario.

1. Las autoridades sanitarias competentes velarán especialmente por el cumplimiento de
la normativa vigente mediante la organización y el seguimiento de las actuaciones de
vigilancia y control sanitario de los centros, establecimientos, productos y servicios
con la finalidad de prevenir, eliminar o reducir los riesgos para la salud del conjunto
de la población.

2. A tales efectos, la autoridad sanitaria competente y los agentes de la autoridad, debi-
damente acreditados, podrán realizar las auditorías, inspecciones, investigaciones y
los exámenes que estimen necesarios así como tomar o sacar muestras para su
posterior análisis.

3. En el ejercicio de las funciones de inspección los agentes de la autoridad podrán entrar
libremente y sin previa notificación, en cualquier momento, en los centros y estableci-
mientos sujetos a la presente ley, siempre y cuando no ostenten la condición de domicilio. 
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Artículo 55.Valor probatorio de las actuaciones.

Los hechos constatados directamente por los agentes de la autoridad sanitaria que se forma-
licen en documento administrativo observando los requisitos legales pertinentes tendrán
valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en el ejercicio de sus derechos e intereses
puedan aportar los interesados.

TÍTULO VII

RÉGIMEN SANCIONADOR 

CAPÍTULO I

DE LAS INFRACCIONES 

Artículo 56. Infracciones.

Son infracciones en materia de salud pública las acciones u omisiones que vulneren lo
dispuesto en esta ley, en la normativa que la desarrolle y en el resto de la normativa sani-
taria aplicable al ámbito de salud pública dictada en el desarrollo de las previsiones lega-
les. Las infracciones serán objeto de las correspondientes sanciones administrativas,
previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o
de otro orden que pueda concurrir.

Artículo 57. Calificación de las infracciones.

Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves, atendiendo a los criterios de
riesgo para la salud, cuantía del eventual beneficio obtenido, grado de intencionalidad, grave-
dad de la alteración sanitaria y social producida, generalización de la infracción y reincidencia.

Artículo 58. Infracciones leves.

Son infracciones leves las siguientes:

a) Las que reciban expresamente dicha calificación en la normativa específica aplicable en
cada caso dictada en el desarrollo de la ley.

b) Las simples irregularidades en la observación de la normativa sanitaria vigente sin tras-
cendencia directa para la salud pública.

c) Las cometidas por simple negligencia, siempre que la alteración o riesgo producido fuesen
de escasa entidad.

d) Las que, en razón de los criterios contemplados en este capítulo, merezcan la calificación
de leves o no proceda su calificación como graves o muy graves.

e) El ejercicio o desarrollo de cualquiera de las actividades sujetas a autorización sanitaria
previa o registro sanitario sin contar con dicha autorización o registro cuando sean
preceptivos, así como la modificación no autorizada por la autoridad competente de las
condiciones técnicas o estructurales expresas sobre las cuales se otorgó la correspondien-
te autorización.
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Artículo 59. Infracciones graves.

Son infracciones graves las siguientes:

a) Las que reciban expresamente dicha calificación en la normativa específica aplicable en
cada caso dictada en el desarrollo de la ley.

b) La puesta en funcionamiento de aparatos o instalaciones o desarrollo de cualquier activi-
dad, cuyo precintado, clausura, suspensión, cierre o limitación de tiempo hubiera sido
establecido por la autoridad competente, siempre que se produzca por primera vez y no
concurra daño grave para la salud de las personas.

c) Las que se produzcan de forma negligente, por la falta de controles y precauciones exigi-
bles en la actividad, servicio o instalación de que se trate y den lugar a riesgo o alteración
sanitaria grave.

d) La promoción o venta para uso alimentario o la utilización o tenencia de aditivos o sustan-
cias extrañas cuyo uso no esté autorizado por la normativa vigente en la elaboración del
producto alimenticio o alimentario de que se trate, cuando no produzcan riesgos graves y
directos para la salud de los consumidores.

e) La elaboración, distribución, suministro o venta de productos alimenticios cuando en su
presentación se induzca a confundir al consumidor sobre sus verdaderas características
nutricionales, sin trascendencia directa para la salud. 

f) El incumplimiento del deber de colaboración, información o declaración hacia las autorida-
des sanitarias para la elaboración de los registros y documentos de información sanitaria
que establezca la normativa aplicable; así como no seguir los procedimientos establecidos
para el suministro de datos y documentos o haciéndolo de forma notoriamente defectuo-
sa, falsa o fraudulenta.

g) La resistencia a suministrar datos, a facilitar información, a prestar la colaboración y, en
general, cualquier acción u omisión que perturbe, retrase o impida la labor de las autori-
dades sanitarias o de sus agentes en el ejercicio de sus funciones.

h) La omisión de la obligación de declaración de situaciones de potencial impacto en salud
pública establecida en el artículo 20 de esta ley.

i) Las que sean concurrentes con otras infracciones sanitarias leves, o hayan servido para
facilitarlas o encubrirlas.

j) El incumplimiento de los requerimientos específicos y de las medidas cautelares o definiti-
vas que formulen las autoridades sanitarias, siempre que se produzcan por primera vez y
no concurra daño grave para la salud de las personas.

k) Incumplir los deberes de confidencialidad y/o custodia de la información relativa a la salud
de las personas.

l) El incumplimiento de la normativa sanitaria vigente con trascendencia directa para la salud
pública.
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m) Las que, en razón de los elementos contemplados en este Capítulo, merezcan la califica-
ción de graves o no proceda su calificación como faltas leves o muy graves.

n) La reincidencia en la comisión de infracciones leves en los últimos doce meses.

Artículo 60. Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves las siguientes:

a) Las que reciban expresamente dicha calificación en la normativa especial aplicable en cada
caso dictada en el desarrollo de la ley.

b) La puesta en funcionamiento de aparatos o instalaciones o el desarrollo de cualquier acti-
vidad cuyo precintado, clausura, suspensión, cierre o limitación de tiempo hubiera sido
establecido por la autoridad competente, cuando se produzca de modo reiterado aún
cuando no concurra daño grave para la salud de las personas.

c) El incumplimiento, consciente y deliberado, de los requisitos, obligaciones o prohibiciones esta-
blecidos en la normativa sanitaria aunque no dé lugar a riesgo o alteración sanitaria grave.

d) La preparación, distribución, suministro o venta de alimentos o bebidas que contengan
gérmenes, sustancias químicas o radioactivas, toxinas o parásitos capaces de producir o
transmitir enfermedades al hombre, o que superen las limitaciones o tolerancia reglamen-
tariamente establecida en la materia con riesgo grave para la salud.

e) La promoción o venta para uso alimentario o la utilización o tenencia de aditivos o sustan-
cias extrañas cuyo uso no esté autorizado por la normativa vigente en la elaboración del
producto alimenticio o alimentario de que se trate, y produzcan riesgos graves y directos
para la salud de los consumidores.

f) El desvío para el consumo humano de productos no aptos para ello o destinados específi-
camente a otros usos.

g) La negativa absoluta a facilitar información, a suministrar datos o a prestar colaboración o
auxilio a las autoridades sanitarias o a sus agentes en el ejercicio de sus funciones.

h) La resistencia, coacción, amenaza, represalia, desobediencia o cualquier otra forma
de presión ejercida sobre las autoridades sanitarias o sus agentes en el ejercicio de
sus funciones.

i) Las que sean concurrentes con otras infracciones sanitarias graves o hayan servido para
facilitar o encubrir su comisión.

j) El incumplimiento reiterado de los requerimientos específicos que formulen las autoridades
sanitarias, así como el incumplimiento de las medidas cautelares o definitivas adoptadas,
cuando se produzcan de modo reiterado o cuando concurra daño grave para la salud de
las personas.

k) La elaboración, distribución, suministro o venta de productos alimenticios cuando en su
presentación se induzca a confundir al consumidor sobre sus verdaderas características
nutricionales, con trascendencia directa para la salud.
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l) Cualquier comportamiento doloso que dé lugar a riesgo o alteración sanitaria grave.

m) Las que, en razón de los elementos contemplados en este Capítulo y de su grado de
concurrencia, merezcan la calificación de muy graves o no proceda su calificación como
faltas leves o graves.

n) La reincidencia en la comisión de faltas graves en los últimos cinco años.

Artículo 61. Prescripción y caducidad.

1. Las infracciones leves prescribirán al año, las graves a los tres años y las muy graves a
los cinco.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la
infracción se hubiera cometido. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento
del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el
expediente estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al
presunto responsable. 

3. Iniciado el procedimiento sancionador, si transcurriesen seis meses desde la notificación al
interesado de cada uno de los trámites previstos en la normativa procedimental de aplica-
ción, sin que se impulse el trámite siguiente, se producirá la caducidad del procedimiento
y se procederá al archivo de las actuaciones.

4. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al
interesado se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

CAPÍTULO II

DE LAS SANCIONES

Artículo 62. Sanciones.

1. Las infracciones en materia de salud pública se sancionarán de la siguiente manera:

a) Infracciones leves:

Grado mínimo: Hasta 1.000 euros.

Grado medio: Desde 1.001 a 3.000 euros.

Grado máximo: Desde 3.001 a 6.000 euros.

b) Infracciones graves:

Grado mínimo: Desde 6.001 a 15.000 euros.

Grado medio: Desde 15.001 hasta 50.000 euros.

Grado máximo: Desde 50.001 a 85.000 euros.

c) Infracciones muy graves:

Grado mínimo: Desde 85.001 a 300.000 euros.

Grado medio: Desde 300.001 hasta 600.000 euros.
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Grado máximo: Desde 600.001 a 1.200.000 euros, pudiendo rebasar dicha cantidad
hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción.

En los supuestos de infracciones muy graves, la Junta de Extremadura podrá acordar,
además, el cierre temporal del establecimiento, instalación o servicio por un tiempo no
superior a 5 años, con los efectos laborales que determine la legislación correspondiente.

2. Las cuantías indicadas para las infracciones graves y muy graves podrán rebasarse hasta
alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción.

3. En el caso de infracciones muy graves, la Junta de Extremadura podrá acordar la supre-
sión, cancelación o suspensión, total o parcial, de las ayudas oficiales, tales como créditos,
subvenciones, desgravaciones u otras, que tuviere reconocidas y el sujeto responsable
podrá quedar inhabilitado para contratar con las Administraciones Públicas en los términos
que establezca la legislación sobre contratación pública.

4. La imposición de una sanción no es incompatible con la obligación de reponer la situación
alterada a su estado originario y con las indemnizaciones que, de acuerdo con la legisla-
ción vigente, deba satisfacer el sujeto responsable.

5. La autoridad sanitaria a quien corresponda resolver el procedimiento sancionador podrá
imponer como sanción accesoria el decomiso de los bienes o productos deteriorados,
caducados, adulterados, no autorizados o que puedan entrañar riesgo para la salud, sien-
do de cuenta del infractor los gastos que origine su intervención, depósito, decomiso,
transporte y destrucción.

Artículo 63. Graduación de las sanciones.

1. La sanción a imponer será proporcionada a la gravedad del hecho y se graduará atendien-
do a la existencia de intencionalidad o reiteración, generalización de la infracción, natura-
leza de perjuicios causados, incumplimiento de advertencias previas, volumen de nego-
cios, número de personas afectadas y cualquier otra circunstancia que incida en el grado
de reprochabilidad de la conducta o culpabilidad del responsable.

2. Al imponer la sanción se deberá prever que la comisión de la infracción no resulte más
beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas.

Artículo 64. Prescripción. 

1. Las sanciones impuestas por faltas leves prescribirán al año, a los tres años las impuestas
por faltas graves, y a los cinco años las impuestas por faltas muy graves.

2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente en
que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. Interrumpirá la pres-
cripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución,
reanudándose el plazo de prescripción si el expediente estuviera paralizado durante más
de un mes por causa no imputable al infractor.
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Artículo 65. Concurrencia de sanciones.

No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente,
en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento.

Artículo 66. Responsabilidad.

1. Son sujetos responsables las personas físicas o jurídicas que incurran en las acciones u
omisiones tipificadas como infracciones en materia de salud pública.

2. La responsabilidad administrativa se entiende sin perjuicio de la que penal o civilmente
pueda corresponder al inculpado.

CAPÍTULO III

DE LA COMPETENCIA SANCIONADORA

Artículo 67. Potestad sancionadora.

1. La potestad sancionadora para la imposición de sanciones por infracciones en materia de
salud pública tipificadas en la presente ley corresponde a la Junta de Extremadura y a las
Corporaciones Locales en sus respectivos ámbitos de competencias.

2. Las Corporaciones Locales ejercerán la potestad sancionadora de conformidad con lo esta-
blecido en la legislación de régimen local y normativa de desarrollo. 

3. Las Corporaciones Locales podrán imponer multas, por infracciones cometidas en su terri-
torio y dentro de su ámbito competencial, hasta el límite de 15.000 euros.

4. Para evitar la doble imposición de sanciones por los mismos hechos, las autoridades muni-
cipales darán cuenta a las Direcciones de Salud de las Áreas de Salud en cuyo territorio se
encuentre el respectivo municipio, de la incoación y resolución de expedientes sanciona-
dores. Asimismo la Junta de Extremadura notificará a los Ayuntamientos los expedientes
que instruya y que afecten a su ámbito competencial.

Artículo 68. Competencia sancionadora de la Junta de Extremadura en materia de
salud pública.

La competencia sancionadora de la Junta de Extremadura en materia de salud pública
corresponde a los órganos de la Consejería responsable en materia de sanidad y del Servicio
Extremeño de Salud que se contemplan en la presente ley.

Artículo 69. Procedimiento. 

1. Los expedientes sancionadores serán tramitados por las Gerencias de Área de Salud
correspondientes.

2. La normativa de aplicación en la tramitación de los procedimientos será la establecida por
el Decreto 9/1994, de 8 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre procedi-
mientos sancionadores seguidos por la Comunidad Autónoma de Extremadura, así como la
establecida en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
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las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y el Título VII de
la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Extremadura.

Artículo 70. Órganos competentes.

1. La competencia para incoar los procedimientos sancionadores por acciones u omisiones en
materia de salud pública tipificadas en la presente ley, así como en la Ley 14/1986, de 25
de abril, General de Sanidad, en la Ley 10/2001, de 28 de junio, de Salud de Extremadu-
ra, y demás normativa de desarrollo, corresponderá, en cada Gerencia de Área, a los
Directores de Salud de Área.

2. Son órganos competentes para la resolución de los procedimientos sancionadores:

a) El titular de la Gerencia de Área de Salud para las sanciones que se impongan por la
comisión de faltas leves.

b) El titular de la Dirección General competente en materia de salud pública del Servicio
Extremeño de Salud para las sanciones que se impongan por la comisión de faltas graves.

c) El titular de la Consejería competente en materia de sanidad para las sanciones que se
impongan por la comisión de faltas muy graves. 

d) La Junta de Extremadura reunida en Consejo de Gobierno en los casos de faltas muy
graves que lleven aparejado el cierre temporal de establecimientos o industrias por un
plazo máximo de cinco años. 

Artículo 71. Recursos. 

1. Contra las resoluciones que recaigan serán procedentes los recursos administrativos legal-
mente establecidos que se interpondrán ante los órganos que se indican:

a) Las de los titulares de las Gerencias de Área de Salud ante el titular de la Dirección
General competente en materia de salud pública del Servicio Extremeño de Salud.

b) Las del titular de la Dirección General competente en materia de salud pública del
Servicio Extremeño de Salud ante el titular de la Dirección Gerencia del Servicio Extre-
meño de Salud.

2. Las resoluciones dictadas por el titular de la Consejería competente en materia de Sani-
dad, así como las dictadas por el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, ponen
fin a la vía administrativa, siendo por tanto impugnables en vía contencioso-administrati-
va, sin perjuicio del recurso potestativo de reposición.

Artículo 72. Medidas cautelares.

Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano competente para incoar el procedimiento
sancionador, mediante acuerdo motivado, podrá adoptar las medidas cautelares que resulten
necesarias para asegurar el cumplimiento de la resolución que pudiera recaer. 
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Disposición adicional primera. Financiación.

El desarrollo y ejecución de las nuevas acciones o medidas contempladas en la presente ley
que supongan incremento de gasto quedarán supeditadas a la existencia de crédito adecua-
do y suficiente en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Disposición adicional segunda. Delegación o transferencia de competencias a las
Corporaciones Locales.

1. La Comunidad Autónoma de Extremadura podrá delegar o transferir a las Corporaciones
Locales mediante ley aprobada por mayoría absoluta el ejercicio de funciones en materia
de salud pública propias de su competencia.

2. En cada caso, la ley preverá la correspondiente transferencia de medios financieros, así como
la forma de dirección y control que se reserve la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Disposición transitoria primera. Planes vigentes.

Los Planes contemplados en la presente ley, que a la entrada en vigor de la misma estén
vigentes, seguirán desarrollándose hasta la finalización del plazo de vigencia.

Disposición transitoria segunda. Expedientes sancionadores.

Los expedientes sancionadores en materia de salud pública iniciados con anterioridad a la
entrada en vigor de la presente ley seguirán tramitándose conforme a la normativa anterior,
sin perjuicio de la aplicación de la regulación más favorable en orden a la calificación de las
infracciones y sanciones.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo previsto
en la presente ley. 

Queda expresamente derogado el Decreto 252/2008, de 12 de diciembre, por el que se atri-
buyen competencias sancionadoras en materia de salud pública en la Comunidad Autónoma
de Extremadura.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 10/2001, de 28 de junio, de Salud
de Extremadura.

1. Se modifica el título de la Sección 1.ª del Capítulo IV del Título I de la Ley 10/2001, de 28
de junio, de Salud de Extremadura, que pasa a denominarse de la siguiente forma: 

«El Consejo Extremeño de Salud y El Consejo Regional de Pacientes de Extremadura».

2. Se introduce un nuevo artículo en la Sección 1.ª del Capítulo IV del Título I de la Ley
10/2001, de 28 de junio, de Salud de Extremadura, que queda redactado del siguien-
te modo: 
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«Artículo 13 bis. Consejo Regional de Pacientes de Extremadura.

1. Con la finalidad de promover la participación formal de los pacientes en el Sistema
Sanitario Público de Extremadura, se creará el Consejo Regional de Pacientes de
Extremadura, adscrito a la Consejería competente en materia de sanidad, como órga-
no colegiado de carácter consultivo, de participación comunitaria y de coordinación en
relación con las actividades que desarrollan las asociaciones de pacientes en la Comu-
nidad Autónoma de Extremadura. 

2. El Consejo Regional de Pacientes de Extremadura tendrá como objetivo general
promover la coordinación, articulación, planificación estratégica, gestión y evaluación
de las actividades relacionadas con la participación de las instituciones de pacientes y
familiares de afectados con ámbito de actuación en la Comunidad Autónoma de Extre-
madura en el Sistema Sanitario Público de Extremadura. 

3. La composición, organización, funcionamiento y atribuciones del Consejo Regional de
Pacientes de Extremadura serán objeto de desarrollo reglamentario». 

Disposición final segunda. Habilitación normativa.

Se habilita al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones reglamentarias necesarias
para el desarrollo y aplicación de la presente ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de
Extremadura.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos, que sea de aplicación esta ley, que cooperen a su
cumplimiento y a los Tribunales y Autoridades que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 23 de marzo de 2011.

El Presidente de la Junta de Extremadura,

GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

• • •
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LEY 8/2011, de 23 de marzo, de Igualdad entre Mujeres y Hombres y
contra la Violencia de Género en Extremadura. (2011010008)

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, en
nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 49.1 del Estatuto de Auto-
nomía, vengo a promulgar la siguiente ley.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La desigualdad de género supone una de las principales barreras en el desarrollo social, polí-
tico y económico de todas las sociedades. Las especiales circunstancias históricas y las
características estructurales de Extremadura han condicionado el ejercicio de los derechos de
ciudadanía de las mujeres extremeñas, y la superación de un modelo androcéntrico y sexista
de relación entre los sexos.

La superación de esta desigualdad por razón de género ha sido impulsada de manera
extraordinaria y ha producido profundos cambios sociales, gracias a la aportación fundamen-
tal de los movimientos feministas y de las mujeres y el esfuerzo de todas las personas que
desde el anonimato han trabajado en favor de los derechos de las mujeres. Sin embargo, la
plena efectividad de la igualdad material necesita aún del esfuerzo de los poderes públicos. 

Esta ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres y Contra la Violencia de Género en Extremadu-
ra aspira a conseguir la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres, así como erradicar
la violencia de género. El principio de igualdad entre mujeres y hombres, así como la expresa
prohibición de cualquier tipo de discriminación por razón de sexo y el derecho a la atención
integral de las víctimas de violencia de género están recogidos en diferentes normas jurídicas.

II

En el plano internacional, la Organización de las Naciones Unidas realizó en 1967 la Declara-
ción sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. A ella siguieron diversos instru-
mentos. En concreto, la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer de 1979, en la que se declara que vulnera los principios de igualdad de dere-
chos y de respeto a la dignidad humana, dificultando la plena participación de las mujeres en
la vida política, social, económica y cultural. Junto a la citada Convención, destaca la instaura-
ción del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer que tiene como
función vigilar su aplicación por los Estados que la han suscrito, entre ellos, España. 

Las dos estrategias fundamentales para el desarrollo eficaz de las políticas de igualdad entre
mujeres y hombres, la transversalidad de género y la representación equilibrada, se han
establecido en las cuatro Conferencias Mundiales sobre las Mujeres celebradas en el marco
de la Organización de las Naciones Unidas, que han contribuido a reconocer la causa de la
igualdad de género como una de las preocupaciones esenciales de la acción de gobierno y
uno de los asuntos más acuciantes del debate social.

III

La búsqueda de la igualdad formal y material entre mujeres y hombres constituye una piedra
angular del Derecho internacional de los derechos humanos. Conclusión que resulta avalada
también en el ámbito del Derecho comunitario, en el que la modificación reciente del Tratado
de la Unión Europea por el Tratado de Lisboa, de 13 de diciembre de 2007, ha dotado de
mayor relieve a la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres, en especial a través
de la regulación de la igualdad en la Carta de derechos fundamentales de la Unión Europea,
jurídicamente vinculante desde la entrada en vigor del Tratado. 

A la definición de un objetivo transversal para todas las actividades comunitarias, consistente en
eliminar las desigualdades entre hombres y mujeres y promover su igualdad, que ya figuraba en
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el artículo 3.2, del Tratado, se añade un nuevo artículo 1 bis. De acuerdo con este nuevo precep-
to, la Unión Europea se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad,
democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los dere-
chos de las personas pertenecientes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miem-
bros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justi-
cia, la solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres. La inclusión de la igualdad en este
cuadro de valores fundamentales tiene como correlato la asunción de un compromiso de fomen-
to de la misma en el segundo párrafo del nuevo artículo 2.3 del Tratado de la Unión Europea. 

Numerosas directivas, recomendaciones, resoluciones y decisiones contienen disposiciones
relativas a la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres y configuran un
apreciable conjunto normativo. En él destacan las normas comunitarias específicas: la Direc-
tiva 2002/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, relati-
va a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se
refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales y a las condiciones
de trabajo, la Directiva 2004/113/CE del Consejo, de 13 de diciembre de 2004, por la que se
aplica el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y
servicios y su suministro y la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igual-
dad de trato entre hombres y mujeres. Igualmente se han desarrollado diferentes programas
de acción comunitaria para la igualdad de oportunidades en asuntos de empleo y ocupación.
El acervo comunitario se completa con la valiosa jurisprudencia del Tribunal de Justicia.

IV

La igualdad que el artículo 1.1 de la Constitución Española proclama como uno de los valores
superiores de nuestro ordenamiento jurídico se traduce no sólo en la de carácter formal
contemplada en el artículo 14 y que, en principio, parece implicar únicamente un deber de
abstención en la generación de diferenciaciones arbitrarias, sino también en la igualdad de
índole sustancial. Ésta se recoge expresamente en el artículo 9.2, que obliga a los poderes
públicos a promover las condiciones para que la igualdad de las personas y de los grupos sea
real y efectiva.

La igualdad como uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico es inheren-
te, junto con el valor justicia, a la forma de Estado Social que ese ordenamiento reviste y
también a la de Estado de Derecho. Dicho de otro modo, el artículo 9.2 de la Constitución
Española expresa la voluntad de alcanzar no sólo la igualdad formal sino también la igualdad
sustantiva. En la Constitución se reconoce que únicamente desde esa igualdad sustantiva es
posible la realización efectiva del libre desarrollo de la personalidad. Por ello, completa la
vertiente negativa de proscripción de acciones discriminatorias, con la positiva de favoreci-
miento de esa igualdad material. 

La incorporación de esa perspectiva es propia de la caracterización del Estado como social
y democrático de Derecho con la que se abre el articulado de nuestra Constitución. Carac-
terización que trasciende a todo el orden jurídico y a la que se debe reconocer pleno senti-
do y virtualidad.

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres,
constituye el marco de desarrollo del principio de igualdad de trato, incorpora sustanciales
modificaciones legislativas para avanzar en la igualdad real de mujeres y hombres y en el
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ejercicio pleno de los derechos e implementa medidas transversales que inciden en todos los
órdenes de la vida política, jurídica y social, a fin de erradicar las discriminaciones contra las
mujeres. Esta ley, cuya constitucionalidad ha confirmado el Tribunal Constitucional, contiene
un importante elenco de disposiciones de carácter básico. Ello faculta a las Comunidades
Autónomas para regular y desarrollar, en el marco de sus competencias, los derechos reco-
nocidos en la ley Orgánica para la Igualdad.

V

La configuración constitucional del Estado autonómico supone que son diversos los poderes
públicos que tienen que proyectar y desarrollar políticas de promoción de la igualdad de
oportunidades. 

La Comunidad Autónoma de Extremadura asume en el Estatuto de Autonomía un fuerte
compromiso en esa dirección, cuando en su artículo 7 recoge la plena y efectiva igualdad de
las mujeres en todos los ámbitos de la vida pública, familiar, social, laboral, económica y
cultural entre los principios rectores de los poderes públicos extremeños. Objetivo considerado
irrenunciable, que informará todas las políticas regionales y la práctica de las instituciones,
para cuyo logro, los poderes públicos de Extremadura se comprometen a establecer las medi-
das de acción positiva que resulten necesarias a fin de remover los obstáculos que impidan o
dificulten la igualdad real y sustantiva de mujeres y hombres.

VI

En Extremadura, la incorporación a todas las políticas públicas de la perspectiva de igualdad de
género cuenta con un largo recorrido. Así, la Ley 5/1987, de 23 de abril, de Servicios Sociales
de Extremadura instaura los Servicios Sociales Especializados que, entre otras áreas atienden
a las distintas problemáticas de las mujeres. La Ley 2/1995, de 6 de abril, del Deporte de
Extremadura acoge entre sus principios básicos la promoción de la actividad física y deportiva
de las mujeres, en todos sus niveles, a fin de conseguir la efectiva e igual integración de la
misma en la práctica deportiva. La Ley 6/2001, de 24 de mayo, del Estatuto de Consumidores
de Extremadura, entre los Colectivos de especial protección objeto de actuaciones específicas,
reconoce a las mujeres gestantes. Cabe destacar asimismo la Ley 11/2001, de 10 de octubre,
de Creación del Instituto de la Mujer de Extremadura. Por su parte, la Ley 1/2002, de 28 de
febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en la
regulación del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, introduce la
necesidad de incluir un informe de impacto de género del contenido de estas disposiciones. La
Ley 1/2003, de 27 de febrero, de Cooperación para el Desarrollo de Extremadura contempla
entre las áreas preferentes de actuación de la Comunidad Autónoma de Extremadura en los
países receptores de la cooperación para el desarrollo, la promoción de los derechos humanos,
la igualdad de oportunidades, la participación e integración social de las mujeres y la atención
a la familia y a la infancia. La Ley 3/2005, de 8 de julio, de Información Sanitaria y Autonomía
del Paciente de Extremadura, establece que se vigilará especialmente que, durante el proceso
de parto, sea efectivo el derecho de todas las mujeres a que se facilite el acceso al padre o de
otra persona designada por ella, salvo cuando las circunstancias clínicas no lo aconsejen. La
Ley 3/2008, de 16 de junio, reguladora de la Empresa Pública “Corporación Extremeña de
Medios Audiovisuales” determina que la actividad de los medios de comunicación social gestio-
nados por la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura se inspirará en los
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principios de promoción de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, así como
en el fomento de la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombres y mujeres. Y sienta
que, en el ejercicio de su función de servicio público, la Empresa Pública “Corporación Extre-
meña de Medios Audiovisuales” deberá promover el respeto a la dignidad humana y, especial-
mente, la igualdad entre hombres y mujeres y la no discriminación por motivos de nacimiento,
raza, ideología, religión, sexo u orientación sexual o cualquier otra circunstancia personal o
social. Por su parte, el Consejo de Administración se conforma teniendo en cuenta criterios de
pluralismo y representatividad política, así como la composición equilibrada entre hombres y
mujeres. La Ley 2/2009, de 2 de marzo, para la puesta en marcha de un Plan Extraordinario
de Apoyo al Empleo Local, fija la condición de mujer como criterio de preferencia a los efectos
de establecer las personas destinatarias del Plan. 

Además, el Gobierno extremeño ha aprobado y desarrollado tres planes para la Igualdad de
Oportunidades de las Mujeres en Extremadura que extienden el objetivo de la igualdad
sustantiva entre hombres y mujeres a todos los ámbitos de la vida pública.

VII

Con fecha 22 de abril de 2010 la Asamblea de Extremadura aprobó el Pacto Social y Político
de Reformas de Extremadura, firmado por la Junta de Extremadura y los agentes sociales y
económicos de nuestra región, que propone la incorporación al sistema normativo de una ley
de Igualdad que permita plantear nuevas políticas, diseñar nuevas estrategias y habilitar
nuevos servicios, desarrollando así un trabajo más ajustado a las demandas y necesidades
reales de la ciudadanía de Extremadura.

Los pasos ya dados justifican que la Comunidad Autónoma de Extremadura quiera dotarse, a
través de esta ley, con instrumentos de variada naturaleza y desarrollos eficaces que sirvan
al propósito común de una sociedad igualitaria, justa, solidaria y democrática en la que las
mujeres y los hombres tengan, realmente, los mismos derechos y oportunidades.

En este sentido, el objetivo principal de la presente ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres
y Contra la Violencia de Género en Extremadura es garantizar la vinculación de los poderes
públicos y el cumplimiento de la transversalidad, como instrumento imprescindible para el
ejercicio de las competencias autonómicas en clave de género, reconociendo y combatiendo
los diferentes tipos de discriminación y desventajas fruto de la combinación de desigualda-
des. Asimismo la presente ley tiene una triple orientación: la prevención de las conductas
discriminatorias, la tutela de la igualdad mediante la sanción de las conductas discriminato-
rias y la promoción de la igualdad mediante la previsión de políticas activas que la hagan real
y efectiva en cualquier ámbito. Pretende abordar las formas en las que el sexo, la raza, la
condición sexual, la educación, la posición económica, etc. crean inequidades que estructu-
ran las posiciones relativas de las mujeres, estableciendo acciones, desarrollando programas
y mejorando los servicios que deben conducir a la igualdad sustantiva de las mujeres con
independencia de su edad, recursos económicos y entorno en el que viven. 

Acorde con el consenso que debe presidir cualquier actuación de los poderes públicos en el
ámbito de la promoción de la igualdad sustantiva, la interlocución con los agentes sociales y
la colaboración con las asociaciones comprometidas con la defensa de la igualdad, presidirá
todas las actuaciones de Extremadura, singularmente en aquellas materias en que la Comu-
nidad Autónoma no ostenta la competencia exclusiva.
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VIII

La violencia contra las mujeres es la máxima expresión de la desigualdad entre hombres y
mujeres. La misma ha sido objeto de interés de la agenda política y la normativa internacio-
nal y europea. Así son destacables en esta materia la Convención sobre la Eliminación de
todas formas de Violencia que se ejerce sobre las Mujeres de 1979, la Declaración de Nacio-
nes Unidas sobre Eliminación de la Violencia sobre la Mujer de la Asamblea General de 1993,
las Resoluciones de la Cumbres Internacionales sobre las Mujeres, y especialmente de la
celebrada en Pekín en 1995, la Resolución WHA49.25 de la Asamblea Mundial de la Salud
declarando la violencia como un problema prioritario de salud pública proclamada en 1996
por la Organización Mundial de la Salud, el Informe del Parlamento Europeo de 1997, la
Resolución de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1997 y la Declara-
ción de 1999 como Año Europeo contra la Violencia de Género. Por otra parte, a través de las
Decisiones n.º 293/2000/CE, n.º 803/2004/CE y n.º 779/2007/CE, por las que se establece
el programa DAPHNE específico para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre menores,
jóvenes y mujeres y proteger a las víctimas y grupos de riesgo, la Unión Europea ha fijado
su posición y estrategia respecto a la violencia de género. 

Si bien es cierto que las manifestaciones de la violencia contra las mujeres son diversas, la
violencia de género que se produce en el contexto de las relaciones de pareja constituye un
motivo de especial preocupación para la Junta de Extremadura, por diversos motivos: en
primer lugar, por la especial incidencia que la misma tiene sobre el bienestar y salud de las
mujeres, llegando en los casos más extremos al resultado de muerte; en segundo lugar, por la
creciente sensibilización ciudadana respecto a la gravedad de la misma; y en tercer lugar, por
producirse en el contexto que a priori debe caracterizarse por el máximo respeto, una afectivi-
dad saludable y el apoyo entre las partes. En este sentido, la normativa estatal también ha
prestado una especial atención a este tipo de violencia contra las mujeres. Así, en el ámbito
estatal, es necesario señalar los avances producidos a través de la Ley Orgánica 11/2003, de
29 de septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia domés-
tica e integración social de los extranjeros, la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por
la que se modificó la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal o la Ley
27/2003, de 31 de julio, reguladora de la orden de protección de víctimas de la violencia
doméstica. Pero, sin duda, el impulso definitivo para que los poderes públicos den una
respuesta global a la violencia de género ha venido dado por la aprobación de la Ley Orgánica
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
Esta ley abarca tanto los aspectos preventivos, educativos, sociales y asistenciales, como la
normativa civil que incide en el ámbito familiar o la convivencia donde principalmente se
producen las agresiones, el principio de subsidiariedad en las Administraciones Públicas, así
como la respuesta punitiva que deben recibir todas las manifestaciones de violencia de género.

Erradicar la violencia de género requiere, no sólo la atención y protección cuando se ha
producido, sino también prevenirla con soluciones cuando los índices próximos a esa grave
situación se comienzan a vislumbrar. Una Administración eficaz debe evitar, en la medida de
lo posible, la producción de situaciones de violencia y ello sólo puede producirse actuando
cuando ciertas conductas hagan prever la posible realización de esas futuras conductas
violentas, o más violentas que las ya producidas. Ello implica una detección precoz del
problema que requiere de la implicación social; en especial, de determinados colectivos
profesionales que, por sus funciones, conocen de primera mano esas situaciones en los
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ámbitos sanitario, educativo y policial. Y, especialmente, se requiere un nítido compromiso
para la atención a las víctimas de violencia de género. Una atención que debe ser integral,
garantizando asistencia y asesoramiento jurídico, asistencia sanitaria, incluyendo la atención
psicológica especializada, y medidas sociales, económicas y laborales.

La erradicación de la violencia de género y la remoción de las estructuras sociales y los estereo-
tipos culturales que la perpetúan, con la finalidad de reconocer y garantizar plenamente el dere-
cho inalienable de todas las mujeres a desarrollar su propia vida, sin ser sometidas a ninguna
de las formas en que esta violencia pueda manifestarse, constituye uno de los objetivos funda-
mentales de esta ley. El carácter integral y multidisciplinar de las medidas contra la violencia de
género, así como el enfoque multicausal de esta violencia, toma en consideración el daño inferi-
do a las mujeres y a los y las menores, partiendo de la consideración de los mismos como vícti-
mas de la violencia de género. De este modo, se amplía el espectro de atención a otros aspec-
tos, como son los daños económicos, sociales y el efecto en el ámbito de la comunidad. 

Entre otras medidas, en la presente ley se contiene un catálogo de derechos de las mujeres
víctimas de violencia de género y de sus hijos e hijas, complementario de los derechos cons-
titucionalmente reconocidos. La ley aspira a evitar la victimización secundaria de las muje-
res, estableciendo medidas que impidan la reproducción o la perpetuación de los estereotipos
sobre las mujeres y la violencia de género. Asume el compromiso activo de los poderes
públicos para garantizar la privacidad de los datos personales de las mujeres en situación de
violencia, así como de las demás personas implicadas o de los testigos, de acuerdo con la
legislación aplicable. 

En esta ley se contemplan los instrumentos necesarios para prevenir y erradicar la violencia
de género, dotados de eficacia y exigibilidad, asegurando la gratuidad en el acceso a los
servicios públicos que al efecto se establezcan. Igualmente, se crea la red de atención y
recuperación integral para las mujeres y menores que sufren violencia de género, formada
por un conjunto de recursos y servicios públicos para la atención, asistencia, protección y
recuperación. Al tiempo, se asegura la especialización de todos los colectivos profesionales
que intervienen en la atención, asistencia, protección, recuperación y reparación destinadas
a las mujeres y demás víctimas de violencia de género.

IX

La ley contiene 106 artículos y se estructura en un Título Preliminar, seis Títulos, dos disposiciones
adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.

El Título Preliminar establece los conceptos esenciales en materia de igualdad de género y
los principios generales que han de presidir la actuación de los poderes públicos en relación
con la igualdad entre mujeres y hombres. La igualdad que esta ley promueve es una igual-
dad en sentido amplio, referida no solo a las condiciones de partida en el acceso a los dere-
chos, al poder y a los recursos y beneficios económicos y sociales, sino también a las condi-
ciones para el ejercicio y control efectivo de aquéllos. Asimismo, es una igualdad respetuosa
con la diversidad e integradora de las especificidades de mujeres y hombres, que corrija la
tendencia actual a la imposición y generalización del modelo masculino. Se trata, en suma,
de que mujeres y hombres sean iguales en la diferencia. Se pretende así evitar la compara-
ción sin más entre la situación de las mujeres y de los hombres, que muchas veces plantea
implícitamente una jerarquía en la que la situación de los hombres es la deseable y a la que
las mujeres han de amoldarse renunciando a sus valores, deseos y aspiraciones.
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Los poderes públicos de Extremadura, para lograr las finalidades establecidas en esta ley
asumen el compromiso con la efectividad del derecho de no discriminación de las mujeres.
Consideran el carácter estructural y la naturaleza multidimensional de la violencia de género,
en especial en cuanto a la implicación de todos los sistemas de atención y recuperación.
Adoptan medidas de carácter integral, que tienen en cuenta todos los daños que las mujeres,
los menores y las menores sufren como consecuencia de la violencia de género, también los
daños sociales y económicos y los efectos de esta violencia en la comunidad. 

El Título I regula las competencias, funciones, la organización institucional, la coordinación
entre las Administraciones Públicas de Extremadura y la financiación. Las competencias y
funciones se establecen en el Capítulo I. El Capítulo II regula la organización institucional, la
cooperación, coordinación y consulta entre las administraciones públicas de Extremadura e
instaura los órganos para asegurar los objetivos de la ley. Se trata de la Comisión Interinstitu-
cional para la Igualdad, la Comisión Interdepartamental para la Igualdad, el Observatorio de
la Igualdad, el Consejo Extremeño de Participación de las Mujeres, la Comisión de Impacto de
Género en los presupuestos y la Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la
Violencia de Género. Por su parte, el Capítulo III regula el compromiso anual de financiación
para el ejercicio de las funciones y la ejecución de las medidas previstas en la ley. 

La integración de la perspectiva de género en las políticas públicas se contempla en el Título
II, que consta de dos Capítulos. El primero regula las medidas para la integración de la pers-
pectiva de género en las políticas públicas, partiendo de la noción de transversalidad, median-
te acciones concretas como la evaluación del impacto de género, los planes estratégicos y las
estadísticas e investigaciones con perspectiva de género. Por su parte, el Capítulo II compro-
mete la promoción de la igualdad de género por la Junta de Extremadura en la representación
equilibrada de los órganos directivos y colegiados, la contratación pública, las ayudas y
subvenciones y otras medidas para eliminar desigualdades y promover la igualdad de género. 

El Título III está dedicado a la acción positiva en diferentes ámbitos, que se estructura en siete
Capítulos. Así el Capítulo I incorpora los desarrollos necesarios para la igualdad efectiva en la
educación, subrayando que la Administración educativa debe ser motor de cambio y sensibiliza-
ción en la promoción de la igualdad de género y en la prevención y erradicación de la violencia
de género. El Capítulo II se dedica a las políticas de igualdad en el empleo, enuncia compromi-
sos en el sector público y en el sector privado. El Capítulo III contempla la promoción de la
conciliación de la vida personal, laboral y familiar. Por su parte, los Capítulos IV, V, VI y VII
establecen diferentes medidas para la protección de la salud y el bienestar social, la atención
de las mujeres, la participación social y política y la imagen y medios de comunicación. 

El Título IV se centra en las medidas de prevención de la violencia de género y en la atención y
protección a las víctimas de la misma. Dividido en cinco Capítulos, el primero contiene las
disposiciones generales y las competencias propias de la Comunidad Autónoma. En el Capítulo
II se regulan los derechos de las mujeres en situaciones de violencia de género respecto a la
atención integral y efectiva. El Capítulo III regula la organización institucional, poniendo en
valor las estructuras existentes con su actualización y refuerzo para combatir la violencia de
género en Extremadura. Por su parte, el Capítulo IV regula la red de atención a las víctimas de
violencia de género. Por último el Capítulo V se ocupa de las herramientas y criterios de actua-
ción que son necesarias para la adecuada intervención integral contra la violencia de género.

El Título V contempla las garantías específicas para la igualdad de género.

El Título VI regula el régimen de infracciones y sanciones. 
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TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto de la ley.

La presente ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunida-
des entre mujeres y hombres en la Comunidad Autónoma de Extremadura, y combatir de
modo integral la violencia de género, para avanzar hacia una sociedad extremeña más libre,
justa, democrática y solidaria. A tal efecto:

a) Establece los principios generales a los que se somete la actuación de los poderes públicos
de Extremadura en materia de igualdad entre mujeres y hombres y en la erradicación de
la violencia de género. 

b) Regula las medidas y recursos dirigidos a promover y garantizar la efectiva igualdad de
oportunidades y de trato en todos los ámbitos de la vida. En particular, establece las
acciones orientadas a favorecer la autonomía personal y a fortalecer la posición social,
laboral económica y política de las mujeres. 

c) Establece medidas integrales para la sensibilización, prevención y detección de la violencia
de género, con la finalidad de erradicarla de la sociedad. También se reconocen a las
mujeres que la sufren y a su núcleo familiar los derechos de atención, asistencia, protec-
ción y recuperación integral.

Artículo 2. Ámbitos de aplicación.

1. La presente ley será de aplicación en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de
Extremadura. 

2. En particular, será de aplicación a las personas físicas y jurídicas, en los términos estable-
cidos en la presente ley.

3. Igualmente, en los términos establecidos en la propia ley, será de aplicación:

a) A la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y sus organismos
autónomos, a las empresas de la Junta de Extremadura, a los consorcios, fundaciones
y demás entidades con personalidad jurídica propia en los que sea mayoritaria la repre-
sentación directa de la Junta de Extremadura.

b) A las entidades que integran la Administración Local, sus organismos autónomos,
consorcios, fundaciones y demás entidades con personalidad jurídica propia en los que
sea mayoritaria la representación directa de dichas entidades.

c) A la Universidad de Extremadura.

d) A todas las entidades que realicen actividades educativas y de formación cualquiera
que sea su tipo, nivel y grado. 

e) A las entidades privadas que suscriban contratos o convenios de colaboración con las
Administraciones Públicas de Extremadura o sean beneficiarias de ayudas o subvencio-
nes concedidas por ellas.
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Artículo 3. Principios generales.

Para lograr los objetivos de esta ley, los principios generales de actuación de los poderes
públicos de Extremadura, en el marco de sus competencias, serán: 

1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres. Que proscribe cualquier discriminación,
directa o indirecta, por razón de sexo, en todos los ámbitos de la vida, y singularmente en
las esferas económica, social, laboral, cultural y educativa.

2. La igualdad de oportunidades. Que impone a los poderes públicos de Extremadura la obli-
gación de adoptar las medidas oportunas para garantizar el acceso y el ejercicio efectivo
de los derechos políticos, civiles, económicos, sociales, laborales y culturales y para elimi-
nar la discriminación.

3. La ruptura de la brecha de género en la Sociedad de la Información, el Conocimiento y la
Imaginación. Que supone que los poderes públicos de Extremadura prioricen la considera-
ción de las implicaciones que el género tiene respecto al avance en la construcción y
consolidación de la Sociedad de la Información, el Conocimiento y la Imaginación como
paradigma de desarrollo estratégico, para la supresión de cualquier tipo de discriminación
y el fomento de la igualdad entre las mujeres y los hombres.

4. El respeto a la diversidad y a la diferencia. Que implica para los poderes públicos facilitar
los medios necesarios para que la igualdad entre mujeres y hombres se materialice, con
respeto tanto a la diversidad y a las diferencias existentes entre mujeres y hombres en
cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como a la diversi-
dad y diferencias existentes dentro de los colectivos de mujeres y de hombres.

5. La eliminación de roles y estereotipos en función del sexo. Los poderes públicos de Extre-
madura promoverán la eliminación de los roles sociales y estereotipos en función del sexo
sobre los que se asienta la desigualdad entre mujeres y hombres. 

6. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos negativos
en los derechos de las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto fami-
liar y social de corresponsabilidad, de acuerdo con los nuevos modelos de familia.

7. El fomento de la corresponsabilidad, entendida como reparto equilibrado entre mujeres y
hombres de las responsabilidades familiares, las tareas domésticas y el cuidado de las
personas en situación de dependencia. Los poderes públicos de Extremadura adoptarán
las medidas necesarias para permitir la compatibilidad efectiva entre responsabilidades
laborales, familiares y personales de las mujeres y los hombres en Extremadura.

8. Acción positiva. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional a la igualdad, los
Poderes Públicos adoptarán medidas específicas a favor de las mujeres para corregir situa-
ciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los hombres. Tales medidas, que
serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de ser razonables y propor-
cionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 

9. La adopción de medidas necesarias para la supresión del uso sexista del lenguaje y la
promoción y garantía de la utilización de una imagen de las mujeres y los hombres,
fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los ámbitos de la vida pública y privada.

10. La integración de la perspectiva de género. Que supone la consideración sistemática de
las diferentes situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y
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hombres, incorporando objetivos y actuaciones específicos dirigidos a eliminar las
desigualdades y promover la igualdad en todas las políticas y acciones, a todos los nive-
les y en todas sus fases de diagnóstico, planificación, ejecución y evaluación. 

11. La interseccionalidad. Que comprende las técnicas de análisis y planificación que tienen en
cuenta la interacción que se produce entre el género y otros factores de discriminación,
con el objetivo de atender a la diversidad de las mujeres, mediante la puesta en marcha
de mecanismos antidiscriminación de acción integral. 

12. La representación equilibrada. Los poderes públicos extremeños adoptarán las medidas
necesarias para lograr una presencia equilibrada de mujeres y hombres en los distintos
ámbitos de toma de decisiones y para el fomento de la participación o composición equi-
librada de mujeres y hombres en los distintos órganos de representación y de toma de
decisiones, así como en las candidaturas a las elecciones a la Asamblea de Extremadura. 

13. La especial atención y garantía de los derechos de las mujeres que viven en el medio rural,
a fin de favorecer y promover, en particular, su incorporación a la vida laboral, garantizar su
acceso a la formación y su participación en el desarrollo sostenible de su entorno.

14. La coordinación y colaboración. Los poderes públicos extremeños tienen la obligación de
colaborar y coordinar sus actuaciones en materia de igualdad entre mujeres y hombres y
contra la violencia de género, para que sus intervenciones sean más eficaces y acordes
con una utilización racional de los recursos.

15. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre particulares.

16. La adopción de medidas que aseguren la igualdad entre hombres y mujeres en lo que se
refiere al acceso al empleo, a la formación, promoción profesional, igualdad salarial y a
las condiciones de trabajo.

17. La previsión de dotar a los poderes públicos de Extremadura de los instrumentos necesa-
rios para erradicar la violencia de género en los ámbitos preventivo, educativo, formati-
vo, de los medios de comunicación, laboral, social y atención como servicio público, todo
ello bajo el principio de transversalidad.

18. La garantía de la proximidad y el equilibrio de las intervenciones en casos de violencia de
género en el territorio y la necesaria celeridad de esa intervención para posibilitar una
adecuada atención y evitar el incremento de la victimización.

Artículo 4. Definiciones.

1. Se entiende por discriminación directa la situación en que se encuentra una persona que,
en atención a su sexo, sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos favorable
que otra en situación homóloga. 

2. Se entiende por discriminación indirecta la situación en que la aplicación de una disposi-
ción, criterio o práctica aparentemente neutros pone a las personas de un sexo en
desventaja particular con respecto a las personas del otro, salvo que la aplicación de dicha
disposición, criterio o práctica pueda justificarse objetivamente en atención a una finalidad
legítima, y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.

3. Se entiende que cualquier tipo de trato desfavorable relacionado con el embarazo, la
maternidad o la paternidad constituye discriminación directa por razón de sexo. 
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4. Se entiende por representación equilibrada aquella situación que garantice la presencia de
mujeres y hombres de forma que, en el conjunto de personas a que se refiera, cada sexo
ni supere el sesenta por ciento ni sea menos del cuarenta por ciento. 

5. De conformidad con la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protec-
ción Integral contra la Violencia de género, se entiende por violencia de género la que
como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de
poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean
o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relacio-
nes similares de afectividad, aún sin convivencia. 

6. Se entiende por acoso sexual la situación en que se produce cualquier comportamiento
verbal, no verbal o físico de índole sexual, con el propósito o el efecto de atentar contra la
dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, hostil,
degradante, humillante u ofensivo. 

7. Se entiende por acoso por razón de sexo la situación en que se produce un comportamiento
relacionado con el sexo de una persona, con el propósito o el efecto de atentar contra la digni-
dad de la persona y crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo. 

8. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una
situación constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará acto de
discriminación por razón de sexo. Tendrá la misma consideración cualquier tipo de acoso.

9. El uso no sexista del lenguaje consiste en la utilización de expresiones lingüísticamente
correctas sustitutivas de otras, correctas o no, que invisibilizan el femenino o lo sitúan en
un plano secundario respecto al masculino.

TÍTULO I

COMPETENCIAS, FUNCIONES, ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL,
COORDINACIÓN Y FINANCIACIÓN 

CAPÍTULO I

COMPETENCIAS Y FUNCIONES

Artículo 5. Disposiciones generales.

1. Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Extremadura garantizarán,
en el ámbito de sus respectivas competencias, el derecho a la igualdad de trato y de opor-
tunidades entre mujeres y hombres, en los términos previstos en esta ley.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Extremadura, en los términos previstos en el
Estatuto de Autonomía, la competencia normativa y de ejecución en materia de igualdad
entre mujeres y hombres y la coordinación con la Administración General del Estado y las
Entidades locales en el ejercicio de las competencias que le sean propias.

Artículo 6. De la Administración de la Comunidad Autónoma.

1. La Junta de Extremadura ejercerá su competencia en materia de igualdad, en orden a
garantizar la plena y efectiva igualdad de los hombres y las mujeres en todos los ámbitos
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de la vida pública, familiar, social, laboral, económica y cultural. Asimismo, removerá los
obstáculos que impidan o dificulten la igualdad real y efectiva mediante las medidas de
acción positiva que resulten necesarias.

2. A tal efecto, la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura desarrollará
sus competencias fundamentalmente a través de las siguientes funciones:

a) Planificación general y elaboración de normas y directrices generales en materia de
igualdad entre mujeres y hombres.

b) Desarrollo de programas y procedimientos para integrar la perspectiva de género en su
actividad administrativa.

c) Promoción del uso no sexista del lenguaje en los documentos administrativos.

d) Impulso de la colaboración y coordinación entre las diferentes administraciones públi-
cas en materia de igualdad entre mujeres y hombres.

e) Establecimiento de las condiciones básicas comunes referidas a la formación del perso-
nal de las diferentes entidades, órganos y unidades competentes en materia de igual-
dad entre mujeres y hombres.

f) Adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento
de la situación diferencial entre mujeres y hombres en los distintos ámbitos de inter-
vención autonómica. 

g) Desarrollo de actividades de sensibilización sobre la situación de desigualdad entre
mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para su erradicación.

h) Asistencia técnica especializada en materia de igualdad entre mujeres y hombres a las
Entidades locales, a otros poderes públicos y a la iniciativa privada.

i) Impulso de medidas que fomenten el desarrollo de planes, programas y actividades dirigidas
a la consecución de la igualdad entre mujeres y hombres, por empresas y organizaciones.

j) Establecimiento y fomento de políticas, recursos y servicios para evitar toda discrimina-
ción entre mujeres y hombres en la conciliación de la vida personal, laboral y familiar.

k) Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con asociacio-
nes, con la iniciativa privada y con organismos e instituciones de la Comunidad Autóno-
ma, así como de otras comunidades autónomas del Estado y del ámbito internacional.

l) Investigación y detección de situaciones de discriminación por razón de sexo y adopción
de medidas para su erradicación.

m) Ejercicio de la potestad sancionadora.

n) La adopción de medidas de sensibilización, prevención, asistencia integral y protección
a las víctimas de violencia de género.

ñ) Evaluación de las políticas de igualdad desarrolladas en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Extremadura.
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o) Promoción en los ámbitos educativos, formativo, cultural y deportivo de la igualdad
efectiva de oportunidades entre mujeres y hombres.

p) Promoción de la igualdad efectiva de oportunidades entre mujeres y hombres en mate-
ria de juventud, cooperación y consumo.

q) Promoción del adecuado tratamiento de la igualdad en el ámbito de la comunicación
social en Extremadura.

r) Impulso a la incorporación, promoción y estabilidad de las mujeres en la actividad labo-
ral, profesional y empresarial.

s) Fomento de la participación equilibrada de mujeres y hombres en las estructuras de
poder y toma de decisiones.

t) El desarrollo de programas, medidas y acciones que favorezcan la participación y mayor
calidad de vida de las mujeres extremeñas en el ámbito rural.

u) La promoción y protección de la salud de las mujeres, desde la perspectiva de género.

v) La proscripción y persecución por los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de
Extremadura de cualquier tipo de violencia ejercida sobre las mujeres en función de su
género o de su sexo.

w) Cualquier otra función que le sea encomendada en el ámbito de su competencia.

3. Asimismo, la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura ejercerá las
competencias que en materia de violencia de género aparecen desarrolladas en el Título
IV de esta ley. 

Artículo 7. De las Entidades locales.

1. Sin perjuicio de su autonomía constitucionalmente garantizada, las Entidades locales, en
colaboración con la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, desarro-
llarán sus competencias en orden a garantizar en su territorio la plena y efectiva igualdad
de las mujeres en todos los ámbitos, y removerán los obstáculos que lo impidan o dificul-
ten mediante las medidas de acción positiva que resulten necesarias.

2. En materia de igualdad, corresponde a las Entidades locales, tanto de carácter territorial
como asociativo, el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Incorporación de la perspectiva de género en todas las políticas, programas y acciones
de su respectiva administración.

b) Promover el uso no sexista del lenguaje en los documentos administrativos.

c) Acciones de sensibilización dirigidas a la población residente en su ámbito territorial
sobre la situación de desigualdad entre mujeres y hombres y sobre las medidas nece-
sarias para su erradicación.

d) Creación y adecuación de recursos y servicios tendentes a favorecer la conciliación de
la vida personal, familiar y laboral de mujeres y hombres.
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e) Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades
públicas y privadas que en razón de sus fines o funciones contribuyan a la consecución
de la igualdad entre mujeres y hombres, mediante la creación de consejos locales,
comarcales o de otro ámbito territorial.

f) Diagnóstico de las necesidades de formación en materia de igualdad entre mujeres y
hombres del personal de su Administración y propuesta del tipo de formación requerido
en cada caso, así como los criterios y prioridades de acceso a aquélla.

g) La creación de órganos de Igualdad en su ámbito competencial.

h) Cualesquiera otras que les sean encomendadas en el ámbito de su competencia.

3. Asimismo, las Entidades locales ejercerán las competencias que en materia de violencia de
género aparecen desarrolladas en el Título IV de esta ley.

Artículo 8. Planes territoriales de ámbito local.

1. Las Entidades Locales podrán establecer Planes territoriales de carácter integral, que
tengan por objeto hacer efectiva la igualdad de género en su territorio.

2. Asimismo, los Ayuntamientos podrán establecer Planes Municipales de organización del
tiempo de la ciudad, con la finalidad de contribuir a un reparto equitativo de los tiempos
de ocio y trabajo entre mujeres y hombres.

3. A tal efecto, la Comunidad Autónoma de Extremadura podrá prestar asistencia técnica
para la elaboración de estos Planes, sin perjuicio de la competencia de la Administración
General del Estado.

CAPÍTULO II

ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL. COOPERACIÓN, COORDINACIÓN Y CONSULTA
ENTRE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS DE EXTREMADURA

Sección 1.ª. Organismos y unidades de igualdad de la Administración de la Comunidad Autónoma.

Artículo 9. Superior competencia.

Corresponde a la Consejería competente en materia de igualdad la superior planificación, el
asesoramiento al resto de las Consejerías y a sus entidades y Organismos públicos depen-
dientes, y la coordinación del conjunto de las políticas públicas de igualdad de la Comunidad
Autónoma Extremeña.

Artículo 10. El Instituto de la Mujer de Extremadura.

1. Conforme a la Ley 11/2001, de 10 de octubre, el Instituto de la Mujer de Extremadura
tiene como fin esencial promover las condiciones para que la igualdad entre los sexos sea
real y efectiva dentro del ámbito de competencias de la Junta de Extremadura, impulsan-
do la participación y presencia de las mujeres en la vida política, económica, cultural,
laboral y social de Extremadura, y tiene fijado como objetivo último la eliminación de cual-
quier forma de discriminación de las mujeres extremeñas y la remoción de obstáculos que
impidan su plenitud de hecho y de derecho. 
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2. Para el logro de los fines que tiene encomendado, realizará las funciones que tiene atribui-
das en su ley de creación y en sus Estatutos. El desarrollo de estas funciones se podrá
llevar a cabo bien directamente o bien coordinadamente, a través del Centro de Estudios
de Género, la Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Género y la Red de
Oficinas de Igualdad y de Violencia de Género.

Artículo 11. El Centro de Estudios de Género.

1. Por la presente ley se crea el Centro de Estudios de Género. Corresponde a la Administra-
ción de la Junta de Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, la titu-
laridad, competencia, programación, prestación y gestión del Centro de Estudios de Géne-
ro, que desarrollará su labor en tres áreas: investigación, formación y documentación.

2. El Centro de Estudios de Género impulsará la investigación básica y aplicada, sobre igual-
dad entre mujeres y hombres y violencia de género en los ámbitos universitario y especia-
lizado. Asimismo, en coordinación con el Observatorio de la Igualdad en Extremadura,
llevará a cabo estudios vinculados con la situación de las mujeres en la Comunidad Autó-
noma y diseñará estrategias innovadoras de actuación en el ámbito de las políticas públi-
cas de igualdad y prevención y erradicación de la violencia de género.

3. El Centro de Estudios de Género del Instituto de la Mujer de Extremadura promoverá y
realizará acciones formativas especializadas en materia de igualdad entre mujeres y
hombres y violencia de género, dirigidas a diversos sectores profesionales, así como al
conjunto de la ciudadanía. El Centro de Estudios de Género fomentará la colaboración con
los diferentes servicios de las Administraciones Públicas con competencia en materia de
formación de profesionales y velará por su inclusión transversal en los currículos formati-
vos de acceso a la Administración. Las labores de formación se realizarán bien directa-
mente por el Centro de Estudios de Género, o bien mediante convenios, acuerdos, o cual-
quier otra forma de colaboración con organismos públicos o privados dedicados a tal fin.

4. El Centro de Estudios de Género será un Centro de Documentación de referencia en mate-
ria de igualdad entre mujeres y hombres y violencia de género. Asimismo, será el encar-
gado de coordinar las publicaciones en materia de igualdad y violencia de género realiza-
das por la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

5. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, composición y régimen de funcionamiento.

Artículo 12. Red de Oficinas de Igualdad y Violencia de Género.

1. Por la presente ley se crea la Red de Oficinas de Igualdad y Violencia de Género, que no
tendrá personalidad jurídica propia. Corresponde a la Administración de la Junta de Extre-
madura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, la titularidad, competencia,
programación, prestación y gestión de la Red de Oficinas de Igualdad y de Violencia de
Género. El Instituto de la Mujer de Extremadura podrá suscribir convenios de colaboración
con las Entidades locales para el desarrollo y mantenimiento de esta Red. Las Oficinas de
Igualdad y Violencia de Género tendrán como objetivo fundamental informar, sensibilizar,
formar y asesorar en la implantación de acciones positivas y de medidas de aplicación y
desarrollo de las políticas efectivas de igualdad en el territorio, que pretenden corregir las
diferentes situaciones de desigualdad y discriminación que viven las mujeres. 
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2. Son funciones de la Red de Oficinas de Igualdad y de Violencia de Género las siguientes:

a) Ejecución, animación y promoción de campañas de sensibilización que tengan como
objetivo la modificación de actitudes discriminatorias y estereotipos sexistas, así como
la prevención de la violencia de género dirigidas al conjunto de la ciudadanía.

b) Información, asesoramiento y sensibilización en materia de igualdad entre mujeres y
hombres y violencia de género dirigidos a diversos colectivos profesionales del ámbito
comunitario.

c) Promoción y ejecución de actuaciones orientadas al fomento de la participación y
empoderamiento de las mujeres en los ámbitos social, político, económico y cultural. 

d) Prestar apoyo técnico en el diseño, elaboración, implementación y evaluación de planes
de igualdad de oportunidades y para la integración de la transversalidad de género en
el ámbito local.

3. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, composición y régimen de funcionamiento.

Artículo 13. Unidades para la Igualdad de Mujeres y Hombres.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura adecuará sus estructuras, de
modo que en cada una de sus Consejerías u organismos autónomos se le encomiende a una
unidad administrativa la propuesta, ejecución e informe de las actividades de la Consejería
en materia de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

Sección 2.ª. Órganos de cooperación y coordinación.

Artículo 14. Comisión Interinstitucional para la Igualdad.

1. Se creará la Comisión Interinstitucional para la Igualdad, como órgano de cooperación
multilateral y de coordinación de las políticas autonómicas y locales para la igualdad.
Tendrá como objetivos la puesta en común de las políticas y programas que, en materia
de igualdad de género, desarrollen la Administración autonómica y local, así como coordi-
nar e impulsar la integración del enfoque de género en las políticas y programas, en mate-
ria de igualdad entre mujeres y hombres. 

2. La composición, organización, funciones y régimen de funcionamiento de la Comisión Inte-
rinstitucional para la Igualdad se determinará reglamentariamente, y en ella estarán
representadas a partes iguales la Administración de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura y las Administraciones locales.

Artículo 15. Comisión Interdepartamental para la Igualdad.

1. Se creará la Comisión Interdepartamental para la Igualdad, en la que estarán representadas
todas las Consejerías de la Junta de Extremadura, como órgano colegiado de coordinación y
seguimiento de las acciones de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura
en materia de igualdad de género, que será presidida por la persona titular de la Consejería
competente en materia de igualdad.
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2. Esta Comisión impulsará y fomentará la perspectiva de género en los proyectos
normativos de las distintas Consejerías, así como la realización de auditorias de géne-
ro en las Consejerías, en los organismos públicos y en las empresas públicas de la
Junta de Extremadura.

3. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, composición y régimen de funcionamiento.

Artículo 16. Observatorio de la Igualdad en Extremadura.

1. La Junta de Extremadura creará el Observatorio de la Igualdad en Extremadura, adscrito a
la Consejería competente en materia de igualdad y participado, al menos, por los agentes
sociales y económicos y el Consejo Extremeño de Participación de las Mujeres, como órga-
no destinado a detectar, analizar y proponer estrategias para reparar y evitar situaciones
de desigualdad de las mujeres en Extremadura. En todo caso, se priorizarán las áreas de
violencia de género, situación laboral e imagen pública de las mujeres.

2. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, composición y régimen de funcionamiento.

Artículo 17. Consejo Extremeño de Participación de las Mujeres.

1. La Junta de Extremadura creará el Consejo Extremeño de Participación de las Mujeres,
adscrito a la Consejería competente en materia de igualdad, como órgano consultivo y de
participación de las asociaciones y organizaciones de mujeres y los agentes sociales y
económicos en las políticas de igualdad de género de la Junta de Extremadura.

2. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, composición y régimen de funcionamiento.

Artículo 18. Comisión de Impacto de Género de los Presupuestos.

1. La Junta de Extremadura creará la Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos
como órgano interdepartamental, que, sin perjuicio de las funciones contempladas en el
artículo 26, tendrá como objetivo la elaboración de un informe en el que se evalúe el
impacto de género en el anteproyecto de Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma
de Extremadura.

2. Esta Comisión se integrará en la Consejería competente en materia de Presupuestos, con
la participación del Instituto de la Mujer de Extremadura. Reglamentariamente se determi-
narán sus funciones, composición y régimen de funcionamiento. 

Artículo 19. Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de Violencia de
Género.

La Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género es el
organismo de coordinación institucional para impulsar, supervisar y evaluar las actuaciones
en el abordaje de la violencia de género, en los términos establecidos en el artículo 85 de
esta ley.
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CAPÍTULO III

FINANCIACIÓN

Artículo 20. Disposición general.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y las Administraciones Locales
consignarán anualmente en sus respectivos presupuestos, los recursos económicos necesa-
rios para el ejercicio de las funciones y la ejecución de medidas previstas en la presente ley.

TÍTULO II

INTEGRACIÓN DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO 
EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I

MEDIDAS PARA LA INTEGRACIÓN DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO 
EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y EN LA NORMATIVA

Artículo 21. Transversalidad de género.

Los Poderes Públicos extremeños incorporarán la perspectiva de la igualdad de género en la
elaboración, ejecución y seguimiento de las disposiciones normativas, así como de las políti-
cas y actividades en todos los ámbitos de actuación, considerando sistemáticamente las prio-
ridades y necesidades propias de las mujeres y de los hombres, teniendo en cuenta su inci-
dencia en la situación específica de unas y otros, al objeto de adaptarlas para eliminar los
efectos discriminatorios y fomentar la igualdad de género.

Artículo 22. Desarrollo del principio de interseccionalidad.

1. Los poderes públicos de Extremadura, en el ámbito de sus competencias, integrarán el
principio de interseccionalidad en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de
las políticas públicas, especialmente de inclusión social, atendiendo y visibilizando la
pluralidad de los desarrollos identitarios de las mujeres. 

2. La Junta de Extremadura promoverá la investigación y el desarrollo de conocimiento y
herramientas que permitan una mejor integración de dicho principio al conjunto de las
políticas públicas.

3. Con el objetivo de garantizar el ejercicio de los derechos de ciudadanía de todas las muje-
res, promover su participación política, económica, social, laboral y cultural, así como el
acceso a los recursos y servicios en igualdad de oportunidades, los poderes públicos de
Extremadura podrán poner en marcha de forma prioritaria acciones positivas para aque-
llos colectivos en los que confluyan diversos factores de discriminación. Fundamentalmen-
te se atenderá a los factores de hábitat de residencia, orientación sexual, discapacidad,
etapa del ciclo vital, etnia y raza, condición migratoria, problemas de salud mental, priva-
ción de libertad y drogodependencia.

Artículo 23. Evaluación del impacto de género.

1. Los poderes públicos de Extremadura incorporarán la evaluación del impacto de género en
el desarrollo de sus competencias, para garantizar la integración del principio de igualdad
entre hombres y mujeres.
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2. Todos los Proyectos de ley que apruebe el Consejo de Gobierno deben incorporar un infor-
me sobre su impacto por razón de género, por parte de quien reglamentariamente se
determine. Si no se adjuntara o si se tratara de una propuesta de ley presentada en la
Asamblea de Extremadura, ésta requerirá, antes de la discusión parlamentaria, su remi-
sión a la Junta de Extremadura, quien dictaminará en el plazo de un mes.

3. Los reglamentos y los planes que elabore el Consejo de Gobierno requieren también,
antes de su aprobación, la emisión de un informe de evaluación del impacto de género por
parte de quien reglamentariamente se determine. 

4. Antes de acometer la elaboración de una norma, el órgano administrativo que la
promueva ha de evaluar el impacto potencial de la propuesta en la situación de las
mujeres y en los hombres como colectivo, en los términos previstos en los apartados 5
y 6 del presente artículo.

5. La Junta de Extremadura, a propuesta del Instituto de la Mujer de Extremadura, elaborará
normas o directrices en las que se indiquen las pautas a seguir para la realización de la
evaluación previa del impacto en función del género.

6. El informe de evaluación de impacto de género debe ir acompañado en todos los casos de
indicadores pertinentes en género, mecanismos y medidas dirigidas a paliar y neutralizar
los posibles impactos negativos que se detecten sobre las mujeres y los hombres, así
como a reducir o eliminar las diferencias encontradas promoviendo de esta forma la igual-
dad entre los sexos.

Artículo 24. Memoria explicativa de igualdad.

1. El proyecto de norma o disposición habrá de ir acompañado de una memoria que explique
detalladamente los trámites realizados en relación con el artículo anterior y los resultados
de la misma.

2. La aprobación o suscripción de la norma o del acto administrativo de que se trate dejará
constancia, al menos sucintamente, de la realización de los trámites referidos en el párra-
fo anterior.

Artículo 25. Plan Estratégico para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

1. La Junta de Extremadura, a propuesta de la Consejería competente en materia de igual-
dad y con el dictamen del Consejo Extremeño de Participación de las Mujeres, aprobará
cada cuatro años el Plan Estratégico para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. El Plan
contendrá las líneas prioritarias y las medidas destinadas a alcanzar la plena igualdad
entre mujeres y hombres y para eliminar la discriminación por razón de sexo. 

2. Las actuaciones recogidas en este Plan atenderán a la diversidad de los colectivos de
mujeres de Extremadura, integrando para ello el principio de interseccionalidad recogido
en el artículo 22 de la presente ley.
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Artículo 26. Enfoque de género en el presupuesto.

1. El Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Extremadura será un elemento activo en la
consecución de forma efectiva del objetivo de la igualdad entre mujeres y hombres; a tal
fin, la Comisión de Impacto de Género de los Presupuestos, emitirá el informe de evalua-
ción de impacto de género sobre el anteproyecto de ley del Presupuesto.

2. La Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos impulsará y fomentará la prepara-
ción de anteproyectos con perspectiva de género en las diversas Consejerías, de forma
que se cuantifiquen las partidas presupuestarias globales que persigan dicha finalidad. La
Comisión de Impacto de Género en los Presupuestos también impulsará y fomentará la
realización de auditorías de género en las Consejerías, empresas y organismos de la Junta
de Extremadura.

Artículo 27. Lenguaje e imagen no sexista.

1. Los poderes públicos extremeños y, en particular, la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura deben hacer un uso no sexista de todo tipo de lenguaje en el ámbi-
to administrativo, en los documentos y soportes que produzcan directamente o a través
de terceras personas o entidades, y fomentarán la implantación de un lenguaje no sexista
en la totalidad de los ámbitos sociales, culturales y artísticos. 

2. En particular, los medios de comunicación públicos extremeños o que reciban subvencio-
nes públicas están obligados a hacer un uso no sexista del lenguaje. 

3. Los Poderes Públicos extremeños garantizan un tratamiento igualitario en los contenidos e
imágenes que utilicen en el desarrollo de sus políticas, debiendo promover de forma activa
una imagen de autonomía de las mujeres tal y como se explicita en los artículos 74 y 75
de esta ley.

4. La Consejería competente en asuntos de Presidencia será la encargada del control del
cumplimiento de lo previsto en el presente artículo. Al efecto, se seguirá el procedimiento
establecido en el artículo 106 de esta ley, que podrá incoarse tanto de oficio como a
instancia de parte.

Artículo 28. Estadísticas e investigaciones con perspectiva de género.

1. Los poderes públicos de Extremadura, para hacer efectivas las disposiciones de esta ley y
garantizar de modo efectivo la integración de la perspectiva de género en su ámbito de
actuación, deberán:

a) Incluir sistemáticamente la variable sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de
datos que realicen.

b) Incorporar indicadores de género en las operaciones estadísticas que posibiliten un
mejor conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones,
expectativas y necesidades de mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la
realidad que se vaya a analizar. 
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c) Analizar los resultados desde la dimensión de género.

2. Asimismo, realizarán periódicamente análisis e investigaciones sobre la situación de
desigualdad por razón de sexo y difundirán sus resultados. Especialmente, contemplarán
la situación y necesidades de aquellos colectivos de mujeres sobre los que influyen diver-
sos factores de discriminación.

CAPÍTULO II

MEDIDAS PARA LA PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD DE GÉNERO
POR LA JUNTA DE EXTREMADURA

Artículo 29. Representación equilibrada de los órganos directivos y colegiados.

1. Se garantizará la representación equilibrada de hombres y mujeres en el nombramiento
de titulares de órganos directivos de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Extremadura cuya designación corresponda al Consejo de Gobierno. 

2. Se garantizará la representación equilibrada de hombres y mujeres en la composición de
los órganos colegiados de la Comunidad Autónoma de Extremadura. Este mismo criterio
de representación se observará en la modificación o renovación de dichos órganos. Del
cómputo se excluirán aquellas personas que formen parte en función del cargo específico
que desempeñen.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y los organismos públicos
vinculados o dependientes de ella designarán a sus representantes en órganos colegiados,
comités de personas expertas o comités consultivos, de acuerdo con el principio de
presencia equilibrada de mujeres y hombres.

4. Asimismo, la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y los organismos
públicos vinculados o dependientes de ella observarán el principio de presencia equilibrada
en los nombramientos que le corresponda efectuar en los consejos de administración de
las empresas en cuyo capital participe.

5. Se garantizará la representación equilibrada de mujeres y hombres en la designación de
los cargos directivos de la Administración cuya designación no corresponda al Consejo de
Gobierno, en las distintas Consejerías. 

Artículo 30. Contratación pública.

1. A la vista de la evolución e impacto de las políticas de igualdad en el mercado laboral, la
Junta de Extremadura determinará los contratos de la Administración de la Comunidad
Autónoma y de sus organismos públicos que obligatoriamente deberán incluir entre sus
condiciones de ejecución medidas tendentes a promover la igualdad efectiva entre muje-
res y hombres en el mercado de trabajo, dentro del marco proporcionado por la normativa
vigente. A tal efecto, podrá establecer las características de las condiciones especiales en
relación con la ejecución que deban incluirse en los pliegos atendiendo a la naturaleza de
los contratos y al sector de actividad donde se generen las prestaciones.
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2. Los órganos de contratación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura señalarán, en los pliegos de cláusulas administrativas particulares, la preferencia en
la adjudicación de los contratos para las proposiciones presentadas por aquellas empresas
que, en el momento de acreditar su solvencia técnica, tengan la marca de excelencia o
desarrollen medidas destinadas a lograr la igualdad de oportunidades y las medidas de
igualdad aplicadas permanezcan en el tiempo y mantengan la efectividad, de acuerdo con
las condiciones que reglamentariamente se establezcan, siempre que dichas proposiciones
igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista de los criterios obje-
tivos que sirvan de base para la adjudicación. Todo ello, sin perjuicio de lo establecido en
el apartado primero de la disposición adicional sexta de la Ley 30/2007, de 30 de octubre,
de Contratos del Sector Público. 

Artículo 31. Ayudas y subvenciones.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura incorporará a las bases
reguladoras de las subvenciones públicas la valoración de actuaciones de efectiva conse-
cución de la igualdad de género por parte de las entidades solicitantes, salvo en aquellos
casos en que, por la naturaleza de la subvención o de las entidades solicitantes, esté debi-
damente justificada su no incorporación.

2. En los términos establecidos en la ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social,
la Administración de la Comunidad Autónoma acordará la pérdida automática de las
ayudas, bonificaciones y, en general, de los beneficios derivados de la aplicación de los
programas de empleo, con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción, y la
exclusión automática del acceso a tales beneficios durante seis meses, a aquellas empre-
sas sancionadas por resolución administrativa firme por acciones u omisiones de discrimi-
nación tipificadas en la indicada ley.

Artículo 32. Medidas para eliminar desigualdades y promover la igualdad.

1. Al objeto de acceder al empleo público en la Administración de la Comunidad Autónoma de
Extremadura, los temarios para la celebración de pruebas selectivas incluirán materias
relativas a la normativa sobre igualdad y violencia de género.

2. Para que la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres sea integrada en el
desarrollo de la actividad pública, la Administración de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura garantizará la formación de su personal en esta materia.

3. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las normas que vayan a regu-
lar los jurados creados para la concesión de cualquier tipo de premio promovido o subven-
cionado por la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, así como las
que regulen órganos afines habilitados para la adquisición de fondos culturales y/o artísti-
cos, deben incluir una cláusula por la que se garantice en los tribunales de selección una
representación equilibrada de mujeres y hombres con capacitación, competencia y prepa-
ración adecuada.
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TÍTULO III

MEDIDAS PARA PROMOVER LA IGUALDAD DE GÉNERO 

CAPÍTULO I

IGUALDAD EN LA EDUCACIÓN 

Artículo 33. Principios de igualdad en educación.

1. El Sistema educativo extremeño incorporará el principio de la coeducación y el enfoque de
género de forma transversal, sustentándose en el desarrollo integral de las personas y de
una sociedad justa, capaz de eliminar las desigualdades en todos los ámbitos. 

2. Integrará el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y
eliminará obstáculos que dificulten la igualdad efectiva para que el alumnado crezca en un
entorno de tolerancia, convivencia y respeto a los derechos y libertades fundamentales.

3. Velará por la consecución de niveles máximos de equidad educativa y de calidad para todo
el alumnado, hombres y mujeres, de forma que el acceso, la permanencia en el sistema
educativo y los resultados obtenidos sean independientes de sus condiciones personales
de género, de origen, sociales, culturales o económicas.

4. Los centros educativos extremeños observarán el principio de integración de la perspecti-
va de género en el conjunto de sus actuaciones. Especialmente, se fomentará el uso inclu-
sivo del lenguaje.

Sección 1.ª. Enseñanzas no universitarias.

Artículo 34. Promoción de la Igualdad de género en los centros educativos.

1. La Administración educativa propiciará el acceso equilibrado de mujeres y hombres a los
puestos de dirección de los centros y a los órganos de participación educativa.

2. La Administración educativa potenciará la incorporación del enfoque de género en las polí-
ticas de gestión de recursos y personas.

3. La Administración educativa propiciará la implicación de la comunidad escolar en el
compromiso de la educación en igualdad.

4. La Administración educativa extremeña aplicará la transversalidad en las actuaciones de
su competencia, consolidando la coeducación en los distintos niveles y etapas del sistema
educativo.

5. La Administración educativa fomentará el diseño y realización de programas de orienta-
ción no sexista que promueva la elección de estudios libre de estereotipos o prejuicios
de género.

6. La Administración educativa propiciará la implantación de programas de competencia
social y emocional que contribuyan al desarrollo de habilidades metacognitivas y de
educación emocional y afectivo sexual en el alumnado y abordará en todos los niveles del
sistema educativo los siguientes aspectos formativos: 
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a) El fomento de la autonomía personal del alumnado para compartir responsabilidades
familiares y de cuidado, que eliminen comportamientos sexistas.

b) La eliminación y prevención de la violencia de género.

c) El respeto a la libre orientación sexual.

d) La contribución de las mujeres a la ciencia, historia, arte, cultura y desarrollo de la
humanidad.

e) La promoción de la autonomía de las mujeres y la visión crítica de los estereotipos de
género en la publicidad y los medios de comunicación.

f) La educación sexual para la prevención de embarazos no deseados y la protección fren-
te a enfermedades de transmisión sexual y para el libre desarrollo de la sexualidad.

7. La Administración educativa asegurará la incorporación de niñas, jóvenes y mujeres a la
sociedad en condiciones de equilibrio desarrollando todos sus intereses y potencialidades
en igualdad de condiciones frente a sus posibles salidas y estudios profesionales.

8. La Administración educativa incorporará la perspectiva de género en los procesos de
evaluación y de calidad del sistema educativo.

Artículo 35. Materiales curriculares y libros de texto.

1. La Administración educativa velará para que en los libros de texto y en los materiales
curriculares que se utilicen en los centros educativos de la Comunidad Autónoma de
Extremadura se eliminen los prejuicios y estereotipos sexistas y culturales, erradicando
los modelos en los que aparezca la desigualdad y la violencia de género.

2. La Administración educativa adoptará las medidas para que los criterios de selección de
los libros y materiales curriculares se adapten a lo expresado en esta ley. 

Artículo 36. Formación del profesorado.

1. Las Administraciones Educativas incluirán en sus Planes de formación inicial y continua del
profesorado, actividades relativas a la igualdad de oportunidades entre hombres y muje-
res, coeducación, educación afectivo-sexual y violencia de género.

2. La Administración educativa promoverá la apertura de canales de comunicación y redes de
intercambio de docencia e investigación en materia de género en Extremadura, con el
Estado y Europa.

Artículo 37. Consejos Escolares.

1. Las normas que regulen los procesos de elección tendrán en cuenta el principio de presen-
cia equilibrada de mujeres y hombres.

2. La Administración educativa promoverá la formación de la persona que, de acuerdo con lo
establecido en la ley Orgánica de Educación, sea designada por el Consejo Escolar de
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entre sus miembros para el fomento de medidas educativas que hagan efectiva la igual-
dad entre mujeres y hombres.

Sección 2.ª. Enseñanza universitaria.

Artículo 38. Igualdad de oportunidades en la enseñanza superior.

1. El sistema universitario extremeño sostenido con fondos públicos impulsará la igualdad en
el acceso y desarrollo de la carrera profesional docente poniendo en marcha medidas de
conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

2. En el ámbito de la educación superior, las Administraciones educativas fomentarán la
enseñanza y la investigación sobre el significado y alcance de la igualdad entre mujeres y
hombres, y promoverán la inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de ense-
ñanzas en materia de igualdad entre mujeres y hombres.

3. El sistema universitario extremeño, dentro del respeto a la autonomía universitaria
promoverá la representación equilibrada entre mujeres y hombres en los órganos colegia-
dos de la Universidad de Extremadura y en las comisiones de selección y evaluación.

Artículo 39. Igualdad en el ámbito de la investigación.

1. La Universidad de Extremadura impulsará la presencia equilibrada de mujeres y hombres
en la investigación, ciencia y tecnología.

2. La Universidad de Extremadura promoverá que se reconozcan los estudios de género
como mérito al evaluar la actividad docente, investigadora y de gestión de su profesorado. 

3. La Universidad de Extremadura abrirá canales de comunicación y redes de intercambio de
docencia e investigación en materia de género en Extremadura, el Estado y con Europa.

4. La Universidad y el resto de Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias,
velará porque en los proyectos de investigación que afecten a las personas se incluya la
perspectiva de género.

CAPÍTULO II 

DE LA IGUALDAD EN EL EMPLEO

Artículo 40. Igualdad en el empleo.

1. Será objetivo prioritario de la actuación de la Junta de Extremadura la igualdad de trato y
de oportunidades en el empleo. A tal efecto, se llevarán a cabo políticas de fomento del
empleo, que tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la participación de
las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y
hombres, así como aquellas medidas de acción positiva destinadas a la superación de las
situaciones de discriminación por razón de sexo en el ámbito laboral.

2. La Junta de Extremadura reconoce la función social y económica del trabajo doméstico y de
cuidados de personas en situación de dependencia, así como las actividades feminizadas sin
remuneración ni reconocimiento profesional. A tal efecto elaborará estudios que pongan en
valor la contribución de estas ocupaciones a la actividad económica general de Extremadura.
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Artículo 41. Igualdad de oportunidades en el acceso al empleo.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en el ámbito de sus
competencias, establece como objetivo irrenunciable promover las condiciones para una
real y efectiva igualdad de oportunidades de mujeres y hombres, en el acceso al trabajo
tanto por cuenta propia como ajena, así como eliminar las barreras que impidan o dificul-
ten el cumplimiento de este objetivo.

2. Las políticas para fomentar la participación de las mujeres en el mercado laboral, que
desde la Junta de Extremadura se desarrollen tendrán un enfoque integrador e incluirán
estrategias para eliminar los estereotipos sexistas y medidas para mejorar el equilibrio
entre la vida personal, laboral y familiar, tanto de las mujeres como de los hombres. 

3. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura promoverá la formación
profesional y técnica de las mujeres para la diversificación de sus opciones profesionales,
con la finalidad de que amplíen sus posibilidades de inserción laboral.

4. La Junta de Extremadura impulsará medidas y acciones dirigidas a potenciar la igualdad
de género en el acceso al empleo y desarrollará acciones positivas para la inserción en el
mercado laboral de las mujeres extremeñas, especialmente para aquéllas que presenten
mayor vulnerabilidad y riesgo de discriminación. A tal efecto:

a) Formará al personal de sus servicios de empleo y al de las entidades concertadas sobre
el modo de incorporar la perspectiva de género en cada fase del proceso integral de
acompañamiento a la inserción laboral: información-orientación, formación, intermedia-
ción, apoyo y seguimiento a la inserción y promoción empresarial y autoempleo.

b) Promoverá que los servicios de empleo adopten medidas dirigidas a conseguir un
aumento del número de mujeres contratadas en profesiones en las que están
subrepresentadas.

c) Garantizará en los distintos programas y actuaciones que desarrollen acciones formati-
vas para el empleo, la presencia equilibrada de hombres y mujeres en los términos
generales establecidos en esta ley.

5. El organismo competente en materia de empleo, en cumplimiento del principio informador
de la transversalidad de género, en ningún caso podrá tramitar ofertas de empleo que
sean discriminatorias por razón de sexo en sus actividades de intermediación.

Sección 1.ª. De la igualdad laboral en el sector privado y en la Función Pública de Extremadura.

Subsección 1.ª. Igualdad en el ámbito laboral en el sector privado.

Artículo 42. Igualdad en el trabajo.

1. En el ámbito de sus competencias, la Junta de Extremadura fomentará en el sector priva-
do el respeto a la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral, a fin de
excluir cualquier forma de segregación profesional. A tal efecto se fomentará la igualdad
en los procesos de formación, intermediación, cualificación, perfeccionamiento y promo-
ción profesional.
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2. De conformidad con la legislación estatal, y en el ámbito de sus competencias, la Junta de
Extremadura promoverá que los protocolos de actuación, los pactos individuales y las
decisiones individuales del empresariado que se dicten en el ámbito de cualquier relación
laboral, no contengan discriminación alguna de carácter directo o indirecto, bien sean
aparentes, ocultas o encubiertas, por razón de sexo.

3. La Junta de Extremadura, en el seno de la Comisión Territorial de la Inspección de Trabajo
y Seguridad Social, propondrá anualmente la planificación de campañas de inspección diri-
gidas a combatir la discriminación por razón de género, y especialmente la discriminación
salarial, el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

Artículo 43. Incentivos a la contratación de mujeres.

La Junta de Extremadura fomentará la contratación estable de las mujeres, bien incentivando
contratos fijos o mediante la transformación en indefinidos de los contratos temporales,
pudiendo cualificar estas ayudas en función de los sectores o categorías profesionales en los
que las mujeres se encuentren subrepresentadas. Asimismo, establecerá medidas de fomen-
to de la contratación de aquellas mujeres que presenten mayor vulnerabilidad y riesgo de
discriminación por su temprana o tardía edad, su discapacidad, su condición de inmigrante,
su vecindad en el ámbito rural, el haber sido víctima de violencia de género o cualquier otra
condición de especial vulnerabilidad, conforme se determine reglamentariamente.

Artículo 44. Promoción empresarial.

1. Los Poderes Públicos de la Junta de Extremadura fomentarán el espíritu emprendedor de
las mujeres y establecerán ayudas para la constitución y consolidación de sus empresas,
así como para el autoempleo.

2. Estas ayudas se articularán mediante acciones de orientación, formación, asesoramiento,
acompañamiento y a través de ayudas de carácter económico.

3. La Junta de Extremadura podrá suscribir convenios con las entidades financieras, al objeto
de promover la constitución y consolidación de iniciativas empresariales promovidas
mayoritariamente por mujeres.

4. Se prestará especial atención a aquellos proyectos que generen yacimientos de empleo
innovadores, así como los relacionados con el ámbito de la economía social.

Artículo 45. Calidad en el trabajo.

La Junta de Extremadura, en colaboración con los agentes económicos y sociales, potencia-
rán el trabajo estable y de calidad de las mujeres de Extremadura, incluida la prevención de
riesgos laborales, la participación en la empresa, la formación continua, la productividad, la
competitividad, la responsabilidad social empresarial y el valor del trabajo. Igualmente
impulsará medidas para facilitar a hombres y mujeres la conciliación de la vida laboral, fami-
liar y personal.
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Artículo 46. Planes de igualdad.

1. En el marco de la negociación colectiva, y en los procesos de negociación de convenio, la
Junta de Extremadura, fomentará y prestará apoyo y asesoramiento para la elaboración
de planes de igualdad por las empresas en Extremadura, como conjunto ordenado de
medidas tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre
mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Dichos planes, sin
perjuicio de lo dispuesto en la normativa básica sobre la materia, deberán contemplar
medidas para el acceso al empleo, la promoción, la formación, la igualdad retributiva;
medidas para fomentar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, la protección
frente el acoso sexual y el acoso por razón de sexo, así como incluir criterios y mecanis-
mos de implantación, seguimiento, evaluación y actuación.

2. Especialmente fomentará su elaboración e implantación en la pequeña y mediana empresa
en el marco de la negociación colectiva. En el caso de las empresas que no tengan conve-
nio colectivo propio, la Junta de Extremadura promoverá la elaboración e implantación de
dicho planes en el contexto de la responsabilidad social empresarial, previa consulta con
la representación legal de las trabajadoras y trabajadores.

3. Con independencia de las previsiones normativas sobre inscripción y publicación de los
planes de igualdad acordados en el ámbito de la negociación colectiva, la Junta de Extre-
madura creará el Registro de planes de igualdad en las empresas.

Artículo 47. Presencia equilibrada en el sector empresarial.

La Junta de Extremadura impulsará y promoverá actuaciones y acciones a fin de que las
empresas extremeñas se comprometan a alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y
hombres en sus órganos de dirección.

Artículo 48. Negociación colectiva.

1. Partiendo del pleno respeto al principio constitucional de la autonomía en la negociación
colectiva, la Administración de la Junta de Extremadura fomentará, a través de las asocia-
ciones empresariales y las organizaciones sindicales, la inclusión de cláusulas destinadas a
promover y garantizar la igualdad de oportunidades y la no discriminación por razón de
género en la negociación colectiva en Extremadura.

2. La Junta de Extremadura promoverá en el marco del Consejo de Relaciones Laborales la
inclusión de cláusulas en los convenios colectivos de ámbito autonómico o inferior, en
materia de igualdad, no discriminación, promoción y salud laboral de las mujeres en el
trabajo, así como la realización de actividades de sensibilización y la incorporación de la
perspectiva de género en sus actuaciones. 

3. Se realizarán actividades de sensibilización destinadas a fomentar la participación de las muje-
res en la negociación colectiva para lograr una representación equilibrada de ambos sexos.

4. Las entidades y organismos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura realizarán estudios y análisis sobre la situación de las mujeres en los diferentes
convenios colectivos autonómicos.
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5. En el ámbito de la solución extrajudicial de conflictos laborales de Extremadura, la media-
ción intervendrá con la finalidad de que las partes lleguen a acuerdos que eviten situacio-
nes eventualmente discriminatorias por razón de género.

6. De conformidad con la legislación del Estado, la Autoridad laboral de la Junta de Extrema-
dura, cuando en el análisis de los convenios colectivos suscritos aprecie la existencia de
cláusulas contrarias al principio de igualdad entre mujeres y hombres, procederá a reque-
rir a la mesa negociadora su subsanación.

7. Asimismo, de oficio o a instancia de los agentes económicos y sociales, la Autoridad labo-
ral procederá a la impugnación de todos aquellos convenios colectivos ya publicados en los
que se aprecie la existencia de cláusulas discriminatorias, directas o indirectas, por razón
de género.

8. En uso de la habilitación de la ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, la
Autoridad laboral de la Junta de Extremadura primará la sustitución de las sanciones acce-
sorias propuestas en las infracciones muy graves de discriminación por razón de sexo por
la elaboración y aplicación de un plan de igualdad en la empresa, de conformidad con el
procedimiento previsto legalmente.

9. De acuerdo con la normativa vigente, la Administración Pública competente en materia de
registro y depósito de convenios y acuerdos colectivos de trabajo, velará para que se
cumplimenten los datos de las hojas estadísticas relativos al número de mujeres y
hombres que forman parte de las comisiones negociadoras, y número de trabajadoras y
trabajadores afectados por el ámbito de aplicación del convenio.

10. Los sindicatos con presencia en las instituciones públicas y privadas, a través de los
correspondientes órganos de representación sindical, podrán designar un delegado o dele-
gada sindical que vele específicamente por la igualdad de trato y de oportunidades de
mujeres y hombres en el marco de la negociación colectiva.

11. La Junta de Extremadura promoverá que los convenios colectivos incluyan el correspon-
diente análisis de impacto de género.

Artículo 49. Seguridad y salud laboral.

1. En los planes de actuación de prevención de riesgos laborales de la Comunidad Autónoma
de Extremadura se consagrará el principio de igualdad entre mujeres y hombres, de tal
forma que sus diferencias físicas y los estereotipos sociales asociados, no conduzcan a
desigualdades entre ambos sexos en materia de seguridad y salud laboral.

2. Singularmente, se prestará especial atención a la salud laboral de las trabajadoras
durante el embarazo, en el periodo inmediato a su reincorporación tras el parto, y
durante la lactancia.

3. No obstante, los poderes públicos prestarán también atención a la salud laboral de las
mujeres más allá de su capacidad reproductora. A tal efecto, la Junta de Extremadura
analizará riesgos específicos en profesiones y categorías profesionales feminizadas y la
incidencia de su condición anatómica y fisiológica en el origen de determinados accidentes
de trabajo y enfermedades profesionales.
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4. De igual manera, la Junta de Extremadura promoverá actuaciones frente a riesgos de
carácter ergonómico y psicosocial, atendiendo a las diferencias entre mujeres y hombres.

5. Estas medidas se harán extensibles a las trabajadoras por cuenta propia o autónomas.

Artículo 50. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.

1. Los poderes públicos de Extremadura combatirán el acoso sexual o por razón de sexo en
el ámbito laboral, bien como manifestación atentatoria contra la dignidad de la persona,
bien en su dimensión discriminatoria, o como riesgo profesional de carácter psicosocial.

2. La Junta de Extremadura adoptará los protocolos necesarios y efectuará la promoción y
difusión necesaria de los mismos para evitar la producción de acosos sexuales por razón
de sexo o erradicar los existentes, tanto en el ámbito de la Administración Pública como
en las empresas privadas y demás centros y ámbitos de trabajo.

3. En el marco de la legislación estatal y comunitaria, las empresas arbitrarán los procedi-
mientos, las medidas, las buenas prácticas y las acciones de información y formación
preceptivas.

4. Reglamentariamente se desarrollará un procedimiento de solución dentro del propio
ámbito en el que se hubiera producido el acoso sexual o por razón de sexo, con inde-
pendencia de las posibles acciones judiciales que correspondieran ya sean penales, civi-
les o administrativas.

5. La Junta de Extremadura promoverá la inclusión de estos procedimientos y medidas
complementarias en los convenios colectivos que se negocien en el ámbito autonómico.

6. La Consejería competente en materia de igualdad, con la colaboración de los agentes
sociales y económicos impulsará la elaboración de protocolos específicos dirigidos a preve-
nir y no tolerar tales comportamientos y a gestionar los procedimientos de denuncia inter-
no en el ámbito empresarial. Asimismo prestará el apoyo jurídico y psicológico especializa-
do que requieran las víctimas de estas conductas.

Subsección 2.ª. Igualdad en el Sector Público.

Artículo 51. Empleo en el Sector Público Extremeño.

1. La Administración Pública Extremeña, en cumplimiento de la Ley Orgánica 3/2007, de 22
de marzo, adoptará en su ámbito competencial las siguientes medidas:

a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de discrimina-
ción con el fin de ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y hombres en
el acceso al empleo público y en el desarrollo de la carrera profesional. 

b) Facilitar a las empleadas y empleados públicos la conciliación de la vida personal, fami-
liar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.

c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo
largo de la carrera profesional.
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d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y
valoración. 

e) Establecer protocolos de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo. 

f) Instaurar medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o
indirecta, por razón de sexo.

g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en su ámbito de actuación.

2. Las ofertas públicas de empleo de la Administración Pública deberán ir acompañadas de
un informe de impacto de género.

Artículo 52. Planes de igualdad en la Administración Pública.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y sus Organismos públicos,
elaborarán y aplicarán un Plan de Igualdad de Trato y Oportunidades en el Empleo Público a
desarrollar en el convenio colectivo o acuerdo de condiciones de trabajo del personal funcio-
nario que sea aplicable en los términos previstos en el mismo. Este Plan deberá contemplar
el acceso al empleo, la promoción, la formación, la igualdad retributiva, la conciliación de las
responsabilidades profesionales y familiares, la formación específica en materia de igualdad
entre mujeres y hombres, la prevención del acoso sexual y por razón de sexo, así como
criterios y mecanismos de seguimiento y evaluación del impacto de género que tengan las
actuaciones desarrolladas. 

Artículo 53. Protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.

1. La Junta de Extremadura adoptará las medidas necesarias para una protección eficaz fren-
te al acoso sexual y el acoso por razón de sexo, en el ámbito de las Administraciones
Públicas de la Comunidad Autónoma.

2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma Extremeña crearán condiciones de
trabajo y de acceso y promoción en el empleo público que eviten el acoso sexual y el
acoso por razón de sexo y arbitrarán procedimientos específicos para su prevención y
para dar cauce a las denuncias o reclamaciones que puedan formular quienes hayan sido
objeto del mismo.

3. Estas condiciones y procedimientos en ningún caso serán inferiores a los que la legislación
laboral del Estado establezca para el sector privado y la Junta de Extremadura impulse y
promueva para aquél ámbito.

4. Los poderes públicos de Extremadura seguirán una conducta proactiva contra el acoso
sexual y el acoso por razón de sexo, mediante la implementación de medidas internas que
prevengan, desalienten, eviten, investiguen, identifiquen y sancionen las conductas de
acoso descritas. 

5. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y sus Organismos públicos
negociarán con las organizaciones sindicales un protocolo de actuación que comprenderá
al menos las siguientes cuestiones:
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a) El compromiso de prevenir y no tolerar el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

b) La instrucción a todo el personal, de su deber de respetar la dignidad de las personas y
su derecho a la intimidad, así como la igualdad de trato entre mujeres y hombres.

c) El tratamiento reservado de las denuncias de hechos que pudieran ser constitutivos de
acoso sexual o por razón de sexo.

d) La identificación de las personas responsables de atender a quienes formulen una
denuncia o queja.

Sección 2.ª. Responsabilidad social y marca de excelencia.

Artículo 54. Actuaciones de responsabilidad social de las empresas en materia de
igualdad.

1. Las empresas podrán realizar acciones de responsabilidad social en materia de igualdad.

2. El convenio colectivo constituye el núcleo fundamental para la incardinación de acciones
de responsabilidad social en materia de igualdad de las trabajadoras y trabajadores de la
empresa.

3. No obstante, las empresas podrán desarrollar en otros instrumentos medidas económicas,
comerciales, laborales, asistenciales o de otra naturaleza, destinadas a promover las condi-
ciones de igualdad entre mujeres y hombres en el seno de la empresa o en su entorno.

4. La voluntariedad de estas medidas no excluye la bilateralidad o multilateralidad de las
mismas.

A tal efecto, la Junta de Extremadura promoverá la negociación, consulta o audiencia con la
representación legal de los trabajadores y las trabajadoras, y, en su caso, con otras
asociaciones y entidades específicas de las mujeres o de otros ámbitos.

5. En todo caso, la representación de los trabajadores y trabajadoras deberá ser informada
con carácter previo a su adopción.

6. Las empresas podrán hacer uso publicitario de estas acciones, de conformidad con la
legislación general sobre publicidad y la específica de igualdad contenida en esta ley y sus
normas de desarrollo.

Artículo 55. Marca de Excelencia en Igualdad.

1. La Junta de Extremadura promoverá la adopción por las empresas de medidas específicas
dirigidas a la equiparación laboral entre mujeres y hombres, y, en su caso, la elaboración,
concertación y aplicación de un plan de igualdad en su ámbito de aplicación. A tal efecto,
como fórmula de promoción y reconocimiento a las empresas por la adopción de esas
medidas se creará el distintivo de Marca de Excelencia en Igualdad.

2. Entre los aspectos más relevantes a tener en cuenta para su otorgamiento figurarán:
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a. La equilibrada representación de mujeres y hombres en los grupos y categorías profe-
sionales, y la adopción de medidas de acción positiva en el acceso al empleo y en la
promoción profesional en los niveles en los que las mujeres estén subrepresentadas.

b. La participación equilibrada entre mujeres y hombres en los ámbitos de toma de deci-
sión y el acceso a los puestos de mayor responsabilidad.

c. Las garantías de igualdad de retribución por trabajos de igual valor.

d. Las medidas concretas de conciliación de la vida laboral, familiar y personal.

e. La implantación de medidas adecuadas de prevención y sanción contra la violencia de
género, acoso sexual y por razón de sexo, así como de acoso moral.

f. La no utilización de lenguajes sexistas o androcéntricos en la comunicación interna, y en
la publicidad los productos, los servicios y el marketing de la empresa.

g. La implantación de un Plan de Igualdad en la Empresa.

h. La realización de actuaciones relativas a la responsabilidad social corporativa destina-
das a promover condiciones de igualdad de las mujeres y los hombres en el seno de
la empresa.

3. El distintivo Marca de Excelencia en Igualdad consistirá en un sello identificativo. Su
diseño, condiciones de solicitud, concesión, utilización y revocación se determinarán
reglamentariamente. 

4. La concesión de la Marca de Excelencia en Igualdad afectará exclusivamente a los centros
de trabajo que la empresa tenga en nuestra Comunidad Autónoma, sin perjuicio de los
distintivos análogos que puedan ser concedidas por otras Administraciones Públicas.

CAPÍTULO III

CONCILIACIÓN DE LA VIDA LABORAL, FAMILIAR Y PERSONAL

Artículo 56. Derecho y deber de la corresponsabilidad de hombres y mujeres en el
ámbito público y privado.

1. La Junta de Extremadura desarrollará actuaciones que contribuyan a fomentar un reparto
más equilibrado entre las mujeres y los hombres de Extremadura de las responsabilidades
familiares, las tareas domésticas y el cuidado y atención de las personas en situación de
dependencia, así como al respeto de los derechos derivados del principio de igualdad de
trato y de oportunidades entre mujeres y hombres que garantiza esta ley, propiciando la
conciliación de la vida laboral, personal y familiar.

2. Los poderes públicos de Extremadura impulsarán la corresponsabilidad en la distribución del
tiempo de trabajo y ocio y contemplarán, en cualquiera de las acciones y medidas, el impac-
to transversal que afecte a las familias extremeñas, especialmente a las monoparentales,
con personas dependientes o con vecindad en el ámbito rural, favoreciendo la conciliación.

3. Los poderes públicos de Extremadura llevarán a cabo políticas activas de sensibilización
que pongan en valor las tareas del hogar y de cuidado y atención de las personas, que
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pongan de manifiesto el valor social y económico del trabajo familiar y doméstico realiza-
do por las mujeres y que afirmen la necesidad de una redistribución del trabajo no remu-
nerado entre mujeres y hombres para conseguir un reparto equitativo entre ambos sexos
de las tareas domésticas y de cuidado de las personas.

Artículo 57. Organización de espacios, horarios y creación de servicios.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura promoverá la armonización
de los horarios laborales, escolares, comerciales y de los servicios, orientará el modelo de
desarrollo hacia la integración de funciones, potenciará la descentralización de los servi-
cios y equipamientos y fomentará la introducción de actividades de trabajo productivo en
las zonas de residencia.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en colaboración con el
resto de administraciones competentes, promoverán espacios y servicios que aminoren los
tiempos de desplazamiento.

3. La Administración educativa y la Administración asistencial, tanto de menores en edad no
escolarizados, de mayores, personas con discapacidad o con algún grado de dependencia,
promoverán la existencia de centros de educación infantil y centros de cuidados de perso-
nas mayores, con algún tipo de discapacidad o dependencia, con horarios compatibles con
las jornadas, de descansos y permisos que favorezcan la conciliación de la vida personal,
laboral y familiar de mujeres y hombres.

4. La Junta de Extremadura adoptará medidas para garantizar la conciliación de la vida labo-
ral, familiar y personal de las mujeres y hombres, teniendo en cuenta los nuevos modelos
de familia y la situación de las mujeres que viven en el medio rural.

Sección 1.ª. De la conciliación en las empresas privadas.

Artículo 58. Conciliación en las empresas.

1. Las empresas y entidades privadas respetarán los derechos derivados del principio de igual-
dad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres que garantiza esta ley. Igualmen-
te, deberán desarrollar actuaciones tendentes a facilitar la conciliación de las responsabilida-
des profesionales de sus trabajadores y trabajadoras con su vida personal y familiar.

2. Los poderes públicos de Extremadura, en el ámbito de sus competencias, impulsarán
medidas que favorezcan que las empresas flexibilicen y reordenen el tiempo de trabajo o
adopten otras medidas de conciliación.

Sección 2.ª. De la conciliación en la Función Pública Extremeña.

Artículo 59. Conciliación en el empleo público.

1. Para facilitar la conciliación de la vida personal, laboral y familiar de las empleadas y
empleados públicos y hacer posible un reparto equilibrado de las tareas y responsabilida-
des familiares domésticas, la Junta de Extremadura impulsará medidas de flexibilización
horaria, reducción de jornadas y jornadas parciales, siempre que lo permitan la naturaleza
de los puestos de trabajo y previo acuerdo con las organizaciones sindicales. 
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2. Asimismo, previa negociación con las organizaciones sindicales más representativas en la
Comunidad Autónoma de Extremadura, en las Consejerías y Organismos públicos de la
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura se establecerán medidas de
conciliación, en el marco de los planes de igualdad que podrán incluir aspectos relacionados
con la organización de los tiempos de trabajo, espacios, horarios y disfrute de vacaciones.

3. En la adjudicación de plazas para participar en los cursos de formación, se otorgará prefe-
rencia, durante un año, a quienes se hayan reincorporado al servicio activo o actividad
laboral procedentes de un permiso, excedencia o suspensión de contrato por maternidad,
paternidad o guarda legal, incluidos los supuestos de adopción y acogimiento y el cuidado
de personas con algún tipo de enfermedad, discapacidad o dependencia, conforme se
determine reglamentariamente.

Artículo 60. Embarazo, maternidad y paternidad.

1. Siendo la maternidad un valor humano y una función social que debe ser protegida, la
Junta de Extremadura promoverá las condiciones que eviten los efectos negativos que el
embarazo y la maternidad pueda tener en los derechos de las empleadas públicas.

2. En el marco de la legislación del Estado, y con el fin de garantizar la protección de su
salud laboral, las empleadas públicas embarazadas o en periodo de lactancia tendrán
derecho, de existir riesgo específico en su puesto de trabajo para la madre, el feto o el
lactante, al cambio temporal del puesto de trabajo o funciones dentro del mismo servicio
o centro de trabajo, siempre y cuando no sea posible la adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo, o cuando el riesgo persista tras haberlas llevado a cabo. De no
existir puestos o funciones alternativas compatibles con su estado psicofísico, el cambio
podrá realizarse a centro de trabajo o servicios distintos.

A tal efecto, la Junta de Extremadura, por medio de los servicios de prevención propios y
previa consulta con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras, elaborará
protocolos de actuación en los que, además, se determinen con precisión puestos de
trabajo alternativos y exentos de estos riesgos específicos.

3. Las empleadas públicas que se encuentren embarazadas tendrán prioridad en la elección
del periodo de vacaciones. 

4. Cuando el período de vacaciones coincida con una incapacidad temporal derivada del
embarazo, parto o la lactancia natural, con las situaciones de riesgo durante el embarazo
o de riesgo durante la lactancia natural, o con los permisos de maternidad, paternidad,
adopción o acogimiento, o con su ampliación por lactancia, las empleadas y empleados
públicos tendrán derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta, aunque haya termi-
nado el año natural al que correspondan. No obstante, el ejercicio de este derecho no
podrá extenderse más allá del primer semestre siguiente al citado año natural.

5. La Junta de Extremadura establecerá un permiso de paternidad de cuatro semanas de
duración a favor de su personal, individual y no transferible, para los casos de nacimiento,
adopción o acogimiento de menores, tanto preadoptivo como permanente. Cuando los
progenitores tengan el mismo sexo lo disfrutará la persona a la que no le corresponda el
permiso por parto, adopción o acogimiento establecido con carácter general. Las condicio-
nes de disfrute de este permiso se establecerán reglamentariamente.
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6. La ausencia de los empleados y las empleadas públicos por disfrute del permiso de pater-
nidad o maternidad será cubierta por los mecanismos de suplencia legalmente estableci-
dos. A tal efecto, la sustitución temporal por esta causa no se tendrá en cuenta en los
criterios de rotación de las listas de espera del personal interino.

7. Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Extremadura no podrán
establecer requisitos o condiciones en las pruebas selectivas de acceso o promoción, que
supongan excluir a las mujeres embarazadas o a las que estén en el periodo de suspen-
sión de contrato por maternidad.

Si como consecuencia de esa situación no pudieran completar las pruebas de los procesos,
se conservarán las pruebas superadas, permitiendo su continuación posterior en el proce-
so selectivo en curso, cuando fuere posible, o en todo caso en el inmediato siguiente que
se convoque, en los términos que establezcan las bases de la convocatoria.

CAPÍTULO IV

POLÍTICAS DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LA SALUD 

Artículo 61. Políticas de salud.

1. Las políticas, estrategias y programas de salud de la Comunidad Autónoma de Extremadu-
ra integrarán en su formulación, desarrollo y evaluación, las distintas necesidades de
mujeres y hombres y las medidas necesarias para abordarlas adecuadamente.

2. Igualmente, se establecerán las medidas que garanticen, en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma, la integridad física y psíquica de las mujeres y niñas, impidiendo la
realización de prácticas médicas o quirúrgicas que atenten contra dicha integridad.

3. Asimismo, la Administración Autonómica integrará los principios de igualdad en la práctica
profesional del personal al servicio de las organizaciones sanitarias.

4. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en las acciones de educa-
ción sanitaria y, en concreto, en la formación del personal al servicio de las organizaciones
sanitarias, garantizará la integración sistemática de iniciativas que favorezcan la promo-
ción específica de la salud de las mujeres y prevengan su discriminación, garantizando en
especial su capacidad para detectar y atender las situaciones de violencia de género. 

5. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura impulsará la aplicación de
medidas que permitan la atención específica a las necesidades en materia de salud que,
por razón de sexo, presenten las mujeres, y con especial atención a la prevención y trata-
miento a los colectivos menos favorecidos.

6. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura implantará políticas de
atención a la salud sexual y reproductiva, garantizando en todo caso:

a) La calidad de los servicios de atención a la salud sexual integral y la promoción de
estándares de atención basados en el mejor conocimiento científico disponible.

b) El acceso universal a prácticas clínicas efectivas de planificación de la reproducción,
proporcionando métodos anticonceptivos adecuados a cada necesidad.
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c) La provisión de servicios de calidad para atender a las mujeres y a las parejas durante
el embarazo, el parto y el puerperio.

7. La Administración Autonómica, en el marco de la Educación para la Salud, pondrá en
marcha actuaciones para la promoción de la salud sexual que se dirigirán a:

a) Proporcionar educación sociosanitaria integral y con perspectiva de género sobre salud
sexual.

b) Promover la corresponsabilidad en las conductas sexuales, cualquiera que sea la orien-
tación sexual de las personas.

c) Proporcionar información sociosanitaria sobre anticoncepción y sexo seguro que
prevenga tanto las enfermedades e infecciones de transmisión sexual como los emba-
razos no deseados.

8. La Administración Autonómica garantizará la evaluación, el tratamiento y las intervencio-
nes necesarias para el cambio de sexo, respetando los procesos de identidad individual.

Artículo 62. Investigación biomédica.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura impulsará el enfoque de
género en las diferentes líneas y proyectos de investigación biomédica que atiendan las
diferencias entre mujeres y hombres, en relación con los modos de enfermar y la respues-
ta terapéutica, tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales. 

2. La Administración sanitaria incorporará a los estudios de investigación y de opinión sobre
los servicios sanitarios, encuestas de salud así como registros o cualquier sistema de
información médica y sanitaria, indicadores que permitan conocer los datos relativos a
mujeres y hombres tanto de forma desagregada por sexos como de forma global. 

CAPÍTULO V

OTRAS POLÍTICAS SECTORIALES

Artículo 63. Igualdad en las políticas de inclusión social.

1. Las Administraciones Públicas de Extremadura, en el ámbito de sus competencias, inte-
grarán la perspectiva de género en los diferentes programas sectoriales de las políticas
de inclusión social dirigidos a garantizar a todas las personas el ejercicio de los dere-
chos de ciudadanía.

2. Las Administraciones Públicas Extremeñas adoptarán las medidas necesarias para contra-
rrestar la mayor incidencia de la pobreza y la exclusión social en las mujeres.

3. Asimismo, los poderes públicos extremeños promoverán y llevarán a cabo programas espe-
cíficos de inclusión social orientados a colectivos específicos de mujeres, en aquellos casos
en los que los indicadores de exclusión señalen la especial vulnerabilidad de los mismos.

4. Las Administraciones Públicas Extremeñas, en el ámbito de sus competencias, promoverán
las medidas de índole jurídica y económica necesarias para mejorar las condiciones de las
personas que se encuentren en una situación de precariedad económica derivada de la
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viudedad, así como del impago de pensiones compensatorias y alimenticias fijadas en
convenio judicialmente aprobado o resolución judicial en los casos de nulidad matrimonial,
separación legal, divorcio, extinción de la pareja de hecho por ruptura o proceso de filia-
ción o de alimentos. 

5. La Junta de Extremadura en todas las campañas de información sobre las medidas y
normas contempladas en la ley, en especial las de sensibilización contra la violencia de
género, utilizará los medios adecuados para hacer llegar sus mensajes a todas las muje-
res, especialmente a las mujeres con discapacidad y a las mujeres inmigrantes. 

Artículo 64. Actividad física y deportes.

1. Todos los programas públicos de desarrollo y apoyo a la actividad física y deportiva incor-
porarán la efectiva consideración del principio de igualdad real y efectiva entre mujeres y
hombres en su diseño y ejecución.

2. Las Administraciones Públicas de Extremadura, en su ámbito de competencias, promoverán
y llevarán a cabo las acciones positivas necesarias para conseguir la plena igualdad de opor-
tunidades de mujeres y hombres en el ámbito del fomento de la actividad física y deportiva.

3. La Junta de Extremadura promoverá la actividad física y el deporte femenino y favorecerá
la efectiva apertura de las disciplinas deportivas a las mujeres, mediante el desarrollo de
programas específicos en todas las etapas de la vida y en todos los niveles, incluidos los
de responsabilidad y decisión.

4. La Junta de Extremadura, así como las federaciones, asociaciones y entidades deporti-
vas de la Comunidad Autónoma de Extremadura velarán por el respeto al principio de
igualdad de oportunidades en la celebración de pruebas deportivas y convocatorias de
premios deportivos.

Artículo 65. Cultura.

1. Las Administraciones Públicas de Extremadura, en su ámbito de competencias, velarán por
hacer efectivo el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y
hombres en todo lo concerniente a la creación y producción artística y cultural y a la difu-
sión de la misma.

2. Las Administraciones Públicas de Extremadura no podrán conceder ningún tipo de ayuda o
subvención ni participarán en ninguna actividad cultural que sea sexista o discriminatoria
por razón de sexo.

3. Los distintos organismos de las Administraciones Públicas Extremeñas, que de modo directo o
indirecto configuren el sistema de gestión cultural, desarrollarán las siguientes actuaciones:

a) Adoptar iniciativas destinadas a favorecer la promoción específica de las mujeres en la
cultura y a combatir su discriminación estructural y/o difusa.

b) Impulsar políticas activas de ayuda a la creación y producción artística y cultural de
autoría femenina, traducidas en incentivos de naturaleza económica, con el objeto de
crear las condiciones para que se produzca una efectiva igualdad de oportunidades.
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c) Promover la presencia equilibrada de mujeres y de hombres en la oferta artística y
cultural pública.

d) Garantizar la representación equilibrada en los distintos órganos consultivos y de deci-
sión existentes en el organigrama artístico y cultural, así como en los jurados de
premios promovidos o subvencionados por la Junta de Extremadura.

e) Adoptar medidas de acción positiva para favorecer la creación y producción artística de
las mujeres, propiciando el intercambio cultural, intelectual y artístico, a nivel regional,
nacional e internacional y la suscripción de convenios con los organismos competentes.

f) Impulsar la recuperación de la memoria histórica de las mujeres y promover políticas
culturales que hagan visibles las aportaciones de las mujeres al patrimonio cultural de
Extremadura.

g) Velar porque las manifestaciones artísticas y culturales, ya sean sostenidas por fondos
públicos como privados, no reproduzcan estereotipos y valores sexistas.

h) Favorecer la creación artística y cultural innovadora que apoyen la superación del
androcentrismo y el sexismo, el conocimiento de la diversidad étnica y cultural de los
diferentes colectivos de mujeres y la visualización de las diferentes orientaciones
sexuales e identitarias de las mujeres.

Artículo 66. Cooperación Internacional para el Desarrollo.

1. Todas las políticas, planes, documentos de planificación estratégica, tanto sectorial
como geográfica y herramientas de programación operativa de la Cooperación Extreme-
ña para el Desarrollo, incluirán el principio de igualdad entre mujeres y hombres en su
agenda de prioridades.

2. La igualdad entre mujeres y hombres será una prioridad transversal y específica en los
contenidos de las políticas extremeñas de cooperación internacional para el desarrollo,
contemplando medidas concretas para su seguimiento y evaluación.

3. Los poderes públicos de Extremadura, garantizarán la formación de los y las agentes
de cooperación, tanto del ámbito público como privado, para incorporar la perspectiva
de género.

Artículo 67. Planeamiento urbanístico y vivienda.

1. Las Administraciones Públicas de Extremadura integrarán la perspectiva de género en el
diseño de las políticas y los planes en materia de vivienda, desarrollando programas y
actuaciones que tengan en cuenta las características y necesidades de los distintos colecti-
vos de mujeres, la diversidad de los modelos de familia y las distintas etapas del ciclo vital.

2. En las condiciones que se determinen reglamentariamente, las Administraciones Públicas
de Extremadura competentes darán un trato preferente en la adjudicación de viviendas a
las mujeres que se encuentren en situación de exclusión o ante un estado de necesidad
previsto legalmente, especialmente para mujeres víctimas de violencia de género.
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3. Asimismo, las Administraciones Públicas de Extremadura, en coordinación y colaboración
con las entidades locales en el territorio extremeño, tendrán en cuenta la perspectiva de
género en el diseño de las ciudades, en las políticas urbanas y en la definición y ejecución
de los planeamientos urbanísticos.

4. Las políticas urbanísticas deberán garantizar la descentralización de servicios, de manera
que la construcción de infraestructuras y la ordenación del suelo dé respuesta a las necesi-
dades de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, disminuyendo los tiempos de
desplazamiento y garantizando la accesibilidad a los servicios en igualdad de oportunidades.

5. Las Administraciones Públicas de Extremadura garantizarán la participación de las mujeres
en la planificación, el seguimiento y la evaluación de las políticas de planificación territorial
y urbanística. Reglamentariamente se establecerá la forma de hacer efectiva esta garantía
de participación.

Artículo 68. Transporte.

1. Los poderes públicos de Extremadura integrarán la perspectiva de género en la planifica-
ción de los transportes y la movilidad.

2. La Junta de Extremadura promoverá la integración de la perspectiva de género en los
análisis de las pautas de movilidad de la población extremeña.

3. Las políticas públicas de movilidad y transporte darán prioridad a la reducción de los tiem-
pos de los desplazamientos, deberán facilitar la proximidad y los itinerarios cotidianos
relacionados con la organización de la vida familiar y doméstica y darán respuesta a las
necesidades del mundo rural o de zonas de menor densidad de población.

Artículo 69. Medio ambiente.

1. Los poderes públicos de Extremadura, en su ámbito de competencias, integrarán la pers-
pectiva de género en las acciones de Educación Ambiental, así como en la promoción de la
recogida selectiva de residuos y reciclado. 

2. Asimismo, se fomentará la participación de las mujeres en las políticas de protección
medioambiental y en los nuevos yacimientos de empleo relacionados con la preservación
del medio ambiente.

Artículo 70. Sociedad de la Información y del conocimiento.

1. Los poderes públicos de Extremadura promoverán las acciones que favorezcan la
implantación de las nuevas tecnologías, en base a criterios de igualdad, y promoverán
la participación de las mujeres en la construcción de la sociedad de la información y
del conocimiento. 

2. De manera específica se facilitará el acceso de las mujeres al manejo de las tecnologías
de la comunicación y de la información, con medidas y programas de formación que
erradiquen las barreras que dificultan la utilización en igualdad de condiciones de los
recursos tecnológicos.
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3. En los proyectos desarrollados en el ámbito de las tecnologías de la información y la
comunicación, financiados total o parcialmente por los poderes públicos de Extremadura,
se garantizará que su lenguaje y contenido no sean sexistas.

Artículo 71. Desarrollo rural.

1. Los poderes públicos de Extremadura integrarán la perspectiva de género en las actuacio-
nes de desarrollo rural, garantizando que estas intervenciones contemplen las necesidades
de las mujeres, permitan su plena participación con equidad en los procesos de desarrollo
rural y contribuyan a una igualdad de oportunidades real entre mujeres y hombres. 

2. De manera específica, los poderes públicos de Extremadura desarrollarán acciones dirigi-
das a:

a) Conocer la situación real de las mujeres en el ámbito rural.

b) Valorar y visibilizar el trabajo de las mujeres en las explotaciones agrarias. 

c) Formar y prestar asistencia técnica a las mujeres del ámbito rural para facilitar su acce-
so a las nuevas tecnologías y a la gestión de empresas en sectores con futuro. 

d) Promover el acceso al autoempleo y al empleo de las mujeres del ámbito rural.

e) Alentar y promover el asociacionismo de las mujeres del ámbito rural.

f) Promover el acceso al ocio, cultura y deporte de las mujeres en el mundo rural. 

g) Promover el acceso de las mujeres del ámbito rural a puestos de decisión política,
profesional y sindical.

h) Impulsar la participación de las mujeres en la elaboración, en la decisión y en la ejecución
de los planes y políticas de desarrollo rural, a través de los cauces legales establecidos.

3. Asimismo, impulsará el ejercicio del derecho a la titularidad compartida en explotaciones
agrarias reconocido en las normas, adoptando las medidas necesarias para facilitar a las
mujeres el acceso y mantenimiento de la titularidad o cotitularidad de las explotaciones.

CAPÍTULO VI

PARTICIPACIÓN SOCIAL Y POLÍTICA 

Artículo 72. Participación social y política.

1. Las Administraciones Públicas extremeñas impulsarán la participación social y política de
las mujeres en todos los ámbitos materiales de actuación en que sean competentes.

2. El Instituto de la Mujer de Extremadura promoverá en el ámbito territorial local la crea-
ción de los Consejos de la Mujer, de distinta naturaleza municipal, mancomunal y/o
comarcal, configurándose como órganos de representación y participación de las muje-
res, para garantizar una presencia permanente de la voz y la opinión de las mujeres en
la sociedad extremeña.
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3. Se impulsará el funcionamiento del Consejo Extremeño de Participación de las Mujeres.

4. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura ha de promover que en los
órganos de dirección de las asociaciones y organizaciones profesionales, empresariales, de
economía social, sindicales, políticas, culturales o de otra índole exista una presencia equi-
librada de mujeres y hombres. A tal fin, entre otras actuaciones, podrán adecuar las
subvenciones que les correspondan en función de la adopción de medidas que posibiliten
un incremento de la presencia de mujeres en aquellos órganos de dirección en los que
estén infrarrepresentadas.

Artículo 73. Fomento del asociacionismo.

1. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura impulsará las asocia-
ciones que lleven a cabo actividades dirigidas a la consecución de los fines que persigue la
ley. Las entidades sin ánimo de lucro que trabajen en el ámbito de la promoción de la igual-
dad entre mujeres y hombres podrán ser declaradas de utilidad pública, en los términos
previstos en la legislación específica de sus correspondientes formas jurídicas.

2. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura potenciará las
iniciativas que persigan la creación de redes de asociaciones de mujeres con el objetivo de
incorporar a las mujeres en la actividad pública, privada y empresarial. 

3. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura velará para impul-
sar el movimiento asociativo de mujeres en el mundo rural.

4. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura potenciará el
desarrollo de asociaciones de carácter local y su implicación en otros órganos supra locales. 

CAPÍTULO VII

IMAGEN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL

Artículo 74. Imagen de las mujeres y hombres.

1. La Junta de Extremadura y el resto de Administraciones Públicas extremeñas velarán por
el cumplimiento estricto de la legislación en lo relativo a la protección y salvaguarda de los
derechos fundamentales, con especial atención a la erradicación de conductas favorecedo-
ras de situaciones de desigualdad de las mujeres, en todos los medios de comunicación
social sujetos a sus propios ámbitos competenciales.

2. La Junta de Extremadura y el resto de Administraciones Públicas promoverán la transmi-
sión de una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de los hombres y de las mujeres
en todos los medios de información y comunicación. En todo caso, velarán para que la
imagen de las mujeres que se transmita a través de estos medios y de la publicidad sea
igualitaria, plural, libre de los anacronismos y estereotipos sexistas tradicionales de su
subordinación a los hombres y pongan de manifiesto, por el contrario, la pluralidad de
funciones y papeles que las mujeres ejercen en los diversos ámbitos de la sociedad actual.

3. A estos efectos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.a) de la Ley 34/1988, de
11 de noviembre, General de Publicidad, se considerará publicidad ilícita aquella que aten-
te contra la dignidad de la persona o vulnere los valores y derechos reconocidos en la
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Constitución, especialmente, los previstos en los artículos 14, 18 y 20.4. En los medios de
comunicación social no podrán emitirse anuncios que presenten a las mujeres de forma veja-
toria o discriminatoria, bien utilizando particular y directamente su cuerpo o partes del
mismo como mero objeto desvinculado del producto que se pretende promocionar, bien su
imagen asociada a comportamientos estereotipados que vulneren los fundamentos de nues-
tro ordenamiento coadyuvando a generar la violencia a que se refiere la Ley Orgánica
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Artículo 75. Medios de comunicación social.

1. Los medios de comunicación social, cuya actividad se encuentre sujeta al ámbito compe-
tencial de la Comunidad Autónoma de Extremadura, transmitirán una imagen igualitaria
de mujeres y hombres, debiendo utilizar un lenguaje no sexista e imágenes no estereoti-
padas que potencien la igualdad y una visión positiva de los dos sexos.

2. La Junta de Extremadura, con la finalidad de evitar la discriminación de las mujeres en el
sector de la información y la comunicación de titularidad pública y, en especial, en relación
con la organización y actividad propia de la entidad audiovisual autonómica:

a) Fomentará que, en sus órganos de administración, representación y consulta y en los
puestos técnicos, se respete el principio de composición y/o participación equilibrada
entre mujeres y hombres. 

b) Promoverá la adopción, mediante la autorregulación, de códigos de buenas prácticas
tendentes a que los medios de comunicación trasmitan, en sus programaciones el conte-
nido de los valores constitucionales sobre la posición social de las mujeres y los hombres
y, en especial, los valores de: igualdad, tolerancia, respeto, rechazo a la violencia y
dignidad de las personas, al margen de cánones de belleza y de estereotipos sexistas
sobre las funciones que ambos sexos desempeñan en los diferentes ámbitos de la vida y
con especial incidencia en los contenidos dirigidos a la población infantil y juvenil. 

c) Garantizará que, en los medios de titularidad pública se pongan en marcha, de forma
periódica, campañas institucionales de información y difusión dirigidas a poner en valor
la necesaria presencia y participación social y política de las mujeres y la eliminación de
la desigualdad entre los dos sexos y, en especial, de sensibilización contra la violencia
de género, el acoso sexual y la explotación sexual de las mujeres. A estos efectos,
velará por la utilización de los mecanismos adecuados para hacer llegar estos mensa-
jes, también, a las mujeres con alguna discapacidad sensorial, estableciendo, para ello,
los servicios de traducción necesarios.

d) Garantizará el aumento, cuantitativo y cualitativo, de la visibilidad y audibilidad de las
mujeres. Aumentos que deberán ser observados, evaluados y, en su caso, corregidos,
por el Consejo de Administración de la Corporación Extremeña de Medios Audiovisua-
les, previo dictamen del Consejo Asesor de la misma.

e) Fomentará la existencia de contactos entre las asociaciones y grupos de mujeres y los
representantes de los medios de comunicación social, para identificar las necesidades e
intereses reales de aquéllas y animar a los medios de comunicación a que retraten, sin
estereotipos, a mujeres y hombres. 
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f) Velará, de manera específica, por el cumplimiento del principio de igualdad y no discri-
minación en la publicidad, contando para ello con el asesoramiento del Observatorio de
la Igualdad en Extremadura.

3. El Observatorio de la Igualdad en Extremadura podrá realizar estudios y análisis sobre
contenidos especialmente perjudiciales, como videojuegos, programas sobre la vida priva-
da de las personas y revistas y publicaciones destinadas al público adolescente, en los que
se refuerzan, sustancialmente, los papeles y estereotipos sexistas e, incluso, la violencia
contra las mujeres.

4. Se promoverá la elaboración de un Plan Específico de Igualdad, por parte de la Corpora-
ción Extremeña de Medios Audiovisuales, que incluya la formación y promoción de muje-
res a puestos de responsabilidad directiva y profesional.

5. Se incluirá la perspectiva de género en los criterios de contratación de campañas de publi-
cidad, por parte de los organismos públicos extremeños.

6. Se vigilará que los medios de titularidad privada persigan en sus contenidos lo previsto en
el presente artículo para los medios públicos. Para ello, se promoverá la adopción de
acuerdos de autorregulación que contribuyan al cumplimiento de la legislación en materia
de igualdad entre hombres y mujeres, incluyendo las actividades de venta y publicidad
que en aquéllos se desarrollen. 

TÍTULO IV

VIOLENCIA DE GÉNERO

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 76. Disposiciones generales.

1. La Junta de Extremadura, sin perjuicio de las competencias que de acuerdo con la ley
correspondan a la Administración General del Estado o a las administraciones locales, es la
administración pública competente para regular y asegurar las prestaciones y derechos esta-
blecidos por esta ley, garantizando los servicios de la Red Extremeña de Atención a Víctimas
de la Violencia de Género. Igualmente establecerá las pautas, objetivos y líneas de interven-
ción en materia de prevención, sensibilización y detección de la violencia de género. 

2. La Junta de Extremadura deberá garantizar la accesibilidad de los servicios y recursos,
para el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, a todas las mujeres que habiten
en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

3. Sin perjuicio de las competencias que de acuerdo con la ley les corresponda, los munici-
pios podrán ejercer competencias propias de la Comunidad Autónoma de Extremadura por
vía de delegación o fórmulas de gestión conjunta.

Artículo 77. Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Extremadura

1. Corresponde a la Junta de Extremadura:
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a) Definir la política general para luchar contra la violencia de género, a través de los
Planes de Sensibilización, Prevención y Erradicación de la Violencia de Género. 

b) Regular la finalidad, funcionamiento y composición de la Comisión Permanente para la
Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

c) Garantizar la adecuada coordinación de la Red, los recursos, instituciones y medios,
tanto materiales, como humanos con la Administración General del Estado e impulsar
las fórmulas de colaboración, cooperación e información mutua que resulten necesarias
para garantizar los derechos que establece esta ley.

d) Fijar la forma y el procedimiento para adecuar y compatibilizar los recursos regulados
por esta ley con los recursos de las Administraciones Públicas de Extremadura compe-
tentes, para prestar servicios de educación, trabajo, salud, servicios sociales y otros
implicados en la lucha contra la violencia de género y en la atención a mujeres víctimas
de esta violencia.

e) Impulsar la colaboración y la cooperación con las demás comunidades autónomas para
garantizar los derechos establecidos por esta ley.

f) Cumplir todas las demás funciones que le atribuyen expresamente esta ley y otras leyes
de la misma materia.

2. Corresponde a la administración local:

a) Programar, prestar y gestionar los servicios de información y asesoramiento y preven-
ción de la violencia de género y efectuar la derivación a los diferentes servicios especia-
lizados de la Red de Atención a Víctimas de la Violencia de Género, en los términos
especificados por esta ley.

b) Colaborar con la gestión, en su caso, de los servicios de la Red de Atención a Víctimas
de violencia de género, de acuerdo con lo que se establezca mediante convenio con la
Administración autonómica 

c) Colaborar, a través de los Servicios Sociales de Base, en la gestión de las prestaciones
económicas y las subvenciones que esta ley establece, así como en el desarrollo de las
acciones de sensibilización y prevención de la violencia de género.

d) Cumplir las demás competencias atribuidas por disposición legal.

CAPÍTULO II

DERECHOS DE LAS MUJERES EN SITUACIONES DE VIOLENCIA DE GÉNERO
A LA ATENCIÓN INTEGRAL Y EFECTIVA

Artículo 78. Derecho a la atención efectiva.

1. La Junta de Extremadura, en el ámbito de sus competencias, prestará una atención real y
efectiva a las mujeres víctimas de violencia de género o en riesgo de padecerla.

2. Esta atención será integral en los términos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciem-
bre, de violencia de género, correspondiendo a la Junta de Extremadura la asistencia y
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asesoramiento jurídico, la asistencia sanitaria, incluyendo la atención psicológica especiali-
zada, medidas sociales y económicas, así como las derivadas de ejecución de la legislación
laboral, tendentes a facilitar, si así fuese preciso, su recuperación funcional.

Artículo 79. Identificación de las situaciones de violencia de género.

A efectos de acceder a los derechos de atención establecidos en este Capítulo, constituyen
medios de prueba calificados para la identificación de las situaciones de violencia de género:

a) El informe del Instituto de la Mujer de Extremadura, en función de la información recibida
de los diferentes dispositivos que constituyen la Red de Atención a las Víctimas de la
Violencia de Género.

b) La sentencia de cualquier orden jurisdiccional, aunque no haya ganado firmeza, que decla-
re que la mujer ha sufrido alguna de las formas de esta violencia.

c) La orden de protección vigente.

Artículo 80. Contenido del derecho a la protección efectiva.

Las Administraciones Públicas de Extremadura, en colaboración con la Administración Gene-
ral del Estado, dentro de los ámbitos competenciales correspondientes en esta materia,
impulsarán la protección de las víctimas de la violencia de género promoviendo:

a) Que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Local presten la atención
específica de protección, incluyendo en las situaciones de emergencia a las mujeres que
sufren alguna de las formas de violencia que esta ley recoge.

b) Que puedan acceder a residencias o centros de acogida que ofrezcan un recurso especiali-
zado para atender situaciones de riesgo vital de urgencia u otras razones a las mujeres y
a sus hijas/os víctimas de violencia de género que han de abandonar su domicilio.

c) Que las administraciones competentes vigilen y controlen el cumplimiento exacto de las
medidas acordadas por los órganos judiciales.

Artículo 81. Derecho a la atención y la asistencia sanitarias específicas.

Las mujeres que sufren cualquier forma de violencia de género tienen derecho a una aten-
ción y una asistencia sanitarias especializadas. Dicha atención contempla:

a) La atención por parte del Servicio Extremeño de Salud mediante la aplicación de un proto-
colo de atención y asistencia en todas las manifestaciones de la violencia de género, en
los diferentes niveles y servicios.

b) La atención por parte de los dispositivos terapéuticos de la Red de Atención a Víctimas de
la Violencia de Género. Dichos dispositivos prestarán atención psicológica especializada a
las mujeres víctimas, a los hijos e hijas de ésta, así como a menores víctimas de la violen-
cia de género.
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Artículo 82. Derecho a la información, atención y asistencia jurídica.

1. Los poderes públicos de Extremadura velarán para que en todos sus servicios de atención e
información a víctimas de violencia de género, así como en los de las empresas o asociacio-
nes financiadas por dichos poderes y que estas ofrezcan a la ciudadanía, se dé suficiente
información sobre los derechos de atención y asistencia jurídica de las víctimas, y en espe-
cial al derecho de asistencia y defensa gratuita que prestan los Colegios de Abogados.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura garantizará a todas las
mujeres víctimas de violencia de género, el derecho a la orientación jurídica en la forma
prevista en la legislación vigente. Asimismo, deberá garantizar que los servicios de orien-
tación jurídica prestados por Colegios de Abogados, empresas, o asociaciones financiadas
con fondos públicos, relativas a cualquier situación de violencia de género, sea ofrecida
por abogados debidamente formados en violencia de género.

3. Las mujeres que sufren o han sufrido cualquiera de las formas de violencia que recoge
esta ley tienen derecho a la asistencia jurídica gratuita en la forma establecida por la
legislación vigente.

4. El Instituto de la Mujer de Extremadura, a través de la Red Extremeña de Atención a Vícti-
mas de Violencia de Género, garantizará la prestación de los servicios de asistencia jurídi-
ca a las mujeres que han sufrido violencia de género, asegurando esta asistencia en todo
el territorio de Extremadura a través de los Servicios especializados de los Colegios de
Abogados, u otros organismos o instituciones.

5. Los/as menores perjudicados/as por la muerte de la madre como consecuencia de un acto
de violencia de género, o por otras circunstancias que impidan a la madre ejercer las
potestades que le son propias respecto a los propios menores, estos tendrán los mismos
derechos que aquella con relación a la asistencia jurídica especializada.

6. En los supuestos de delitos más graves cometidos en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma de Extremadura, que causen alarma social, que se dirijan contra alguna víctima
extremeña, o en aquellos supuestos en que el interés público así lo requiera, con indepen-
dencia de la personación de la propia víctima o sus herederos y herederas, la Junta de
Extremadura podrá personarse para ejercer la acción popular, a través de sus servicios
jurídicos, o por abogados contratados, y especialmente, mediante convenios con los Cole-
gios de Abogados.

Artículo 83. Derecho a la atención social. 

1. Las Administraciones Públicas de Extremadura promoverán medidas para facilitar el
normal desenvolvimiento de la vida de las mujeres que sufren cualquier forma de violen-
cia de género y se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, laboral, o de
cualquier otra dificultad social, como consecuencia de padecer dicha situación de violencia.

2. En particular, deberán: 

a) Promover medidas para facilitar el acceso a una vivienda a las mujeres cuando se
encuentren en situación de precariedad económica debido a la violencia de género, o
cuando el acceso a una vivienda sea necesario para recuperarse.
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b) Establecer mecanismos de protección en el ámbito laboral, de las mujeres víctimas de
violencia de género, que faciliten y favorezcan la normalización de su situación.

c) Facilitar el acceso a las ayudas y prestaciones económicas generales y a aquellas otras
que se prevean para las mujeres víctimas de violencia de género y las personas de
ellas dependientes.

d) Facilitar ayudas escolares a los hijos e hijas de las mujeres víctimas de violencia de
género.

3. Tendrá asegurada su escolarización inmediata el alumnado que se vea afectado por
cambios de centros derivados de actos de violencia de género o acoso escolar.

4. Para la concesión de ayudas destinadas a paliar los gastos escolares, de comedor, trans-
porte escolar, actividades extraescolares y otros de carácter similar, se valorará la situa-
ción de violencia en la que la madre o los y las menores se encuentren o se hayan encon-
trado, junto con los otros factores.

5. Para determinar los requisitos de necesidad económica, solo se tendrán en cuenta las
rentas o ingresos personales de que disponga la mujer solicitante.

CAPÍTULO III

ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL

Artículo 84. Instituto de la Mujer de Extremadura.

1. El Instituto de la Mujer de Extremadura, además de las funciones que tiene atribuidas por
su ley de creación y por la presente ley, es el organismo vertebrador para luchar contra la
violencia de género en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

2. Además de las funciones que el Instituto de la Mujer de Extremadura tiene atribuidas por
la Ley 11/2001, de 10 de octubre, son funciones del mismo las siguientes:

a) Impulsar y coordinar las políticas contra la violencia de género que debe aprobar el
Gobierno de la Junta de Extremadura.

b) Velar por el eficaz funcionamiento de la Comisión Permanente para la Prevención y
Erradicación de la Violencia de Género de Extremadura.

c) Nombrar a la persona encargada de la coordinación técnica de la Red Extremeña de
Atención a Víctimas de la Violencia de Género, que formará parte de la Comisión
Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

d) Velar por la adecuación, eficacia y calidad de los dispositivos y programas llevados a
cabo por las diferentes Administraciones Públicas de Extremadura respecto al Plan de
Sensibilización, Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

e) Impulsar la elaboración y la firma de convenios de colaboración y acuerdos entre las
Administraciones Públicas y las entidades implicadas en la lucha contra la violencia
de género.
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f) Ejercer las funciones de Punto de Coordinación de Órdenes de Protección, coordinando
las órdenes de protección de las víctimas de violencia doméstica, en cumplimiento de la
normativa vigente y los Protocolos de aplicación de la misma.

Artículo 85. Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia
de Género en Extremadura.

1. La Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género,
adscrito a la Consejería competente en materia de Igualdad, es el organismo de coordina-
ción institucional para impulsar, supervisar y evaluar las actuaciones en el abordaje de la
violencia de género, sin perjuicio de las competencias de impulso, seguimiento y control
de la Junta de Extremadura.

2. Dicha Comisión asume las funciones y objetivos hasta la fecha atribuidos a la Comisión
Permanente para la Erradicación y Prevención de la Violencia contra la Mujer, creada por
Decreto 148/1999, de 6 de septiembre.

3. La Comisión estará presidida por la persona titular de la Consejería competente en mate-
ria de Igualdad, y su composición, atribuciones y régimen de funcionamiento se estable-
cerá reglamentariamente. En tanto no se lleve a efectos el desarrollo normativo se regirá
por lo establecido en el Decreto 148/1999, de 6 de septiembre en cuanto no se oponga a
lo establecido en este artículo.

Artículo 86. Coordinación institucional en materia de violencia de género. 

La coordinación institucional en materia de violencia de género se realizará en el seno de la
Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género. 

CAPÍTULO IV

RED EXTREMEÑA DE ATENCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO

Artículo 87. Red Extremeña de Atención a las Víctimas de Violencia de Género. Defi-
nición y estructura de la Red.

1. Por la presente ley se crea la Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Géne-
ro, cuyos dispositivos y la relación entre los mismos serán regulados mediante Reglamen-
tos de Régimen Interno, elaborados por el Instituto de la Mujer de Extremadura, aproba-
dos por la Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la violencia de
género y, debidamente autorizados mediante decreto, por el Consejo de Gobierno de la
Junta de Extremadura.

2. Corresponde a la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, a través del
Instituto de la Mujer de Extremadura, la puesta en funcionamiento, titularidad, competen-
cia, programación, prestación y gestión de la Red Extremeña de Atención a Víctimas de
Violencia de Género.

3. La función fundamental de la Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Géne-
ro será garantizar la prestación de los servicios detallados en este Capítulo, en colabora-
ción con el resto de las Administraciones Públicas implicadas. 
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4. La Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Género guiará sus procedimien-
tos de actuación a tenor del Protocolo Interdepartamental para la Prevención y Erradica-
ción de la Violencia de Género, que será aprobado por la Comisión Permanente para la
Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

5. La Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Género estará compuesta por
los dispositivos públicos de emergencia y atención especializada de las diferentes Adminis-
traciones Públicas existentes en el ámbito de actuación de la Red y siempre que lo solici-
ten de forma expresa, aceptando los principios establecidos por la Comisión Permanente
para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

6. En el caso de que existan programas de atención relacionados con la violencia de género,
que no estén integrados en la Red Extremeña, y que se lleven a cabo por otras Adminis-
traciones Públicas o por entidades privadas que desarrollen su acción con fondos públicos,
la Administración la Comunidad Autónoma de Extremadura, a través del Instituto de la
Mujer de Extremadura, será la entidad responsable de asegurar que dichos programas se
ajusten a los criterios generales establecidos por la Comisión Permanente para la Preven-
ción y Erradicación de la Violencia de Género y velará para que su acción no interfiera o
duplique servicios prestados por la Red Extremeña.

7. La coordinación técnica de la Red Extremeña de Atención a Víctimas de la Violencia de
Género será responsabilidad del Instituto de la Mujer de Extremadura.

8. La acción de la Red se concibe como el producto de las sinergias que se establecen entre los
diferentes dispositivos de protección y atención especializada destinada a las mujeres vícti-
mas de violencia de género, junto con aquellos destinados a la atención de los y las menores
víctimas y a la reeducación de los maltratadores. Estos dispositivos, existirán todos ellos
bajo la cobertura de distintas Administraciones Públicas o entidades privadas habilitadas
para tal fin, estableciendo no sólo una acción coordinada, sino también complementando sus
recursos humanos profesionales y, trabajando de forma estratégica de tal forma que
compartirán metodología, materiales, instrumentos y objetivos finales de la acción.

Artículo 88. Servicios de la Red.

1. La Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Género garantizará los siguien-
tes servicios:

a) De Emergencia: que deben asegurar la prestación de los Servicios de Atención de
Emergencia a nivel psicológico, jurídico y policial de acuerdo con los convenios de cola-
boración que se formalicen con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y
además del servicio de Acogida de Urgencia.

b) De Atención Especializada a las Víctimas, que deben asegurar la prestación de los servi-
cios de protección policial conforme los convenios de colaboración citados en el apartado
anterior y, de acogida en centros especializados, el asesoramiento jurídico permanente,
la atención psicológica especializada y los programas de recuperación integral.

c) De atención a los hijos e hijas de las mujeres víctimas de violencia de género y a las
menores víctimas de dicha violencia. 
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d) La reeducación de agresores, como servicio complementario.

2. Con el fin de asegurar la prestación de estos servicios, la Administración de la Comunidad
Autónoma de Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, implantará
los siguientes dispositivos de atención especializada que se integrarán en la Red Extreme-
ña de Atención a Víctimas de la Violencia de Género: 

a) Los Dispositivos de Acogida de Urgencia y de Larga Estancia.

b) La Oficina de Asistencia Integral.

c) Los Puntos de Atención Psicológica. 

d) Los Centros Integrales de Recuperación. 

Para la puesta en funcionamiento de estos dispositivos, la Administración Autonómica
podrá firmar acuerdos de colaboración con otras Administraciones Públicas.

3. La Red Extremeña de Atención a Víctimas de Violencia de Género, asimismo, garantizará
que se desarrollen en el seno de la Red, los programas destinados a la atención a hijos e
hijas de mujeres víctimas de violencia de género o menores afectados por este tipo de
violencia, los programas de reeducación de maltratadores y los diferentes dispositivos de
emergencia. A tal fin, si fuese necesario habilitará protocolos de colaboración con otras
Administraciones Públicas implicadas o habilitará los recursos necesarios para su desarro-
llo bajo la tutela administrativa del Instituto de la Mujer de Extremadura.

4. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura regulará la formación espe-
cífica de los recursos humanos profesionales que desarrollan su labor en los diferentes
dispositivos de atención a las víctimas de la violencia de género, asegurando, en su caso,
el desarrollo de cursos de especialización. Igualmente deberá establecer medidas de
apoyo y cuidado para los y las profesionales en ejercicio que desarrollen su labor en estos
dispositivos de atención, para prevenir y evitar los procesos de agotamiento, confusión y
desgaste profesional.

CAPÍTULO V

INTERVENCIÓN INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO

Artículo 89. El Plan para la Sensibilización, Prevención y Erradicación de la Violen-
cia de Género.

El Plan para la Sensibilización, Prevención y Erradicación de la Violencia de Género es el
instrumento de planificación aprobado por el Gobierno de la Junta de Extremadura con una
vigencia máxima de cuatro años, a propuesta de la Comisión Permanente para la Prevención
y Erradicación de la Violencia de Género. Este Plan especificará el conjunto de objetivos y
medidas para erradicar la violencia de género y establecerá, de forma coordinada, global y
participativa, las líneas de intervención y las directrices que deben orientar la actividad de los
Poderes Públicos en la Comunidad Autónoma de Extremadura.
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Artículo 90. Protocolo Interdepartamental para la Prevención y Erradicación de la
Violencia de Género.

1. El Protocolo Interdepartamental para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Géne-
ro contemplará los itinerarios y procedimientos de intervención en materia de violencia de
género que guiarán la actuación de las Administraciones Públicas en la Comunidad Autó-
noma de Extremadura.

2. Sus áreas fundamentales serán las siguientes:

a) Sensibilización, prevención e información.

b) Atención de emergencia y especializada.

c) Programas complementarios.

d) Formación e investigación.

Artículo 91. Sobre otros protocolos para una intervención coordinada contra la
violencia de género.

1. La Junta de Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, impulsará la
elaboración, por las diferentes Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma, de los
protocolos referentes a sus respectivas áreas de competencia, que establezcan la concreción
y el procedimiento de las actuaciones y garanticen la perspectiva de género y las adecuación
de dichas actuaciones a las pautas generales establecidas por la presente ley. 

2. La Junta de Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, deberá
compartir protocolos de colaboración con los servicios competentes de la Administración
General del Estado que pueden intervenir en las diferentes situaciones de violencia de
género, para garantizar medidas y mecanismos de apoyo, coordinación y cooperación
necesarios para desarrollar una intervención adecuada contra la violencia de género y la
atención eficaz a las víctimas de dicha violencia.

3. La Junta de Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, deberá firmar
un protocolo de colaboración con el resto de las Administraciones Públicas competentes,
para compartir los datos de carácter personal que se consideren necesarios para la efica-
cia en la atención a las víctimas y el funcionamiento de todos los dispositivos, asegurando
la confidencialidad y los requisitos legalmente establecidos. A tal efecto se creará un fiche-
ro específico que será regulado reglamentariamente.

Artículo 92. Actuaciones de sensibilización, prevención e información. 

1. En el Plan para la Sensibilización, Prevención y Erradicación de la Violencia de Género se
incluirán los criterios y programas de sensibilización y prevención contra la violencia de
género que se llevaran a cabo en la Comunidad Autónoma de Extremadura. Dichos
programas serán coordinados por el Instituto de la Mujer de Extremadura y contaran con
la participación de las Consejerías de la Junta de Extremadura que resulten implicadas, las
asociaciones y organizaciones de mujeres y los agentes sociales y económicos.
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2. Las Administraciones Públicas de Extremadura desarrollarán periódicamente actuaciones
destinadas a informar y sensibilizar a mujeres y hombres, modificar los modelos y actitu-
des, mitos y prejuicios sexistas y concienciar a la sociedad sobre la violencia de género
como una problemática social que atenta contra nuestro sistema de valores. Dichas accio-
nes, asimismo, deberán dirigirse a la población en general. En su caso, se adaptarán a las
especiales circunstancias de niños y niñas, personas en edad adolescente y juvenil, perso-
nas inmigrantes, personas que viven en el medio rural y personas con discapacidad.

3. Las actuaciones de información tendrán por objeto dar a conocer los deberes de la ciuda-
danía acordes con el principio de igualdad de género, los deberes de los y las profesiona-
les, los derechos de las mujeres que sufren situaciones de violencia de género y los recur-
sos y servicios disponibles de atención destinados a víctimas de violencia de género.

4. Las actuaciones de sensibilización tendrán como objetivo potenciar los valores de igualdad
y asertividad en las relaciones entre hombres y mujeres, y en su caso a modificar los
mitos, estereotipos, y prejuicios relacionados con la violencia de género. 

5. Las actuaciones de prevención tendrán como objetivo eliminar las actitudes y comporta-
mientos machistas, incidiendo en la toma de conciencia de los mismos y en la identifica-
ción de las distintas formas de abuso y sumisión, buscando alternativas de resolución no
violenta de los conflictos y profundizando en el aprendizaje de la convivencia basada en el
respeto a todas las personas y la igualdad de género. 

6. Deberán contar con protocolos específicos de sensibilización, prevención e información:

a) La Red de Oficinas de Igualdad y de Violencia de Género, para la sensibilización,
prevención e información de la población en general, los grupos asociativos y las y los
profesionales del ámbito comunitario.

b) Los servicios sanitarios, especialmente los Centros de Atención Primaria y de Salud
Mental, para prevenir, detectar e identificar situaciones de riesgo o existencia de violen-
cia de género y de colaboración con los Puntos de Atención Psicológica implantados en
sus áreas de salud, para la adecuada atención de las mujeres afectadas.

c) Los centros educativos y formativos, tanto los referidos a la enseñanza reglada, incluida
la universitaria, como a aquellos otros servicios de formación profesional, que deberán
orientarse a la sensibilización y promoción de actitudes y comportamientos de igualdad
y no violencia. 

d) Los servicios sociales implantados en las diferentes localidades de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura, que se dirigirán a la población en general y especialmente a los
grupos más vulnerables, e incidirán fundamentalmente, en estrategias destinadas a
sensibilizar, informar, prevenir, detectar e identificar situaciones de riesgo o existencia
de violencia de género y de colaboración con los Puntos de Atención Psicológica.

e) Los medios de comunicación de titularidad pública, para el adecuado tratamiento infor-
mativo de las noticias sobre los casos de violencia de género.

Viernes, 25 de marzo de 2011
7483NÚMERO 59



Artículo 93. Sobre la atención de emergencia y especializada.

1. La Junta de Extremadura, a través de la Red Extremeña de Atención a las Víctimas de
Violencia de Género, garantizará la atención jurídica, social y psicológica a las mujeres
víctimas de la violencia de género a través de los dispositivos de atención de emergencia,
los dispositivos de atención terapéutica y los dispositivos de atención jurídica y social.

2. Los dispositivos de atención de emergencia comprenderán: 

a) El acogimiento de urgencia, que será responsabilidad del Instituto de la Mujer de Extre-
madura, a través de los Dispositivos de Acogida de Urgencia. Son servicios especializa-
dos que prestan servicio las veinticuatro horas todos los días del año, destinados a faci-
litar acogimiento temporal de corta duración a las mujeres que están sometidas o han
sido sometidas a situaciones de violencia de género y, en su caso, a sus hijas e hijos,
para garantizar su seguridad personal. Asimismo, deben facilitar recursos personales y
sociales que permitan una resolución de la situación de crisis.

b) La atención jurídica de urgencia. Es la asistencia jurídica a la mujer maltratada ante
Cuerpos y Fuerzas de seguridad, juzgados y tribunales y administraciones públicas
con la finalidad de garantizar su defensa en todos los procesos judiciales y adminis-
trativos derivados de un acto de violencia de género, en los términos de la legislación
vigente, y se prestará por medio de los abogados adscritos a los turnos especiales de
asistencia a las víctimas de violencia de género de los Colegios de Abogados de
Badajoz y Cáceres. A tal efecto, se promoverá la firma de convenios con los Colegios
de Abogados de Cáceres y Badajoz, a fin de garantizar la asistencia inmediata y de
calidad a las víctimas.

c) La atención psicológica de urgencia, que tendrá como misión referente realizar una
primera valoración del estado psicológico de la víctima, poner en marcha un plan de
actuación con la misma para minimizar el impacto de la experiencia vivida y derivar a
los Puntos de Atención Psicológica de la zona para que desde allí se realice la interven-
ción apropiada o se derive al dispositivo de atención pertinente. Para la prestación de
este servicio, el Instituto de la Mujer de Extremadura formalizará los convenios de cola-
boración pertinentes con el Colegio Oficial de Psicólogos de Extremadura.

3. Los dispositivos de atención terapéutica comprenderán:

a) Los Puntos de Atención Psicológica. La Administración de la Comunidad Autónoma de
Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura, en coordinación con el
Servicio Extremeño de Salud y, en su caso, con otras Administraciones Públicas implica-
das, garantizarán la implantación de estos centros en las diferentes Áreas de Salud de
la Comunidad Autónoma de Extremadura. Los Puntos de Atención Psicológica serán el
mecanismo de entrada a la Red de Atención Terapéutica y prestarán atención psicológi-
ca a las mujeres víctimas de violencia de género de su zona de influencia, mediante
programas de atención individualizada y grupal y a través de los grupos de auto-ayuda.

b) Los Centros de Recuperación Integral de la Mujer. Estos centros de atención especializa-
da están orientados a mujeres víctimas de violencia de género que presentan un grado
de deterioro personal muy significativo como consecuencia de la relación de maltrato. 
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c) Los Dispositivos de Acogida de Larga Estancia. Estos dispositivos de acogida están
destinados a mujeres víctimas de violencia de género que requieren protección durante
un periodo de larga duración y a aquellas otras mujeres que son derivadas desde cual-
quiera de los Puntos de Atención Psicológica con el objetivo de participar en el Progra-
ma de Recuperación Integral y, que por ello, deben residir en los Dispositivos de Acogi-
da, garantizando así mismo el acogimiento de sus hijos e hijas y prestando la atención
especializada, si fuese el caso.

4. El Dispositivo de Atención Jurídica y Social, constituido por la Oficina de Asistencia Integral
del Instituto de la Mujer de Extremadura tiene como función fundamental ofrecer a las
mujeres la información y el asesoramiento necesarios para su correcto desenvolvimiento
social y el seguimiento informativo de los procedimientos jurídicos que se deriven de la
situación de maltrato. Igualmente será su responsabilidad, el seguimiento del cumplimien-
to efectivo de las Órdenes de Protección.

5. La Junta de Extremadura, a través del Instituto de la Mujer de Extremadura y en el seno
de la Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género,
deberá impulsar la existencia de un protocolo de colaboración entre las diferentes admi-
nistraciones con competencia en materia policial, incluida la Policía Local, para garantizar
el derecho de protección de las mujeres víctimas de la violencia de género. 

6. A los efectos de la presente ley, tendrán la consideración de víctimas de violencia de géne-
ro los hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género; no sólo porque en algunos
casos han sufrido agresiones directas, sino también porque presencian la violencia entre
sus padres y/o simplemente porque han convivido en un entorno de relaciones violentas y
de abuso de poder que ha generado en ellos consecuencias diversas. También tendrán esa
consideración las mujeres que, siendo menores de edad, son víctimas de las agresiones
provocadas por figuras masculinas vinculadas a ellas y que ejercen un control y dominio
sobre ellas por el mero hecho de ser mujer. La Administración autonómica, a través de la
Red Extremeña de Atención a Víctimas de la Violencia de Género y en colaboración con los
dispositivos pertinentes de otras administraciones públicas, garantizará los recursos espe-
cializados para la atención de estos menores.

Artículo 94. Sobre la atención complementaria.

Se considerará que una acción necesaria para la erradicación de la violencia de género y la
protección de las mujeres víctimas de ella, es la intervención reeducativa con los hombres
que la ejercen. Por ello la administración de la Junta de Extremadura, a través de la Red
Extremeña de Atención a Víctimas de la Violencia de Género, garantizará la realización de
este tipo de programas, asegurándose que cumplan los criterios establecidos por la Comisión
Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

Tendrán derecho a participar en este tipo de programas todos los hombres que voluntaria-
mente así lo deciden por ser consciente de su comportamiento machista y agresivo contra su
pareja, y aquellos otros que hayan sido condenados penalmente a someterse a un tratamien-
to o curso de reeducación por la comisión de un delito de violencia de género. 

A tal fin se deberán acordar protocolos de colaboración con las diferentes administraciones
públicas con competencia en esta materia, tendentes a unificar todas las intervenciones que
se lleven a cabo con los penados.
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Artículo 95. Formación de profesionales e investigación.

1. La Junta de Extremadura, a través del Centro de Estudios de Género del Instituto de la
Mujer de Extremadura, promoverá la formación especializada en materia de violencia de
género, destinada a los y las profesionales de las diferentes Administraciones Públicas, de
los colegios profesionales y en las entidades privadas colaboradoras, cuyos fines estén
relacionados con el objeto de la presente ley, siguiendo los criterios marcados por la
Comisión Permanente para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género.

2. A tal fin, colaborará en la realización de las acciones formativas relativas a la intervención
en situaciones de violencia de género, con los organismos y entidades implicada en la
lucha contra la misma.

3. Asimismo, el Centro de Estudios de Género del Instituto de la Mujer de Extremadura
promoverá la inclusión de la materia de violencia de género en los planes de estudio de
las titulaciones de la Universidad de Extremadura que se correspondan con las profesiones
implicadas en la prevención y erradicación de la misma.

4. La Junta de Extremadura, a través del Centro de Estudios de Género del Instituto de la
Mujer de Extremadura, facilitará la formación especializada de profesionales que desarrollen
su labor en los diferentes dispositivos de prevención y atención especializada en violencia de
género, de las diferentes Administraciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

5. Con el objetivo de mejorar la prevención, la atención y la efectividad de la recuperación en
situaciones de violencia de género y conseguir su erradicación, la Junta de Extremadura
promocionará la investigación, en los ámbitos universitario y especializado, sobre los
temas relacionados con la violencia de género.

6. Asimismo, el Centro de Estudios de Género, en coordinación con el Observatorio de la
Igualdad en Extremadura, impulsará y realizará estudios dirigidos a incrementar el conoci-
miento sobre el fenómeno de la violencia de género y el desarrollo de estrategias eficaces
para su prevención y erradicación. 

7. La investigación debe incluir todas las manifestaciones de la violencia de género, así como el
diferente impacto que tiene esta violencia en colectivos específicos de mujeres y en las
menores y los menores que indirecta o directamente la sufren. Asimismo, la investigación
debe desarrollar programas innovadores que tengan como objetivo definir, ensayar y evaluar
estrategias proactivas y preventivas con relación a los perpetradores de violencia de género.

8. La promoción de la investigación en materia de violencia de género será liderada transver-
salmente por el Instituto de la Mujer de Extremadura, que establecerá los necesarios
acuerdos de colaboración en los ámbitos universitario y especializado, para llevarla a cabo.

TÍTULO V

GARANTÍAS PARA LA IGUALDAD DE GÉNERO

Artículo 96. Evaluación de la aplicación de la ley.

1. En los términos en que reglamentariamente se determine, se elaborará un informe periódi-
co sobre el conjunto de actuaciones en relación con la efectividad del principio de igualdad
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entre mujeres y hombres que estará coordinado por la Consejería competente en materia
de igualdad. Además de evaluar el impacto de estas actuaciones, propondrá, en su caso,
aquellos aspectos o criterios que deban ser corregidos, para la consecución de los objetivos
perseguidos con esta ley. En todo caso, a través de este Informe se llevará a cabo el segui-
miento de las actuaciones contempladas en el Plan Estratégico para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres.

2. A estos efectos, se establecerá un sistema periódico de suministro de información de
aquellas actuaciones que, dentro del ámbito competencial de la Comunidad Autónoma de
Extremadura y, concretamente, desde las distintas Consejerías de la Administración Auto-
nómica, impulsen la consecución de la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres. 

3. Con carácter previo a su aprobación, se presentará su contenido a la Comisión Interdepar-
tamental para la Igualdad, para su toma en consideración.

Artículo 97. Igualdad de trato en el acceso al uso de bienes y servicios y su suministro.

Los Poderes Públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura adoptarán las medidas
necesarias para garantizar el respeto al principio de igualdad de trato entre mujeres y
hombres, mediante la ausencia de discriminación directa e indirecta por razón de sexo, en lo
relativo al acceso a bienes y servicios y su suministro. 

Artículo 98. Acciones frente a la publicidad ilícita.

1. La publicidad que comporte una conducta discriminatoria, de acuerdo con esta ley, se
considerará publicidad ilícita, en los términos establecidos en la legislación vigente sobre
la materia.

2. Conforme a la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, frente a la publi-
cidad ilícita por utilizar de forma discriminatoria o vejatoria la imagen de la mujer, están
legitimados para el ejercicio de las acciones previstas en el artículo 32.1, 1.ª a 4.ª de la
ley de Competencia Desleal, además de las personas titulares de derechos e intereses
legítimos y del Ministerio Fiscal:

a) El Instituto de la Mujer de Extremadura u órgano autonómico extremeño que tenga
atribuidas sus competencias.

b) Las asociaciones legalmente constituidas que tengan como objetivo único la defensa de
los intereses de la mujer y no incluyan como asociados a personas jurídicas con ánimo
de lucro.

TÍTULO VI

INFRACCIONES Y SANCIONES 

Artículo 99. Responsabilidad.

1. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden y de las atribuciones
inspectoras y sancionadoras que en el ámbito laboral pueda ejercer la Inspección de
Trabajo, la responsabilidad administrativa por infracciones en materia de igualdad entre
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hombres y mujeres podrá ser exigida a las personas físicas o jurídicas, públicas o priva-
das, por la realización de las acciones u omisiones tipificadas en esta ley, aun a título de
simple inobservancia.

2. Cuando el cumplimiento de la obligación prevista en esta ley corresponda a varias perso-
nas conjuntamente, éstas responderán de manera solidaria de las infracciones que come-
tan y de las sanciones que se impongan.

Artículo 100. Infracciones.

1. Las infracciones administrativas se clasifican en leves, graves y muy graves.

2. Son infracciones administrativas leves:

a) No facilitar la labor o negarse parcialmente a colaborar con la acción investigadora de
los servicios de inspección de la Junta de Extremadura.

b) No realizar los Planes de Igualdad o de Conciliación en aquellos Centros o empresas
que estén obligados a hacerlo por disposición legal, una vez que hayan sido requeridos
para ello por la Autoridad Laboral.

3. Son infracciones graves:

a) La obstrucción o negativa absoluta a la actuación de los servicios de inspección de la
Junta de Extremadura.

b) La realización de actos o la imposición de cláusulas en los negocios jurídicos que consti-
tuyen o causen discriminación por razón del sexo.

c) La implantación, el impulso o la tolerancia de prácticas laborales discriminatorias en
empresas que reciban subvenciones, bonificaciones o ayudas públicas de la Comunidad
Autónoma de Extremadura.

d) La elaboración, utilización o difusión en Centros educativos de la Comunidad Autónoma
de Extremadura de libros de texto y materiales didácticos que presenten a las personas
como superiores o inferiores en dignidad humana en función de su sexo, o que utilicen
la imagen de las mujeres asociada a comportamientos que justifiquen o inciten a la
prostitución o a la violencia contra ellas. 

e) El empleo de un lenguaje sexista en documentos y soportes administrativos. 

f) La realización de campañas de publicidad o anuncios que utilicen el cuerpo de las muje-
res o partes del mismo como reclamo publicitario, desvinculado del producto anuncia-
do, o que utilicen la imagen de las mujeres asociada a comportamientos que justifiquen
o inciten a la prostitución o a la violencia contra ellas.

g) Reincidir en la comisión de, al menos, dos infracciones leves.

4. Son infracciones muy graves:

a) Cualquier comportamiento, de naturaleza sexual o no, realizado en función del sexo de
una persona, que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra su dignidad,
creando un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo para la misma. 
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b) Cualquier trato desfavorable a las mujeres relacionado con el embarazo o maternidad
de las mismas. 

c) Cualquier represalia o trato adverso que reciba una persona como consecuencia de
haber presentado la misma una queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso de
cualquier tipo, destinado a impedir su discriminación y a exigir el cumplimiento efectivo
del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

d) Reincidir en la comisión de, al menos, dos infracciones graves.

e) El empleo de un lenguaje sexista o la transmisión de mensajes o imágenes estereotipa-
das de subordinación de las mujeres a los hombres o de desigualdad entre ambos
sexos, en los medios de comunicación públicos extremeños, en aquellos otros medios
de comunicación que reciban subvenciones públicas, o en los medios de comunicación
sujetos al ámbito competencial de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 101. Reincidencia.

A los efectos de lo previsto en esta ley, existirá reincidencia cuando el responsable o respon-
sables de la infracción prevista en ella hayan sido sancionados anteriormente mediante reso-
lución firme por la realización de una infracción de la misma naturaleza en el plazo de 2
años, contados desde la notificación de aquella.

Artículo 102. Sanciones.

1. Las infracciones leves serán sancionadas con apercibimiento o con multa de hasta 3.000 euros.

2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 3.001 hasta 20.000 euros.
Además, podrán imponerse como sanciones accesorias alguna o algunas de las siguientes:

a) Prohibición de acceder a cualquier tipo de ayuda pública de la Comunidad Autónoma de
Extremadura por un periodo de hasta 3 años.

b) Inhabilitación temporal, por un periodo de hasta 3 años, para ser titular, la persona físi-
ca o jurídica, de centros o servicios dedicados a la prestación de servicios públicos.

c) Cierre o suspensión temporal del servicio, actividad o instalación hasta 3 años.

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 20.001 hasta 45.000 euros,
y además podrá imponerse alguna o algunas de las sanciones accesorias siguientes:

a) Prohibición de acceder a cualquier tipo de ayuda pública de la Comunidad Autónoma de
Extremadura por un periodo de 3 a 5 años.

b) Inhabilitación temporal, por un periodo de 3 a 5 años, para ser titular, la persona física
o jurídica, de centros o servicios dedicados a la prestación de servicios públicos.

c) Cierre o suspensión temporal del servicio, actividad o instalación hasta 5 años.
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Artículo 103. Graduación de las sanciones.

1. Para la graduación de las sanciones se tendrá en cuenta:

a) La naturaleza y gravedad de los riesgos o perjuicios causados.

b) La intencionalidad del autor.

c) La trascendencia social de los hechos o su relevancia.

d) El beneficio que haya obtenido el infractor.

e) El incumplimiento de las advertencias o requerimientos que previamente haya realizado
la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

f) La reparación voluntaria de los daños causados o la subsanación de los defectos que
dieron lugar a la infracción procedimental, siempre que ello tenga lugar antes de que
recaiga resolución definitiva en el procedimiento sancionador.

2. Para la imposición de las sanciones pecuniarias y para la determinación de su cuantía
deberá tenerse en cuenta que la comisión de las infracciones no resulte más beneficiosa
para el infractor o los infractores que el cumplimiento de las normas infringidas.

Artículo 104. Régimen de prescripción.

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los 3 años, las graves a los dos años y las leves
a los 6 meses.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse desde el día siguiente
a aquel en que la infracción se hubiera cometido o, de prolongarse la acción u omisión en
el tiempo, desde el día en que hubiese cesado.

3. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán al año, las graves a los
seis meses y las leves a los tres meses.

4. El cómputo de la prescripción de las sanciones comenzará a correr desde que adquiera
firmeza la resolución que imponga la sanción. Este plazo de prescripción quedará inte-
rrumpido desde el comienzo del procedimiento de ejecución, con conocimiento del intere-
sado, y volverá a reanudarse desde que quede paralizado durante más de un mes por
causa no imputable al infractor.

Artículo 105. Competencia.

1. La imposición de las sanciones previstas en este título exigirá la previa incoación del corres-
pondiente expediente sancionador cuya instrucción corresponderá al personal funcionario al
servicio de la Comunidad Autónoma de Extremadura. No obstante, la incoación de expe-
dientes sancionadores por las infracciones previstas en el artículo 100, párrafo 2 b) y párra-
fo 3 e) y f) exigirán la existencia de queja formal o denuncia previa para proceder.

2. Las autoridades competentes para la imposición de las sanciones por la comisión de
infracciones previstas en esta ley serán:

a) La Directora del Instituto de la Mujer de Extremadura para la imposición de sanciones
por infracciones leves.
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b) La Consejera de Igualdad para la imposición de sanciones por infracciones graves.

c) El Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para la imposición de sanciones por
infracciones muy graves.

Artículo 106. Procedimiento sancionador.

La potestad sancionadora se ejercerá de conformidad con lo que disponen la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común y la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y de acuerdo con el procedimiento sancionador
previsto en el Decreto 9/1994, de 8 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre
procedimientos sancionadores seguidos por la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Disposición adicional primera. Unidades de Igualdad.

Las Unidades de Igualdad previstas en el artículo 13 deberán estar en funcionamiento en el
plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la ley. 

Disposición adicional segunda. Adscripción del Instituto de la Mujer de Extremadura.

El Instituto de la Mujer de Extremadura quedará adscrito a la Consejería competente en
materia de igualdad.

Disposición transitoria. Financiación.

La implementación y puesta en práctica de las políticas, medidas y acciones contenidas en
esta norma se supeditará a la evolución general de la economía y a su concreción en disponi-
bilidades presupuestarias futuras.

Disposición derogatoria única. Cláusula general.

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que contradigan o se
opongan a lo previsto en la presente ley.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para dictar las disposiciones
necesarias para el desarrollo normativo y para la ejecución de esta ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos, que sea de aplicación esta ley, que cooperen a su
cumplimiento y a los Tribunales y Autoridades que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 23 de marzo de 2011.

El Presidente de la Junta de Extremadura,

GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA
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SERVICIO EXTREMEÑO DE SALUD

ORDEN de 15 de marzo de 2011 por la que se suprime la categoría
estatutaria de Pediatra de Área de Atención Primaria en el ámbito de las
Instituciones Sanitarias del Servicio Extremeño de Salud. (2011050078)

La Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servi-
cios de salud, establece en su artículo 15 que en el ámbito de cada servicio de salud se crea-
rán, modificarán o suprimirán categorías de personal estatutario de acuerdo con las previsio-
nes en materia de representación y negociación colectiva que la propia ley establece y, en su
caso, de los planes de ordenación de recursos humanos regulados en su artículo 13.

De acuerdo con las previsiones de la disposición transitoria sexta, 1.b) de la referida norma
se han mantenido vigentes la disposiciones relativas a las categorías profesionales y a las
funciones encomendadas a cada una de ellas en las normas relativas a los estatutos jurídi-
cos del personal. No obstante, si bien las categorías preexistentes han sido asumidas por el
Servicio Extremeño de Salud en todo aquello que viene a concordar con los requerimientos
y peculiaridades que presenta el sistema sanitario público de Extremadura, por otra parte, y
dentro de un continuo proceso de adaptación de las estructuras sanitarias a las nuevas
necesidades, se han creado y modificado categorías con la finalidad de ordenar los recursos
de personal de forma que la demanda asistencial pueda ser atendida con los profesionales
más idóneos.

Dicha acción organizativa, que se focaliza en las categorías profesionales como principal
instrumento de ordenación del personal a través del cual se realiza la agrupación unitaria de
funciones, competencias y aptitudes profesionales, ha tenido especial significación en el nivel
de la atención primaria. Nuevamente es en este marco en el que procede incidir con la finali-
dad de reordenar más adecuadamente la clasificación profesional existente en el primer nivel
de atención y adaptarla a las exigencias actuales.

Así, una de las categorías profesionales preexistentes y que desde el primer momento de los
traspasos sanitarios se incorporó a la clasificación profesional del Servicio Extremeño de
Salud, es la de Pediatra de Área de Atención Primaria, figura que se creó mediante Resolu-
ción de 23 de julio de 1998, de la Presidencia Ejecutiva del Instituto Nacional de la Salud, y
que fue concebida como un instrumento de apoyo al trabajo de los Equipos de Atención
Primaria complementando y asegurando ciertas prestaciones sanitarias, principalmente el
desarrollo de las actividades programadas para la población infantil en las zonas básicas de
salud en las que no se dispusiera de médico pediatra.

Sin embargo, el propio devenir en el funcionamiento de los equipos de atención primaria y la
necesidad de dar respuesta a la demanda sanitaria en términos de eficiencia, ha propiciado
que paulatinamente las funciones de la categoría de Pediatra de Área de Atención Primaria se
hayan ido asimilando a las funciones de Pediatra de Equipo de Atención Primaria, hasta
alcanzar una práctica identidad funcional, siendo buena muestra de ello el hecho de que los
Pediatras de Área de Atención Primaria también desarrollan las actividades no programadas y
de consulta a demanda, conllevando además en muchos casos la responsabilidad de la aten-
ción sanitaria que deriva de la asignación de tarjetas sanitarias.

Viernes, 25 de marzo de 2011
7492NÚMERO 59



Dicha identidad de funciones aboca, siguiendo criterios de economía en la clasificación profe-
sional y de optimización de los servicios públicos, a la necesidad de suprimir la categoría de
Pediatra de Área de Atención Primaria e integrar sus cometidos y profesionales adscritos a
ella en la categoría de Pediatra de Equipo de Atención Primaria, vista la consolidación de la
tendencia a que la asistencia sanitaria a la población infantil se vertebre a través de esta últi-
ma figura, conforme se desprende del Capítulo II del Decreto 15/2006, de 24 de enero, por
el que se regula la libre elección de médico, servicio y centro en Atención Primaria, y sin
perjuicio, en ausencia de Pediatras de Equipo de Atención Primaria, de la intervención de los
Médicos de Familia de Equipo de Atención Primaria.

Por tanto, los profesionales pertenecientes a la categoría de Pediatra de Área de Atención
Primaria, objeto de supresión a través de esta orden, se integrarán en la categoría de Pedia-
tra de Equipo de Atención Primaria.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura, el Decreto 189/2004, de 14 de
diciembre, por el que se regula la estructura orgánica del Servicio Extremeño de Salud en
las Áreas de Salud, establece en su disposición adicional única que se publicará mediante
orden de la Consejería de Sanidad y Dependencia la creación, modificación y supresión de
categorías de personal estatutario.

En su virtud, en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 36 de la Ley 1/2002, de 28
de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura,
y previa negociación en la Mesa Sectorial de Sanidad, 

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto.

Constituye el objeto de la presente orden la supresión de la categoría estatutaria de Pediatra
de Área de Atención Primaria.

Artículo 2. Funciones.

Con base en lo ya expuesto, las funciones hasta ahora encomendadas a la categoría que se
suprime se integrarán con las funciones asignadas a la categoría de Pediatra de Equipo de
Atención Primaria.

Artículo 3. Plantilla de personal estatutario.

Las plazas básicas que en las correspondientes plantillas de personal estatutario figuran
como adscritas a la categoría de Pediatra de Área de Atención Primaria, se adscribirán a la
categoría de Pediatra de Equipo de Atención Primaria, asignándosele la zona de salud con la
que, en su caso, viniese estando vinculada en función del cupo pediátrico. No obstante, a
aquellas plazas procedentes de la categoría de Pediatra de Área de Atención Primaria que no
dispongan de cupo suficiente dentro de una zona de salud se les adscribirá en la correspon-
diente plantilla a varias zonas de salud. A dicho efecto, habrá de contemplarse en la estruc-
tura funcional de la plantilla de personal estatutario la denominación/función “Pediatra de
Equipos de Atención Primaria”.
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Artículo 4. Integración de los profesionales.

Los profesionales del Servicio Extremeño de Salud que a la entrada en vigor de esta orden se
encuentren prestando servicios mediante el correspondiente nombramiento en la categoría
de Pediatra de Área de Atención Primaria se integrarán, a todos los efectos, en la categoría
de Pediatra de Equipo de Atención Primaria.

Por otro lado, los profesionales de la categoría de Pediatra de Área de Atención Primaria que
hayan pasado, procedentes del Servicio Extremeño de Salud, a una situación administrativa
distinta de la de activo y que no conlleve derecho de reserva de la plaza y destino de origen,
podrán reingresar al servicio activo mediante su participación en los procedimientos de movi-
lidad voluntaria que se convoquen para la categoría de Pediatra de Equipo de Atención
Primaria, o bien con carácter provisional con ocasión de vacante en dicha categoría. 

Asimismo, en el supuesto de que existan profesionales de la categoría de Pediatra de Área de
Atención Primaria declarados en la situación administrativa de “excedencia por prestar servi-
cios en el sector público”, por el motivo de hallarse desempeñando, mediante nombramiento
interino, plaza vacante de la categoría de Pediatra de Equipo de Atención Primaria, pasará,
previa revocación de dicho nombramiento, a desempeñar con carácter provisional la misma
plaza que venía ocupando interinamente, con efectos de la fecha de la entrada en vigor de la
presente orden.

Disposición adicional.

A efectos del acceso mediante pruebas selectivas a la Categoría de Pediatra de Equipo de
Atención Primaria y de la participación en procesos de movilidad en dicha categoría, el tiem-
po de servicios prestados en la Categoría de Pediatra de Área de Atención Primaria se consi-
derará como prestado en la Categoría de Pediatra de Equipo de Atención Primaria.

Disposición final primera. Habilitación.

Se faculta a la Dirección Gerencia del Servicio Extremeño de Salud para dictar cuantos actos
o resoluciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
Extremadura.

Mérida, a 15 de marzo de 2011.

La Consejera de Sanidad y Dependencia,

M.ª JESÚS MEJUTO CARRIL
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1.— NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS

CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y HACIENDA

ORDEN de 21 de marzo de 2011 por la que se nombran Notarios para servir
plaza en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura. (2011050079)

El artículo 11.1.2 del Estatuto de Autonomía de Extremadura dispone que la Comunidad
Autónoma de Extremadura tiene competencias de ejecución para el nombramiento de los
Notarios que han de servir en plaza de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Por Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 19 de noviembre
de 2010 fue convocado procedimiento de concurso para la provisión de Notarías vacantes, de
acuerdo a lo dispuesto en los artículos 88 a 96 y demás concordantes, del Reglamento de la
Organización y Régimen Jurídico del Notariado. El concurso fue resuelto por Resolución de
24 de febrero de 2011 de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en la que
figuran los concursantes a los que les ha sido adjudicada plaza en territorio de esta Comuni-
dad Autónoma.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento de la Organi-
zación y Régimen Jurídico del Notariado y conforme a las competencias atribuidas al titular
de esta Consejería por los Decretos del Presidente 15/1999, de 29 de septiembre, para el
nombramiento de los Notarios y de los Registradores de la Propiedad, Mercantiles y Bienes
Muebles del territorio de la Comunidad Autónoma, y el 17/2007, de 30 de junio, por el que
se modifica la denominación, el número y las competencias de las consejerías que conforman
la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, 

D I S P O N G O :

Primero. Nombrar a los Notarios que se relacionan en el Anexo para servir en las plazas de la
Comunidad Autónoma de Extremadura que para cada uno se indica.

Segundo. Dar traslado del nombramiento a los interesados y a los Decanos de los Colegios
Notariales de Sevilla y de Extremadura, de procedencia, así como a la Dirección General de
los Registros y del Notariado, del Ministerio de Justicia.

Tercero. Publicar la presente orden en el Diario Oficial de Extremadura.

Contra la presente orden, que pone fin a la vía administrativa, los interesados podrán
interponer recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes, contado a partir del
día siguiente a su publicación en el Diario Oficial de Extremadura, ante este mismo órga-
no, conforme a lo dispuesto en los artículos 102 y 103 de la Ley 1/2002, de 28 de febre-
ro, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y en
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los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, o recurso
contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Extremadura, en el plazo de dos meses contados desde el día
siguiente a su publicación en el citado Diario Oficial, conforme lo dispuesto en los artícu-
los 10.1 letra i), 14 y 46.1, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.

Mérida, a 21 de marzo de 2011.

El Consejero de Administración Pública y Hacienda,

ÁNGEL FRANCO RUBIO

A N E X O

NOTARÍA NOMBRADO 

Badajoz José Luis PÉREZ CARDESA

Alburquerque Juan Francisco MARTÍNEZ-VILLASEÑOR GONZÁLEZ DE LARA

• • •
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ORDEN de 21 de marzo de 2011 por la que se nombra Registrador de la
Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles para servir plaza en el territorio
de la Comunidad Autónoma de Extremadura. (2011050080)

El artículo 11.1.2 del Estatuto de Autonomía de Extremadura dispone que la Comunidad
Autónoma de Extremadura tiene competencias de ejecución para el nombramiento de los
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles que han de servir en plaza
de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Por Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 22 de diciembre de
2010 fue convocado procedimiento para la provisión de vacantes de Registros de la Propie-
dad, Mercantiles y de Bienes Muebles, conforme a lo dispuesto en el artículo 284 de la Ley
Hipotecaria y en el 496 y siguientes del Reglamento Hipotecario. Dicho concurso fue resuelto
por Resolución de 24 de febrero de 2011 de la Dirección General de los Registros y del Nota-
riado, en la que figura el concursante al que le ha sido adjudicada plaza en Extremadura.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 284 de la Ley Hipotecaria y en
los artículos 496 y siguientes del Reglamento Hipotecario, conforme a las competencias atri-
buidas al titular de esta Consejería por los Decretos del Presidente 15/1999, de 29 de
septiembre, para el nombramiento de los Notarios y de los Registradores de la Propiedad,
Mercantiles y Bienes Muebles del territorio de la Comunidad Autónoma, y el 17/2007, de 30
de junio, por el que se modifica la denominación, el número y las competencias de las
Consejerías que conforman la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, 

D I S P O N G O :

Primero. Nombrar a D. José Ridruejo López, Registrador de la Propiedad, Mercantil y de Bien-
es Muebles para servir en el Registro de la Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles de
Llerena, provincia de Badajoz.

Segundo. Dar traslado del nombramiento al interesado, al Presidente del Tribunal Superior de
Justicia y a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Tercero. Publicar la presente orden en el Diario Oficial de Extremadura.

Contra la presente orden, que pone fin a la vía administrativa, los interesados podrán inter-
poner recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes, contado a partir del día
siguiente a su publicación en el Diario Oficial de Extremadura, ante este mismo órgano, con-
forme a lo dispuesto en los artículos 102 y 103 de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del
Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y 107, 116 y
117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, o recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadu-
ra, en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente a su publicación en el citado
Diario Oficial, conforme lo dispuesto en los artículos 10.1 letra i), 14 y 46.1, de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Mérida, a 21 de marzo de 2011.

El Consejero de Administración Pública y Hacienda,

ÁNGEL FRANCO RUBIO
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2.— OPOSICIONES Y CONCURSOS

SERVICIO EXTREMEÑO DE SALUD

RESOLUCIÓN de 22 de marzo de 2011, de la Dirección Gerencia, por la que
se convoca proceso selectivo para la cobertura temporal de dos plazas de
Enfermero Perfusionista en las Instituciones Sanitarias del Servicio
Extremeño de Salud. (2011060607)

Vista la necesidad asistencial de cubrir dos plazas vacantes de enfermero perfusionista en el
Servicio Extremeño de Salud, para cuyo desempeño se requiere una formación, cualificación
y conocimientos adicionales a la titulación exigida para estos diplomados sanitarios, y de
conformidad con lo dispuesto por la Ley 7/2007, de 12 de abril (BOE núm. 89, de 13 de
abril), del Estatuto Básico del Empleado Público, por la Ley 55/2003, de 16 de diciembre
(BOE núm. 301, de 17 de diciembre), del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los
Servicios de Salud, por el Decreto 12/2007, de 23 de enero (DOE núm. 12, de 30 de
enero), por el que se regula el sistema de selección de personal estatutario y de provisión
de plazas básicas y singularizadas del Servicio Extremeño de Salud y por las demás normas
que resulten de aplicación, esta Dirección Gerencia, en uso de las competencias atribuidas
por el artículo 4, letra m) del Decreto 221/2008, de 24 de octubre (DOE núm. 210, de 30
de octubre), por el que se aprueban los Estatutos del Servicio Extremeño de Salud, ha
resuelto convocar proceso selectivo con sujeción a las siguientes:

BASES

Primera. Normas Generales.

1.1. Se convoca proceso selectivo para cubrir dos plazas vacantes de personal estatutario del
Servicio Extremeño de Salud, mediante nombramiento de interinidad, de enfermero
perfusionista en el Complejo Hospitalario del Área de Salud de Badajoz.

1.2. La presente convocatoria vincula a la Administración, al Tribunal encargado de juzgar las
pruebas y a quienes participen en las mismas. Únicamente podrá ser modificada con
sujeción a las normas de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

1.3. A los aspirantes que superen el proceso selectivo les será de aplicación el Estatuto Bási-
co del Empleado Público, el Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de
Salud, la normativa declarada vigente por este Estatuto, así como la demás normativa
que resulte de aplicación.

1.4. Las bases de la presente convocatoria, así como todos sus Anexos, se podrán consultar
a través de Internet en la dirección http://convocatoriases.saludextremadura.com.
Además a lo largo del proceso selectivo, a efectos informativos, se irá publicando en la
misma dirección de Internet toda la información relacionada con los diferentes aspectos
del desarrollo del mismo.
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Segunda. Requisitos de los aspirantes.

2.1. Para ser admitidos a las pruebas selectivas, los aspirantes deberán reunir los siguientes
requisitos: 

a) Poseer la nacionalidad española. Los nacionales de los Estados miembros de la Unión
Europea podrán acceder, como personal estatutario, en igualdad de condiciones que
los españoles. Estas previsiones serán de aplicación, cualquiera que sea su nacionali-
dad, al cónyuge de los españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de
la Unión Europea, siempre que no estén separados de derecho, y a sus descendien-
tes y a los de su cónyuge siempre que no estén separados de derecho, sean menores
de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes. Igualmente se extenderá a
las personas incluidas en el ámbito de aplicación de los tratados Internacionales cele-
brados por la Unión Europea y ratificados por España en los que sea de aplicación la
libre circulación de trabajadores.

b) Tener cumplidos los 16 años y no exceder de la edad de jubilación forzosa.

c) Estar en posesión del título de Diplomado Universitario en Enfermería o el título de
Ayudante Técnico Sanitario, así como del Curso de Postgrado de Técnicas de Perfu-
sión y Oxigenación en Circulación Extracorpórea, o en condiciones de obtenerlos
dentro del plazo de presentación de solicitudes. En el caso de titulaciones obtenidas
en el extranjero, deberá acreditarse su homologación por el Ministerio de Educación o
por cualquier otro órgano de la Administración competente para ello antes del fin del
plazo de presentación de las solicitudes.

d) Poseer la capacidad funcional necesaria para el desempeño de las funciones que se
deriven del correspondiente nombramiento.

e) No haber sido separado del servicio, mediante expediente disciplinario, de cual-
quier Servicio de Salud o Administración Pública, ni hallarse inhabilitado con
carácter firme para el ejercicio de funciones públicas ni, en su caso, para la
correspondiente profesión.

f) En el caso de los nacionales de otros Estados mencionados en la letra a), no encon-
trarse inhabilitado, por sanción o pena, para el ejercicio profesional o para el acceso
a funciones o servicios públicos en su Estado, ni haber sido separado, por sanción
disciplinaria, de alguna de sus Administraciones o servicios públicos.

2.2. Todos los requisitos establecidos anteriormente deberán cumplirse en el momento de
finalización del plazo de presentación de instancias, mantenerse durante todo el proceso
de selección hasta el momento del nombramiento y acreditarse, en caso de resultar
seleccionado, del modo que se indica en la convocatoria.

Tercera. Solicitudes.

3.1. Los aspirantes que deseen tomar parte en el proceso selectivo, formularán su solicitud
en el modelo de instancia que figura en el Anexo I de la presente convocatoria mediante
fotocopia del mismo. La solicitud se dirigirá al Ilmo. Sr. Secretario General del Servicio
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Extremeño de Salud, en el plazo de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente
al de publicación de esta convocatoria en el Diario Oficial de Extremadura.

Junto con la solicitud de participación, los aspirantes deberán presentar la siguiente
documentación:

a) Fotocopia debidamente compulsada del Documento Nacional de Identidad o pasapor-
te. Los aspirantes que no posean la nacionalidad española y tengan derecho a partici-
par deberán presentar fotocopia compulsada del documento que acredite su naciona-
lidad y, en su caso, los documentos que acrediten alguna de las circunstancias
previstas en la base 2.1.a), en virtud de los cuales se puede participar en la presente
convocatoria.

b) Fotocopia debidamente compulsada de la titulación académica exigida, así como del
Curso de Postgrado de Técnicas de Perfusión y Oxigenación en Circulación Extracor-
pórea. Aquellos aspirantes que aleguen titulaciones homologadas o equivalentes a las
exigidas, habrán de citar la disposición legal en que se reconozca la homologación o
equivalencia o, en su caso, aportar certificación expedida en tal sentido por el órgano
competente del Ministerio de Educación o cualquier otro órgano de la Administración
competente para ello. En el caso de ciudadanos de otros Estados, deberán aportar
credencial que acredite la homologación de su título en el Estado español.

3.2. La presentación de instancias podrá hacerse en el Registro de los Servicios Centrales, en
cualquier de los Registros de las Gerencias de Área del Servicio Extremeño de Salud, en
los registros de los Centros de Atención Administrativa y Oficinas de Respuesta Persona-
lizada, o por cualquiera de las formas previstas en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común. Las solicitudes que se presenten a través de las oficinas
de Correos, deberán ir en sobre abierto para ser fechadas y selladas por el funcionario
de Correos antes de ser certificadas.

3.3. Finalizado el plazo de presentación de instancias, los datos consignados en la solicitud
serán vinculantes para el peticionario.

El domicilio que figure en la solicitud se considerará el único válido a efectos de notifica-
ciones, siendo responsabilidad exclusiva del aspirante tanto los errores en su consignación
como la falta de comunicación al órgano convocante de cualquier cambio del mismo.

Cuarta. Admisión de aspirantes.

4.1. Finalizado el plazo de presentación de instancias, la Secretaría General del Servicio
Extremeño de Salud dictará resolución, declarando aprobada la lista provisional de
admitidos y excluidos, con indicación de las causas de exclusión y el plazo de subsana-
ción de defectos. En dicha resolución que se publicará en los tablones de anuncios de
los Servicios Centrales y Gerencias de Área del Servicio Extremeño de Salud, así como a
través de Internet en la dirección http://convocatoriases.saludextremadura.com, se
señalará un plazo de diez días para la subsanación de defectos y reclamaciones. Asimis-
mo, aquellos aspirantes que hayan detectado errores en la consignación de sus datos
personales podrán manifestarlo en el mismo plazo. 
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Los aspirantes que dentro del plazo señalado no subsanen el defecto que motivó su
exclusión o no presenten reclamación justificando su derecho a ser incluidos en la rela-
ción de admitidos, serán definitivamente excluidos de la realización de las pruebas. Será
insubsanable la presentación de la instancia fuera de plazo.

4.2. Las reclamaciones presentadas frente a la lista provisional se resolverán mediante
resolución del Secretario General del Servicio Extremeño de Salud en el momento
que aprueba la relación definitiva de admitidos y excluidos. Esta resolución deberá
ser publicada en los tablones de anuncios de los Servicios Centrales y Gerencias de
Área del Servicio Extremeño de Salud, así como a través de Internet en la dirección
http://convocatoriases.saludextremadura.com, e indicará el lugar, fecha y hora de la
realización de las entrevistas. Esta publicación servirá de notificación a los interesados. 

Quinta. Tribunal. 

5.1. El Tribunal estará compuesto por cinco miembros nombrados por el Director Gerente del
Servicio Extremeño de Salud, así como sus suplentes y será el que figura en el Anexo II
de esta resolución.

5.2. Los miembros del Tribunal deberán ostentar la condición de personal funcionario de
carrera o estatutario fijo de las Administraciones Públicas o de los Servicios de Salud, o
de personal laboral fijo de los centros vinculados al Sistema Nacional de Salud, en plaza
o categoría para la que se exija poseer titulación del nivel académico igual o superior a
la exigida para el ingreso. 

5.3. Las organizaciones sindicales miembros de la Mesa Sectorial de Sanidad, podrán partici-
par en calidad de observadores en el desarrollo del proceso selectivo.

5.4. El Tribunal podrá proponer al Director Gerente del Servicio Extremeño de Salud la incor-
poración a sus trabajos de asesores especialistas, que limitarán su colaboración al ejer-
cicio de sus especialidades técnicas.

5.5. El Tribunal no podrá constituirse ni actuar sin la presencia del Presidente y del Secretario
o de quienes, en su caso, los sustituyan, y de la mitad al menos de sus miembros.

Los miembros del Tribunal deberán abstenerse de intervenir cuando concurran las
circunstancias previstas en el artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o si
hubieran realizado tareas de preparación de aspirantes en los cinco años anteriores a la
publicación de esta convocatoria, siempre que las mismas correspondan a la misma cate-
goría, y en su caso especialidad convocada, debiendo comunicarlo al órgano convocante.

Asimismo, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 29 del referido texto legal, los aspi-
rantes podrán promover recusación en los casos previstos en el párrafo anterior, en
cualquier momento de la tramitación del procedimiento.

A efectos de comunicaciones, reclamaciones y demás incidencias el Tribunal tendrá su
sede en los Servicios Centrales del Servicio Extremeño de Salud, Avenida de las Améri-
cas 2, Mérida.

5.6. Corresponde al Tribunal la valoración del resultado de la entrevista adoptando en su
caso, las medidas oportunas para garantizar su correcto desarrollo, así como resolver
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todas las dudas que pudieran surgir en la aplicación de estas Bases y la resolución de
aquellas cuestiones no previstas en las mismas.

Al Tribunal le será de aplicación el régimen previsto en el Título II, Capítulo II de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.

5.7. El Tribunal que actúe en estas pruebas selectivas tendrá la categoría primera de acuerdo
con lo previsto en el Decreto 287/2007, de 3 de agosto, sobre indemnizaciones por
razón de servicio (DOE núm. 92, de 9 de agosto).

5.8. La documentación del proceso selectivo se depositará, con carácter general, en las
dependencias que el Servicio Extremeño de Salud ponga a disposición del Tribunal para
la idónea conservación y custodia de dicha documentación durante todo el proceso
selectivo.

Sexta. Proceso selectivo. 

6.1. El proceso de selección consistirá en la realización de una entrevista personal que versa-
rá sobre aspectos relacionados con las materias y funciones propias de las plazas a
cubrir, teniendo en cuenta los conocimientos, la idoneidad y las aptitudes de los aspiran-
tes, atendiendo a las especiales características de las plazas. En la citada entrevista se
valorarán los siguientes aspectos:

— Experiencia en circulación y oxigenación extracorpórea cardiaca adulta.

— Experiencia en perfusión para cirugía de aorta ascendiente, arco aórtico y aorta
descendente con perfusión selectiva anterógrada y retrógrada.

— Experiencia en el manejo de circuitos de miniCEC, ECMO y asistencias circulatorias
temporales de corto y medio plazo.

6.2. La entrevista será calificada con una puntuación entre 0 y 20 puntos, siendo necesario
obtener un mínimo de 10 puntos para superarla.

Séptima. Desarrollo del proceso selectivo.

7.1. Con carácter general, los aspirantes serán convocados para la realización de la entre-
vista el día y hora indicados en la Relación definitiva de aspirantes admitidos al
proceso selectivo, siendo excluidos del proceso selectivo quienes no comparezcan,
salvo los casos debidamente justificados que serán apreciados y ponderados libre-
mente por el Tribunal.

7.2. En cualquier momento el Tribunal podrá requerir a los aspirantes para que acrediten su
identidad.

7.3. Si durante el transcurso del proceso selectivo, el Tribunal o el órgano convocante tuviera
conocimiento de que alguno de los aspirantes carece de los requisitos necesarios para
participar en la convocatoria, o bien que se han producido variaciones en las circunstancias
alegadas en la solicitud, se iniciará expediente de comprobación acerca del cumplimiento
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de los requisitos, con trámite de audiencia al interesado. El Director Gerente, de forma
motivada, podrá en su caso, declararlo excluido del proceso selectivo. 

Octava. Selección de aspirantes.

8.1. Finalizadas las entrevistas, el Tribunal elaborará la relación de aspirantes que hayan
superado la misma, según el orden de puntuación total obtenida. Dicha relación
será publicada tanto en los tablones de anuncios de los Servicios Centrales y Geren-
cias de Área del Servicio Extremeño de Salud, como en la dirección de internet
http://convocatoriases.saludextremadura.com, disponiendo los aspirantes de un plazo
de cinco días, contados a partir del día siguiente al de su publicación para presentar las
alegaciones que estimen pertinentes, las cuales no tendrán carácter de recurso.

8.2. Resueltas las alegaciones, el Tribunal elevará la relación definitiva de aspirantes que han
superado la entrevista a la Dirección Gerencia del Servicio Extremeño de Salud por orden
de puntuación obtenida, quien dispondrá su publicación en los tablones de anuncios de
los Servicios Centrales y Gerencias de Área del Servicio Extremeño de Salud, así como a
través de Internet en la dirección http://convocatoriases.saludextremadura.com.

En caso de empate, éste se dirimirá según el sorteo publicado por Resolución de 20 de
abril de 2010, de la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública (DOE
núm. 78, de 27 de abril), en la que se establece que el orden de prelación en los sorteos
comenzará por la letra “O”. De persistir el empate, se aplicará la letra de citado sorteo a
las siguientes letras de los apellidos y nombres.

8.3. El Tribunal valorará la entrevista sin vinculación alguna al número de plazas convocadas,
pudiendo superar las mismas un número de aspirantes superior a aquéllas, aunque en
ningún caso podrán ser nombrados un número de aspirantes superior al de plazas
convocadas.

Novena. Presentación de documentos. 

9.1. Los aspirantes que hayan superado el proceso selectivo, deberán presentar en la Secre-
taría General del Servicio Extremeño de Salud, en el plazo de cinco días, a contar desde
el siguiente al de publicación de la relación definitiva de aprobados, los siguientes docu-
mentos acreditativos de las condiciones de capacidad y demás requisitos exigidos en
esta convocatoria:

a) Declaración jurada de no haber sido separado del servicio mediante expediente disci-
plinario de cualquier Servicio de Salud o Administración Pública, ni hallarse inhabilita-
do con carácter firme para el ejercicio de funciones públicas, y de no estar sometido
a sanción disciplinaria o condena penal que impida en su Estado el acceso a la
función pública para los aspirantes que no posean la nacionalidad española, según el
modelo que figura en el Anexo III de esta resolución.

b) Certificado médico acreditativo de poseer la capacidad funcional necesaria para el
desempeño de las funciones que se deriven del nombramiento. Este certificado debe-
rá expedirse por el facultativo del Sistema Nacional de Salud que corresponda al inte-
resado y en modelo oficial.
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c) Declaración de incompatibilidad o solicitud de compatibilidad, en su caso.

Ante la imposibilidad debidamente justificada de presentar alguno de los documentos a
los que se refiere este apartado, se podrá acreditar que se reúnen los requisitos exigi-
dos en esta convocatoria, mediante cualquier medio de prueba admitido en Derecho.

9.2. Quienes dentro del plazo indicado en el apartado anterior, y salvo casos de fuerza
mayor, no presenten la documentación acreditativa, perderán todos los derechos, no
podrán ser nombrados y quedarán anuladas todas sus actuaciones, sin perjuicio de la
responsabilidad en que pudieran haber incurrido por falsedad en su solicitud, quedando
sin efecto todas sus actuaciones.

Décima. Nombramientos.

Por la Secretaría General del Servicio Extremeño de Salud se procederá a formalizar nombra-
miento de personal estatutario temporal con carácter de interinidad para las plazas que
correspondan con los aspirantes que mejor puntuación hayan obtenido en la entrevista. Si
alguno de ellos renunciara al nombramiento, antes o después de su formalización, será
seleccionado el siguiente aspirante según el orden de puntuación obtenido en la entrevista.

Undécima. Norma final.

Contra la presente resolución, que agota la vía administrativa, podrá interponerse recurso
contencioso-administrativo ante el órgano jurisdiccional competente de conformidad con lo
establecido la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de su publicación en
el Diario Oficial de Extremadura. Con carácter potestativo podrá interponerse recurso de
reposición previo ante el Director Gerente del Servicio Extremeño de Salud en el plazo de
un mes contado desde el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de Extrema-
dura, según disponen los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Interpuesto el recurso de reposición, no podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo hasta que aquél sea resuelto expresamente o se haya producido la desesti-
mación presunta del mismo. 

Asimismo, cuantos actos administrativos se deriven de la presente convocatoria, así como de
la actuación de los tribunales, podrán ser impugnados por los interesados en los casos y en
la forma establecida en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Mérida, a 22 de marzo de 2011.

El Director Gerente
del Servicio Extremeño de Salud,

CECILIANO FRANCO RUBIO
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A N E X O  I

MODELO DE SOLICITUD
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INSTRUCCIONES PARA SOLICITAR LA PARTICIPACIÓN

1. Obtener el modelo de instancia que figura en el Anexo I de la presente convocatoria
mediante fotocopia del mismo.

2. Cumplimentar el modelo conforme a las normas particulares de la Convocatoria y a las
siguientes:

a) Usar MAYÚSCULAS tipo imprenta.

b) Forma de rellenar el NIF/NIE:

NIF: —  

NIE: —  

* Letra del Número de Identificación de Extranjero (X, Y, Z, ...).

3. No olvidar firmar el impreso.

4. Presentar la instancia junto con la documentación complementaria, en su caso, en los
Servicios Centrales o en las Gerencias de Área del Servicio Extremeño de Salud, en cual-
quiera de los Centros de Atención Administrativa u Oficinas de Respuesta Personalizada, o
por cualquiera de las formas previstas en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

En el caso de presentar la solicitud en una Oficina de Correos, deberá asegurarse de que
la instancia sea fechada y sellada antes de ser certificada.

A N E X O  I I

TRIBUNAL

TITULARES SUPLENTES

Presidente: Vicente Alonso Núñez. Presidente: Francisca Lourdes Márquez Pérez.

Secretario: Pilar García Vara. Secretario: Josefa Vargas Zúñiga.

Vocal 1: José Fermín González de Diego. Vocal 1: Antonio María Prudencio Gamino.

Vocal 2: Eulalia Romero Moreno. Vocal 2: Jorge Manuel Romero Requena.

Vocal 3: María Irene Manjón de la Calle. Vocal 3: Ibrahím Said Tarhini.

A* 1 2 3 4 5 6 7

A1 2 3 4 5 6 7 8
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A N E X O  I I I

DECLARACIÓN JURADA
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CONSEJERÍA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MEDIO AMBIENTE

RESOLUCIÓN de 14 de marzo de 2011, de la Dirección General de
Evaluación y Calidad Ambiental, por la que se formula declaración de
impacto ambiental en relación al proyecto de aprovechamiento del recurso
de la Sección A) “Las Moruchas II”, n.º 00942-00, en el término municipal
de Campanario. (2011060537)

El Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, cuyos preceptos tienen el carácter de
legislación básica estatal a tenor de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª de la Constitución, y
su reglamento de ejecución aprobado por el Real Decreto 1131/1988, de 30 de septiembre,
establecen la obligación de formular declaración de impacto ambiental, con carácter previo a la
resolución administrativa que se adopte para la realización, o en su caso, autorización de las
obras, instalaciones o actividades comprendidas en los anexos a las citadas disposiciones.

El proyecto de aprovechamiento del recurso minero de la Sección A) “Las Moruchas II”, n.º
00942-00, en el término municipal de Campanario (Badajoz), pertenece a los comprendidos
en el Anexo I del Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 15 del Reglamento de Evaluación de Impacto
Ambiental, el estudio de impacto ambiental fue sometido al trámite de información pública,
mediante anuncio que se publicó en el DOE n.º 201, de 19 de octubre de 2010. En dicho
periodo de información pública se han formulado alegaciones que se resumen en el Anexo I.
El Anexo II contiene los datos esenciales del Proyecto. Los aspectos más destacados del
estudio de impacto ambiental se recogen en el Anexo III.

En consecuencia, vistos el estudio de impacto ambiental, las alegaciones presentadas y los
informes de la Dirección General del Medio Natural, de la Dirección General de Urbanismo y
Ordenación del Territorio, de Confederación Hidrográfica del Guadiana y de la Dirección
General de Patrimonio Cultural, incluidos en el expediente, la Dirección General de Evalua-
ción y Calidad Ambiental de la Consejería de Industria, Energía y Medio Ambiente, de la
Junta de Extremadura, en el ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 5 del
Decreto 187/2007, de 20 de julio, por el que se establece la Estructura Orgánica de la
Consejería de Industria, Energía y Medio Ambiente, formula, la siguiente declaración de
impacto ambiental, para el proyecto de aprovechamiento del recurso minero de la Sección A)
“Las Moruchas II”, n.º 00942-00, en el término municipal de Campanario (Badajoz):

DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

A los solos efectos ambientales, y en orden a la adecuada protección del medio ambiente y
los recursos naturales, el proyecto de aprovechamiento del recurso minero de la Sección A)

Viernes, 25 de marzo de 2011
7508NÚMERO 59

III OTRAS RESOLUCIONES



“Las Moruchas II”, n.º 00942-00, en el término municipal de Campanario (Badajoz), resulta
compatible y viable, siempre que se cumpla el siguiente condicionado:

1. Medidas generales:

1.1. Serán de aplicación todas las medidas correctoras propuestas en este condiciona-
miento ambiental y las incluidas en el estudio de impacto ambiental, mientras no
sean contradictorias con las primeras.

1.2. El siguiente informe se refiere al aprovechamiento del recurso minero (jabre).

1.3. Zona de actuación: La zona de extracción se realizará en el polígono 24, parcela 26,
del término municipal de Campanario, exclusivamente en el área definida por las
coordenadas UTM (huso 30, ED-50) que se apuntan a continuación:

Punto Coordenada X Coordenada Y

1 262.667 4.300.869

2 262.706 4.300.870

3 262.729 4.300.871

4 262.744 4.300.871

5 262.763 4.300.861

6 262.769 4.300.855

7 262.758 4.300.843

8 262.788 4.300.829

9 262.787 4.300.824

10 262.792 4.300.809

11 262.817 4.300.790

12 262.803 4.300.774

13 262.766 4.300.765

14 262.746 4.300.772

15 262.733 4.300.784

16 262.692 4.300.794

17 262.680 4.300.788

18 262.661 4.300.782

19 262.644 4.300.782

20 262.630 4.300.799

21 262.621 4.300.800

22 262.614 4.300.800

23 262.607 4.300.813

24 262.609 4.300.824

25 262.604 4.300.829

26 262.606 4.300.848

27 262.617 4.300.856

28 262.624 4.300.863
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Con objeto de proteger las parcelas colindantes se mantendrá sin explotar una banda
de 15 metros de anchura a las lindes con dichas parcelas, así como a las infraestruc-
turas (caminos, acequias, desagües, etc.). De forma previa al inicio de los trabajos
se procederá a delimitar las zonas explotables por medio de estaquillado visible en
presencia del Agente del Medio Natural de la zona. Dicho balizamiento deberá mante-
nerse hasta la fase final del proyecto, cuando podrá retirarse.

El aprovechamiento del recurso minero y su restauración se realizará de forma orde-
nada y progresiva.

1.4. Los taludes durante la fase de explotación tendrán una pendiente suave, no superior
a 30º, con el fin de poder recuperar el área como charca.

1.5. Explotación: El volumen máximo de áridos que se podrá extraer será 45.000 m3. 

1.6. Plazo de ejecución: El plazo de ejecución de la extracción, incluida la restitución total
del terreno, será de un año, de acuerdo al estudio de impacto ambiental. 

1.7. Accesos y cerramientos: El acceso a las mismas se realiza exclusivamente a través de
la carretera EX-346, en el pk 20,700 tomamos el camino que sale a la derecha y tras
recorrer 900 metros se llega a la zona de actuación. En caso de producirse molestias,
el órgano competente evaluará la posibilidad de modificar el recorrido de vehículos
pesados y maquinaria, en el tramo donde se produzcan las mismas. En tal caso, será
necesario notificarlo a la Dirección General de Evaluación y Calidad Ambiental.

Se llevará a cabo el cerramiento perimetral de la zona a explotar antes de comen-
zar la actividad, de forma que se impida el acceso a personas y/o fauna que
puedan sufrir accidentes y poder evitar, además, el vertido de escombros y otros
residuos por parte de personas ajenas a la explotación. El cerramiento se dejará de
forma definitiva en la zona de la parcela que limita con el vertedero. El promotor
deberá proceder al cerramiento del perímetro y señalizar mediante carteles legibles
el área de explotación, debiéndose mantener en perfecto estado de conservación.
Una vez finalizada la actividad se procederá a la eliminación del mismo. Dicho
cerramiento deberá solicitarse ante la Dirección General de Medio Natural, para su
correspondiente autorización.

Se respetarán íntegramente las servidumbres de paso existentes, debiendo estar en
todo momento en condiciones de uso similares a las originales.

Se utilizarán los caminos y accesos que existen en la actualidad y que conducen a la
zona de explotación, no permitiéndose la apertura de nuevos caminos y accesos.

Debido al tránsito de camiones pesados por los caminos, se deberá garantizar reno-
vaciones periódicas del pavimento, con material de calidad mínima similar al existen-
te, cuando el propietario del mismo así lo determine. No podrá utilizarse como mate-
riales de aportes a los viales cascotes, restos de derribos y otros excedentes de obra.

1.8. Vías pecuarias: Las actividades deberán desarrollarse de modo que no se trabaje en
los terrenos que la constituyen ni se circule con vehículos por vías pecuarias ni cami-
nos históricos.
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1.9. Deberá tenerse a mano siempre la presente resolución (o una copia) en el lugar de
las labores, a disposición de los agentes de la autoridad que lo requieran.

2. Medidas protectoras y correctoras:

2.1. Protección de la vegetación: Dada la presencia de zonas arboladas en el entorno de
la actuación, se procederá al riego continuo de los accesos y zonas de movimiento
de maquinaria, con objeto de evitar las emisiones de polvo que puedan perjudicar
los ejemplares colindantes. En caso de detectarse la afección, por emisión de partí-
culas en la zona se procederá a asfaltar el tramo de camino utilizado por camiones
y vehículos pesados. 

Dada la presencia de arbolado incluido en la zona de explotación, se permitirá,
exclusivamente la corta de 7 pies de encinas. Como compensación, se plantará a
pie de la represa y por su parte externa especies arbóreas y arbustivas riparias,
constituidas por atarfes (Taramix africana), fresnos (Fraxinus angustifolia) y chopos
blancos (Populus alba). La proporción será de 6 pies de cada una de las especies
por cada encina. Para garantizar el desarrollo de las plantas se realizarán riegos
periódicos al menos durante un año. La plantación se protegerá del ganado
mediante vallado ganadero.

Por otra parte, se mantendrá un margen de protección al resto del arbolado existente
de al menos 15 metros.

2.2. Protección de la atmósfera, ruidos y vibraciones: Regar diariamente y de forma conti-
nua las zonas donde tenga lugar el movimiento de maquinaria y vehículos pesados
(área de explotación y camino de acceso a la explotación), así como la zona de
acopios para evitar la emisión excesiva de polvo a la atmósfera. Se dispondrá de un
camión-cuba para desarrollar estos trabajos.

Los trabajos de explotación se llevarán a cabo en horario diurno de lunes a viernes,
con el objeto de perturbar lo menos posible las características acústicas del entorno.
Se cumplirá en todo momento la normativa referente a emisiones sonoras, ruidos y
vibraciones debidas a la maquinaria de trabajo.

En caso de detectarse problemas y quejas, por generación de polvo y ruidos, el órga-
no competente podrá determinar la adopción de medidas correctoras como podría ser
el asfaltado del camino de acceso a la zona de extracción.

El transporte de los áridos en los camiones se realizará cubriendo la caja con una
malla tupida que evite el vertido accidental de aquellos y el levantamiento de polvo.

La maquinaria no superará los 40 km/hora con el fin de disminuir los niveles sonoros
y pulvígenos emitidos a la atmósfera.

Mantener la maquinaria a punto para minimizar el impacto producido por ruidos,
emisión de gases y humos de combustión, así como evitar el vertido accidental de
residuos peligrosos.

Las actividades en cuestión se encuentran incluidas en el Catálogo de Actividades
Potencialmente Contaminadoras de la Atmósfera que se recogen en el Anexo IV de la
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Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera.
Por tanto, tal y como establece el artículo 13 de la citada Ley, deberá someterse a
autorización administrativa o notificar las emisiones en las condiciones que establez-
ca esta Dirección General de Evaluación y Calidad Ambiental.

2.3. Protección del suelo y sus usos: Con carácter previo al inicio de los trabajos de
extracción, se deberá retirar la tierra vegetal, que se acopiará en cordones de menos
de 2 metros de altura en zonas periféricas a la extracción, sin afectar en ningún caso,
a las bandas de protección, tal y como se indica en el epígrafe 1.3 de esta declara-
ción. Esta tierra se utilizará en las labores finales de restauración y/o rehabilitación,
por lo que deberán mantenerse sus cualidades mineralógicas y texturales esenciales,
evitando su compactación y sembrándolas con gramíneas y leguminosas. La retirada
de la tierra vegetal será progresiva de forma que se evite su erosión.

Se acondicionará una zona de aparcamiento y cuidado de maquinaria, debiendo ser
un área estanca, donde esté garantizada la impermeabilidad en caso de vertidos
accidentales.

2.4. Protección de las aguas: El mantenimiento de la maquinaria se efectuará en un lugar
adecuado para ello, que incorpore sistemas de seguridad en caso de vertidos acci-
dentales. En cualquier caso será un área estanca donde esté garantizada la imperme-
abilidad, con un sistema de drenaje perimetral de recogida de aguas de escorrentía.

2.5. Protección del paisaje: La explotación no será visible desde lugares relevantes. La
altura de los acopios, en caso de existir, no deberá superar los cinco metros. Los
acopios serán trasladados lo más rápidamente posible a la zona de la obra de acondi-
cionamiento de la carretera Don Benito-Quintana de la Serena, evitando la acumula-
ción de los acopios en la zona. Las zonas explotadas deberán ir restaurándose de
manera progresiva, con objeto de integrarlas paisajísticamente.

2.6. Gestión de residuos: Los aceites usados y residuos de maquinaria serán retirados por
un gestor autorizado por la Dirección General de Evaluación y Calidad Ambiental. Se
evitará su manejo incontrolado y se procederá a la retirada y limpieza periódica de
todos los restos o residuos generados durante la explotación. No se permitirá la inci-
neración de cualquier tipo de residuo dentro de la explotación.

Cualquier residuo peligroso generado se entregará a un gestor autorizado.

En caso de vertido accidental, se procederá a la limpieza y recogida incluida la parte
de suelo afectada.

Cualquier resto sólido generado durante la fase de abandono se evacuará a vertedero.

2.7. Protección de infraestructuras: Se mantendrán las distancias de seguridad a las
infraestructuras como se indica en el epígrafe 1.3. de la declaración.

El promotor dispondrá una zona de lavado de ruedas y bajos antes de su salida a
caminos, carreteras o viales, para evitar que los vehículos arrastren materiales. 

Se señalizará debidamente la entrada y salida de camiones y maquinaria pesada a
las principales infraestructuras viales de la zona.
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El acceso a la explotación no podrá realizarse ni a través de la Colada del camino
de Don Benito a La Guarda ni a través del camino de la Puebla del Caldera y
Sierra de las Cruces. 

2.8. Protección de los cultivos: Se adoptarán las medidas correctoras necesarias para
evitar la afección a los usos agrícolas de la zona. Entre ellas destacan las citadas
anteriormente para evitar la generación de polvo y de ruidos, la obligación de traba-
jar en horario diurno y de lunes a viernes. 

2.9. Protección arqueológica: Dada la presencia de abundantes yacimientos arqueológicos
en las proximidades de la zona de actuación, el proyecto de ejecución definitiva debe-
rá incluir el informe con las medidas determinadas por la Dirección General de Patri-
monio Cultural elaboradas a partir de los resultados de una prospección arqueológica
intensiva que será llevada a cabo sobre el área de explotación. Ésta debe ser llevada a
cabo por técnicos especializados en toda la zona de afección así como en áreas de
servidumbres, zonas de paso de maquinaria, acopios y prestamos para localizar, deli-
mitar y caracterizar los yacimientos arqueológicos, paleontológicos o elementos etno-
gráficos que pudieran localizarse a tenor de éstos trabajos.

De cara a la protección del patrimonio arqueológico no detectado, si durante los
trabajos de seguimiento se detectara la presencia de restos u objetos con valores
arqueológicos el promotor y/o la dirección facultativa de la misma paralizarán inme-
diatamente los trabajos, tomarán las medidas adecuadas para la protección de los
restos y comunicarán su descubrimiento en el plazo de cuarenta y ocho horas a la
Consejería de Cultura.

2.10. Restauración: La restauración estará encaminada a la creación de dos charcas con
bordes irregulares y pendientes tendidas. Las charcas presentarán en cada una de
ellas y de forma aleatoria tres islas artificiales con una dimensión de 100 m2 y con
contornos irregulares. Tanto las islas como el corredor que se genere entre ambas
charcas sobresaldrá 0,50 metros por encima del nivel del agua. La charca contará
con un rebosadero que determinará la cota máxima de llenado. La cota máxima de
llenado no inundará ningún pie de encina ni afectará a su sistema radicular. 

La restauración deberá ser realizada de forma progresiva, se evitará dejar monto-
neras, acopios, escombreras o residuos. El material de rechazo se utilizará en las
labores de restauración. No se permitirá el vertido de ningún tipo de residuo, inclu-
yendo los residuos inertes procedentes de demoliciones.

Los huecos finales deberán presentar perfiles con taludes estables, con pendientes
inferiores a 30º. Las superficies afectadas, alrededor de las charcas, serán cubiertas
de tierra vegetal y regeneradas con herbáceas (gramíneas y leguminosas).

2.11. Abandono: En el caso de abandono prematuro de la explotación, deberán ejecutarse
las labores de restauración encaminadas a la adecuación de la actividad en el entor-
no, que serán las siguientes:

— Retirada de todos los restos y residuos, que se llevarán a un lugar autorizado
para ello.
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— Perfilado de los taludes con pendientes que aseguren su estabilidad y eviten la
erosión.

— Vertido y explanación de la tierra vegetal acopiada al comienzo de la explotación
sobre los terrenos perfilados.

— Restitución del uso de la parcela.

— Siembra de herbáceas (gramíneas y leguminosas) y/o instalación de cultivos
sobre las zonas restauradas.

— Puesta en marcha de un plan de abandono y clausura para la consecución y
viabilidad de las labores de restauración, tal y como se define más adelante.

3. Vigilancia ambiental y abandono:

3.1. Debido a la duración de la actividad, un año, deberá presentarse semestralmente, vía
órgano sustantivo, un Programa de Vigilancia Ambiental para su informe previo, al
objeto de efectuar el seguimiento que exige el artículo 18 del Real Decreto Legislati-
vo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos. Dicho programa deberá hacer refe-
rencia al contenido de esta resolución, en concreto al condicionado bajo el cual se
informa favorablemente. Dicho plan contendrá, al menos, la siguiente información:

— Datos catastrales de la zona de actuación.

— Coordenadas geográficas exactas de la explotación y sus instalaciones o activida-
des auxiliares.

— Control de la emisión de partículas y su efecto sobre los cultivos del entorno.

— Evaluación del estado del camino de acceso.

— Emisión de ruidos y efectos sobre las zonas habitadas.

— Afección al nivel freático, identificación de zonas encharcadas o afloramiento del
nivel freático.

— Afección a las infraestructuras de la zona, como son carreteras, acequias, caminos, etc.

— Medidas preventivas y correctoras adoptadas como son: jalonado de las zonas de
explotación e infraestructuras diversas, remodelación de formas, relleno del hueco
de explotación, tendido de taludes, vertido de tierra vegetal, revegetaciones, etc.

— Recuperación del uso agrícola del suelo.

— Gasto presupuestario dedicado y calendario de ejecución de dichas medidas.

— Planos adecuados.

Además, se incluirá un anexo fotográfico (en color) de la situación de las labores,
incluidas las de restauración. Dichas imágenes serán plasmadas sobre un mapa, con
el fin de saber desde qué lugares han sido realizadas.
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Finalmente, se incluirá cualquier incidencia o circunstancia no contemplada en el
estudio de impacto ambiental original, y que deba ser tenida en cuenta por parte de
la Dirección General de Evaluación y Calidad Ambiental para la emisión del informe
favorable a dicho Plan.

3.2. Previo a la autorización de abandono y a la devolución de las garantías depositadas,
el órgano sustantivo deberá remitir al órgano ambiental informe sobre el adecuado
cumplimiento del condicionado de la presente declaración y del plan de restauración.

4. Medidas complementarias:

4.1. Plazo: La validez de la presente declaración será de cinco años. Pasado dicho periodo
sin haber iniciado los trabajos, se solicitará la prórroga de la declaración.

4.2. Modificaciones: Cualquier cambio de las condiciones originales del proyecto y/o estu-
dio de impacto ambiental (superficie a ocupar, profundidad media de explotación,
instalación de infraestructuras auxiliares, cambio de titularidad, etc.), y al objeto de
tomar en consideración los condicionantes y demás garantías ambientales marcadas
en los informes preceptivos, deberá contar con la conformidad del órgano ambiental.

4.3. Comunicación de inicio de la actividad: De acuerdo con lo establecido en el artículo 14.3
del Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto
refundido del a Ley de Evaluación de Impacto Ambiental del proyectos, el promotor
queda obligado a comunicar a la Dirección General de Evaluación y Calidad Ambiental
con 30 días de antelación, la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto.

Mérida, a 14 de marzo de 2011.

La Directora General de Evaluación
y Calidad Ambiental,

MARÍA A. PÉREZ FERNÁNDEZ

A N E X O  I

RESUMEN DE LAS ALEGACIONES

Se han realizado alegaciones al proyecto de aprovechamiento del recurso minero de la
Sección A) “Las Moruchas II”, n.º 00942-00, en el término municipal de Campanario (Bada-
joz), que se resumen a continuación:

Las alegaciones realizadas por D. Arturo López Gallego con NIF: 33.983.228-S, como vocal
de la Asociación Ecologistas de Extremadura, con CIF: G-10298255 expone que la zona se
encuentra incluida tanto en la ZEPA de “La Serena y Sierra de Tiros”, como en el LIC de “La
Serena y Sierras Periféricas”, espacios incluidos en la Red Natura 2000. Hace mención a que
la zona de las Torralbas es área de campeo y alimentación de la Grulla común, encontrándo-
se un dormidero en la zona con unos 500 individuos. También cita que esta zona es área de
distribución de varias especies de orquídeas. Esta área es zona de campeo y alimentación de
águila perdicera y zona de reproducción de ratonero y milano negro. Por otra parte, mencio-
na que en las proximidades del área discurre la Colada del Rey o Camino de Don Benito, que
se vería afectado por el tránsito de vehículos.
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Las alegaciones realizadas por D. Manuel Calderón Carrasco, con NIF 33.991.212-H,
como presidente de la Asociación Naturalista de Amigos de La Serena (ANSER), con CIF:
G-06169627 en las que expone que la zona de las actuaciones se encuentra incluida
tanto en la ZEPA de “La Serena y Sierra de Tiros”, como en el LIC de “La Serena y Sierras
Periféricas”, espacios incluidos en la Red Natura 2000. Menciona que han sido observados
en varias ocasiones, en los últimos cinco años, individuos inmaduros de águila imperial,
especie incluida en el Anexo I del Decreto 37/2001, de 6 de marzo, por el que se regula
el Catálogo Regional de Especies Amenazadas de Extremadura, por lo que cualquier
trabajo que se pretenda realizar, conllevaría un perjuicio para la especie e imposibilitaría
el hecho de que la dehesa fuera utilizada como hábitat cazadero o incluso de nidificación.
Menciona que la finca es zona de campeo y alimentación de diversas rapaces en las que
cabe destacar un águila perdicera, zona de reproducción del elanio azul, especie incluida
en el Anexo I del Decreto 37/2001. También existen rapaces nidificantes, como águila
calzada, ratonero común, milano negro, así como la presencia de otras aves catalogadas
de interés especial en el Anexo I del Decreto 37/2001. Hace mención que la zona de las
Torralbas es área de campeo y alimentación de la Grulla común, encontrándose un
dormidero en la zona con unos 500 individuos. También cita que esta zona es área de
distribución de varias especies de orquídeas como la Orchis papilonacea. Por otra parte
menciona que en las proximidades del área discurre la Colada del Rey o Camino de Don
Benito, que se vería afectado por el tránsito de vehículos.

En ambos casos, puesto que las alegaciones hacen referencia a las mismas posibles afeccio-
nes que de la actividad pueden derivarse, cabe mencionar que durante el periodo de infor-
mación pública se han realizado las oportunas consultas, entre ellas las ONG de índole
ambiental, sin que se recibiera respuesta en ningún caso. 

Por otro lado y tras consultar a la Dirección General del Medio Natural, en su informe de
valoración a la Red Natura 2000, concluye que: “No es probable que el proyecto tenga reper-
cusiones significativas sobre lugares incluidos en la Red Natura 2000, siempre que se adop-
ten las medidas correctoras del presente informe”, medidas que quedan recogidas en la
presente declaración de impacto ambiental.

En cuanto a la proximidad del área al Camino de Don Benito, en el punto 1.8 de la presente
declaración de impacto ambiental se impone como único acceso a la zona de extracción el
camino que parte desde EX–346, en el pk 20,700 denominado Camino del Berro.

A N E X O  I I

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El Promotor del proyecto, Clasificados del Guadiana, SL con domicilio social en avda. de
Madrid, 83, de Don Benito, y CIF B-06241251, ha presentado el estudio de impacto ambien-
tal para el aprovechamiento del recurso de la Sección A) “Las Moruchas II”, n.º 00942-00, en
el término municipal de Campanario (Badajoz).

El proyecto consistirá en la extracción de áridos naturales que atenderán la demanda de
material para la obra de acondicionamiento de la carretera Don Benito-Quintana de la Sere-
na. La extracción se realizaría en la parcela 26, del polígono 24, del término municipal de
Campanario. Según lo dispuesto en el estudio de impacto ambiental, la zona de extracción
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dentro de la parcela, corresponde exclusivamente al área descrita por las siguientes coorde-
nadas UTM (huso 30, ED-50): 

Punto Coordenada X Coordenada Y

1 262.667 4.300.869

2 262.706 4.300.870

3 262.729 4.300.871

4 262.744 4.300.871

5 262.763 4.300.861

6 262.769 4.300.855

7 262.758 4.300.843

8 262.788 4.300.829

9 262.787 4.300.824

10 262.792 4.300.809

11 262.817 4.300.790

12 262.803 4.300.774

13 262.766 4.300.765

14 262.746 4.300.772

15 262.733 4.300.784

16 262.692 4.300.794

17 262.680 4.300.788

18 262.661 4.300.782

19 262.644 4.300.782

20 262.630 4.300.799

21 262.621 4.300.800

22 262.614 4.300.800

23 262.607 4.300.813

24 262.609 4.300.824

25 262.604 4.300.829

26 262.606 4.300.848

27 262.617 4.300.856

28 262.624 4.300.863

La superficie total de extracción será de 15.000 m2. Se pretende extraer un volumen total de
áridos naturales de 45.000 m3, lo que implica un descenso medio de 3 metros respecto a la
cota actual del terreno. El periodo aproximado de ejecución será de 1 año, incluyendo las
labores de restauración.

El sistema de explotación será de tipo gravera, con arranque mecánico, carga y transporte en
camiones hasta la zona de obras.

El acceso a las mismas se realiza a través de la carretera EX-346, en el pk 20,700 tomamos
el camino que sale a la derecha y llegando a la zona de actuación tras recorrer 900 metros.
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A N E X O  I I I

RESUMEN DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental incluye los siguientes epígrafes:

— “Introducción”, donde se incluyen los datos de promotor, la legislación aplicable en materia
ambiental, el objetivo perseguido al redactar el presente estudio, la situación geográfica y
accesos y un resumen del estudio de impacto ambiental.

— “Descripción del proyecto y sus acciones”. Se hace una descripción del plan de actuación a
seguir con las características de la zona donde será realizada la extracción, la cubicación
de la explotación y la descripción del proceso de explotación (maquinaria y personal).

— “Inventario Ambiental”, que incluye una breve descripción del medio físico (fisiografía,
geología, edafología, climatología, hidrografía y cultivos y aprovechamientos), medio
biológico (flora y fauna) y medio socioeconómico.

— “Identificación, descripción y valoración de los impactos” que se producirán sobre el medio
ambiente por la puesta en marcha de dicha actividad.

— “Medidas protectoras y correctoras” de tipo general: (se establecerán zonas de limpieza de
las ruedas de los camiones; quedará prohibido efectuar vertidos directos o indirectos que
contaminen aguas, acumular residuos sólidos, escombros o sustancias que constituyan o
puedan constituir un peligro de contaminación o degradación del entorno; se mantendrá un
tratamiento adecuado de los aceites usados; se almacenarán los aceites usados en condi-
ciones satisfactorias, evitando las mezclas con agua o con otros residuos no oleaginosos;
se dispondrá de instalaciones que permitan la conservación de los aceites usados hasta su
recogida y gestión; se entregarán los aceites usados a empresas autorizadas para la reco-
gida o se transportarán hasta el lugar de gestión autorizado con la debida autorización); de
tipo específico: (se regarán periódicamente las zonas en las que se produzcan movimientos
de vehículos; se mantendrá la maquinaria a punto en todo momento; se acondicionará una
zona de aparcamiento y cuidado de maquinaria que garantice la impermeabilidad por si
hubiera vertidos accidentales; se recogerán todo tipo de vertidos generados en el periodo
de funcionamiento; se llevarán los residuos sólidos a vertederos controlados y los aceites
usados se retirarán periódicamente por gestores autorizados; se cubrirán los bordes con la
tierra vegetal retirada al comienzo de los trabajos).

— “Plan de Restauración”: consistirá en la creación de una charca mediante excavación y
acondicionamiento de orillas y revegetación con especies autóctonas. Se irá ejecutando a
medida que avanza el frente, de forma que el ritmo de restauración irá retrasado respecto
al de explotación con no más de 15 días retraso. La empresa se compromete a revisar de
forma periódica el área afectada (una vez cada dos meses durante el proceso de extracción
y cada seis meses durante los dos años posteriores al sellado y restauración). El presu-
puesto para llevar a cabo el programa de restauración asciende a la cantidad de cuatro mil
quinientos euros (4.500 €).

— “Anexo I: Escrituras de la propiedad”.

— “Anexo II: Figuras y fotografías”.

— “Anexo III: Planos”.
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UNIVERSIDAD DE EXTREMADURA

RESOLUCIÓN de 10 de marzo de 2011, del Rector, por la que se hace
público el Acuerdo normativo del Consejo de Gobierno de la Universidad de
Extremadura de 25 de febrero de 2011, por el que se adapta la normativa
de concursos para el acceso a plazas de los Cuerpos docentes universitarios
entre acreditados. (2011060546)

R E S U E L V O :

Único. Publicar en el Diario Oficial de Extremadura el Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Univer-
sidad de Extremadura de 25 de febrero de 2011, por el que se aprueba la adaptación de la normati-
va de concursos para el acceso a plazas de los Cuerpos docentes universitarios entre acreditados,
en su artículo 6.º, de acuerdo con la nueva redacción de los Estatutos de la Universidad de Extre-
madura, reformados por el Decreto 190/2010, de 1 de octubre (DOE n.º 197, de 7 de octubre).

Cáceres, a 10 de marzo de 2011.

El Rector,

SEGUNDO PÍRIZ DURÁN

A N E X O

Modificación del artículo 6.º de la Resolución de 11 de marzo de 2009, del Rector, por la que
se hace público el Acuerdo normativo del Consejo de Gobierno de la Universidad de Extrema-
dura de 17 de diciembre de 2008, por el que se aprueba la normativa de concursos para el
acceso a plazas de los Cuerpos docentes universitarios entre acreditados.

Artículo 6. Comisiones de los concursos de acceso.

1. Las comisiones encargadas de resolver los concursos de acceso serán nombradas por el
Rector, previo acuerdo del Consejo de Gobierno y estarán integradas por cinco miembros
y sus respectivos suplentes, funcionarios de carrera de los Cuerpos docentes universitarios
pertenecientes a un cuerpo igual, equivalente o superior al de la plaza objeto de concurso.
El profesorado de las universidades de los estados miembros de la Unión Europea que
haya alcanzado en aquellas una posición equivalente a las de Catedrático o Profesor Titu-
lar podrá formar parte de estas comisiones.

Las Comisiones estarán constituidas atendiendo a lo establecido en el artículo 173 (apar-
tados 4 y 5) de los Estatutos de la Universidad de Extremadura.

2. Los miembros de las comisiones deberán encontrarse en servicio activo y tener, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 6.1 del RD 1313/2007, de 5 de octubre, la necesaria aptitud
científica y docente. A tal fin, los miembros propuestos deberán contar con, al menos, un
periodo de investigación y un periodo de docencia, reconocidos conforme a la normativa
estatal para concursos de acceso al cuerpo de Profesores Titulares de Universidad. En el
caso de que la plaza sea de Catedrático de Universidad deberán tener reconocidos conforme
a la normativa estatal, al menos, dos periodos de investigación y dos periodos de docencia.
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3. La composición de las comisiones de selección deberá ajustarse a los principios de impar-
cialidad y profesionalidad de sus miembros, procurando una composición equilibrada entre
mujeres y hombres, salvo que no fuera posible por razones fundadas y objetivas debida-
mente motivadas.

4. A fin de garantizar la transparencia y objetividad en el nombramiento de los miembros de
las Comisiones que resolverán los concursos de acceso, la Universidad de Extremadura
hará pública la composición de las mismas y publicará el contenido de los currículos de
sus miembros, respecto a los datos recogidos en el Anexo del Real Decreto 1312/2007, de
5 de octubre.

5. En los concursos de acceso para ocupar plazas asistenciales de instituciones sanitarias vincu-
ladas a plazas docentes de los cuerpos de Profesor Titular de Universidad y Catedrático de
Universidad, dos de los miembros de las Comisiones, que serán doctores, deberán estar en
posesión del título de especialista que se exija como requisito para concursar a la plaza, y
serán elegidos por sorteo público por la institución sanitaria correspondiente, entre el corres-
pondiente censo público que anualmente comunicará al Consejo de Universidades.
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CONSEJERÍA DE FOMENTO

ANUNCIO de 8 de octubre de 2009 sobre legalización de nave para cebadero
avícola ecológico. Situación: paraje “Jaralillos”, parcela 43 del polígono 57.
Promotor: D. Francisco González Rodríguez, en Azuaga. (2009083908)

El Director General de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Extremadura, de acuerdo
con lo dispuesto en el apartado 2.º del artículo 27 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre,
del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (DOE n.º 1, de 3 de enero de 2002) y de
lo previsto en el artículo 6.2 apartado l, del Decreto 314/2007, de 26 de octubre (DOE n.º
127, de 3 de noviembre), somete a información pública durante el plazo de 20 días el
siguiente asunto:

Legalización de nave para cebadero avícola ecológico. Situación: paraje “Jaralillos”, parcela
43 del polígono 57. Promotor: D. Francisco González Rodríguez, en Azuaga.

El expediente estará expuesto durante el plazo citado en la Dirección General de Urbanismo
y Ordenación del Territorio de la Consejería de Fomento, sita en avda. Vía de la Plata, n.º 31,
en Mérida.

Mérida, a 8 de octubre de 2009. El Director General de Urbanismo y Ordenación del Territo-
rio, MIGUEL ÁNGEL CAMPOS RODAS.

• • •

ANUNCIO de 16 de marzo de 2011 sobre notificación de citación para vista
oral ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura, en los
procedimientos arbitrales n.os M-070/2010 y M-086/2010. (2011080961)

No habiendo sido posible practicar en el domicilio de la entidad OT Carolinense, SL, la cita-
ción para celebración de vista oral ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura en
relación con las reclamaciones interpuestas contra ésta por Jacinto González Moraga y
Translimus, SA, se procede a su citación para comparecer ante la Junta Arbitral del Trans-
porte de Extremadura el próximo día 30 de marzo de 2011, a las 11,30 horas, en la
Consejería de Fomento, sita en la avenida de las Comunidades, s/n., de Mérida (Badajoz),
mediante la publicación en el Diario Oficial de Extremadura, de conformidad con el artículo
59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (BOE n.º 285, de 27 de noviembre), en
la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE n.º 12, de 14 de enero), que
modifica la anterior.
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Se efectúa esta citación con la advertencia de que la incomparecencia del reclamante en
dicha vista implicará que desiste de la reclamación, mientras que la no asistencia de la parte
reclamada no impedirá la celebración de la vista y el dictado del oportuno laudo arbitral.

Mérida, a 16 de marzo de 2011. El Secretario de la Junta Arbitral del Transporte de Extrema-
dura, ANTONIO M.ª CRESPO BLÁZQUEZ.

• • •

ANUNCIO de 22 de marzo de 2011 sobre notificación de citación para vista
oral ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura, en el
procedimiento arbitral n.º M-104/2010. (2011080996)

No habiendo sido posible practicar en el domicilio de la entidad Toril Gamonital, SL, la cita-
ción para celebración de vista oral ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura en
relación con la reclamación interpuesta contra ésta por Antonio Vizcaíno Galán se procede a
su citación para comparecer ante la Junta Arbitral del Transporte de Extremadura el próximo
día 30 de marzo de 2011, a las 13,10 horas, en la Consejería de Fomento, sita en la avenida
de las Comunidades, s/n., de Mérida (Badajoz), mediante la publicación en el Diario Oficial
de Extremadura, de conformidad con el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común (BOE n.º 285, de 27 de noviembre), en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13
de enero (BOE n.º 12, de 14 de enero), que modifica la anterior.

Se efectúa esta citación con la advertencia de que la incomparecencia del reclamante en
dicha vista implicará que desiste de la reclamación, mientras que la no asistencia de la parte
reclamada no impedirá la celebración de la vista y el dictado del oportuno laudo arbitral.

Mérida, a 22 de marzo de 2011. El Secretario de la Junta Arbitral del Transporte de Extrema-
dura, ANTONIO M.ª CRESPO BLÁZQUEZ.

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL

ANUNCIO de 3 de marzo de 2011 sobre exposición pública del comienzo de
operaciones de deslinde de la vía pecuaria denominada “Colada de Casas de Don
Gómez al camino de Plasencia”, en el término municipal de Coria. (2011080897)

Acordada por la Dirección General de Desarrollo Rural de la Consejería de Agricultura y
Desarrollo Rural de la Junta de Extremadura con fecha 3 de marzo de 2011, la realización
del deslinde de la vía pecuaria denominada “Colada de Casas de Don Gómez al camino de
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Plasencia”, en el término municipal de Coria, tramo “en todo su recorrido por el término
municipal, excepto tramo ya deslindado”, y de conformidad con lo establecido en la Ley
3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias (BOE n.º 71, de 24 de marzo), en los artículos
13 y siguientes del Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura, aprobado mediante Decreto 49/2000, de 8 de marzo (DOE n.º 30, de 14 de marzo), y
en el Decreto 195/2001, de 5 de diciembre, por el que se modifica el anterior (DOE n.º 142,
de 13 de diciembre), se hace público para general conocimiento, que los trabajos de refe-
rencia darán comienzo a las 11,00 horas del día 28 de abril de 2011 junto a la Ermita de la
Virgen de Argeme.

Para la realización de dichos trabajos ha sido designada la Sección de Vías Pecuarias, osten-
tado D. Alberto Maqueda Anguita la representación de la Administración.

Todos aquellos que se consideren interesados podrán acudir a dicho acto y hacer las mani-
festaciones que consideren oportunas, por todo ello se adjunta en cuadro Anexo los posibles
colindantes a dicha vía pecuaria.

Mérida, a 3 de marzo de 2011. El Director General de Desarrollo Rural, ANTONIO GUIBERTEAU
CABANILLAS.

A N E X O

RELACIÓN DE PARCELAS COLINDANTES A LA “COLADA DE CASAS DE DON GÓMEZ
AL CAMINO DE PLASENCIA”
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UNIVERSIDAD DE EXTREMADURA

CORRECCIÓN de errores del Anuncio de 18 de febrero de 2011 por el
que se hace pública la convocatoria, por procedimiento abierto, para la
contratación del suministro de “Equipamiento para Unidad Genómica, 2
lotes. Lote n.º 1, Sistema PCR en tiempo real con termociclador,
detector de fluorescencia y software de aplicación específico. Lote n.º 2,
Lector de Microplacas con absorbancia, fluorescencia y luminiscencia”.
Expte.: S.070/10. (2011080926)

Advertido error en el Anuncio de 18 de febrero de 2011 (DOE número 47, de 9 de marzo) se
publicaba la convocatoria del suministro de “Equipamiento para Unidad Genómica, 2 lotes.
Lote n.º 1, Sistema PCR en tiempo real con termociclador, detector de fluorescencia y soft-
ware de aplicación específico. Lote n.º 2, Lector de Microplacas con absorbancia, fluorescen-
cia y luminiscencia”, se advierte error en el punto 4.- PRESUPUESTO BASE DE LICITACIÓN y
se procede a su oportuna rectificación:

Donde dice:

«Importe sin IVA, lote 2: 41.797,49 €.

IVA 18%: 3.343,80 €.

Total lote 2: 45.141,29 €».

Debe decir:

«Importe sin IVA, lote 2: 38.255,33 €.

IVA 18%: 6.885,96 €.

Total lote 2: 45.141,29 €».

Advertido el error, procede su rectificación, por lo que se amplía el plazo de presentación de
ofertas en quince días, contados a partir del siguiente a la publicación del presente anuncio.

Badajoz, a 14 de marzo de 2011. El Gerente, LUCIANO CORDERO SAAVEDRA.

AYUNTAMIENTO DE VALVERDE DE MÉRIDA

ANUNCIO de 14 de febrero de 2011 sobre Estudio de Detalle. (2011080660)

Por resolución de alcaldía de 14 de febrero de 2011, se ha aprobado inicialmente el Proyecto
de Estudio de Detalle redactado por los Servicios Técnicos Municipales, referido al reajuste
de las alineaciones de las manzanas de vivienda de promoción pública obtenidas tras el
desarrollo de la UE-2 de las NNSS de Valverde de Mérida con objeto de adaptar la parcela-
ción actual al planeamiento vigente y de esta manera establecer las superficies que en la
realidad se encuentran edificadas, calles Felipe Trigo y Antonio Machado.
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Y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77.2 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre,
del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura, y en el artículo 124.3 del Reglamento de
Planeamiento de Extremadura, se somete el expediente a información pública por el plazo de
un mes, a contar desde la publicación de este anuncio de aprobación inicial en el Diario
Oficial de Extremadura para que los interesados puedan examinar el expediente y presentar
las alegaciones que estimen oportunas.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen presentado alegaciones, el documento será eleva-
do para su aprobación definitiva, si procede. Asimismo, se suspende el otorgamiento de
licencias en las áreas afectadas por el Estudio de Detalle y cuyas nuevas determinaciones
supongan modificación del régimen urbanístico vigente.

Valverde de Mérida, a 14 de febrero de 2011. El Alcalde, PEDRO VIZCAÍNO RAMÍREZ.

PARTICULARES

ANUNCIO de 21 de febrero de 2011 sobre extravío del título de Graduado
Escolar de D.ª Cristina Galet Andrés. (2011080598)

Se hace público el extravío del título Graduado Escolar de D.ª Cristina Galet Andrés, cual-
quier comunicación sobre dicho documento deberá efectuarse ante la Delegación Provincial
de Educación de Cáceres, en el plazo de treinta (30) días, pasados los cuales dicho título
quedará nulo y sin valor y se seguirán los trámites para la expedición de duplicado.

Cáceres, a 21 de febrero de 2011. La Interesada, CRISTINA GALET ANDRÉS.

• • •

ANUNCIO de 25 de febrero de 2011 sobre extravío del título de Graduado
Escolar de D. Eusebio Pérez Prieto. (2011080712)

Se hace público el extravío del título Graduado Escolar de D. Eusebio Pérez Prieto, cualquier
comunicación sobre dicho documento deberá efectuarse ante la Delegación Provincial de
Educación de Cáceres, en el plazo de treinta (30) días, pasados los cuales dicho título queda-
rá nulo y sin valor y se seguirán los trámites para la expedición de duplicado.

Cáceres, a 25 de febrero de 2011. El Interesado, EUSEBIO PÉREZ PRIETO.
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